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CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 363ª

Sesión 34ª, en miércoles 10 de junio de 2015
(Ordinaria, de 10.42 a 13.36 horas)
Presidencia del señor Núñez Lozano, don Marco Antonio, y
de la señora Pascal Allende, doña Denise.
Presidencia accidental del señor Ortiz Novoa, don José Miguel.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.
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X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Petición:

-
De cincuenta y cinco (55) señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 313 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una “Comisión Especial Investigadora encargada de investigar el rol de la Superintendencias de Pensiones (SP) y de la Superintendencia de Valores y Seguros, así como la participación del Servicio de Impuestos Internos, en el proceso de aprobación de la fusión por absorción de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) Cuprum y Argenta, ambas pertenecientes a la compañía Principal Financial Group.”. Para el cumplimiento del propósito la referida comisión especial investigadora deberá rendir su informe en un plazo no superior a 180 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. 

2.
Notas:

-
Del diputado señor Berger por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 9 de junio de 2015, para dirigirse a Panamá. 


3.
Licencia médica:

-
Otorgada al diputado señor Cornejo por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de tres días, a contar del 9 de junio de 2015. 


4.
Comunicación:

-
Del jefe de bancada de diputados Independientes por la cual se informa que la diputada señora Sepúlveda reemplazará al diputado señor Browne en la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano. 


5.
Oficio:

-
De la Comisión de Educación por el cual solicita el asentimiento de la Corporación para celebrar una sesión especial, simultáneamente con la Sala, el próximo jueves 11 de junio, de 09:30 horas a 11:00 horas, con el objeto de escuchar los planteamientos del Colegio de Profesores de Chile A.G., en relación con el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín N° 10008-04). 


Respuestas a Oficios


Contraloría General de la República

-
Diputado Robles, Posibilidad de que las funcionarias públicas puedan efectuar comisiones de servicio, fuera del lugar habitual de trabajo, acompañadas de sus hijos menores de dos años. (43881 al 6727). (43881 al 6727).



Ministerio de Interior

-
Diputado Ward, Diputada Nogueira doña Claudia, Diputado Coloma, Medida adoptada por ese Ministerio y que implica escoltar, por parte de Carabineros de Chile, camiones de valores. (11231 al 5472). (11231 al 5472).


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informe a esta Cámara sobre la cantidad de efectivos policiales que reforzarán los servicios preventivos en las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo, en el marco del Plan Verano 2015 de Carabineros de Chile y, además, la cantidad de carabineros que reforzaron dichas comunas en el marco del Plan Verano Seguro del año 2014. (11232 al 6575). (11232 al 6575).


-
Diputado Ward, Informe a esta Cámara sobre las herramientas de orden tecnológico con que cuenta Carabineros de Chile, a objeto de proceder a la búsqueda de personas desaparecidas y, además, el grado de capacitación del personal destinado a la ejecución de dicha labor. (11233 al 6144). (11233 al 6144).


-
Diputado Pilowsky, Remitir los antecedentes relacionados con las fiscalizaciones realizadas al club deportivo municipal La Pintana, hoy “Deportes La Pintana”. (11234 al 6761). (11234 al 6761).


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Gastos y egresos en los cuales ha incurrido la Región del Biobío, detallando por cada comuna los programas implementados durante 2014, en los términos que señala en la solicitud que se acompaña. (11236 al 4987). (11236 al 4987).


-
Diputado Meza, Disponer la habilitación de albergues de calidad en la Región de La Araucanía, para enfrentar de mejor forma las situaciones de emergencia, especialmente en época invernal. (11237 al 787). (11237 al 787).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (269 al 8387). (269 al 8387).


-
Diputado Trisotti, Remitir las cifras, desglosadas por comuna, de los subsidios para reparación menor, reparación mayor y reconstrucción en la Región de Tarapacá, a consecuencias de los terremotos de 1 y 2 de abril del año pasado y, además, informar sobre el estado de avance de los mencionados subsidios al 31 de diciembre de 2014 y al 1 de abril de 2015. (68 al 7658). (68 al 7658).



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Robles, Evaluar el comportamiento de la empresa Siga-Poch Ingeniería, encargada de la inspección técnica de la construcción de los túneles de las líneas 3 y 6 del Metro de Santiago, debido a que sus trabajadores denuncian graves deficiencias en las condiciones sanitarias y ambientales en que se desempeñan, y la realización de prácticas antisindicales por parte de la empresa mencionada; y, además, adoptar las medidas que el caso amerite. (1440 al 916). (1440 al 916).


-
Diputado Robles, Posibilidad de poner término a la concesión de los servicios sanitarios de la Región de Atacama, entregada a la empresa Aguas Chañar S. A, con el propósito de que el Estado asuma la producción, distribución de agua potable y la recolección y tratamiento de aguas servidas, ante las falencias que presentaría la administración privada. (1446 al 7827). (1446 al 7827).


-
Diputado Rincón, Informe sobre la posibilidad de aumentar el presupuesto asignado a Gendarmería de Chile, por concepto de “Reinserción Social” para mejorar la dotación de los Centros de Apoyo para la integración Social. (1447 al 7922). (1447 al 7922).


-
Diputado Ward, Monto y origen de los recursos económicos ingresados a nuestro país desde el extranjero, destinados a la campaña presidencial de la señora Michelle Bachelet durante el año 2013. Asimismo, indique las normas cambiarias internacionales en virtud de las cuales ingresó dicho dinero. (1919 al 6705). (1919 al 6705).


-
Diputado Ward, Reiterar el oficio N° 6705 de esta Corporación, de fecha 15 de enero del año 2015. (1919 al 9006). (1919 al 9006).


-
Diputada Nogueira doña Claudia, Informar sobre la factibilidad de eliminar definitivamente los cobros por giros de dinero y consulta de saldos desde la llamada cuenta vista Rut del Banco del Estado de Chile. (53 al 8890). (53 al 8890).


-
Diputado Chahin, informe a esta Cámara sobre las razones que motivan a esta entidad bancaria a desconocer el documento que emite el Servicio de Impuestos Internos denominado “Colilla Provisoria de Rut”. (54 al 8661). (54 al 8661).



Ministerio de Educación

-
Diputado Pilowsky, Remitir los informes de rendición de los recursos provenientes de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) realizados por la municipalidad de La Pintana y, asimismo, los antecedentes de las eventuales fiscalizaciones realizadas a este municipio respecto de los mencionados recursos. (11234 al 6762). (11234 al 6762).


-
Diputada Cariola doña Karol, Remitir una cuenta detallada de los flujos de dinero correspondiente a subvenciones educacionales hacia recintos penitenciarios, con señalamiento de a quiénes iban destinadas, cómo debiesen haberse invertido, si existen fiscalizaciones a los receptores de esos fondos y cuáles son los resultados obtenidos. (588 al 5330). (588 al 5330).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los recursos que dispondrá la Región de Los Lagos para la inversión en infraestructura escolar. (589 al 6984). (589 al 6984).



Ministerio de Justicia

-
Diputada Provoste doña Yasna, En el contexto de la reciente catástrofe climática que afectó a la Región de Atacama, informe a esta Cámara sobre la posibilidad de disponer el funcionamiento de unidades móviles del Servicio de Registro Civil e Identificación en esa región y, en su caso, el calendario de atenciones. (327 al 8418). (327 al 8418).



Ministerio de Agricultura

-
Diputado Espinoza don Fidel, Copia de su intervención, en la que le agradece la visita que realizará próximamente a las comunas de Fresia y de Los Muermos y, además, manifiesta que aquella será la oportunidad para expresarle la necesidad de aplicar un futuro plan para las regiones del sur del país, que contemple recursos permanentes para enfrentar la sequía. (436 al 907). (436 al 907).



Ministerio de Bienes Nacionales

-
Diputado Barros, Medidas que se han adoptado para permitir el libre acceso de pescadores artesanales y personas relacionadas con actividades del mar a las playas de la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins. (413 al 8589). (413 al 8589).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social

-
Diputado Espinoza don Fidel, Copia de su intervención, en la que destaca la labor desarrollada por los funcionarios del ministerio a su cargo en la emergencia ocasionada por las erupciones del volcán Calbuco y en la que, además, manifiesta especial preocupación por quienes desempeñan trabajos informales en la zona afectada. (286 al 1005). (286 al 1005).


-
Diputado Hernández, Situación del crédito otorgado por la Caja de Compensación Los Héroes a la señora Emerita Catalán Leal, en los términos que plantea en la solicitud que se adjunta. (35243 al 4985). (35243 al 4985).



Ministerio de Salud

-
Diputado Robles, Operativos de salud que se han efectuado en su territorio jurisdiccional durante los últimos 5 años. (1112 al 7332). (1112 al 7332).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1100 al 8337). (1100 al 8337).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1348 al 8334). (1348 al 8334).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1496 al 8326). (1496 al 8326).


-
Diputado Rincón, Coordinar con los demás entes públicos y privados una solución integral a los problemas viales que afectan la calidad de vida de los habitantes de la comuna de Machalí, debido, entre otras causas, al aumento de la población y al desarrollo inmobiliario. (2897 al 843). (2897 al 843).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el plan de modernización del Metro de Santiago e instalación de ascensores en las estaciones El Golf y Alcántara. (4238 al 8555). (4238 al 8555).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-
Diputado Rocafull, Informe sobre las causas judiciales iniciadas por la municipalidad de Arica motivadas en la resolución de contratos por incumplimiento en la ejecución de las obras del terminal internacional de transporte de pasajeros de Arica. (291 al 7731). (291 al 7731).



Servicios

-
Diputado Boric, Incremento registrado en el presupuesto anual de la Prefectura de Arauco de Carabineros de Chile, entre los años 2008 y 2014, precisando su justificación y el detalle de utilización. (150 al 8623). (150 al 8623).


-
Diputado Soto, Remita a esta Cámara todos los antecedentes disponibles en relación con el beneficio de abono de tiempo por gracia, del exonerado político señor Nelson del Carmen Donoso Galleguillos. (33401 al 8761). (33401 al 8761).



Varios

-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los resultados obtenidos por la campaña “Entrega tu arma”. (11230 al 6778). (11230 al 6778).


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de otorgar el beneficio de renegociación del crédito que mantiene la señora Gabriela Álvarez Cárcamo con una Caja de Compensación. (34906 al 8719). (34906 al 8719).



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Chahin, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con las razones que motivaron la cancelación del otorgamiento de libretas de ahorro de la vivienda y cuenta ahorro niños, entre otros. (55 al 8663). (55 al 8663).



Municipalidades

-
Diputado Cornejo, Estado de tramitación de la solicitud de certificado de obra menor presentada por el señor César Torres Carreño en la dirección de obras municipales, con el propósito de efectuar un cambio de giro en su local comercial. (1033 al 8705). (1033 al 8705).


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Perjuicios ocasionados en su territorio, tanto a bienes privados como públicos, por el desastre natural que lo afectó en el mes de marzo recién pasado, en infraestructura sanitaria, vial, equipamiento urbano y viviendas siniestradas, precisando la naturaleza de los daños y el monto estimado de las reparaciones o reconstrucciones. (519 al 8048). (519 al 8048).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Kast, Informar a esta Cámara sobre la posibilidad de efectuar una visita inspectiva al dominio ubicado en calle Abisinia N° 986, Villa el Abrazo, comuna de Maipú, con el propósito de contratar la denuncia efectuada por los vecinos sobre infracciones a la tenencia irresponsable de animales, adoptando las medidas que correspondan para solucionar los problemas de higiene y salubridad que los afecta. (9126 de 04/06/2015). A varios.


-
Diputado Kast, Informar a esta Cámara sobre la posibilidad de efectuar una visita inspectiva al dominio ubicado en calle Abisinia N° 986, Villa el Abrazo, comuna de Maipú, con el propósito de contratar la denuncia efectuada por los vecinos sobre infracciones a la tenencia irresponsable de animales, adoptando las medidas que correspondan para solucionar los problemas de higiene y salubridad que los afecta. (9127 de 04/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el número de créditos de consumo de que han otorgado los bancos que operan en el país en los año 2013 y 2014. (9128 de 04/06/2015). A varios.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 3231 de esta Corporación, de fecha 24 de julio del año 2014. (9160 de 08/06/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 6194 de esta Corporación, de fecha 10 de diciembre del año 2014. (9161 de 08/06/2015). A directora regional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo de Los Lagos.


-
Diputado Santana, Reiterar los oficios N° 7249 de esta Corporación, de fecha 09 de marzo del año 2015 y N° 7886 de fecha 08 de abril del año 2015 (9162 de 08/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 7887 de esta Corporación, de fecha 08 de abril del año 2015. (9163 de 08/06/2015). A directora de Aeropuertos del Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 7885 de esta Corporación, de fecha 08 de abril del año 2015. (9164 de 08/06/2015). A directora de la Dirección de Obras Hidráulicas de la Región de Los Lagos.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 7913 de esta Corporación, de fecha 09 de abril del año 2015 (9165 de 08/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 7884 de esta Corporación, de fecha 08 de abril del año 2015. (9166 de 08/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 7914 de esta Corporación, de fecha 09 de abril del año 2015. (9167 de 08/06/2015). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 8465 de esta Corporación, de fecha 30 de abril del año 2015 (9168 de 08/06/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Santana, Reiterar los oficios N°s 8185, 7964 y 6561 de esta Corporación, en los términos que se indican en las solicitudes adjuntas. (9169 de 08/06/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de aplicar sanciones a la Subsecretaria de Educación en razón a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. (9170 de 08/06/2015). A contralor general (s) de la república.


-
Diputado Santana, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los contratos de subsidio de transporte marítimo, vigente en la Región de Los Lagos, particularmente el que dice relación con el ID-1577-78-LP12. (9171 de 08/06/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la existencia de un proyecto de construcción que considere una rampa en el sector de Quemay, isla Coldita, comuna de Quellón (9172 de 08/06/2015). A director regional de Obras Portuarias de Los Lagos.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la existencia de un proyecto de construcción que considere una rampa en el sector de Quemay, isla Coldita, comuna de Quellón. (9173 de 08/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la existencia de un proyecto de construcción que considere una rampa en el sector de Quemay, isla Coldita, comuna de Quellón. (9174 de 08/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la situación del comité de vivienda, Agrupación de Discapacitados de la comuna de Castro. (9175 de 08/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la situación del comité de vivienda, Agrupación de Discapacitados de la comuna de Castro. (9176 de 08/06/2015). A secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo de Los Lagos.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la entrega de subsidios de mejoramiento y ampliación en el año 2014 y, a su vez, calendarizar la entrega del presente año. (9177 de 08/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre la situación del comité de vivienda, Agrupación de Discapacitados de la comuna de Castro. (9178 de 08/06/2015). A delegado provincial de Chiloé del Servicio de Vivienda y Urbanización.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Informe a esta Cámara sobre el monto de los aportes monetarios efectuados al erario nacional por la comuna de Antofagasta y la II Región durante los años 2010 a 2014 y la cantidad recibida por concepto de inversión y gasto público en ambos casos y en el mismo período. (9179 de 08/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Rincón, Situación actual de la menor Fransua Constanza Poblete Poblete, respecto del cuidado personal que su abuela materna desea asumir. (9182 de 08/06/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Santana, Fiscalizaciones que habría realizado el presunto falso Ingeniero Civil individualizado con las siglas S.R.A.A. de la empresa R&Q Ingeniería S.A. (9183 de 08/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Molina doña Andrea, Denuncias realizadas por vecinos de la Villa San Ignacio de la comuna de Nogales, por supuestos cobros excesivos en las cuentas de agua. (9184 de 09/06/2015). A jefe oficina regional de Valparaíso de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Estado en que se encuentra la interconsulta para la especialidad de Cardiología solicitada por la señora Sofía Griselda Constanzo de la comuna de Quintero. (9185 de 09/06/2015). A servicios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Recursos asignados a Sernatur en la Región de Valparaíso. (9186 de 09/06/2015). A servicios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Recursos otorgados al Servicio Nacional de Turismo, durante los años 2013 y 2014. (9187 de 09/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Molina doña Andrea, Gastos y deudas contraídas por CENABAST. (9188 de 09/06/2015). A director de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Información relacionada con la Expo Feria Mujer Indígena 2015. (9189 de 09/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Convenio de colaboración suscrito entre las direcciones regionales de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y la Junta Nacional de Jardines Infantiles en materia de lenguaje mapuche huilliche en las comunas de Osorno, Puyehue, Calbuco, Ancud, Quellón y Dalcahue. (9190 de 09/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Rocafull, Inhabilidades que podrían afectar a un Consejero Regional de Arica y Parinacota en la discusión y votación de la ubicación del Museo de la Cultura Chinchorro. (9191 de 09/06/2015). A contralor general (s) de la república.


-
Diputado Rocafull, Estado de avance, montos y fechas de conclusión de los siguientes proyectos: Parque del Encuentro, Borde Costero; restauración del Monumento Nacional Catedral San Marcos, de la ex Estación Ferrocarril de Arica a La Paz, del Edificio ex Aduana, del Mercado Central de Arica y de la ex Isla El Alacrán; y, acerca de la construcción del relleno sanitario de Arica. (9192 de 09/06/2015). A intendencias.


-
Diputado Rocafull, Medidas que se adoptarán para que los sectores más vulnerables de la Región de Arica y Parinacota puedan acceder a una educación superior técnica gratuita. (9193de 09/06/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Rocafull, Plazo en que ese municipio implementara el nuevo sistema de titularidad de profesores. (9194 de 09/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Rocafull, Estado de los proyectos de nuevos complejos fronterizos Chungará, Chacalluta y Visviri, del proyecto para el combate contra la delincuencia en la Región de Arica y Parinacota; y sobre las iniciativas que tengan por objeto fortalecer y mejorar la calidad de vida de los trabajadores de los complejos fronterizos de nuestro país. (9195 de 09/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Rocafull, Fondos destinados a infraestructura y construcción de nuevos establecimientos educacionales en la Región de Arica y Parinacota. (9196 de 09/06/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Rocafull, Estado de avance en la construcción de los siguientes proyectos: Laboratorio de Salud Pública Ambiental y Laboral, Servicio de Atención Primaria de Urgencia de Alta Resolución y Centro Comunitario de Salud Familiar y equipamiento para el Hospital Regional de Arica y Parinacota. (9197 de 09/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Rocafull, Avance en la construcción del nuevo Centro de Reparación Especializada de Administración Directa y del Centro de Penitenciario femenino de la Región de Arica y Parinacota. (9198 de 09/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputado Rocafull, Circunstancias en que la internación de bicicletas a Chile se encuentra grabada, en consideración a lo prescrito en la Resolución Exenta 
N° 7264 de fecha 26 de diciembre del año 2014 del Servicio Nacional de Aduanas. (9199 de 09/06/2015). A servicios.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (106)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: Los diputados señores Bernardo Berger Fett, Cristián Campos Jara, Lautaro Carmona Soto, Fuad Chahin Valenzuela, Nicolás Monckeberg Díaz, Ignacio Urrutia Bonilla y Patricio Vallespín López.

-Con licencia médica: El diputado señor Aldo Cornejo González.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.42 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El acta de la sesión 26ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 27ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.
IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

-o-

El señor RIVAS.- Señor Presidente, pido la palabra por una cuestión reglamentaria.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¿Qué artículo del Reglamento invoca, señor diputado?

El señor RIVAS.- Señor Presidente, invoco mi derecho a hacer uso del artículo 33 del Reglamento, motivado por los dichos del exdiputado y exministro Jorge Insunza, quien ayer manifestó textualmente: “Hay muchos parlamentarios que no viven solamente de su dieta.”.

El artículo 33 dispone: “El diputado que estime que su reputación o corrección de procedimientos se ha dañado por cargos formulados en algún medio de publicidad o por observaciones de otro diputado, podrá, para vindicarse, usar de la palabra durante cinco minutos como máximo, inmediatamente después de la cuenta o al término de la sesión.”. 

Dado que el señor Insunza habló de los diputados en general, me sentí incluido en su juicio. Por eso invoco el artículo 33 para hacer mis descargos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, para ejercer tal derecho usted debe informar a la Mesa al menos treinta minutos antes del inicio de la sesión. Por ello, le pido que haga su solicitud, si le parece, en la sesión de mañana.

El señor RIVAS.- Muy bien, señor Presidente.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE
CON LA SALA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión de Educación, en orden a sesionar simultáneamente con la Sala el próximo jueves 11 de junio, de 9.30 a 11.00 horas, con el objeto de escuchar los planteamientos del Colegio de Profesores de Chile A.G., en relación con el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por 55 señoras diputadas y señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1), letra c) de la Constitución Política de la República, y en el artículo 313 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora encargada de investigar el rol de la Superintendencia de Pensiones y de la Superintendencia de Valores y Seguros, así como la participación del Servicio de Impuestos Internos, en el proceso de aprobación de la fusión por absorción de las administradoras de fondos de pensiones Cuprum y Argenta, ambas pertenecientes a la compañía Principal Financial Group.

Para el cumplimiento de su propósito, la referida comisión deberá rendir su informe en un plazo no superior a ciento ochenta días, y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. 

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

Corresponde someter a votación la solicitud.

Hago presente a la Sala que para su aprobación se requiere del voto favorable de 47 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 6 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Rechazada por no haberse alcanzado el quorum requerido.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Browne Urrejola Pedro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Espejo Yaksic Sergio; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Barros Montero Ramón; Hasbún Selume Gustavo; Lavín León Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Soto Osvaldo; Ward Edwards Felipe.

-o-

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Hago presente a la Sala que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en la solicitud para requerir ante la excelentísima Corte Suprema la remoción de la consejera del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, en virtud de lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 20.405, será entregado en la sesión de mañana 11 de junio. 

Para la discusión de este asunto se otorgará un máximo de diez minutos, que se podrán distribuir entre dos diputados que sostengan la solicitud de remoción y dos que se opongan a ella.

La solicitud será votada durante el tiempo de votaciones, y para su aprobación se requiere del voto favorable de la mayoría absoluta de los diputados partícipes en la votación.

V. ORDEN DEL DÍA

ERECCIÓN DE MONUMENTO EN COMUNA DE CORONEL EN HOMENAJE A LOS MINEROS DEL CARBÓN (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9876-24)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción, que autoriza erigir un monumento en la comuna de Coronel en homenaje a los mineros del carbón.

Hago presente a la Sala que, por acuerdo de los Comités Parlamentarios, este proyecto se tratará conforme a las reglas de la Tabla de Fácil Despacho, por lo que se limitará la discusión a cuatro discursos de hasta cinco minutos cada uno.

Diputado informante de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones es el señor Marcelo Chávez.

Antecedentes:

-Moción, sesión 122ª de la legislatura 362ª, en 28 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 11.

-Informe de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, sesión 3ª de la presente legislatura, en 17 de marzo de 2015. Documentos de la Cuenta N° 15.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor CHÁVEZ (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en una moción de los diputados señores Marcelo Chávez, Claudio Arriagada, Jorge Sabag y Víctor Torres, que autoriza erigir un monumento en la comuna de Coronel en homenaje a los mineros del carbón.

La idea matriz o fundamental del proyecto es, por una parte, rendir homenaje a los mineros del carbón asentados en la zona costera de la Región del Biobío, que en su trabajo cotidiano generaron un sentido de pertenencia a un medio común donde construyeron su propia cultura, y, por otra, relevar el aporte histórico, cultural y social de quienes hicieron del trabajo minero su vida, y del campamento, su ciudad, como ocurrió con Coronel, donde se concentró la mayor producción de carbón de la zona.

Fundamentos del proyecto.

A mediados del siglo XIX, en el Golfo de Arauco nacieron las ciudades de Lota y de Coronel como consecuencia de la actividad extractiva del carbón. Empresarios como Matías Cousiño y Federico Schwager iniciaron emprendimientos que fueron el germen de la gran minería del carbón y que, debido a la necesidad de mucha mano de obra, dieron origen a los centros urbanos que hoy conocemos en la zona costera de la Región del Biobío.

En esta coyuntura, se fundó la ciudad de Coronel el 30 de agosto de 1849. Solo dos años antes se había descubierto el yacimiento carbonífero de Schwager, por lo que la ciudad se desarrolló en torno a la explotación de dicho mineral.

En 1853 se formó la compañía carbonera Schwager, que concentró la producción del carbón en Coronel, Lota, Curanilahue y Lebu. Estos centros urbanos crecieron en torno a la extracción del carbón y a su industria asociada.

Dentro de toda la cadena extractiva del carbón, el eslabón más importante y fundamental para el desarrollo y funcionamiento de la actividad fue el minero, hombre esforzado que participó en una de las labores más pesadas que podían existir, como es bajar a una mina a cientos de metros bajo el nivel del mar, sacrificando su salud al estar en contacto con gases y partículas dañinas para su aparato respiratorio.

El trabajo cotidiano del minero aporta significativamente a la conformación de su identidad, con elementos que se dan solo producto de su condición. El peligro, la muerte, la oscuridad y el laborar a muchos kilómetros bajo el mar generaron en él una forma muy particular de ver el mundo, que le dio mucha fuerza para enfrentarse a la adversidad. Era común ver a los mineros sometidos a situaciones de peligros y socorrer a sus compañeros de turno; luego de ocurrida alguna tragedia, se reintegraban a sus labores habituales. Ello demuestra que el compañerismo también era parte importante en la cultura minera, tanto en el interior como en el exterior de la mina, lo que generó una relación social muy marcada. 

Asimismo, la lucha de los mineros por sus derechos y por su seguridad fue pionera en nuestro país. Su forma de vida y su sacrificio fueron retratados incluso en la literatura. Autores como Baldomero Lillo graficaron de manera magistral la dura forma de vida de esos trabajadores. Su obra Sub terra, compuesta por una serie de cuentos, entrega un vívido relato de las condiciones familiares y de trabajo en las que los mineros del carbón desarrollaban su existencia.

La historia del movimiento obrero de los trabajadores del carbón está muy ligada al sindicalismo del país. Por ejemplo, la huelga de 1920 de los mineros de Coronel, Lota y Curanilahue es considerada uno de los hitos más importantes para el proceso de sindicalización del país.

La industria del carbón comenzó su declive en la segunda mitad del siglo XX. 

Con el retorno de la democracia, se puso de manifiesto que la situación de la Empresa Nacional del Carbón era insostenible desde el punto de vista económico, por lo que se decidió promulgar la ley de reconversión, mediante la cual más de 4.000 trabajadores abandonaron las faenas mineras y se acogieron a varios planes de retiro voluntarios e indemnizaciones por años de servicios, a pensiones y a jubilaciones.

La crisis que generó el cese de la explotación carbonífera en la Región del Biobío es uno de los episodios más trascendentales ocurridos en la historia reciente de nuestro país, ya que representa el colapso de una actividad económica que durante largos años sustentó y alimentó en forma exclusiva a la región del carbón. El fin de la actividad significó la pérdida de la identidad sociocultural de toda una zona, en particular de Lota y de Coronel, cuyos habitantes, mayoritariamente provenientes de familias mineras, sienten la pérdida de su identidad.

Los integrantes de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, la diputada señora Fernández y los diputados señores Arriagada, Gahona, Poblete y Rathgeb, valoraron y aprobaron unánimemente el proyecto por su propio mérito y resaltaron que es de toda justicia rendir un homenaje al minero del carbón, hombre valiente, corajudo, intrépido y trabajador, cuyo monumento en la ciudad de Coronel permitirá traspasar a las futuras generaciones su historia y perpetuar en la memoria colectiva su vida y su aporte a su región y a Chile.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, la Unión Demócrata Independiente va a apoyar con entusiasmo este proyecto de ley, puesto que, como en otros casos, consideramos absolutamente imprescindible que se mantengan formas de vida y costumbres que son parte de la cultura nacional.

La actividad minera carbonífera, desde mediados del siglo XIX y hasta mediados del siglo XX, dio vida a muchas familias y también a ciudades, como las de Lota y Coronel. Esta última, que concentró desde el inicio la mayor actividad minera carbonífera de país, fue fundada el 30 de agosto de 1849. 

Ahora bien, no solo las costumbres y la cultura se verán reflejadas con esta iniciativa. El monumento que se propone erigir también será un homenaje a hombres que dieron al país su fortaleza para desarrollar esta gran actividad económica, y que también dieron fama de aguerridos a los chilenos. Muchos de esos hombres engrosaron las filas de los bravos que lucharon en la Guerra del Pacífico. Por ello, es necesario preservar y mantener esta cultura, que se expresaba en formas de vida y en estilos de vivir en comunidad.

En la actualidad, la comuna de Coronel supera largamente los 100.000 habitantes y ha intentado mantener su cultura a medida que se moderniza. A la cabeza tiene a un gran alcalde, que ha colaborado en su progreso, pero asentado en su historia.

Creemos que este proyecto de ley es justo, pues, de algún modo, busca identificar raíces. Por tanto, la UDI apoyará con entusiasmo esta sencilla iniciativa que busca preservar no solo la cultura de los mineros del carbón, sino también parte de la cultura chilena.

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Marcelo Chávez.

El señor CHÁVEZ.- Señor Presidente, la historia de nuestro país está marcada por la lucha que dieron los mineros del salitre en el norte grande y por la infatigable presencia de los mineros del carbón en Coronel, en Lota y en la provincia de Arauco, Región del Biobío. 

La actividad minera comenzó su desarrollo a mediados del siglo XIX, lo que impulsó significativamente el crecimiento de Coronel. Es así como se levantó un complejo industrial minero que se transformó en un punto de atracción de capitales y de mano de obra para trabajar los mantos carboníferos.

En 1939, la demanda de cobre por parte de Europa, que por esos años entraba en la Segunda Guerra Mundial, significó un alza de la demanda de carbón por las refinerías cupríferas, lo que, sin duda, trajo como consecuencia el constante requerimiento de mano de obra para las labores de extracción del carbón. 

Con el paso de los años y con la habilitación, a fines del siglo XIX, del ferrocarril entre Concepción y Lebu, se incorporaron a la extracción carbonífera nuevos yacimientos ubicados al sur de Lota, como Trongol, Curanilahue y Lebu. Ello transformó al carbón en un mineral de primera necesidad durante esos años.

La industria del carbón hizo posible la formación de grandes fortunas familiares. Sin embargo, la precariedad de las condiciones de vida de los mineros fue una constante desde el comienzo de su actividad. Esa situación generó una fuerte identidad colectiva en ellos. En otras palabras, la explotación del carbón siempre ha tenido aparejadas condiciones de trabajo duras, que se imponen con gran fuerza sobre sus trabajadores, lo que produce un fuerte vínculo identitario con esas condiciones. 

Los derrumbes, las inundaciones y el gas grisú hacían que las condiciones de trabajo fueran extremas. Las precauciones y la seguridad en las minas eran escasas. Generalmente se trabajaba con la barreta, la picota, el combo, la pala y la cuña de acero. La vestimenta del minero era confeccionada con sacos de harina. Usaban ojotas de cuero; su traje de seguridad consistía en una gorra de hule en cuya visera iba una lámpara de latón alimentada por aceite, que muchas veces ellos mismos debían costear.

Frente a estas condiciones y ante la poca seguridad que se dejaba ver en las minas, no era extraño que las enfermedades fueran frecuentes. Las más recurrentes eran la silicosis y la antracosis. La mayoría de ellas estaba vinculada a enfermedades broncopulmonares, debido a la inhalación de aire rarificado, a la hediondez y a la amenaza de gases.

Dicen que en las minas se trabaja como hombre, y que los demás trabajos no alcanzan a dar esa sensación de masculinidad. El minero del carbón debía dar ejemplo de heroísmo para demostrar que en ese trance estaba dispuesto a jugarse la vida. Daba su esfuerzo y energía para arrancar el carbón desde lo profundo de la naturaleza. Así era la vida cotidiana de estos hombres que veían como única fuente de ingreso la extracción de dicho mineral, sin medir muchas veces las consecuencias que esa forma de ganarse la vida traería para ellos a futuro.

El minero del carbón enfrentó problemas sociales graves, como la falta de una vivienda adecuada, la proliferación de epidemias y enfermedades profesionales y la escasez de establecimientos educacionales para sus hijos. A ello se suma el trato inhumano que recibían por los mandos superiores y medios, siempre descontentos por la baja calidad técnica de los obreros.

Permítanme traer a esta Corporación una cita de Baldomero Lillo, del cuento El Chiflón del Diablo, contenido en su obra Sub terra, que señala lo siguiente: “Una mirada de inteligencia se cruzó entre los obreros. Conocían la táctica y sabían de antemano el resultado de aquella escaramuza. Por lo demás, estaban ya resueltos a seguir su destino. No había medio de evadirse. Entre morir de hambre o morir aplastado por un derrumbe, era preferible lo último: tenía la ventaja de la rapidez. ¿Y dónde ir? El invierno, el implacable enemigo de los desamparados, como un acreedor que cae sobre los haberes del insolvente sin darle tregua ni esperas, había despojado a la naturaleza de todas sus galas.”.

Por todo lo anterior, es justo brindar un pequeño pero merecido y sincero reconocimiento a miles de hombres que dedicaron su vida a extraer desde las entrañas de nuestra tierra el tan preciado mineral, que por años fue su única fuente de ingresos.

En ese sentido, un monumento que dé cuenta de la vida del minero del carbón, que de-
sarrolló uno de los más arduos y esforzados trabajos, sería importante no solo para recordar, sino, además, para valorar lo que significa esta cultura en toda la zona del carbón.

Por último, es justo señalar que esta idea surgió de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Coronel. De hecho, su presidente tuvo esta brillante idea que hemos podido transmitir. Espero que la Cámara de Diputados apruebe la iniciativa, con el fin de hacer un merecido homenaje a personas que en muchos casos entregaron su vida, lo que marcó una forma de ser y una cultura en la Región del Biobío, especialmente en la comuna de Coronel, la cual tengo el honor de representar en la Cámara de Diputados.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Clemira Pacheco.

La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, recordar a la familia minera -mi familia- no es fácil. Para nuestra gente y nuestro pueblo nunca, en su historia, ha sido fácil. Lo menciono porque me viene a la memoria cuando con mi madre viajábamos desde Coronel a Lota a visitar a mis tíos. Nos encantaba visitarlos, porque significaba tomar la batea de pan minero y llevarlo a los hornos comunitarios que aún existen. Mientras esto sucedía, las mujeres se iban a los pilones -que también eran comunes- para aporrear, escobillar y refregar a mano la ropa de la familia. Nosotros, los niños, todos los primos, nos entreteníamos jugando con la lavaza de la ropa que se lavaba en las bateas, pilones y lavaderos comunes.

Mientras jugaba, escuchaba los comentarios de las mujeres, quienes decían, por ejemplo: “Mañana me toca el primer turno. ¿Qué voy a preparar de “manche” para que mi viejo lleve mañana?”. En esas conversaciones también comentaban que habían recibido a visitas ilustres en la zona. Por ejemplo, el 24 de noviembre de 1971 estuvo en Coronel el Presidente compañero Salvador Allende junto a Fidel Castro, en una concentración de mineros del carbón. El Presidente se alojó varios días en la Casa Schwager, ubicada frente a donde aún resido en Coronel, a trescientos metros de la mina de Schwager, de la filial de mismo nombre.

Cabe recordar que el día oficial del minero es el 10 de agosto. Pero también quiero recordar, orgullosa por el Partido Socialista, la preocupación que siempre manifestó el Presidente Salvador Allende por los mineros. Tuvo preocupación como senador, como ministro de Salud y, obviamente, como Presidente de la República. Digo esto porque fue él quien, en 1970, estatizó las minas de carbón de Lota y de Coronel, a fin de reconocer el trabajo y la producción que habían entregado esas minas -ese oro negro- a las divisas y al gran desarrollo del país.

Los viejos mineros eran choros, duros, sindicalistas y luchadores, con convicciones, por sus derechos. En efecto, muchos de mis antepasados -algunos tíos- recordaban la huelga larga de 1960, que duró más de dos meses, en la que los mineros lucharon para tener mejores condiciones de vida. Durante más de dos meses realizaron ollas comunes y pelearon por mejores salarios y por un trato mucho más justo.

Bajo la mina, el trabajo era duro, complicado y con muy poca seguridad. Los mineros sabían -también sus mujeres e hijos- a qué hora entraban a la mina, pero no sabían si iban a volver o no.

Bajaban a una profundidad promedio de 1.000 metros, en la filial Schwager, y se exten-
dían por kilómetros bajo el lecho marino para extraer el oro negro.

En 1973, los dirigentes del carbón y los viejos mineros fueron duramente perseguidos; muchos de ellos fueron encarcelados y algunos asesinados solo por pensar distinto. Recuerdo a varios compañeros comunistas y socialistas que ya no están con nosotros. Para la dictadura era la zona roja; no tuvimos inversión alguna. Por lo tanto, al igual que el carbón, también se tiñó de negro nuestra historia.

En la década de 1980 se privatizó la Enacar y la filial de Schwager. Esa decisión nos pesa hasta el día de hoy, debido al problema estructural de cesantía que aún se mantiene. El rol empresarial que tenía el Estado fue reemplazado por un sistema de mercado en el que el Estado se jibariza y asume un rol subsidiario.

Al volver la democracia se lograron varios avances. Quiero recordar que la administración comunal anterior rescató varios hitos de la zona minera y de su cultura. Por ejemplo, la plaza pública Jorge Rojas Miranda, el Museo Histórico Minero Puchoco Schwager, la población Mártires del Carbón y la réplica de la jaula minera creada por los exmineros de Lota y Coronel.

Finalmente, quiero recordar a los 21 mineros que el 30 de septiembre de 1994 murieron por la poca seguridad existente en las faenas. Fallecieron por inhalación de gas grisú. 

Reitero que vivo a trescientos metros de la mina filial de Schwager. Todos los cerros de Coronel se enlutaron con banderas debido a la muerte de estos amigos y compañeros mineros.

En el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, y hasta nuestros días, se han entregado pensiones de gracia a los exmineros como una forma de reconocer el aporte de su trabajo al desarrollo del país.

Por lo tanto, este proyecto viene a complementar aún más todos los hitos históricos rescatados por la anterior administración comunal y por los anteriores gobiernos de la Nueva Mayoría, que conservan la cultura y lo que aportó la zona minera al país.

Para terminar, quiero decir que la cultura minera está en el ADN, en los genes de nuestro pueblo al sur del Biobío.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado 
Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, el proyecto de ley que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los mineros del carbón en la comuna de Coronel es una iniciativa de plena justicia a la historia de un sector muy combativo en la lucha social en Chile. Me refiero a los trabajadores del carbón de la Octava Región.

Estudios sobre el comportamiento demográfico, la movilidad social y la situación de la clase obrera en los primeros enclaves industriales del carbón dan cuenta de la existencia de las precarias e injustas condiciones en que vivían los trabajadores y sus familias. Viviendas deficitarias, falta de instrucción escolar, altos índices de mortalidad infantil y mala calidad en la alimentación son algunas de las situaciones que, lamentablemente, permanecerán como un sino durante gran parte del siglo XX en la vida de los mineros del carbón.

Los mineros siempre vivieron con fuerza la tragedia y el luto asociado al trabajo, el dolor de la pauperización, el conflicto, el trabajo infantil, la fatalidad y la muerte como elemento propio del riesgo del trabajo subterráneo. No obstante, esta condición permitió que la lucha contra la pobreza fuese también una lucha por mejorar las condiciones laborales, los salarios, las medidas de seguridad en la explotación del carbón y la calidad de vida en el espacio urbano. La acción de los mineros del carbón alcanzó un lugar privilegiado en la historia de los movimientos sociales en Chile.

Como bien lo expresan los profesores de la Universidad de Valparaíso señores Juan 
Carlos Rodríguez y Patricio Medina Hernández en su artículo Reconversión, daño y abandono en la ciudad de Lota, el aire mítico que sustenta a los mineros del carbón y sus comunidades está en el trabajo, en la movilización social y en su sentido de justicia. Por ello, cuando se busca en su historia, se descubre que esta mantiene vigente la idea de la huelga, la organización, el sindicato, el partido, la solidaridad y la lucha.

De allí nacieron obras tan contundentes en el aspecto social, como Sub terra, de Baldomero Lillo, o la prolífera producción poética de Pablo Neruda y la defensa que hizo de los mineros del carbón cuando era senador, lo que le costó su expulsión del país.

En este sentido, se nos revelan algunos grandes conflictos que dan cuenta de la constitución de un sujeto colectivo, cuyo claro interés era torcerle la mano a las injusticias: la “huelga grande” o “huelga larga”, de 1920, que interpelaba por la reducción de la jornada de trabajo de ocho horas, el aumento del jornal y el fin de la policía empresarial; y la huelga de 1946, ocurrida durante el gobierno de Gabriel González Videla, quien militarizó la zona, trasladó a trabajadores a otras regiones e inició un proceso contra noventa y nueve dirigentes sindicales y políticos, incluyendo al alcalde de la ciudad.

Más tarde, bajo la presidencia de Salvador Allende, se promulgó la ley N° 17.450, del 16 de julio de 1971, que ordenó la concentración y estatización de todas las explotaciones carboníferas. En virtud de dicha ley, “El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible sobre todas las minas, (...)”. Los trabajadores del carbón consideraron esta ley como el último gran gesto del Estado chileno para con sus reivindicaciones.

El golpe de Estado significó la muerte y la desaparición de dirigentes mineros y se transformó en una noche negra para muchos habitantes de la zona.

Además, la vulnerabilidad de la condición monoproductora, anunciada por décadas, comenzó a expresarse con claridad en Coronel a partir de la modificación de la matriz energética del país. La introducción del petróleo y de la hidroelectricidad desplazó al carbón como primera fuente energética. Las navieras, el ferrocarril y las fundiciones, que eran los grandes consumidores del mineral, ya no requirieron de dicha fuente energética. Con ello, se instaló un claro mensaje: cada vez se necesitan menos trabajadores en las faenas.

Con el cierre de las minas de carbón se perdió no solo el trabajo, sino también la relación con la sociedad y todos los espacios comunes compartidos. Se fracturó la imagen colectiva, lo que también se expresó en la arquitectura de las ciudades: los edificios se deterioraron y se convirtieron en testimonio de una actividad industrial detenida y de la pérdida de funciones de instituciones asociadas y complementarias a la actividad del carbón.

Para finalizar, quiero manifestar que, gracias a la presente iniciativa, en Coronel se hará justicia, simbólicamente, al aporte que los trabajadores del carbón hicieron a Chile. 

He dicho.

El señor NÚNEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en moción, que autoriza erigir un monumento en la comuna de Coronel, en homenaje a los mineros del carbón.

Hago presente a la Sala que la totalidad de sus normas son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, se declara aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

MODIFICACIÓN DE LA LEY N° 18.833, EN RELACIÓN CON LOS CRÉDITOS OTORGADOS POR LAS CAJAS DE COMPENSACIÓN (Primer trámite
constitucional. Boletines refundidos Nos 7069-13,
7580-03, 8090-13 y 8950-13)

El señor NÚNEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que modifica la Ley N° 18.833, Estatuto General para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

Diputado informante de la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación es el señor Joaquín Lavín.

Antecedentes:

-Mociones: -boletín N° 7069-13, sesión 54ª de la legislatura 358ª, en 15 de julio de 2010. Documentos de la Cuenta N° 10;

-7580-03, sesión 11ª de la legislatura 359ª, en 7 de abril de 2011. Documentos de la Cuenta N° 14;

-8090-13, sesión 122ª de la legislatura 359ª, en 15 de diciembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 16, y 

-8950-13, sesión 29ª de la legislatura 361ª, en 16 de mayo de 2013. Documentos de la Cuenta N° 11.

-Informe de la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación, sesión 116ª de la legislatura 362ª, en 20 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 15.

El señor NÚNEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor LAVÍN (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en diversas mociones, contenidas en los boletines Nos 7069-13, 7580-03, 8090-13 y 8960-13, que modifica la Ley 
N° 18.833, Estatuto General para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. 

Para una tramitación más ordenada y comprensiva de las materias de que trata la iniciativa en informe, la Sala de la Corporación, en sesión de fecha el 25 de noviembre de 2014, acordó refundir los respectivos proyectos.
Dicha fusión se justifica en la necesidad de regular con mayor detalle las condiciones financieras aplicables a los créditos que otorgan las cajas de compensación, en particular con miras a proteger a aquellos beneficiarios más vulnerables, como son los adultos mayores, muchos de los cuales se han visto enfrentados a preocupantes condiciones de endeudamiento. 

En ese sentido, las diversas mociones que dan origen a este proyecto abordan lo siguiente:

a) La necesidad de limitar el monto máximo de descuento que pueden efectuar las entidades pagadoras de pensiones a los pensionados afiliados a una caja de compensación;

b) La tasa de interés corriente aplicable al cobro de los créditos sociales otorgados por las cajas de compensación de asignación familiar; 

c) La indisponibilidad de futuras indemnizaciones, con el objeto de proteger a las personas del sobreendeudamiento, y 
d) Las condiciones del crédito social, tales como el debido acceso a la información, con el objeto de proteger los derechos de los afiliados a las cajas de compensación.
La idea matriz de la iniciativa es modificar la Ley N° 18.833, Estatuto General para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, en lo referido al otorgamiento de créditos sociales a fin de establecer resguardos para los beneficiarios más vulnerables.

Durante la discusión general del proyecto se contó con la colaboración de representantes de cajas de compensación, de autoridades del Sernac, del superintendente de Seguridad Social, de la superintendenta de Pensiones y de asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional. 

En las audiencias se analizaron el contexto general aplicable a las cajas de compensación, su regulación más reciente, incluyendo las circulares de la Superintendencia de Seguridad Social (Suseso), así como las cifras del endeudamiento que afecta a los trabajadores y pensionados afiliados a esas corporaciones. 

Al finalizar el debate, el proyecto de ley fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes: las señoras Pacheco y Sepúlveda, y los señores Arriagada, Kort, Melo y quien informa.

Para dar inicio a la discusión particular, las diputadas señoras Hernando, Pacheco y Sepúlveda, y los diputados señores Chahin, Melo y quien informa, presentamos una indicación sustitutiva que recoge los fundamentos de las iniciativas refundidas. 

Asimismo, durante el debate, la comisión recogió algunas de las sugerencias realizadas por los invitados y prestó especial atención en evitar establecer condiciones que pudieran traducirse en la exclusión del crédito a aquellos pensionados que reciben un monto igual o inferior a la pensión básica solidaria. Ello, por cuanto se trata de personas que podrían verse forzadas a recurrir al crédito que ofrece el retail, en condiciones más desfavorables. 

Por eso, se enfatizó en las condiciones que actualmente fijan las circulares de la Suseso, y se fortalecieron los aspectos que robustecen esos resguardos.

En definitiva, se aprobó el proyecto de ley, cuyo contenido aborda lo siguiente: 

1) La fiscalización supletoria de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en lo referido a los regímenes de prestaciones de crédito social.

2) La necesidad de establecer en el reglamento respectivo las condiciones mínimas indispensables tendientes a asegurar la adecuada información a los usuarios respecto de las condiciones de los créditos.

3) La obligación de presentar las solicitudes de crédito solo a través de la entidad empleadora o directamente en las oficinas de la caja de compensación, y contratar su otorgamiento, renegociación y reprogramación en forma presencial en dichas dependencias.

4) La prohibición de deducir lo adeudado de las prestaciones que el trabajador reciba con ocasión del término de la relación laboral, salvo las cuotas devengadas y vencidas, previa autorización expresa del mismo al momento de ratificar el respectivo finiquito.

Se deja constancia de que las normas del proyecto son de quorum calificado, de conformidad con lo establecido en el artículo 19, N° 18°, de la Constitución Política de la República.

En razón de lo expuesto, solicito a la honorable Sala la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación.

Es todo cuanto puedo informar a sus señorías.

He dicho.

El señor NÚNEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, sin duda este es un proyecto con contenido social, que resguarda a trabajadores activos y pensionados que contratan créditos sociales, mecanismo de préstamo que administran las cajas de compensación de asignación familiar, que, como lo establece la ley, son entidades sin fines de lucro.

El objetivo de la iniciativa -soy coautor de dos de los cuatro proyectos refundidos- es proteger a quienes se endeudan a través del mecanismo del crédito social. 

Para ello, durante los últimos años se han llevado adelante diversas iniciativas. En ese sentido, destaco el trabajo realizado por la entonces Comisión Especial de Adulto Mayor, donde junto con varios parlamentarios logramos generar un fuerte debate sobre el particular, en tanto funcionó dicha instancia. 

Entre otras materias, se trató la necesidad de establecer algunos resguardos fundamentales vinculados con el otorgamiento, el seguimiento y la forma en que se concede ese tipo de créditos. Al respecto, alcanzamos avances bastante significativos, por ejemplo, la prohibición de otorgar préstamos a 84 cuotas plazo, lo que típicamente se realizaba con los adultos mayores. Ello daba lugar a un encadenamiento de créditos a consecuencia del cual el adulto mayor, a veces pensionado, que vive con recursos escasísimos -hemos visto en diversos reportajes de prensa las precarias y rigurosas condiciones de vida de una parte importante de ese segmento-, en lugar de su condición de júbilo, como dice la norma sobre la materia, terminaba viviendo en una condición de gran precariedad humana, social y económica.

Tengo en mi poder cuatro liquidaciones de pago de pensión -obviamente, no diré sus nombres- de cuatro profesores jubilados de mi Región de Aysén, quienes al 31 de diciembre de 2014 percibían una remuneración promedio de 1.600.000 o 1.700.000 pesos. En enero del presente año su primer pago de pensión fue de 160.000 o 170.000 pesos. 

Al respecto, ellos me dijeron: “Don David, de la noche a la mañana, después de pertenecer a la clase media; de contribuir al desarrollo del país, a la formación de los jóvenes, es decir, de nuestros recursos humanos; de ayudar a construir un futuro mejor para los jóvenes de nuestra región, nos transformamos en un grupo de personas carentes de recursos, y vivimos en la pobreza.”.

Esas son las cosas que nos indignan desde todo punto de vista y que nos llaman a ver la forma -estamos absolutamente atentos a ello, tal como se señaló en la sesión especial de la semana pasada, a la que asistieron el subsecretario de Hacienda, el ministro de Desarrollo Social y la directora del Senama- de resolver el problema de las bajas jubilaciones y pensiones de aquellos que nos entregaron todo, respecto de quienes nos asiste la obligación ética y moral de contribuir adecuadamente al desarrollo de las condiciones mínimas que les aseguren en su etapa pasiva, esto es, luego de haber cerrado su ciclo laboral, vivir con dignidad, gozando de todos los derechos que se merece cualquier ciudadano.

En ese sentido, nos señalaron que en agosto la Comisión Bravo debería estar terminando su propuesta. Estaremos atentos a ello, porque también lo han estado los jubilados y pensionados de todo el país.

Como consecuencia de los bajos niveles de recursos, muchos adultos mayores, pensionados y jubilados han debido recurrir a diversos mecanismos para asegurarse condiciones básicas de vida. En ese contexto, curiosamente el 70 por ciento de la deuda de los jubilados y pensionados está contraída en el sistema comercial tradicional, el retail y las financieras, cuyos créditos tienen costos elevadísimos. Se trata de personas que se encuentran en condiciones de mucha precariedad, lo que, obviamente, los tiene en una situación de vida muy compleja. 

Sin bien los créditos sociales poseen un marco regulatorio distinto -sin duda, son más económicos-, solo el 15 o el 16 por ciento de la señalada deuda está comprometida con las cajas de compensación.

En esa línea, se hicieron importantes avances con la Superintendencia de Seguridad Social en cuanto al régimen de prestaciones de créditos sociales, básicamente con la eliminación de las ochenta y cuatro cuotas plazo -hoy solo se pueden conceder préstamos hasta cinco años- y el establecimiento de un mecanismo para regular dónde y cómo se hacen los créditos, para evitar las verdaderas “cacerías” de adultos mayores cuando salen de las respectivas oficinas con el pago de su pensión.

Proyectos como el que debatimos apuntan precisamente a establecer mecanismos de regulación de dichas prestaciones.

Aprovecho esta instancia para pedir al superintendente que incluya un aspecto que todavía no se ha considerado en la materia, cual es la obligación para las cajas de compensación de señalar, en las liquidaciones de las respectivas pensiones, el monto de la cuota de los créditos que pagan los adultos mayores. 

Es fundamental que dicha institución establezca mayores exigencias en tal sentido. No se requiere crear una ley al efecto, sino perfeccionar la reglamentación vigente a fin de hacer exigible a las cajas de compensación que en la liquidación de las pensiones indiquen exacta y claramente el valor de la cuota que están descontando por concepto de préstamos.

En segundo lugar, queremos que se establezcan los mecanismos de resguardo básicos para impedir cualquier tipo de abuso vinculado con la necesidad del acceso al crédito que tienen las personas. Ello -lo señalo también a propósito de que próximo lunes 15 de junio se conmemora el Día Mundial de Toma de Conciencia del Abuso y Maltrato en la Vejez- porque muchos adultos mayores han hecho denuncias de abusos de carácter patrimonial: familiares los obligan a tomar créditos para suplir sus propias necesidades.

Considero que el proyecto va en la dirección correcta, pues establece un marco regulatorio que resguarda las condiciones para el otorgamiento de créditos sociales para los beneficiarios más vulnerables y, por ende, a sus familias. 

De esa manera, creo que la iniciativa no debería ser objeto de mayor tramitación, y espero sinceramente que la aprobemos por unanimidad, porque -insisto- va en la dirección correcta, ya que resguarda la situación contractual entre las cajas de compensación y los adultos mayores, y dispone para estos condiciones básicas que les aseguran condiciones de buen trato y créditos a tasas y montos de cuotas razonables. 

¡Ojo con este tema! Como lo expresamos en la sesión especial mencionada, la mayoría del endeudamiento de los adultos mayores es con el retail y las financieras. Ahí hay una caja negra en cuanto a regulación, respecto de lo cual es necesario avanzar, porque probablemente allí es donde más abusos se producen. 

En cuanto a las cajas de compensación, todo lo que se avance para transparentar, mejorar y optimizar la situación está en el camino correcto, puesto que los adultos mayores en algún minuto de su vida requieren acceder a beneficios como el crédito social, a raíz de diferentes circunstancias: comprar o mejorar una vivienda, invertir en educación, etcétera. Sin embargo, la verdadera solución se dará el día en que mejoremos las jubilaciones y las pensiones de quienes nos legaron lo que hoy somos.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, todos quienes nos encontramos en esta Sala compartimos y sabemos que el sistema previsional chileno es incompetente e injusto. Es incompetente para los trabajadores, porque ¿cuántos profesionales de la Cámara de Diputados y del Senado, luego de una extensa vida de trabajo, jubilarán y verán reducidos sus ingresos a menos del 40 por ciento? 

Es lo que acaba de explicar el diputado Sandoval con el ejemplo de los profesores de su región. Ese es otro tema importante que el país debe abordar. 

No es posible que un trabajador vea reducidos sus ingresos al 40 por ciento, mientras las utilidades y las ganancias de los directorios de muchas de estas entidades -las cajas de compensación- son escandalosamente lucrativas. 

Quiero referirme a ese punto, porque desde el inicio de mis funciones en la Cámara de Diputados -tengo el orgullo de pertenecer a esta Corporación, pese al menoscabo político que vivimos- me preocupé de la situación de los adultos mayores. Para ello, conté con el respaldo suficiente para que se convocara a una sesión especial en la que se abordó ese tema: los abusos cometidos contra los adultos mayores.

Quiero referirme a los más de 500.000 chilenos adultos mayores que sobreviven con la pensión básica solidaria. Ellos son víctimas no solo de abusos en el sistema de pensiones que los rige, sino también de la colusión de las farmacias, donde les señalan que los medicamentos que requieren para el tratamiento de sus enfermedades crónicas no están disponibles en el listado de genéricos, por lo que tienen que comprar fármacos más caros, de laboratorios privados. Para ello incluso se prestan los propios empleados de las farmacias, porque el aumento de su remuneración se relaciona con el porcentaje de venta de dichos medicamentos. 

No hemos sido capaces de resolver el problema de la colusión. Cuando es noticia en un momento, salta a la palestra y todos nos preocupamos; pero luego pasan los días, el mundo político se olvida de la fiscalización, y la gente adulta sigue siendo víctima de ese abuso.

En la Comisión de Desarrollo Social efectuamos un trabajo en la materia que nos ocupa y nos dimos cuenta de que no estábamos descubriendo la pólvora frente a los abusos que nos denuncian los adultos mayores en nuestros distritos, ya que en el pasado hubo sincera preocupación de muchos parlamentarios sobre el particular. Conocimos todos los proyectos presentados por algunos diputados que se encuentran en la Sala y otros que ya dejaron esta Corporación, los cuales se tradujeron en una sola iniciativa, que, sin embargo, necesita perfeccionarse en un asunto más de fondo, cual es el rol de los gobiernos corporativos de las cajas de compensación. En muchos casos, en esas entidades, que parecieran beneficiar a los adultos mayores, en realidad hay un verdadero engaño, porque, por ejemplo, un anciano de 84 años no sabe cuál es el número de cuotas que le está pagando a determinada entidad por concepto de crédito ni cuándo terminarán los pagos. 

Por tanto, es un problema urgente perfeccionar el reglamento del régimen de prestaciones de crédito social de las cajas de compensación y aumentar las exigencias en cuanto al cumplimiento del rol fiscalizador de la Superintendencia. No basta la emisión de circulares por parte de dicha institución para que los adultos mayores no sean víctimas de abusos, pues no se les entrega una auténtica información sobre qué crédito van a contraer, en qué plazo y por qué monto. 

Está vigente la norma que establece que el porcentaje de descuento permitido por concepto de crédito social no podrá exceder el 5 por ciento de la remuneración, renta o pensión líquidas para afiliados con ingreso inferior o igual a la pensión básica solidaria. Asimismo, existe la instrucción de la Suseso, a través de circulares, que obliga a las cajas de compensación a informar detalladamente a los usuarios que pretenden adquirir ese tipo de créditos. Sin embargo, eso ha sido insuficiente. 

Nuestro próximo paso, además de aprobar el proyecto en discusión, debe ser pedir al ministro del Trabajo y Previsión Social que disponga la realización de un análisis profundo de los mecanismos de organización corporativa de las cajas de compensación para que estas realmente cumplan su finalidad como entidades sin fines de lucro. Hoy, Chile ve cómo dichas corporaciones están en el negocio de la educación, de la medicina, de la hotelería, en fin, en todas las áreas. Con ello, su finalidad de ser organismos sin fines de lucro se diluye, por lo que a muchas de las prestaciones de bienestar social, que es para lo que fueron creadas, solo acceden los trabajadores que tienen un ingreso mensual superior a 600.000 pesos y pueden pagar la proporción que cuestan los beneficios que tales instituciones entregan. 

Naturalmente, los más de 500.000 chilenos que viven con una pensión básica solidaria no acceden a las prestaciones de las cajas de compensación. 

La aprobación de este proyecto debe ser el inicio de un compromiso para revisar los gobiernos corporativos de las cajas de compensación y pedir una reglamentación más clara y exigente al respecto, para que un anciano que no está en la plenitud de sus facultades mentales tenga la certeza de que hay un Estado que les garantiza que no serán abusados por esas entidades, que en el último tiempo han hecho del lucro y no del bienestar para el cual fueron creadas, su razón de ser.

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, las cajas de compensación de asignación familiar son corporaciones de derecho privado sin fines de lucro y tienen como objetivo prestar distintos servicios a los trabajadores. 

Sin embargo, en la actualidad dichas instituciones se han convertido en verdaderos bancos, facilitando el acceso al crédito a la clase trabajadora, lo cual solo ha servido para maquillar la precariedad en que vive un importante grupo de chilenos.

La reducción de los requisitos para obtener un crédito no es tan positiva como muchos piensan, y en absoluto debe ser considerada un triunfo por quienes aspiramos a una sociedad distinta, ya que únicamente se trata de medidas defensivas de un sistema que se reconoce injusto.

En esta materia, Tomás Moulián es claro en señalar que para perpetuar las utilidades del capitalismo se hace necesaria la masificación del consumo. En el caso de nuestro país, debido a la extrema desigualdad, este consumo se ve facilitado por un expedito acceso al crédito incluso para quienes tienen nula capacidad de pago. Porque de otra forma, ¿qué haría el capitalismo con su enorme capacidad productiva? 

En ese sentido, el facilitar el acceso al consumo no solo sirve para generar utilidades, sino que además afianza, legitima y naturaliza un sistema estructuralmente desigual.

Parafraseando nuevamente a Moulián, expreso que el consumo vía acceso al crédito ha cocinado a fuego lento a nuestra sociedad, teniendo como objetivo final disimular la realidad de que muy pocos tengan mucho y de que muchos no tengan siquiera para vivir.

El proyecto que hoy discutimos es la síntesis de cuatro iniciativas que tienen un denominador común: proteger a los afiliados a las cajas de compensación al momento de solicitar créditos, quienes muchas veces son motivados por la publicidad, elemento que mueve a un consumo compulsivo. De esa manera, la iniciativa contempla establecer estándares mínimos al momento de solicitar un crédito a esas instituciones, que en su origen tuvieron una inspiración altruista, pero que con el paso de los años prácticamente se han mimetizado con el mercado crediticio, cobrando altas tasas de interés, intereses que muchas veces no se justifican, ya que, a diferencia de lo que sucede con otras instituciones, como los bancos, los pagos a las cajas de compensación se hacen directamente a través de la deducción, por lo que el afiliado no tiene posibilidad de rehusarse a pagar, como ocurre en el caso de un crédito bancario o de casas comerciales. Así, dichas entidades tienen la certeza del pago.

Si bien las cajas de compensación han “democratizado” el acceso al crédito, muchas veces este es otorgado a personas que se hallan excluidas de las bondades del sistema capitalista. De hecho, el 70 por ciento de los trabajadores de nuestro país tienen salarios de subsistencia, con los que hacen frente a las necesidades de la vida moderna. Ellos son los mismos que al momento de llegar a la vejez caen en la pobreza absoluta.

No es suficiente regular el monto máximo de descuento o el interés de los créditos, o dar a conocer sus condiciones mínimas para su adecuada información, como lo contempla el número 2) del proyecto, ni mucho menos restringir el acceso a los préstamos, ya que de esta forma solo le estamos negando a la gran mayoría de los chilenos la posibilidad de tener una mejor calidad de vida.

Como legisladores, nuestra preocupación debe ser la de solucionar el problema de raíz, manteniendo la paz social. Nuestro objetivo final debe ser garantizar a la ciudadanía que, independientemente de su condición económica, puede tener un estándar de vida acorde con las condiciones contemporáneas de nuestra sociedad, un estándar de vida que incluya el acceso a la recreación, a la salud, a la educación de calidad, porque de otra manera solo estaremos institucionalizando un sistema basado en la explotación y la desigualdad.

En lo que respecta al contenido específico del proyecto, me parece correcto incorporar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras como entidad que ayude a regular aspectos crediticios, ya que, como sentenció en la comisión técnica el director de Sernac, señor Ernesto Muñoz, el 7 por ciento del total de las denuncias realizadas contra las instituciones de crédito corresponde a cajas de compensación. 

De igual modo, el Sernac señala que tales corporaciones responden de peor manera que los bancos y que el 6 por ciento de esas respuestas son desfavorables para los usuarios. 

Otro aspecto destacable de la iniciativa es que las renegociaciones solo podrán hacerse en forma presencial y de mutuo acuerdo, lo que realmente es un avance, pues es una medida que evitará repactaciones unilaterales. Ello, porque finalmente es el afiliado quien paga, y no debe verse preso de decisiones arbitrarias de parte de ninguna institución.

Sin embargo, lo mejor viene al final: lo realmente importante de este proyecto es que limita la deducción, el pago automático de la totalidad de la deuda al momento del término voluntario o forzoso del vínculo laboral. 

Hoy, muchos afiliados, al momento de quedarse sin trabajo, pierden gran parte de sus indemnizaciones -por años de servicio, por feriado proporcional y otros beneficios adquiridos-, debido a que las deudas crediticias son deducidas en su totalidad por parte de las cajas de compensación, situación que lleva a la incertidumbre laboral y, por cierto, colabora con el abuso cometido por parte de algunos empleadores. 

Al respecto, el proyecto de ley en su número 3) establece que solo podrán deducirse de las prestaciones que el trabajador reciba con ocasión del término de su relación laboral las cuotas o letras devengadas y vencidas. Ello, sin duda, beneficiará a muchos trabajadores que viven con el temor de perder su empleo y quedarse sin indemnización.

Por las razones expuestas, pero reconociendo que la iniciativa no aborda el problema en su totalidad, anuncio que la apoyaré, pues favorece a personas que con esfuerzo logran sobreponerse a la cara menos amable de nuestra sociedad: la desigualdad y la precariedad de los salarios.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero destacar la labor realizada por la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación, que fue presidida en su momento por la diputada señora Clemira Pacheco, con quien revisamos la materia. 

En segundo lugar, y en forma muy especial, el trabajo del diputado Claudio Arriagada, quien en varias oportunidades ha puesto el tema en la palestra y ha sido persistente en sacarlo a la luz pública no solo como integrante de la referida instancia, sino también como impulsor de la sesión especial que se llevó a cabo en esta Sala sobre el particular.

Durante varias sesiones la comisión trató esta materia, dada su complejidad. Recibimos a varias organizaciones de adultos mayores, de personas que obtuvieron créditos en cajas de compensación, y los relatos fueron dramáticos. La mayoría venía de la Región Metropolitana, donde se ubica el distrito del diputado Arriagada; respecto de distritos más lejanos, como el que represento, hicimos llegar los datos que nos entregaron los adultos mayores de dichas zonas. Además, ingresamos los casos a la Superintendencia de Seguridad Social para su revisión.

Al respecto, debo manifestar que nos complica la situación actual en materia de otorgamiento de créditos sociales. Concuerdo en que, lamentablemente, este proyecto de ley no va ni al fondo ni a la raíz del problema para superar esta realidad, que es dramática. 

A lo mejor, varios adultos mayores nos están viendo a través de canal de televisión de esta Corporación.

Sin duda alguna, después de la jubilación o de obtener una pensión asistencial o básica solidaria, se advierte un estado de pobreza dramático, constante y creciente de nuestra sociedad. 

Nuestros adultos mayores se encuentran en una situación de precariedad tremenda, y, por desgracia, la exposición que realizaron en la comisión concuerda con esta evaluación. Ellos solicitan créditos no para viajar; sus motivos no son superficiales, sino dramáticos: la muerte de un familiar, las dificultades en salud que ellos o sus familias deben enfrentar, el pago de los estudios de algún hijo o nieto. Para solventar esos problemas, esos adultos mayores recurrieron a las cajas de compensación.

No cabe duda de que nos encontramos ante una realidad terrible, porque se produjo una especie de cacería en las cajas de compensación, incluso en las filas de las propias oficinas de dichas entidades cuando los adultos mayores iban a cobrar sus cheques. Ahí había multiplicidad de captadores de este tipo de créditos, lo que, en definitiva, se hacía en el mismo lugar, con tasas de interés que no correspondían. Sin embargo, de alguna manera, a lo largo de este tiempo esa situación se ha ido mejorando.

Debemos hacer un estudio profundo y consistente sobre los gobiernos corporativos. Cuesta entender que organizaciones sin fines de lucro, como se dice que son las cajas de compensación, hoy otorguen créditos a los adultos mayores, quienes llegan a pagar tres o cuatro veces el monto otorgado. Ahí está el problema: un adulto mayor cree haber cancelado su crédito, pero aún le quedan dos o tres años por pagar. Entonces, no existe un grado de conciencia de lo que eso significa, porque, por un lado, los adultos mayores están pagando dos o tres veces un crédito, y por el otro, las cajas de compensación son entidades sin fines de lucro. No entendemos qué está ocurriendo. 

En su defensa, esas corporaciones dicen que esa diferencia se devuelve a través de prestaciones de servicios; pero ocurre que los adultos mayores que se encuentran en esas condiciones, es decir, los que piden créditos, no utilizan esos servicios. 

Quizás las cajas de compensación sí son una alternativa interesante para los trabajadores activos; pero para los adultos mayores ello significa una dificultad aún mayor, debido a su situación de precariedad y al monto de sus jubilaciones.

Hicimos un esfuerzo por que la fiscalización de las cajas de compensación fuera una facultad de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras; simplificamos lo relativo a la información de las condiciones de los créditos a los adultos mayores; pedimos que las repactaciones de los préstamos no fueran unilaterales, a través de procesos exprés, sino que se realizaran en forma presencial en las oficinas respectivas, insisto, con la debida información al deudor, haciéndole entender las consecuencias de dichas renegociaciones o reprogramaciones.

Respecto del término del vínculo laboral, no tengo duda de que es el aspecto más interesante del proyecto, pero aplica para los casos de quienes están en actividad. 

Quedamos con un gusto amargo en la Comisión de Desarrollo Social, aunque, sin duda, estamos haciendo un avance con este proyecto.

En ese sentido, agradezco al personal de la Biblioteca del Congreso Nacional por hacernos una simulación de las distintas formas de pago de crédito, con diferentes tasas de interés y variados plazos; pero, al final, la complicación fue exactamente la misma. 

Asimismo, estuvimos en una disyuntiva que fue muy difícil de soslayar, pues en un minuto tuvimos la tentación de eliminar el otorgamiento de créditos en las cajas de compensación a pensionados que reciben una pensión básica solidaria. Sin embargo, inmediatamente surgió otro problema: la posibilidad de que esos créditos fueran tomados con otro tipo de entidades, sin regulación, lo que complicaría aún más la vida de los adultos mayores.

Por lo tanto, anuncio que votaremos a favor este proyecto de ley de la misma forma en que lo hicimos en la comisión. No obstante ello, insisto en que nos queda el gusto amargo de no haber podido llegar a una solución definitiva en la materia. 

Esperamos que con esta iniciativa se abra la puerta para que el Ejecutivo nos envíe un proyecto de ley específico sobre los gobiernos corporativos de las cajas de compensación, acerca del control de las tasas de interés y los plazos de los créditos sociales que dichas entidades administran en lo que respecta a los adultos mayores. Creo que en ese sentido podemos hacer un mayor esfuerzo.

Por último, esperamos que el Ejecutivo nos informe qué ocurrirá con las deudas que los adultos mayores tienen con las cajas de compensación. Para esos casos, a lo mejor podría elaborarse una propuesta sobre rebaja o condonación.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, hemos escuchado varios discursos que analizan los alcances técnico y práctico de este proyecto de ley. Esa es la forma de la iniciativa. 

Comparto plenamente las visiones que, de manera transversal, han planteado miembros de las distintas bancadas. Sin embargo, quiero apuntar al fondo de la iniciativa: la falta de políticas públicas que enfrenten con responsabilidad la realidad que viven nuestros adultos mayores, la ausencia de compromisos de parte del Estado para auxiliar la triste realidad que enfrentan la tercera y cuarta edades en el país. 

Sucede que muchas veces los adultos mayores terminan sus días haciendo malabares para poder subsistir, buscando resquicios económicos, para caer finalmente en manos de prestamistas e instituciones irresponsables. Este tipo de situaciones no ha sido abordado con responsabilidad.

Considerando que estamos en un régimen presidencialista y que en muchos aspectos el Congreso Nacional solo tiene la opción de aprobar o de rechazar, quiero hacer un llamado de atención al gobierno, un poco por lo que dijo la diputada Sepúlveda, quien me antecedió en el uso de la palabra. En esta materia, el Ministerio de Desarrollo Social en general no ha tenido una participación relevante, pues en la Comisión de Desarrollo Social, de la cual formamos parte junto con la colega, ha dejado intenciones y planteado dudas, pero no ha tenido liderazgo para enfrentar con una política las soluciones que necesitamos.

Por eso, plantemos la necesidad de enfrentar este tema para cambiar el fondo a través de la forma. Para ello, requerimos un proyecto de ley integral que no solo regule los tipos de créditos que están recibiendo nuestros adultos mayores o las tasas de interés con que se les prestan los recursos. En efecto, debemos preguntarnos para qué piden créditos: para solventar tratamientos de enfermedades, para ayudar solidariamente a algún miembro de su familia, para aportar a la educación de un nieto o una nieta, para mejorar su vivienda, por ejemplo, cambiando una fonola. ¡Esa es la realidad que enfrentan muchos adultos mayores en Chile!

No debemos creer que con el presente proyecto vamos a resolver el tema. ¡No, señores! Estamos dando un pequeño paso en ese sentido. 

Reconozco la intención que tuvieron los autores de los cuatro proyectos de ley refundidos, pero insisto en que echamos de menos la presencia del Poder Ejecutivo. ¡Falta una política pública! Sin ir más lejos, el ministro de la cartera no se encuentra presente en la Sala, y escasamente estuvo en la comisión.

¿Saben quién nos terminó ayudando? Lo señaló también la diputada que me precedió en el uso de la palabra: la Biblioteca del Congreso Nacional. 

Entonces, se trata de un pequeño esfuerzo que estamos haciendo, con nuestras escasas atribuciones en esta área, para resolver el tema. Espero que se le ponga urgencia.

Es bueno escuchar también a la oposición, porque los adultos mayores de todo Chile se están viendo afectados por este tema y sufren un trato inmerecido.

Por eso, abogaremos por los adultos mayores y esperamos que el gobierno se comprometa a resolver realmente los problemas que enfrentan.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, he escuchado atentamente los comentarios vertidos por los estimados colegas. Si bien durante la discusión del proyecto en la Sala se hacen algunos planteamientos, es en su antesala, es decir, en la comisión técnica, donde se debe plantear lo que posteriormente se discutirá aquí.

Evidentemente, la discusión de las mociones debe ser compartida con el Ejecutivo en la Sala; pero para ello se debe invitar a la autoridad correspondiente, en este caso, a la ministra del Trabajo y Previsión Social. El Ejecutivo no está presente de manera obligatoria porque se trata de iniciativas de los señores parlamentarios, las cuales son tratadas en las respectivas comisiones, con la presencia del Ejecutivo, que ha sido invitado. 

Quise aclarar por qué no está presente el Ejecutivo. Insisto en que este debe ser invitado cuando se discutan proyectos originados en mociones.

Recuerdo haber firmado uno de estos proyectos en beneficio de los pensionados y afiliados a las cajas de compensación, que han sido permanentemente recurridos para que esta situación se transparente, aclare y regule, porque se trata de entregarles beneficios y no perjuicios.

Sin duda, las llamadas cajas de compensación han sido y son de gran utilidad para los trabajadores y jubilados chilenos afiliados, ya que entregan una serie de beneficios que mejoran sus condiciones, como los bonos por matrimonio, de escolaridad, por fallecimiento, etcétera. También poseen extraordinarios lugares en los que se pueden disfrutar vacaciones a un precio realmente accesible, que algunos pensionados pueden pagar.

Pero, al margen de la bonhomía, las cajas también tienen la posibilidad de otorgar préstamos a sus asociados. Este punto es justamente uno de los que ha impulsado este proyecto. Lo señaló mi colega David Sandoval, a quien escuché con mucha atención, porque es un diputado muy interesado en el tema de los adultos mayores y de los pensionados. Lo reconozco, porque ha sido autor de muchos proyectos de ley que se han tratado en el Congreso Nacional. Incluso, me ha invitado a participar en ellos, gesto que agradezco. 

Si algo le faltase a este proyecto, es nuestro deber plantearlo y discutirlo. Por ejemplo, la mayoría de esos préstamos tiene asegurada su devolución, porque cada cuota se descuenta del sueldo o pensión del correspondiente afiliado y, en algunos casos, se entregan asociados a la eventual indemnización por años de servicio. 

Eso es grave, no debería ocurrir y así tendría que quedar establecido en el proyecto. La indemnización no puede ser tocada, pero la iniciativa no lo dice. A lo mejor, podría presentarse una indicación en tal sentido, pero podríamos retardar el despacho de los otros aspectos que contiene el proyecto, que queremos en aplicación cuanto antes.

Si consideramos que, en muchos casos, los préstamos de consumo vienen a solucionar problemas urgentes de las personas, y si existe una entidad que los puede otorgar en buenas condiciones y con un interés conveniente, bienvenida sea esa posibilidad. No obstante, hoy las cajas de compensación otorgan préstamos en condiciones que no son diferentes a las que ofrecen las entidades financieras, ya que cobran los mismos valores e incentivan regularmente a sus afiliados para que los renueven, hasta llegar a cifras varias veces superiores a su ingreso mensual, lo cual depende de la antigüedad del afiliado a su empresa. Además, como comenté anteriormente, los vinculan con la indemnización por años de servicio que se recibe en caso de despido. Si ocurre lo anterior, la caja de compensación será la primera en cobrar con cargo a dicha indemnización. Ese error garrafal debería ser mencionado en el proyecto.

Voy a apoyar la iniciativa, que es el resultado de varias iniciativas refundidas que tratan este tema. Felizmente, todas han sido presentadas por los colegas -me incluyo-, los que, al conocer el tema, han planteado soluciones al respecto, a fin de encauzar el trabajo de las cajas de compensación, para que vuelvan a sus objetivos originales. No debemos olvidar el origen de las cajas de compensación: entregar beneficios a los afiliados y pensionados. 

Hay que apoyar al trabajador jubilado en momentos de su vida que requiere ayuda económica -decía la iniciativa del Ejecutivo de ese entonces, cuando se crearon las cajas de compensación-, pero no en la forma en que está sucediendo, pues hoy dichas cajas son verdaderas entidades financieras que cuentan con mayores garantías que cualquier banco en los préstamos que otorgan y más facilidades que las que funcionan en el mercado formal.

Aunque he formulado algunas críticas sobre los proyectos originales, hay que apoyarlos. Este es solo un buen puntapié inicial -al igual que en la Copa América- para corregir los garrafales yerros -por no decir las graves situaciones- que enfrentan los pensionados y afiliados a las cajas de compensación.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, estoy muy contento de que haya llegado el día en que finalmente podamos votar este proyecto, que refunde dos proyectos que hemos presentado los diputados de la Democracia Cristiana, uno en la legislatura anterior y otro en la presente. El gran impulsor de esta iniciativa fue el diputado Claudio Arriagada. 

También hemos celebrado sesiones especiales en la Cámara sobre los abusos de las cajas de compensación. Qué lástima que en este momento no esté presente el diputado Issa Kort, a quien quiero responder dos aseveraciones que formuló. Él echa de menos la presencia del Ejecutivo, lo que denota una visión del régimen hiperpresidencialista que tenemos, porque siempre estamos buscando al Ejecutivo para que patrocine nuestras mociones o para que impulse los proyectos de ley; por el contrario, estimo que lo que debemos lograr como Cámara de Diputados y como Congreso Nacional es que nosotros seamos los impulsores de los proyectos y no depender siempre del Ejecutivo. 

Si este proyecto de ley -que seguramente vamos a ratificar y que se trabajó muy bien en la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación- tuvo una virtud, fue justamente el hecho de que fuimos los parlamentarios los que impulsamos la iniciativa, primero en el gobierno anterior, porque no teníamos el apoyo de esa administración, proyecto que después se siguió tramitando durante el actual. 

Gracias al gobierno y a la Superintendencia de Seguridad Social, muchos temas que estaban contemplados en el proyecto de ley, como muy bien expresó la diputada Alejandra Sepúlveda, pudieron resolverse a través de resoluciones y dictámenes. Es el caso, por ejemplo, del interés que se cobra en las cajas de compensación. Sabemos que estas son entidades sin fines de lucro -ya lo mencionó el diputado Raúl Saldívar-, pero, pese a eso, cobran inte-
reses altísimos, cercanos al interés máximo convencional. 

Después de una sesión especial que celebramos en la Cámara de Diputados, se consideró lo que habíamos planteado, en el sentido de que el interés que tenía que regir estos créditos fuera el interés corriente. Eso quedó establecido mediante distintas resoluciones. Lo mismo ocurrió respecto del monto máximo que se podía descontar de la pensión: quedó establecido en resoluciones administrativas que no pueden exceder el 10 por ciento del monto máximo de la pensión y que todo préstamo tiene que considerar la cuota final, respetando el monto mínimo de la pensión básica solidaria.

Cuando se discutió la reforma previsional y se creó la pensión básica solidaria, durante el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, se estableció que esa pensión era el monto mínimo para que los adultos mayores pudieran vivir -más bien sobrevivir- y cubrir sus necesidades básicas en alimentos y medicamentos.

Sin duda, tenemos una deuda tremenda con los adultos mayores. Más allá de la excelente medida que anunció la Presidenta -el término del descuento de 5 por ciento de salud a los adultos mayores-, esperamos que como resultado de las conclusiones de la Comisión Asesora Presidencial sobre el Sistema de Pensiones, la denominada “Comisión Bravo”, se produzca un incremento efectivo de la pensión básica solidaria. Lo importante es que esta pensión no puede tocarse, de manera que no pueden efectuarse descuentos sobre dicho monto, porque es el mínimo de lo mínimo que requieren nuestros adultos mayores, no para vivir, sino para sobrevivir, y en condiciones muy complejas. 

En lo demás, el proyecto dispone que el otorgamiento de préstamos y las renegociaciones deben hacerse de manera presencial, sobre todo en las oficinas de las cajas de compensación. Todos hemos visto que ejecutivos de las cajas de compensación muchas veces salían a “cazar” adultos mayores pensionados, con el objeto de persuadirlos para firmar una solicitud de un crédito, en una práctica que, incluso, vulnera las normas mínimas del Sernac financiero considerado en nuestra Ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, porque muchas veces los adultos mayores ni siquiera sabían lo que estaban firmando. 

Por lo mismo, también se establece que siempre la supervigilancia del otorgamiento de los créditos de las cajas de compensación tiene que recaer en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, así como también se debe informar adecuadamente a los usuarios respecto de las condiciones de otorgamiento y de renegociación de los créditos, lo cual debe hacerse de manera presencial.

Por último -esto es algo muy sentido por nuestros trabajadores-, nunca pueden descontarse deudas del finiquito, un derecho que tiene el trabajador, que se devenga con motivo de los años de servicio. Por lo tanto, el empleador nunca puede descontar automáticamente del finiquito el monto de lo adeudado por créditos. 

Así que, contrariamente a lo que expresó el diputado Issa Kort, me alegro de que este proyecto haya sido impulsado por diputados, que hoy lo discutamos y lo aprobemos. No siempre es necesario pedir permiso al Ejecutivo para legislar.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, esta iniciativa de ley nos permite tocar nuevamente un tema que hemos tratado hasta en comisiones especiales en nuestra Cámara, respecto de la situación de los adultos mayores y los problemas que padecen con las cajas de compensación de asignación familiar, que no tienen fines de lucro y cuyo objetivo central es la administración de prestaciones de seguridad social. 

Cuando nos enfocamos en tales puntos, nos parece muy loable la labor que cumplen, porque para ese objetivo fueron creadas. Esos beneficios son muy importantes, ya que facilitan que muchos puedan viajar o visitar los lugares donde tienen centros de entretención. Pero cuando analizamos el fondo de las denominadas “prestaciones de crédito social”, se nos genera mucha inquietud sobre la situación de los afiliados, los que, en general, son trabajadores de menores ingresos y los pensionados, adultos mayores con jubilaciones bajas, que, dada su situación, terminan pidiendo créditos para mantener una vida más o menos digna, como corresponde.

Esto nos lleva a pensar seriamente en cuál es el objetivo final de estas cajas. Vemos que entre esas prestaciones está otorgar mutuos hipotecarios endosables. Ahora, si bien este proyecto avanza en la regulación de las cajas de compensación, seguiremos sintiendo gran preocupación por esos temas. 

En un proyecto de ley anterior establecimos que la cuota mensual por un crédito que estas instituciones otorguen no podrá exceder el 30 por ciento de la remuneración o pensión del afiliado. Todos sabemos que ello no ocurre en la realidad, porque el afiliado se atrasa en el pago de las cuotas y los intereses aumentan de tal manera que, al final, la cuota termina abarcando hasta el 80 por ciento de la remuneración o jubilación del asegurado. Realmente, esto es muy preocupante, porque termina convirtiéndose en un círculo vicioso, toda vez que los mutuarios empiezan a pedir créditos constantemente para poder solventar su situación.

Aunque el proyecto de ley propone someter a las cajas de compensación a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en lo referido a los regímenes de prestaciones de crédito social, no cabe duda de que podemos avanzar también en otros temas. 

La iniciativa también dispone que las solicitudes de préstamos de dinero otorgados por las cajas solo podrán ser presentadas a través de la entidad empleadora o directamente en las oficinas de la caja de compensación.

Por otra parte, cuando un trabajador termina su relación laboral, pero aún adeuda un crédito con la caja de compensación, se deduce lo adeudado de su finiquito. El proyecto corrige ese hecho y establece que lo adeudado por prestaciones de crédito social no podrá ser deducido de las prestaciones que el trabajador reciba con ocasión de poner término a la relación laboral, salvo cuando lo haya autorizado expresamente. Sin duda, esto también constituye un avance.

Esto lo observamos en nuestros distritos. Por ejemplo, los municipios tienen acuerdos con las cajas de compensación. De hecho, muchas de las actividades que se realizan con adultos mayores son cofinanciadas por esas cajas, lo que me parece muy loable. 

Con todo, no solo debemos ocuparnos de la relación de los adultos mayores con las cajas de compensación, sino también de su jubilación, porque es el meollo del asunto. Tenemos que generar los cambios en el sistema de jubilación de los adultos mayores. Si no logramos transformar las AFP y mejorar las pensiones, vislumbramos un país con un gran porcentaje de adultos mayores, entre los 80 y los 95 años, con jubilaciones mínimas, que se verán obligados a recurrir a estos préstamos para sobrevivir con dignidad el tiempo de vida que les resta.

Por lo tanto, si bien con este proyecto vamos a avanzar en la protección de los trabajadores y de los adultos mayores en su relación con las cajas de compensación, seguiremos en deuda con la solución de los problemas que les genera el actual sistema de jubilación, que entrega pensiones mínimas a los adultos mayores y que los obliga a pedir préstamos, situación que muchas veces termina con sus viviendas hipotecadas y rematadas, por no tener capacidad de pago para cumplir con esos compromisos financieros.

Aunque voy a votar favorablemente la iniciativa, no cabe duda de que el fondo del asunto es estudiar cómo revertimos el actual sistema previsional para mejorar las jubilaciones de nuestros adultos mayores.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, hace un par de meses, en sesión especial, analizamos la situación que se produce en la relación de las cajas de compensación con los adultos mayores. En esa ocasión dimos a conocer nuestros puntos de vista, opiniones, objeciones, observaciones y críticas, pero también reconocimos las bondades y servicios que pueden entregar tales instituciones. 

Este proyecto de ley permite solucionar en parte los problemas que se generan por la falta de transparencia y de equidad en la relación de las cajas de compensación con los beneficiarios. Sin embargo, se necesita una reforma mucho más sustancial e integral, con el fin de que se cumpla con los objetivos que se tuvieron en vista cuando se crearon, como establecer resguardos para los beneficiarios más vulnerables y otorgar ayudas a los trabajadores o pensionados, mediante préstamos en dinero para financiamiento de bienes de consumo, de trabajo, educación, salud, adquisición o construcción de viviendas, etcétera, es decir, para todo lo que necesite el sector más vulnerable de nuestra población.

Las cajas de compensación son corporaciones privadas sin fines de lucro. Sin embargo, la observación crítica ha comprobado que, con sus prácticas, estas cajas sí persiguen fines de lucro en determinadas circunstancias, lo que contraviene sus objetivos y finalidades esenciales. En realidad, estas instituciones están integradas en el contexto de la economía social de mercado, porque en las prestaciones sociales, en particular respecto del cobro de intereses, se rigen por las mismas normas que regulan la actividad de los bancos y sociedades financieras con fines de lucro, lo que no es coherente con los fines que dicen perseguir.

Me voy a referir especialmente al tema de los adultos mayores, que constituyen la mayor parte de los afiliados que acuden a estas instituciones a solicitar ayuda crediticia para satisfacer sus necesidades básicas. 

Se dice que las cajas de compensación son corporaciones privadas sin fines de lucro. Creo que este es el problema, porque los hechos demuestran que sí persiguen fines de lucro, toda vez que hacen negocios con sus clientes y obtienen utilidades, sobre todo con los adultos mayores. Ya dimos a conocer cuáles eran las actuaciones que rayaban en la arbitrariedad, en las que se abusaba de la buena fe de los adultos mayores debido a la poca información con que cuentan, aplicándoles altos intereses, cuotas altas a pagar, etcétera. Este proyecto de ley soluciona esos problemas porque “establecerá las condiciones mínimas indispensables tendientes a asegurar la adecuada información a los usuarios respecto de las condiciones de los créditos.”. 

Muchos adultos mayores llegan a nuestras oficinas y nos dicen: “Pedí un crédito, pero me faltan dos años para pagar, en circunstancias de que lo pedí por poco tiempo; además, las cuotas son muy altas”. Entonces, hay falta de información. 

A los adultos mayores no siempre se les brinda un buen trato, lo que parece ser un rasgo común en esta sociedad. El 15 de junio próximo se celebrará en el mundo el día del buen trato hacia el adulto mayor; pero “buen trato” no solo significa no golpearlos, sino también no herirlos en su dignidad, atenderlos, considerarlos y valorarlos. En resumen, no hay una política de protección hacia el adulto mayor.

De alguna manera, la institucionalidad de las cajas de compensación se ha desnaturalizado. Han surgido muchas críticas y muchas objeciones a su labor. A veces, no es un resguardo para ese grupo de personas y para los trabajadores, el sector más vulnerable, que no tiene protección. Muchos adultos mayores reclaman porque están disconformes. 

Creo que este proyecto de ley no es una solución total ni íntegra. Esperábamos que el Ejecutivo hubiese estado presente, porque no podemos ir más allá de nuestras atribuciones constitucionales. A lo mejor, se habrían suavizado algunos tratamientos financieros que más bien son propios de los grandes financistas y de los grandes consorcios, pero no de los sectores más vulnerables.

Ahora bien, ¿quién defiende a los adultos mayores? ¿Quién concurre? ¿La Superintendencia, la Contraloría o los tribunales?

Hace falta un procurador o un representante de los adultos mayores. Hace un tiempo, con el diputado David Sandoval presentamos un proyecto de resolución en que solicitamos un representante que defienda a los adultos mayores, para que no tengan que ir a nuestras oficinas a preguntar si los podemos proteger, o donde un abogado que no les entrega ninguna respuesta. Se requiere un representante que actúe en su nombre y que los organismos encargados de la supervigilancia actúen como corresponde.

Si bien las cajas de compensación ayudan a sus afiliados, a veces lo hacen mal. Aunque financian viajes y paseos, en lo sustancial las personas terminan endeudadas o sobreendeudadas, a pesar de que existe una resolución de la superintendencia que limita el descuento. Si las pensiones de los adultos mayores son bajas, ¿cómo pueden pagar sus necesidades básicas, como la alimentación, el vestuario y la habitación?

Debe asegurarse un tratamiento adecuado a los trabajadores y a los adultos mayores, quienes deben ser informados cabalmente sobre lo que están contratando, para que conozcan el efecto del pago de las cuotas y las condiciones de los créditos.

También es muy acertada la disposición del proyecto que se refiere a la responsabilidad de los empleadores, en términos de que lo adeudado por el trabajador no podrá ser deducido de las prestaciones que este reciba, sino que podrá ser descontado solo con la autorización expresa del trabajador al momento de ratificar el respectivo finiquito. 

Destaco la inquietud y la creatividad de los diputados que hicieron realidad este proyecto de ley. Estamos hablando de una defensa y una protección a la pensión básica solidaria de vejez y de invalidez, y para los trabajadores vulnerables que, con un gran esfuerzo, pagan sus créditos o solicitan estas ayudas sociales para satisfacer sus necesidades, beneficios contemplados en la ley que rige a las cajas de compensación.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señora Presidenta, es muy importante discutir sobre los problemas de nuestros adultos mayores. Como han señalado varios diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, esta es una lucha que han dado muchos, sobre todo aquellos que hicieron posible la creación de una comisión permanente, como el diputado David Sandoval.

Esta historia empieza en 2008, cuando durante el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet se abrió la posibilidad de entregar créditos sociales, que antes no existían. En su momento, esta medida fue recibida de manera muy positiva; pero el problema fue que no venía con la debida regulación, y la normativa vigente permitía los abusos. Así, vimos que nuestros adultos mayores perdían lo poco y nada que tenían, además de pagar muchísimas veces más por un crédito pedido. En resumen, eran objeto de múltiples abusos por parte de quienes, al final, solo querían despojarles sus pensiones.

Posteriormente, en junio de 2012, en el gobierno del Presidente Sebastián Piñera, por primera vez se comenzó a regular el tema y se expresó una preocupación por el adulto mayor, a propósito de la entrega de estos créditos, y por la realidad que estaban viviendo. Por ejemplo, en ese período se prohibió otorgar créditos en la calle. Quizás recuerden los reportajes que mostraban que cuando los adultos mayores volvían después de cobrar sus pensiones, prácticamente eran asaltados para llevarlos a una caja de compensación y meterles un crédito. En esa fecha comienzan los cambios. Además, el plazo de los créditos bajó de 84 a 60 cuotas, una medida muy importante, que nuestros adultos mayores recibieron con mucha felicidad; por primera vez sintieron que de verdad se estaban preocupando por ellos. Siempre se mencionan las cosas negativas, pero también hay que destacar las medidas positivas. 

Es relevante seguir resguardando a nuestros adultos mayores. Estos cambios se inician en 2012, pero ahora los estamos complementando al establecer topes para las cuotas, de entre 5 y 25 por ciento de la remuneración o pensión líquida mensual.

Actualmente, el 16 por ciento de nuestros adultos mayores está en las cajas de compensación. ¿Y qué pasa con el 84 por ciento restante? ¿Qué pasa con la regulación para el resto del mercado? Es fundamental que se presente un proyecto que vaya en esa línea, aunque estoy consciente de que no tenemos la facultad para hacerlo. El 84 por ciento de nuestros adultos mayores están en el retail y en entidades financieras que les cobran seguro de desgravamen, etcétera, que es una verdadera tierra de nadie. 

¿Por qué no podemos regular el mercado tal como lo hacemos con las cajas de compensación? Ese es el camino que debemos seguir. Si realmente queremos recoger el guante, lo debemos hacer de manera transversal y presionar al gobierno para que se haga cargo de lo que está pasando con nuestros adultos mayores, pero en todos los ámbitos del mercado, incluyendo el financiero. ¿Por qué el 84 por ciento de los adultos mayores están en tierra de nadie y se les cobran intereses que no corresponden? Ahí también debemos -como se dice en buen chileno- “entrar a picar”, para generar una legislación que los ayude, que los resguarde y que los proteja.

Hoy votaremos a favor, por lo que significa la regulación de este tipo de créditos, para resguardar y proteger a los adultos mayores. Es nuestra obligación y es lo que podemos dejar como nuestro legado y contribución como diputados de la república.

Seguiremos trabajando para que no se afecte su calidad de vida, para que nuestros adultos mayores sientan que no están solos y que los gobiernos se preocupan por ellos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Luis Rocafull.

El señor ROCAFULL.- Señora Presidenta, desde ya anuncio mi voto favorable al presente proyecto de ley, cuyo fin ninguno de los colegas presentes podría cuestionar, pues pretende resguardar los ingresos, remuneraciones y pensiones de los sectores más vulnerables del país, principalmente de la tercera edad, frente al despiadado sistema de créditos de las cajas de compensación.

Actualmente, estas instituciones sin fines de lucro están facultadas para otorgar a sus afiliados créditos en dinero, ya sea para consumo, trabajo, recreación o de índole habitacional, que van entre los 5 y los 40 años de plazo, es decir, entre 60 y 480 cuotas mensuales, a las que, al día de hoy, se les suman los mismos impuestos que utilizan los bancos y demás entidades financieras, que además -como si fuera poco-, por ley, son descontados directamente de las pensiones o remuneraciones de sus afiliados.

Esta escasa regulación legal ha permitido la aparición de situaciones de abusos, que son verdaderos absurdos, como el descuento de hasta el 50 por ciento de la pensión de un adulto mayor que recibe apenas una pensión básica solidaria.

Justamente, este es el sector más vulnerable, que en mi Región de Arica y Parinacota representa, aproximadamente, el 15 por ciento de la población, el que sufre, día a día, los abusos de estas entidades, sin posibilidad alguna de impedirlo. De hecho, este tipo de créditos se constituye en la principal causa de endeudamiento para la tercera edad. No lo digo yo, sino los últimos resultados de la Tercera Encuesta Nacional de Calidad de Vida en la Vejez, de 2013, patrocinada por el Senama.

Por lo anterior, este proyecto contiene justas modificaciones y significa un importante avance. En primer lugar, establece la obligación de otorgar a los usuarios una adecuada información sobre las condiciones de sus créditos. Recordemos que, hasta hace un tiempo, las cajas de compensación enviaban prácticamente un regimiento de captadores de créditos a las puertas del IPS o a las cajas pagadoras de pensiones para ofrecerles maravillas a los abuelitos, quienes firmaban contratos que muchas veces ni siquiera alcanzaban a leer.

En segundo término, establece que para otorgar un crédito a su afiliado, el monto de la pensión líquida debe ser superior al monto de la pensión básica solidaria vigente al momento del crédito.

En tercer lugar, termina con esas prácticas de crédito a domicilio, al establecer la obligación de otorgar presencialmente los créditos, las renegociaciones o reprogramaciones de los mismos.

En cuarto lugar, prohíbe que las cajas puedan deducir de los finiquitos o indemnizaciones de los trabajadores el saldo total del crédito, salvo expresa autorización de los mismos.

También rebaja a 15 por ciento como máximo de descuento mensual de la pensión, que actualmente es de 45 por ciento. 

Además, disminuye el interés máximo y, finalmente, dispone que, en caso de que los afiliados solo reciban la pensión básica solidaria, el monto mensual que deben pagar a la caja respectiva no podrá exceder el 5 por ciento de la pensión líquida que reciban.

Por último, esperamos que al entregar la supervigilancia de estos créditos a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las fiscalizaciones en el cumplimiento de la ley sean aun más estrictas, para que nunca más los abuelitos de nuestro país sufran de estos abusos.

Por lo anteriormente expuesto, reitero mi voto a favor de esta iniciativa.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señora Presidenta, seré muy breve, porque este es un tema que hemos tratado con frecuencia en el pasado. Se trata de un proyecto de ley que modifica el estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar.

Es archiconocido en Chile el abuso que cometen las cajas de compensación, hecho que han denunciado nuestros colegas tanto en el pasado como hoy. Estas cajas son corporaciones privadas sin fines de lucro, pero, no obstante, los préstamos que otorgan en dinero, sobre todo a los adultos mayores, para satisfacer algunas necesidades de bienes de consumo, cuentan con intereses y plazos obligatorios que hacen que los préstamos de 200.000, 300.000 o 400.000 pesos se transformen en deudas millonarias. Esta situación de abuso tiene su origen en una mala legislación, en una mala reglamentación de la función de las cajas de compensación, lo que daña profundamente a la gente más sencilla, más modesta de Chile, fundamentalmente a nuestros adultos mayores.

Las cajas de compensación se rigen por las mismas normas que las entidades financieras con fines de lucro, cobran intereses abusivos y hacen negocio con los adultos mayores. Informan muy poco, para poder tener reembolsos por esa “generosidad” de la que hacen alarde.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras no controlan estas instituciones. ¿Por qué? Porque se dice que son sin fines de lucro. 

Efectivamente, como han dicho la diputada Andrea Molina y otros parlamentarios, en el gobierno pasado se hizo un esfuerzo pequeño -pero esfuerzo al fin- para regularlas; pero quedamos prácticamente en manos de una caja de compensación que se adjudicó el pago del humilde dinero a todos los pensionados de Chile todos los meses. Y en cada una de sus oficinas aprovechan esta situación de privilegio para reclutar y para ofrecer cosas que muchas veces encandilan a nuestros adultos mayores, lo que constituye un abuso por su falta de información para hacerlos beneficiarios de préstamos que, a veces, no necesitan y que se transforman en deuda para ellos y también para sus familiares, cuando aquellos dejan este mundo.

Por lo tanto, este proyecto de ley viene a poner remedio en parte a la situación. Por ello, la bancada del Partido Radical lo apoyará con fuerza, porque es importante todo paso que demos para defender a aquellos que están siendo cada día abusados en un país de abusos -en eso se ha transformado Chile-, donde abusan los emisores de las tarjetas de crédito, pues cobran intereses leoninos; abusan las tiendas del retail; abusan los bancos; abusan los transportistas interprovinciales, cuando elevan el precio de los pasajes durante los fines de semana largos. En fin, son tantos los abusos.

Por eso, si aprobamos este proyecto de ley y legislamos para que se regule la actividad de estas supuestas corporaciones privadas sin fines de lucro -ha quedado claro que sí son con fines de lucro-, al menos podríamos disminuir este abuso.

Hay que defender a los adultos mayores y a la gente que más lo necesita en Chile. Quienes hacemos política con el mejor de los ánimos y con la mejor de las intenciones, debemos tratar de recuperar la confianza de la ciudadanía.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día. 

Las señoras y los señores diputados que están inscritos podrán intervenir en la próxima sesión en que el proyecto se ponga en Tabla.

Tiene la palabra la diputada señora Clemira Pacheco.

La señora PACHECO, (doña Clemira).- Señora Presidenta, no alcanzamos a terminar de examinar este proyecto. Tampoco pudimos abocarnos al estudio del que establece exención de pago de peaje de los vehículos de emergencia por rutas concesionadas. 

Solicito a la Mesa que estudie la posibilidad de incluir este último en la Tabla de la sesión de mañana. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Señora diputada, la Mesa se hará cargo de su sugerencia.

Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, la Comisión de Bomberos, que preside el diputado señor José Miguel Ortiz, envió una nota a fin de acelerar la tramitación del proyecto a que acaba de hacer alusión la diputada señora Clemira Pacheco. 

Solicito la unanimidad de la Sala para colocar dicho proyecto de ley en el primer lugar de la Tabla de mañana. La iniciativa está esperando ser tramitada desde hace varios meses.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Señora diputada, la Mesa se hará cargo de su sugerencia.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

ADOPCIÓN DE MEDIDAS EN RELACIÓN CON VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS EN VENEZUELA

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del primer proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 315, de los diputados señores Felipe Kast, Tucapel Jiménez, de la diputada señora Marcela Sabat y de los diputados señores Felipe de Mussy, Matías Walker, Jorge Tarud, Daniel Farcas, Jaime Bellolio, Mario Venegas y René Saffirio, que en su parte dispositiva señala:

La cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República:

1. Manifestar la absoluta condena a la violación a los derechos humanos en Venezuela.

2. Exigir la inmediata liberación de Leopoldo López, Antonio Ledezma y todos aquellos ciudadanos venezolanos que se encuentran privados de libertad por expresar opiniones contrarias al gobierno de Nicolás Maduro.

3. Exigir al gobierno de Chile la condena a la violación de derechos humanos en Venezuela y que al mismo tiempo solicite la liberación de los presos políticos.

4. Comunicar este acuerdo a los organismos internacionales y solicitar el respaldo de la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) y de la Organización de Estados Americanos (OEA) a fin de lograr la liberación de los presos políticos y el respeto de los derechos humanos en Venezuela.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Jorge Tarud.

El señor TARUD.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero destacar que la Presidenta de la República de Chile ha sido la única gobernante de Latinoamérica que le ha planteado de forma directa al Presidente de Venezuela, señor Nicolás Maduro, la situación de los derechos humanos en ese país y, particularmente, la situación del líder opositor, señor Leopoldo López, quien lleva 16 días en huelga de hambre. 

El ex-Presidente del gobierno de España señor Felipe González, no pudo visitarlo ayer. El exmandatario español ha sido un destacado socialista dentro de su país y un personero reconocido por la comunidad internacional.

También el exsenador señor Jose Antonio Viera-Gallo intentó visitar al señor Leopoldo López, pero tampoco pudo. Él iba en representación de la Internacional Socialista y se le negó la visita.

No se puede tener un doble estándar en materia de derechos humanos y, particularmente, dentro de nuestro continente, América Latina. 

Cuando vivíamos en dictadura, la solidaridad internacional permitió salvar vidas en Chile. Nosotros no podemos desentendernos de lo que está ocurriendo en Venezuela. En ese país hay un verdadero ensañamiento del Presidente Nicolás Maduro contra los opositores. 

No me interesa saber si Leopoldo López es de derecha o de izquierda. Me interesa que la democracia impere en un país hermano como Venezuela. 

En consecuencia, apoyo el proyecto de resolución porque no podemos callarnos. 

También me hubiera gustado que otros países latinoamericanos, con presidentas y presidentes que sufrieron en carne propia la violación de los derechos humanos, hubieran levantado su voz.

No le exijamos tanto a la Presidenta de Chile. Ella ha hecho lo que tenía que hacer como Jefa de Estado, cara a cara con el Presidente Nicolás Maduro. 

Nosotros, como Cámara de Diputados, tenemos el deber de rechazar la actuación de un gobierno que está sobrepasando todos los límites en materia de democracia.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señora Presidenta, lógicamente, vamos a apoyar el proyecto de resolución. Hemos presentado muchos sobre la materia y lo seguiremos haciendo, porque creemos férreamente que en Venezuela se están vulnerando los derechos humanos.

Recién el diputado señor Jorge Tarud mencionó la visita del ex-Jefe del Gobierno de España señor Felipe González, quien no fue autorizado para visitar a los presos políticos venezolanos, los que ni siquiera han tenido un juicio justo. Ellos han debido llegar al flagelo de declararse en huelga de hambre para generar algún cambio. 

Nosotros, que estamos fuera de ese país, no estamos ejerciendo la presión necesaria. Aquí se encuentran en juego libertades esenciales. Cuando se habla de no entrometernos en las políticas de Estado de otros países, debo recordar que aquí estamos hablando de violación constante de derechos humanos. No solo estamos hablando de todos quienes se encuentran privados de libertad, sino de todos aquellos que dieron la vida por Venezuela; aquellos que fueron asesinados en las calles de Venezuela.

Por ello, nos sumamos al proyecto de resolución. Esperamos que esta Sala se alinee y lo vote a favor, ya que en otras ocasiones no lo ha hecho.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Para impugnar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Daniel Núñez.

El señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señora Presidenta, quiero manifestar mi desacuerdo con el proyecto de resolución.

En primer lugar, hay que recordar que en Venezuela existe Estado de derecho. En ese país hay normas, poderes independientes, tribunales de justicia. Aunque no les guste reconocerlo a algunos de mis colegas, existe un gobierno legítimo, elegido en un proceso democrático. La ciudadanía venezolana votó y eligió al Presidente Maduro como su legítimo mandatario, proceso en el que también participó la oposición.

Respecto de las dos personas citadas en el proyecto de resolución, quiero señalar que hay un fiscal que ha hecho acusaciones, que ellas enfrentan procesos judiciales y que han tenido derecho a defensa, razón por la cual dicho proceso debería terminar con una declaración de condena o de inocencia. Con ello se resolverá su actual situación procesal.

Cuando se habla de “todos los venezolanos asesinados”, ojalá tuviéramos la honestidad y el valor de pronunciarnos por todos los casos. En tal sentido, en la Cámara de Diputados no se ha presentado ningún proyecto de resolución que diga una sola palabra sobre los asesinados por los paramilitares venezolanos y colombianos. En este minuto hay un paramilitar colombiano, un exconcejal -defendido por el ex-Presidente Álvaro Uribe-, que está condenado por el asesinato de un diputado, de un colega de 21 años. Él fue muerto en su casa, lo mismo que su esposa. ¿Cuál fue su delito? Ser chavista. ¡Por ello fue asesinado! El caso está en manos de la justicia, y el responsable, que se escondía en Colombia, fue extraditado a Venezuela. Pero sobre eso se calla. Ahí no importan los derechos humanos; ahí no hay resoluciones de apoyo ni ninguna opinión. Ello constituye un doble estándar realmente intolerable.

Por eso, sobre la base de este punto de vista, la bancada del Partido Comunista manifiesta su rechazo al proyecto de resolución.

He dicho.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, pido la palabra por una cuestión de Reglamento.

La señora PASCAL (doña Denise).- Tiene la palabra, señor diputado.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, pido que recabe la unanimidad de Sala para agregar en el proyecto de resolución en debate nuestra condena a los asesinatos cometidos por los grupos paramilitares, de manera de contar con los votos del Partido Comunista y aprobarlo.

El señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señora Presidenta, propongo al diputado Melero que redacte el proyecto pertinente a fin de que sea discutido por todas las bancadas.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, esta es la oportunidad. Si hay unanimidad, incorporamos en el proyecto de resolución lo señalado por el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, a fin de que lo vote favorablemente.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor diputado, lamento informarle que no es posible acoger su solicitud, aun cuando exista unanimidad de la Sala para actuar en tal sentido.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de resolución N° 315.

En votación

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos; por la negativa, 8 votos. Hubo 9 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Browne Urrejola Pedro; Carvajal Ambiado Loreto; Chávez Velásquez Marcelo; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinoza Sandoval Fidel; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Cariola Oliva Karol; Cicardini Milla Daniella; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Núñez Arancibia Daniel; Teillier Del Valle Guillermo; Vallejo Dowling Camila.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez Vera Jenny; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Jackson Drago Giorgio; Pacheco Rivas Clemira; Poblete Zapata Roberto; Rocafull López Luis; Saldívar Auger Raúl; Soto Ferrada Leonardo.

MODIFICACIÓN DE LEY N° 20.422 PARA AGREGAR NUEVAS EXENCIONES ARANCELARIAS A BIENES QUE MEJOREN LA INTEGRACIÓN DE PERSONAS
EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD

 La señora PASCAL (doña Denise).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 316, de las diputadas Marcela Hernando, Jenny Álvarez y Daniella Cicardini, y de los diputados Roberto Poblete, Juan Luis Castro, Marcos Espinosa, Jorge Tarud, Luis Lemus, Carlos Abel Jarpa y José Pérez, en cuya parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que en virtud de sus facultades constitucionales y legislativas presente un mensaje con el objeto de modificar la ley 
N° 20.422 a fin de consagrar las siguientes exenciones tributarias:

a. Computadores especiales que permitan a las personas ciegas escribir a base del sistema Braille u otro sistema alternativo que permita la comunicación.

b. Sillas de ruedas.

c. Audífonos que permitan mejorar la audición para quienes padecen de dichas dificultades.

d. Adquisición de perros especialmente entrenados para guiar a las personas ciegas y asistir a diabéticos insulinodependientes.

e. Todo aquel instrumento que sea indispensable para que estas personas puedan desarrollar la labor u oficio de igual forma que los demás habitantes de la república.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, las personas nacen libres e iguales en condiciones, deberes y derechos, no importando su sexo, edad, condición social o educación. Bajo esta premisa, todos los seres humanos tienen derecho a acceder a una condición de vida básica que permita su desarrollo social e integración.

Sin embargo, debemos admitir que existen personas que, por causas multifactoriales o condiciones naturales adversas, tienen dificultades para integrarse a la sociedad y, por ende, ven afectada su calidad de vida.

En muchos casos, estos compatriotas deben realizar esfuerzos que superan lo normal para lograr un estándar de vida digno. Con todo, son muy pocos los discapacitados que alcanzan estos objetivos, pues muchos sucumben frente a un sistema que no es amigable y que los deja en la pobreza, solos, dependientes, sin autovalencia, y, al mismo tiempo, ignorados por una sociedad que cada vez es más competitiva, individualista e indolente frente al otro.

En nuestro país, la población con una o más discapacidades alcanza a aproximadamente 2 millones 200.000 personas, lo que equivale al 12.7 por ciento de la población nacional. A pesar de haberse promulgado las leyes N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad; N° 20.183, que reconoce el derecho de asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad, y la N° 17.238, que otorga franquicias a la importación de vehículos a las personas con discapacidad, Chile aún tiene una deuda pendiente.

Por su parte, la ley N° 20.422 establece exenciones tributarias a determinados productos. No obstante, la lista de ellos dista mucho de ser completa. Sorprende, por ejemplo, que no incluya las sillas de ruedas. 

Por eso creemos necesario integrar, al menos, sillas de rueda y computadores especiales que permitan a las personas ciegas escribir a base del sistema Braille u otro sistema alternativo; audífonos; adquisición de perros especialmente entrenados para guiar a las personas ciegas y asistencia de diabéticos insulinodependientes. La idea es incorporar todo instrumento que sea indispensable para que esas personas puedan desarrollar una labor u oficio de igual forma que los demás habitantes de la república.

Por eso, señor Presidente, instamos a la Presidenta de la República a que, en virtud de sus facultades, remita un mensaje para modificar la ley N° 20.422, con el objeto de ampliar las exenciones tributarias a otros bienes que faciliten la integración de las personas con discapacidad.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Sergio Espejo.

El señor ESPEJO.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados ha sido muy consistente para plantear su preocupación por aquellas personas que viven en situación de discapacidad.

Ayer aprobamos por unanimidad un proyecto de ley que incorpora en los planes y programas deportivos, el deporte adaptado y paralímpico, y meses atrás debatimos otro que permite acceder a la carrera judicial a las personas que padecen discapacidad visual, auditiva o mudez.

El proyecto de resolución respaldado por la diputada Hernando tiene todo el sentido del mundo, pues la idea es dotar de equipos y elementos especiales a las personas que viven en situación de discapacidad, de manera que se integren plenamente a la vida social.

Sabemos que la discapacidad es una condición más social que física, muy relacionada con la existencia de aquellos elementos que permitan a los discapacitados participar en igualdad de condiciones en la sociedad.

Por esta razón, aun cuando no soy partidario, en general, de instalar exenciones tributarias por situaciones particulares, me parece que este proyecto de resolución va en la línea correcta al pedir al gobierno que, mediante un mensaje que modifique la ley N° 20.422, incorpore exenciones a los equipos y elementos que faciliten la integración de las personas en situación de discapacidad.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para impugnar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Felipe Kast.

El señor KAST (don Felipe).- Señor Presidente, si bien valoro el espíritu del proyecto, creo que hay alternativas mucho más efectivas y más modernas para lograr el mismo objetivo. 

Al igual que el diputado Espejo, considero que recurrir a exenciones arancelarias no nos asegura llegar en forma efectiva a las familias que más lo necesitan. Por lo tanto, lo que uno quisiera es tener un proyecto similar a este, pero que solicite al gobierno, en particular al Servicio Nacional de la Discapacidad, aumentar el presupuesto, con el fin de focalizar estas ayudas hacia las familias que más lo necesitan; porque puede darse la paradoja de que con esta rebaja arancelaria las más beneficiadas sean las familias de más altos ingresos, que eventualmente incluso podrían financiar con un arancel más bajo las materias en las que la diputada Hernando está preocupada, con las que concuerdo absolutamente.

Estas urgencias sociales debieran estar contempladas en un programa social que se haga cargo íntegramente de ellas.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para hablar en contra del proyecto de resolución, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de resolución N° 316.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Kast Sommerhoff Felipe.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTOS ADJUDICADOS A EMPRESA CONSULTORA EDUCER EN REGIÓN DEL MAULE (Oficios)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente, por catorce minutos y treinta segundos.

Tiene la palabra el diputado señor Celso Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, llama la atención que la gran mayoría de los proyectos de capacitación llamados a licitación por Sence, Corfo y Sercotec en la Región del Maule hayan sido adjudicados a la empresa Consultora Capacitación y Desarrollo Educer Limitada. Por ejemplo, el 90 por ciento de los proyectos del programa “Más capaz”, de Sence, fueron adjudicados a esta empresa por un monto superior a los 2.000 millones de pesos. Es más, las otras empresas que participaron en este proyecto señalan que es imposible que ella pueda cumplir con todo lo que el programa señala, porque no debiera tener la capacidad técnica ni humana para desarrollarla.

También llaman la atención los comentarios de estas otras organizaciones que señalan que es difícil presentar una apelación ante la Contraloría General de la República u otro organismo por la persecución que eso podría generar por parte de Sence.

La misma situación se repite con esta empresa en las licitaciones de Corfo y de Sercotec. En Corfo se ha adjudicado más de 108 millones de pesos y en Sercotec otro tanto, lo que la hace una de las empresas privilegiadas por las autoridades.

Por todo lo expuesto, solicito que se oficie a los directores regionales del Maule de Sence, Corfo y Sercotec para que informen acerca de la cantidad de proyectos postulados por la empresa Educer a los diferentes programas licitados entre los años 2014 y 2015.

Asimismo, pido que adjunten los listados de los programas y de los proyectos que se ejecutaron y se ejecutarán en la Región del Maule en el período 2014-2015 por la empresa Consultora Capacitación y Desarrollo Educer Limitada, con sus respectivos montos asociados y fecha de aprobación.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

RAZONES DE RETRASO EN ENTREGA DE ESCRITURAS A VECINOS DE
VILLA GABRIELA MISTRAL, COMUNA DE CUREPTO (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Pedro Pablo Álvarez-Salamanca.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señora Presidenta, en agosto del año pasado solicité información acerca de las razones de la demora en la entrega de las escrituras de propiedad de las casas de los vecinos de la villa Gabriela Mistral, de la comuna de Curepto.

En noviembre del año pasado se me respondió que estas escrituras se iban a entregar a más tardar durante los primeros quince días del mes de enero de este año. Sin embargo, ya estamos en junio y todavía las familias no tienen en sus manos las escrituras de propiedad de sus viviendas, a pesar de vivir hace más de un año en ellas. La situación es muy grave para ellas porque no han podido postular a dos llamados a concurso del Serviu para acceder a ampliaciones de sus viviendas, porque se les exige tener inscrita la propiedad en el Conservador de Bienes Raíces.

Por lo tanto, solicito nuevamente que se oficie al director del Serviu y al seremi de Vivienda de la Región del Maule para que informen por qué se ha retrasado tantos meses la entrega de escrituras a estas familias de Curepto.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa. 

INFORMACIÓN SOBRE OBRAS DE ALCANTARILLADO EN SECTOR CAÑITAS, COMUNA DE LOS MUERMOS (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Felipe de Mussy.

El señor DE MUSSY.- Señora Presidenta, pido que se oficie a la ministra de Vivienda y Urbanismo, y, por su intermedio, al director del Serviu de la Región de Los Lagos, y al alcalde de la comuna de Los Muermos, para que informen acerca de la situación de las obras de alcantarillado que han sido abandonadas en el sector de Cañitas, en la comuna de Los Muermos. Además, pido que informen cuáles son los pasos a seguir y los plazos estipulados para retomar las obras.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

FISCALIZACIÓN Y CATASTRO DE BASURALES CLANDESTINOS EN SECTORES RURALES DE PURRANQUE (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En segundo lugar, pido que se oficie a la ministra de Salud, a la seremi de Salud y al alcalde de Purranque para que ordenen fiscalizar y confeccionar un catastro de los basurales clandestinos que existen en sectores rurales de esa comuna.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE ACTIVIDAD VOLCÁNICA PREVIA A ERUPCIÓN DEL VOLCÁN CALBUCO (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En tercer lugar, pido que se oficie a los directores nacionales de la Onemi y del Sernagoemin, a fin de solicitarles los informes de actividad volcánica durante los treinta días previos a la erupción del volcán Calbuco. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE SUBSIDIOS Y FRECUENCIA DEL TRANSPORTE RURAL EN COMUNA DE PURRANQUE, REGIÓN DE LOS LAGOS (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En cuarto lugar, pido que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y, por su intermedio, al seremi de esa cartera en la Región de Los Lagos, para que informen sobre los subsidios y frecuencia del transporte rural en los distintos sectores de Purranque, como Crucero, Hueyusca, La Poza, Los Ángeles, entre otros.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

PLAN CUADRANTE PARA COMUNA DE LLANQUIHUE (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En quinto lugar, solicito que se oficie al ministro del Interior y al general director de Carabineros, con el fin de que evalúen la creación de un plan cuadrante en la comuna de Llanquihue, o que se incluya en el de Puerto Varas, comuna que, por desgracia, se ha visto fuertemente afectada por actos delictivos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE EXTENSIÓN DE RED DE AGUA POTABLE RURAL PARA SECTOR EL ESCUDO, COMUNA DE PUERTO OCTAY (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En sexto lugar, pido que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional, al coordinador de la unidad regional de la Subdere de Los Lagos y al alcalde de Puerto Octay, con el objeto de conocer la situación del proyecto de extensión de la red de agua potable rural del sector El Escudo, en la comuna de Puerto Octay, donde más de cincuenta familias han estado esperando por años una solución. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE VIVIENDA DE VECINO DE LOCALIDAD DE TEGUALDA, COMUNA DE FRESIA (Oficios)

El señor DE MUSSY.- En séptimo lugar, solicito que se oficie a la ministra de Vivienda y Urbanismo y al director del Serviu de la Región de Los Lagos, para solicitar que informen respecto de la situación de la vivienda del señor José Orlando Álvarez Reyes, 
RUT 7.402.910-8, de la localidad de Tegualda, comuna de Fresia, vivienda construida con subsidio de construcción en sitio propio, pero que la constructora dejó con defectos importantes. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN DE RUTA U-500, SECTOR DE CHIFÍN, ENTRE PURRANQUE Y OSORNO (Oficios)

El señor DE MUSSY.- También pido que se oficie ministro Obras Públicas y al director de Vialidad, con el fin de que nos informen sobre la situación del proyecto de pavimentación del sector de Chifín, entre los kilómetros 20,3 y 25,3 en la ruta U-500, entre Purranque y Osorno.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

FISCALIZACIÓN DE SISTEMA Y CALIDAD DE AGUA POTABLE EN COMUNA DE PUERTO OCTAY (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Además, solicito oficiar a la ministra de Salud, a la seremi de Salud y a la superintendenta de Servicios Sanitarios para que fiscalicen el sistema y la calidad del agua potable en la comuna de Puerto Octay.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

AUMENTO DE DOTACIÓN DE PROFESIONALES MÉDICOS PARA
CESFAM DE PUYEHUE (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Del mismo modo, pido oficiar a la ministra de Salud, al director del Servicio de Salud Osorno y al alcalde de Puyehue, con el objeto de solicitar un aumento de la dotación de profesionales médicos para el cesfam de Puyehue, debido a la alta afluencia de usuarios.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE PROYECTOS DE AGUA POTABLE
RURAL DE COMUNA DE FRESIA (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Igualmente, solicito oficiar al subsecretario de Desarrollo Regional, al coordinador de la Unidad Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo de Los Lagos, al ministro de Obras Públicas, a la directora de Obras Hidráulicas de la Región de Los Lagos y al alcalde de Fresia, para que informen sobre la situación de todos los proyectos de agua potable rural de la comuna de Fresia.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE PLANILLA DE SUELDOS DE FUNCIONARIOS DEL
DEPARTAMENTO DE ADMINISTRACIÓN DE EDUCACIÓN MUNICIPAL
DE COMUNA DE PUERTO VARAS (Oficio)

El señor DE MUSSY.- También solicito oficiar al alcalde de la comuna de Puerto Varas, con el fin de que nos informe sobre la planilla de sueldos de su Departamento de Administración de Educación Municipal (DAEM), desde enero de 2013 a la fecha.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE SISTEMAS DE AGUA POTABLE EN
SECTOR DE NOCHACO, COMUNA DE PUERTO OCTAY (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Solicito oficiar al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo (Subdere), a la Subdere de Los Lagos, al ministro de Obras Públicas, al director de Obras Hidráulicas de la Región de Los Lagos y al alcalde de la comuna de Puerto Octay, con el fin de que nos informen sobre la situación de los sistemas de agua potable del sector de Nochaco y si existe algún proyecto para entregar ese servicio fundamental a la comunidad.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

FISCALIZACIÓN DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN RUTA 215 (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Por otra parte, pido oficiar al ministro de Obras Públicas, al seremi de Obras Públicas de la Región de Los Lagos y al director de Vialidad de dicha región, con el objeto de que se fiscalice el cumplimiento de las medidas de seguridad que se han adoptado en la ruta 215, específicamente en el sector donde se realizan obras de reposición, debido a que han seguido ocurriendo accidentes en la tristemente llamada carretera de la muerte.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN ACTUAL DE COLEGIO DEGLI MONTI,
SECTOR COLONIA RÍO SUR, Y DEL COLEGIO ALTAS CUMBRES, COMUNA
 DE PUERTO VARAS (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Finalmente, solicito oficiar al ministro de Educación, al seremi de Educación, al director provincial de Educación de Llanquihue y al alcalde de Puerto Varas, con el fin de que nos informen sobre la situación del colegio Degli Monti, del sector Colonia Río Sur, y del colegio Altas Cumbres, de Puerto Varas.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

ADHESIÓN A ACTOS CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DE TOMA DE
CONCIENCIA DEL ABUSO Y MALTRATO EN LA VEJEZ

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señora Presidenta, no pediré ningún oficio en esta oportunidad, pero quiero señalar que el próximo lunes 15 de junio se conmemorará el Día Mundial de Toma de Conciencia del Abuso y Maltrato en la Vejez.

 Debemos tomar conocimiento de lo que significa ese flagelo que afecta a los adultos mayores a lo largo del país. Según la estadística de 2009, se presentaron 419 denuncias en el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama) por ese tipo de violencia; el año pasado aumentaron a 3.300. 

Se trata de una desgracia que afecta de distintas formas a las personas de la tercera edad, como maltrato psicológico, abandono, daño patrimonial, violencia intrafamiliar, es decir, diversas formas de abuso de que hablan esas 3.300 denuncias que se presentaron en el Senama. 

Sin embargo, se trata solo de la punta del iceberg, porque muchas veces los adultos mayores no hacen pública la violencia que se ejerce en contra de ellos, la que en la mayoría de los casos es impartida por sus propios familiares; incluso, hijos o hijas, lo que hace más difícil denunciar esos abusos. 

Se trata de un tema que debemos poner en el tapete. Como Cámara de Diputados, debemos crear de una vez por todas la comisión permanente del adulto mayor, con el fin de tratar los temas que los afectan. 

No queremos adultos mayores abandonados, abusados o violentados; queremos una sociedad inclusiva, positiva. Para ello, debemos sumarnos a todos los actos que se realicen con motivo de dicha conmemoración que se celebrará el próximo lunes, con el objeto de que no haya más abuso ni maltrato hacia ese grupo etario.

Reitero, debemos sumarnos a todos los actos que el Senama y las diferentes organizaciones realicen a lo largo del país para poner de relieve un hecho tan importante como es la violencia en contra de los adultos mayores, que condenamos desde todo punto de vista.

Como la sociedad humana e inclusiva que somos, queremos generar las mejores condiciones para que nuestros adultos mayores desarrollen su vida en plenitud durante sus años de descanso, porque no queremos que esta vergüenza que representa el abuso y la violencia en la vejez, prospere en el país.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

SOLICITUD DE LIBERACIÓN DE RECURSOS PARA NORMAL
FUNCIONAMIENTO DE DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS (Oficio)

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité Independiente, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, la Dirección de Presupuestos (Dipres) no ha emitido un decreto para traspasar entre 17.000 millones y 20.000 millones de pesos al Ministerio de Obras Públicas, lo que está produciendo una serie de complicaciones. Se trata de recursos necesarios para el normal funcionamiento de la Dirección de Obras Hidráulicas, que desarrolla programas importantes, como el de Agua Potable Rural. 

El retraso en la emisión de dicho decreto ha significado una demora importante en el financiamiento de obras de riego, tanto de los proyectos que recién se están llevando a cabo como en el pago a proveedores o por trabajos de conservación. 

Por lo tanto, solicito oficiar con la mayor celeridad al director de Presupuestos, con el fin de que ordene el despacho urgente del mencionado decreto.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

INCLUSIÓN DE CICLOVÍA EN DISEÑO DE AMPLIACIÓN DE RUTA 90 (Oficio)

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- En segundo lugar, desde hace muchos años esperamos la concreción del proyecto de ampliación de la Ruta 90, que une San Fernando con Santa Cruz, vía muy transitada y donde se han producido varios accidentes, incluso con resultado de muerte de vecinos de San Fernando y de Chimbarongo, como lo hemos informado en Incidentes de otra sesión.

Está proyectada la construcción de un segundo puente sobre el río Tinguiririca. El total de las obras demorará 470 días y significará una inversión pública importante. Nos alegramos de que la ruta no sea concesionada, ya que no habrá que pagar peaje.

Ahora bien, me reuní con un grupo de ciclistas que utilizan ese medio de transporte en forma recreacional, y con temporeros y temporeras de la región que usan bicicletas para trasladarse a su trabajo, quienes me hicieron presente que el diseño de dicha ampliación debe incluir la construcción de una ciclovía.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, con el fin de que se considere la modificación del diseño de esa ruta para incluir la construcción de una ciclovía, obra que debiera considerarse en toda ruta que se diseñe y construya en el país con doble calzada, y con un alto estándar de seguridad, ya que se debe optimizar el uso de la bicicleta, sobre todo en la Región de O’Higgins, donde es un medio de transporte importante para las trabajadoras y para los trabajadores. 

He dicho. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE DIRECCIONES REGIONALES DE
OBRAS HIDRÁULICAS (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señora Presidenta, Chile atraviesa por una sequía muy grande, lo que ha obligado a usar una cantidad nunca vista de camiones aljibe a lo largo de nuestro país para atender las necesidades hídricas de la gente de los sectores rurales y de algunas zonas urbanas.

Por lo anterior, se ha ido implementando el proceso de construcción de agua potable rural (APR), lo cual debiera acelerarse mucho más, para beneficio de la gente que no cuenta con este vital elemento, ya sea porque está contaminado o porque está a mucha profundidad. En consecuencia, es fundamental el trabajo que está haciendo la Dirección de Obras Hidráulicas en todo el país.

Sin embargo, algunas direcciones regionales de Obras Hidráulicas me han informado que no tienen recursos ni siquiera para pagar a las empresas que han realizado trabajos en sus respectivas regiones.

Parece que los recursos se desviaron al norte o al sur, a raíz de los problemas que han sufrido en el último tiempo; pero no es posible que se desvista a un santo para vestir a otro.

Las diversas direcciones regionales que cumplen con la importante tarea de entregar agua potable a la población rural, no pueden quedar sin recursos para funcionar, menos aún cuando se trata de compromisos económicos contraídos con empresas que han realizado los trabajos que se les han encomendado.

Diversos funcionarios de las distintas direcciones regionales de Obras Hidráulicas del sur de Chile me han manifestado su preocupación porque no se podrá continuar con los trabajos programados, lo que es indudablemente muy grave.

Por lo tanto, solicito oficiar al señor ministro de Obras Públicas, al director nacional de Obras Hidráulicas, al intendente y al gobernador de la Octava Región, con el objeto de que informen sobre la situación por la que atraviesan las direcciones de Obras Hidráulicas de la Sexta, Séptima, Octava, Novena y Décima regiones. Me interesa conocer cuáles son los recursos que se les han recortado supuestamente, lo que no les permitirá seguir trabajando en la forma en que lo estaban haciendo.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

SOLICITUD DE RECURSOS PARA COMPRA DE VEHÍCULO PARA OFICINA
REGIONAL DEL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR DEL BIOBÍO
(Oficios)

El señor PÉREZ (don José).- En segundo lugar, la semana pasada tuvimos una sesión especial para hablar de nuestros adultos mayores, en la cual todos manifestamos una gran preocupación por lo que debemos hacer por ellos, con lo que estoy de acuerdo; pero el Ejecutivo también tiene que considerarlo de esa manera, para poder realizar un trabajo en terreno como corresponde con los adultos mayores.

La Octava Región tiene 54 comunas. Lamentablemente, la coordinadora regional del Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama), que debería llamarse directora regional, no cuenta con un vehículo para recorrer esas comunas, por lo que tiene que andar pidiendo vehículos prestados, utilizar transporte público o esperar que alguien de buena voluntad la traslade a una u otra comuna.

Todas las direcciones regionales del Senama deben tener recursos y a lo menos un vehículo para hacer el trabajo que corresponde con nuestros miles y miles de adultos mayores, muchos de los cuales están organizados en clubes de adulto mayor. Esto permitiría dar una atención más acorde con sus condiciones y necesidades, la cual no se puede otorgar si no se cuenta con un vehículo.

Por lo anterior, solicito oficiar al ministro de Desarrollo Social, a la directora del Senama y al intendente de la Octava Región, con el objeto de que nos expliquen por qué un servicio tan importante como este no cuenta con un vehículo para la directora y para los funcionarios que trabajan en esa institución.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.36 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.18 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INFORMACIÓN SOBRE PROBLEMAS, RETRASO Y FECHA DE REINICIO DE OBRAS DEL PROYECTO DE MEJORAMIENTO DEL ESTADIO DE ANDACOLLO (Oficio)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio 
Gahona.

El señor GAHONA.- Señor Presidente, es de público conocimiento que la comunidad de Andacollo y sus organizaciones vecinales, sobre todo las deportivas, están muy preocupadas e inquietas por el retraso de las obras de mejoramiento del estadio de Andacollo, cuyo formulador y unidad técnica es el municipio de dicha comuna.

Hemos sido testigos del término anticipado del primer contrato en agosto de 2013, del reinicio de las obras con suplemento de fondos en octubre de 2014 y nuevamente del término anticipado del contrato en marzo de 2015. 

Por lo tanto, solicito oficiar al alcalde del municipio de Andacollo, que actúa como unidad técnica y que, sin duda, va a hacer todo lo posible para satisfacer nuestra petición, con el objeto de que nos entregue información respecto de las razones que se presentaron para dar término al contrato en marzo del 2015, el detalle de los pagos de las cotizaciones de los trabajadores y de los pagos a proveedores y subcontratistas de provisión de áridos y de arriendo de camiones aljibe, en atención a lo que me han planteado los pequeños empresarios de la comuna de Andacollo; así como la fecha de constitución y composición de la comisión de recepción única ordenada por el gobierno regional, con el detalle de las obras validadas y rechazadas del proyecto, como también sobre la aplicación de las multas por incumplimiento de las obligaciones laborales; finalmente, que confirme o descarte los rumores que circulan en la ciudadanía respecto de que la paralización de las obras se habría realizado por fisuras estructurales en la planta ya construida.

Requerimos esta información de la municipalidad de Andacollo, a fin de transparentar esta situación ante la ciudadanía, así como para tener claridad respecto de la fecha en que se terminará de construir ese estadio, tan anhelado por los deportistas de la comuna de Andacollo.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS, CALENDARIO DE
LICITACIÓN Y EJECUCIÓN DEL PROYECTO DE MEJORAMIENTO DEL
NUEVO ESTADIO DE VICUÑA (Oficios)

El señor GAHONA.- En segundo lugar, el estadio de Vicuña también ha sufrido varios retrasos desde que el proyecto fue aprobado por el consejo regional.

Por lo tanto, pido oficiar al alcalde de Vicuña, con el objeto de que se nos informe sobre la cantidad de canchas que contempla el proyecto y sus características, el aforo del estadio y las características de sus graderías, la cantidad y características de las torres de iluminación, las características de sus cierres perimetrales, etcétera. 

En resumen, pido que nos remita una información detallada respecto del nuevo estadio de Vicuña, en especial sobre el mejoramiento contemplado en la última modificación al proyecto y al aumento de fondos solicitados al gobierno regional.

Asimismo, solicito oficiar a la intendenta regional, señora Hanne Utreras, con el objeto de que nos entregue esta misma información. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE AVANCE Y CALIDAD DE LAS OBRAS DEL PROYECTO “CONSTRUCCIÓN SOLUCIONES SANITARIAS LA CALERA-VILLA EL ARRAYÁN”, REGIÓN DE COQUIMBO (Oficios)

El señor GAHONA.- Finalmente, hemos recibido en nuestra oficina parlamentaria a varios pobladores y dirigentes de los sectores de La Calera y de Villa El Arrayán, de la comuna de Vicuña, y también hemos estado en terreno con ellos. Nos han manifestado su preocupación por la situación del proyecto “Construcción soluciones sanitarias La Calera-Villa El Arrayán”, obras que se iniciaron a fines de 2012, pero que aún no se entregan satisfactoriamente. 

Los dirigentes sociales y los vecinos de ambos sectores han manifestado su descontento y preocupación por la calidad de las obras que hasta el momento han sido ejecutadas. Nos han señalado que ha habido una mala ejecución de los muros de contención, del asfaltado de pasajes, de la instalación de adocretos, veredas y soleras. En fin, ha habido una serie de complicaciones, lo que comprobamos en terreno. 

Por lo tanto, solicito oficiar al alcalde de Vicuña y a la intendenta regional de Coquimbo, con el objeto de que nos informen sobre el estado de avance de las plantas de tratamiento de lodos, de las plantas elevadoras, de la cantidad de cámaras de inspección, de las soluciones intermedias, de las casetas sanitarias, así como una explicación por los problemas de olores que existen en el sector, en fin. Se trata de una serie de materias que están bien detalladas en el oficio de fiscalización que dejaré a disposición de la Secretaría.

También adjunto algunos detalles, con fotografías que los dirigentes me han hecho llegar y que muestran las obras mal ejecutadas, mal terminadas, mal hechas, respecto de las cuales requerimos una explicación satisfactoria.

Señor Presidente, en esta foto se pueden apreciar las condiciones del adocreto, que se supone nuevo, pero que pareciera tener más de quince años por el deterioro que muestra. 

Insisto, pido que se informe claramente qué está sucediendo con dichas obras, sobre la calidad de la inspección técnica y de cómo la unidad técnica ha llevado adelante este proyecto tan importante, como es el alcantarillado y la urbanización de las localidades de La Calera y de Villa El Arrayán.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que estamos alzando la mano, de lo cual la Secretaría toma debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE VERACIDAD DE DENUNCIA POR FALTA DE
MEDICAMENTOS EN CONSULTORIOS DE LA PROVINCIA DE TALCA Y
CATASTRO DE PROVISIÓN DE MEDICINAS EN ESOS ESTABLECIMIENTOS
(Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro 
Pablo Álvarez-Salamanca.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, hace algunos días el alcalde de Pelarco, señor Bernardo Vásquez, denunció públicamente la falta de medicamentos en el consultorio de su comuna, problema que se arrastra desde hace cinco meses. No cuentan con paracetamol, calcio para las mujeres embarazadas, ibuprofeno ni omeprazol, que resultan básicos para atender a las familias. 

Por lo tanto, pido oficiar a la ministra de Salud y al director de Salud de la Región del Maule, con el objeto de que nos informen sobre la efectividad de la denuncia. Ojalá que dichas autoridades nos hagan llegar un catastro de los consultorios de la provincia de Talca, a fin de conocer la provisión de medicamentos con que cuentan, porque si la denuncia es efectiva, sería muy grave, pues cientos de familias, sobre todo de comunas rurales, que son muy vulnerables, no tendrían medicinas para combatir sus enfermedades.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de las diputadas y de los diputados que están alzando la mano, de lo cual la Secretaría toma debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE DICTAMEN DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA SOBRE DERECHO A PERCEPCIÓN DE ASIGNACIÓN DE RIESGO POR FUNCIONARIOS DE LA SALUD (Oficio)

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, hace algún tiempo se solicitó el pronunciamiento de la Contraloría General de la República en relación con el derecho de los técnicos paramédicos y de las personas que trabajan en el área de la radiografía para percibir asignación de riesgo, debido al peligro que representa para la visión.

El oficio se despachó el 20 de octubre de 2014, con el número de referencia 234024; pero, según lo que me informan, todavía no se ha emitido el dictamen correspondiente. 

Por lo tanto, solicito oficiar al contralor general de la República, con el objeto de que nos informe sobre el dictamen requerido. En el caso de que lo haya emitido, pido que se nos remita una copia.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE VENTAS Y ARRIENDOS DE TERRENOS DE LA EMPRESA NACIONAL DE MINERÍA Y SOBRE PERTENENCIAS QUE HA ENTREGADO LA CORPORACIÓN DEL COBRE A DICHA EMPRESA (Oficios)

El señor ROBLES.- En segundo lugar, la Empresa Nacional de Minería (Enami) es sumamente importante para los pequeños mineros.

Por lo tanto, solicito oficiar a la ministra de Minería y al vicepresidente ejecutivo de 
Enami, con el objeto de que nos informen detalladamente sobre las ventas y arriendos de terrenos que ha realizado esa empresa desde 2005 a la fecha, con el nombre de la persona natural que ha cerrado el contrato. 

En el caso de que la compra o arriendo se haya efectuado a una persona jurídica, solicito el nombre de los componentes de la sociedad. Si se trata de la venta o arriendo a un sindicato, pido que se consignen los nombres de quienes conforman su directiva. 

Además, pido que me informen sobre el precio y la cantidad de terreno que se arrendó o vendió, a fin de tener una idea sobre cómo ha ejecutado Enami la prerrogativa que le otorga la ley. También pido que me informen sobre el uso que se le ha dado a esos terrenos y sobre las pertenencias mineras que Enami entrega a los pequeños mineros o a los sindicatos mineros de todo el país.

Otro tema tiene que ver con la Corporación del Cobre (Codelco), empresa que tiene una gran cantidad de pertenencias que no es capaz de explotar por sí misma, por lo que las traspasa a la Enami para que las venda o arriende a pequeños mineros que las puedan explotar.

Por lo tanto, solicito que me informen cuántos terrenos de la Codelco se han entregado a la Enami desde 2005 a 2015, de qué pertenencias se trata, cómo se hizo el traspaso, en qué cantidad y todos los detalles de esas pertenencias.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.32 horas.
GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio del Senado. (boletín N° 9099-24)


“Valparaíso, 9 de junio de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del exministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago, correspondiente al Boletín N° 9099-24.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.592, de 20 de noviembre de 2014.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

2. Oficio del Senado. (boletín N° 9398-04)


“Valparaíso, 9 de junio de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo del Mensaje, informes y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 9.398-04:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:


1) Intercálase en el artículo 2°, un inciso noveno, nuevo, del siguiente tenor, pasando el actual inciso noveno a ser décimo:


“Será aplicable a todos los funcionarios y Consejeros del Consejo Nacional de Televisión el principio de probidad administrativa que establece el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Asimismo, el Secretario General, los Consejeros, el Secretario Ejecutivo y los directivos deberán realizar las declaraciones de patrimonio e intereses, en la forma y en las oportunidades que establece la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.”.


2) Sustitúyese el artículo 8°, por el siguiente: 


“Artículo 8°.- Son inhábiles para desempeñar el cargo de Consejero, Secretario General y Secretario Ejecutivo del Consejo:


1.- Las personas que hayan sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, o personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales, así como quienes hayan sido su administrador o representante legal.


2.- Las personas que por sí, sus cónyuges o convivientes civiles, sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o que a través de personas naturales o de personas jurídicas en las que posean el control de su administración, tengan o adquieran, a cualquier título, interés o participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción, de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


3.- Las personas que desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en las directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales.


4.- Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 7º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; las personas que se desempeñen en cargos directivos o profesionales, dentro de los primeros tres niveles jerárquicos de las respectivas plantas funcionarias en la Administración del Estado o en empresas en que éste tenga participación en su propiedad, y aquellas personas que, por las características de su función, tengan dependencia directa de ministros, subsecretarios u otros altos cargos directivos de la Administración del Estado.”.


3) Modifícase el artículo 9° en los siguientes términos:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Artículo 9°.- Los consejeros en quienes concurran algunas de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento deberán, tan pronto tengan noticia de ello, informar al Consejo y abstenerse de intervenir en él:


1.- Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquel.


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.


3.- Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento.


4.- Compartir despacho profesional o estar asociado con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento.


5.- Tener relación de prestación de servicios con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los dos últimos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.


6.- Haber manifestado de cualquier modo su dictamen sobre la cuestión pendiente, siempre que lo hubiere hecho con conocimiento de ella.


7.- En general, cualquier circunstancia que le reste imparcialidad en relación al asunto sometido a su conocimiento.


La infracción al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como falta grave, para efectos de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley.


La recusación podrá ser interpuesta por cualquier interesado, entendiéndose por tal aquellos a que se refiere el artículo 21 de la ley N° 19.880.”.


b) Suprímese el actual inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente.


4) Agrégase, en el artículo 10, el siguiente inciso final:


“Los Consejeros que hayan cesado en su cargo no podrán, por sí o a través de personas naturales o jurídicas, tener negocios ni prestar servicios a las empresas o entidades sujetas a la fiscalización o competencias del Consejo, durante el plazo de un año contado desde la fecha de término de sus funciones en el mismo.”.


Artículo transitorio.- Los funcionarios y Consejeros que, en virtud de lo dispuesto en el número 1) del artículo único, deban realizar las declaraciones de patrimonio e intereses, deberán presentarlas dentro de los treinta días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.”.

-o-


Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto favorable de 27 Senadores, de un total de 38 Senadores en ejercicio.


En particular, el número 1) del artículo único y la disposición transitoria del proyecto de ley despachado por el Senado fueron aprobados con los votos de 31 Senadores, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Por su parte, los números 2), 3) y 4) del artículo único de la iniciativa fueron aprobados por 31 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
3. Oficio del Senado. (boletín N° 7523-24)


“Valparaíso, 9 de junio de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que autoriza erigir un Monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie, correspondiente al Boletín Nº 7.523-24, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en memoria de la ex Diputada, señora Gladys Marín Millie, en la comuna que determine la comisión especial que se crea por esta ley.”.

Artículo 4°


Ha sustituido el inciso segundo por el que sigue:


“Una vez que la comisión determine el sitio donde se erigirá el monumento, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 5°, se incorporará a ella el alcalde de la comuna respectiva.”.

Artículo 5°

Letra b)

La ha reemplazado por otra del siguiente tenor:


“b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde respectivo, la Fundación Gladys Marín Millie y el Consejo de Monumentos Nacionales. Asimismo, disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.”.

Artículo 6°


Ha sustituido la expresión “de los monumentos” por “del monumento”.

-o-

Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.315, de 5 de junio de 2014.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
4. Informe financiero sustitutivo del proyecto de ley, iniciado en mensaje, que “Moderniza el sistema de relaciones labores, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo.”. (boletín N° 9835-13)

I. Antecedentes.


l. El presente proyecto de ley amplía y mejora la negociación colectiva para que ésta pueda ser ejercida por más trabajadores, bajo mecanismos que faciliten los acuerdos con sus empleadores, en la perspectiva de favorecer un espacio de diálogo institucionalizado al interior de las empresas. Junto con ello se enriquecen los contenidos y la calidad de estos procesos.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.


l. En primer lugar, se debe señalar que para una adecuada y efectiva implementación de los cambios propuestos en el presente proyecto de ley, se debe fortalecer la capacidad operativa de la Dirección del Trabajo a fin que pueda desarrollar a cabalidad las nuevas funciones que se le asignan, especialmente las relativas a la solución de controversias, la asistencia técnica a las partes y la calificación de los servicios mínimos, para lo cual se deben disponer los recursos humanos y presupuestarios correspondientes.


Adicionalmente, se crea un Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al actual Programa de Escuela de Formación Sindical.


También, se agrega un artículo para la aplicación de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos y Suministros y Prestación de Servicios (Ley Nº 19.886), el cual incidirá en la forma de evaluar las ofertas, dándose prioridad a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a éstos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro r.v del Código del Trabajo.


Finalmente, se incorpora un artículo que agrega una letra g) nueva al artículo 46 de la
Ley Nº 19.518, permitiendo ejecutar acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigente o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las re
glas del Título X del Libro V del Código del Trabajo.


2. De acuerdo con lo anterior, el presente proyecto de ley implica los siguientes costos fiscales:


2.1. La creación de un Fondo de Formación Sindical y de Relaciones Colaborativas por M$ 2.143 .000 miles, que reemplazará al actual Programa de Escuela de Formación Sindical, por lo cual el costo fiscal adicional asociado a este nuevo Fondo asciende a M$ 1.140.000 miles.


2.2. Considerando las nuevas acciones de apoyo a las MYPE que deberá desarrollar la Dirección del Trabajo, se deberá fortalecer a este Servicio con 19 profesionales para que cumpla las nuevas obligaciones que le asigna el proyecto de ley, lo que representa un costo fiscal anual de $ 371.000 miles.


2.3. Adicionalmente y aunque se privilegia que la calificación de los servicios mínimos pueda ser concordada por las partes, en forma previa a la negociación, en caso que no se llegue a acuerdo, resuelve la nspección del Trabajo, por lo cual la Dirección del Trabajo deberá contar con los antecedentes que le permitan cumplir esta nueva función, para lo cual se encargarán estudios para cada uno de los 60 Subsectores Económicos Informados por el INE a la División de Estadísticas de la ONU de acuerdo a la Clasificación ndustrial Internacional Uniforme (CIIU), con un costo promedio unitario de $ 30.000 miles. De esta manera, el costo fiscal para cumplir el rol de la Dirección del Trabajo en la calificación de servicios mínimos asciende a $ 1.800.000 miles.


2.4. También y como consecuencia del proyecto de ley, se estima un incremento de 10% de las mediaciones, lo que significa 273 mediaciones adicionales con un costo promedio de 
$ 357 miles para cada una de ellas, con lo cual se obtiene un mayor costo fiscal de $ 97.500 miles.


2.5. En materia de arbitrajes, se considera el costo fiscal asociado al uso del arbitraje para el 100% de las empresas actualmente afectas al artículo 384 del Código del Trabajo (100 empresas) y se utilizan los aranceles por árbitro según tamaño de la empresa de acuerdo a la Resolución Exenta Nº 172 de 2012 del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, considerando 3 árbitros de cargo fiscal para el caso de las micro, pequeñas y medianas empresas y de 2 árbitros en el caso de las grandes empresas. De esta manera, el costo fiscal asciende a 
$ 370.000 miles.


2.6. Finalmente y en materia de capacitación, se estima que 292 trabajadores involucrados en proyectos de negociación colectiva presentados por federaciones de sindicatos, accederán a cursos de capacitación de 150 horas con un valor hora de $ 3.679. Por lo anterior, el costo fiscal de la capacitación de estos trabajadores asciende a $ 161.140 miles.


3. En consecuencia, el costo fiscal anual del proyecto de ley asciende a $ 3.939.640 miles, de acuerdo al siguiente detalle:

	Conceptos
	Miles de $ 2015

	Fondo Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas
	1.140.000

	Actividades de Apoyo a las MYPE
	371.000

	Callflcaclón Servicios Mínimos
	1.800.000

	Mediaciones
	97.500

	Arbitrajes
	370.000

	Cursos de Capacitación
	161.140

	Costo Total
	3.939.640



El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.

(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.

5. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, sobre
Fortalecimiento y transparencia de la democracia. (boletín N° 9790-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “suma” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de 15 días para afinar su tramitación, término que vence el día 24 de junio próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 9 de junio, recién pasado.


Durante la discusión de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia del ex ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza; de la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva; de la ex ministra Secretaria General de la Presidencia, señorita Ximena Rincón; del ex ministro Secretario General de Gobierno, señor Alvaro Elizalde; del Director Nacional del Servicio Electoral, señor Eduardo Charme; de la Subdirectora de dicho Servicio, señora Elizabeth Cabrera; del coordinador legislativo de la Fundación Ciudadano Inteligente, señor Álvaro Castañón, de la Directora de Investigación e Incidencia de dicha Fundación, señorita María Jaraquemada; del Director de Espacio Público, señor Alejandro Ferreiro; del Director de Políticas Públicas de la Fundación Jaime Guzmán, señor Guillermo Ramírez; del Presidente de Chile Transparente, señor José Antonio Viera-Gallo; del Director Ejecutivo de esta última institución, señor Alberto Precht; del Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, señor Luis Pardo; de los investigadores del Centro de Estudios Públicos, señora María Isabel Aninat y señor Lucas Sierra; del Presidente del Centro Democracia y Comunidad, señor Patricio Zapata, de la Oficial de Gobernabilidad del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, señora Marcela Ríos; de la Directora Ejecutiva de la Fundación Pro Acceso, señora María José Poblete; de los asesores legislativos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Valeria Lübbert y Tomás Jordán; del asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery; del asesor del Instituto Libertad, señor David Huina y de la asesora del Instituto Libertad y Desarrollo, señorita Bárbara Vidaurre.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1) La idea matriz o fundamental del proyecto es la de establecer condiciones institucionales que permitan mayor equidad para acceder a los cargos de elección popular; el propósito de garantizar la autonomía de los representantes democráticamente electos regulando la relación entre dinero y política y la transparencia del financiamiento de la política.


2) Normas de carácter orgánico constitucional.


Cabe hacer presente que revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales las siguientes disposiciones del proyecto de ley en informe:


1.- El artículo 1°, que introduce modificaciones a la ley Nº 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios. Ha sido criterio inalterable del Tribunal Constitucional estimar que todas las disposiciones contenidas en este cuerpo legal revisten dicho carácter. A modo de ejemplo se puede citar lo señalado en el considerando 7º de la sentencia rol Nº 745, de 29 de marzo de 2007, el que señala: “7o. Que este Tribunal, al pronunciarse en sentencia de 5 de abril de 1988, Rol No 53, sobre las materias que, en conformidad con la precitada disposición, debían ser normadas por una ley orgánica constitucional, destacó su vastedad, a diferencia de lo que ocurre con otras leyes de la misma naturaleza, respecto de “las cuales la Constitución ha sido definitivamente más restrictiva”, señalando: “ Como puede apreciarse, el Constituyente, en términos amplios, ha entregado a la regulación de esta ley todo lo concerniente a la organización y funcionamiento del “sistema electoral público” y a la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por la propia Constitución. En consecuencia, para dar fiel cumplimiento al mandato constitucional, el legislador no sólo está facultado sino, más aún, obligado a legislar sobre todas estas materias, en uno o más textos legales, pero todos ellos con el carácter de leyes orgánicas constitucionales.”;”. Reafirma este criterio la sentencia, rol Nº2776, de 21 de abril de 2015, que recayó en el proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional.


2.- El artículo 2°, que introduce modificaciones la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales. El Tribunal Constitucional, al realizar el control de constitucionalidad de dicho cuerpo legal, declaró en su sentencia rol Nº376, de 17 de junio de 2003, lo siguiente: “DECIMOTERCERO.- Que, resulta evidente, a la luz de lo expuesto en los considerandos anteriores, que las normas del proyecto sometido a control de constitucionalidad, forman parte, por su propio contenido, de las leyes orgánicas constitucionales a que se refieren los artículos 18, inciso primero, y 19, Nº 15, inciso quinto, de la Carta Fundamental, con excepción de sus artículos 31 y 59;”. Cabe hacer presente que, a continuación, señaló que esas dos disposiciones también revestían el carácter de orgánicas constitucionales, por conferir nuevas atribuciones a la Contraloría General de la República y modificar la ley orgánica constitucional de municipalidades, respectivamente.


3.- El artículo 3º, que introduce modificaciones a la ley Nº18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos. En sentencia rol Nº43, de 24 de febrero de 1987, el Tribunal Constitucional consideró que todas las disposiciones de este cuerpo normativo, revisten este rango constitucional. En efecto, en el considerando 8º señala, de manera expresa: “8°.- Que en la situación señalada en el considerando 6°, que establece las normas propias de esta ley orgánica constitucional, se encuentran todas las disposiciones del proyecto, con excepción de los artículo 36 y 50, inciso 1°, que versan sobre materias que la Constitución ha reservado a la ley ordinaria o común por norma especial de sus artículos 60, N° 14, en relación con el 62, N° 1, y 23, respectivamente.”. Ello, también es refrendado en el considerando decimoséptimo de la sentencia, rol Nº2776, de 21 de abril de 2015, la que recayó en el proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional, al señalar: “Que las disposiciones contenidas en los numerales 1), 2), 3), 4) y 5) del artículo 3 ° del proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad, que modifica la Ley N°18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, son propias de las leyes orgánicas constitucionales sobre Sistema Electoral Público y sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 18 de la Constitución Política; y de la Ley Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos a que se refiere el artículo 19, N ° 15, inciso quinto, de la Constitución Política.”.


4.- El artículo cuarto, que deroga el Título II de la ley Nº19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otro fines sociales y públicos. Cabe hacer presente que si bien la H. Cámara de Diputados sólo sometió al control preventivo del Tribunal Constitucional el artículo 4º de esta ley, dicho tribunal, en su sentencia rol Nº377, de 18 de junio de 2003, estimó que otras disposiciones del referido cuerpo legal revestían el carácter de normas orgánicas constitucionales, entre las cuales se encuentran los artículos 8º y 9º, los que conforman el Título II que el proyecto de ley en informe pretende derogar.


5.- El artículo 5º, que introduce modificaciones a la ley Nº18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. El Tribunal Constitucional, en sentencia rol Nº38, de 8 de septiembre de 1986, calificó todas sus disposiciones como normas orgánicas constitucionales, en los considerandos que a continuación se reproducen: “4°.- Que en la situación señalada en el considerando anterior se encuentran todas las disposiciones del proyecto, con la sola excepción de los artículos 4°, 7° y 8° transitorios que se refieren a materias propias de ley común;

5°.- Que para concluir en la forma indicada en el numerando anterior, este Tribunal ha considerado el carácter especial del artículo 18 de la Constitución en cuanto dispone que será materia de ley orgánica constitucional la organización y funcionamiento del sistema electoral público y la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por la Constitución, precepto que denota que la voluntad del constituyente es que la citada ley tenga el rango de orgánica constitucional no sólo en su núcleo esencial sino también en aquellas materias que sean su complemento indispensable, no obstante que éstas, consideradas aisladamente, sean propias de ley común;”. Este criterio se ha mantenido inalterable, el cual se ha reproducido en las sentencias roles Nº438, de 29 de marzo de 2005, 
Nº 1308, de 27 de enero de 2009 y Nº2152, de 26 de diciembre de 2011, entre otras.


6.- El artículo sexto, que modifica la ley Nº 20.640, sobre elecciones primarias. Fueron sometidas al control preventivo del Tribunal Constitucional todas las disposiciones de esta ley. Dicho Tribunal, en sentencia rol Nº2324, de 20 de noviembre de 2012, dispuso lo siguiente: “NOVENO.- Que las disposiciones contenidas en los artículos 1° a 47, y primero transitorio del proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad, son propias de las leyes orgánicas constitucionales sobre Sistema Electoral Público; sobre Sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral, y sobre Sistema de Registro Electoral a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política; y de la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por los partidos políticos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, a que se refiere el artículo 19, N° 15, inciso quinto, de la Constitución Política;


DÉCIMO.- Que las disposiciones contenidas en los artículos 32 a 36 del proyecto de ley remitido, son, asimismo, propias de la Ley Orgánica Constitucional sobre el Tribunal Calificador de Elecciones a que se refiere el inciso primero del artículo 95 de la Ley Fundamental;”.


Este criterio es confirmado en la sentencia rol Nº2776, de 21 de abril de 2015, que recayó en el proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional, la cual señala: “DECIMOCTAVO.- Que las disposiciones contenidas en los numerales 1), 2) y 3) del artículo 4 ° del proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad, que modifica la Ley 
N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, son propias de las leyes orgánicas constitucionales sobre Sistema Electoral Público y sobre Votaciones Populares y Escrutinios, a que se refiere el inciso primero del artículo 18 de la Constitución Política; de las leyes orgánicas constitucionales sobre Partidos Políticos y sobre Elecciones Primarias a que se refiere el artículo 19, N°15, inciso quinto, de la Constitución Política, y de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a que se refieren los artículos 47, inciso primero, y 49 de la Constitución Política.


En el mismo sentido se ha pronunciado este Tribunal en sus sentencias roles N°s 2324 y 2487;”.


7.- El artículo primero transitorio, por ser complemento del artículo tercero del proyecto en informe.


3) Normas de quórum calificado.


No hay.


4) Requiere trámite de Hacienda.


De conformidad a lo establecido en el Nº 4 artículo 302 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 2°, N°5), letra a) y N°6); 3°, N°2), inciso cuarto; 4° y 7°.


5) El proyecto fue aprobado, en general, por mayoría.


En sesión 77ª, de fecha 10 de marzo del 2015, se aprobó en general por 9 votos a favor y 2 en contra.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, con Cristián; Rincón, don Ricardo; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.


Votaron por la negativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René.


5) Se designó Diputado Informante al señor Soto, don Leonardo.

-o-

I. ANTECEDENTES GENERALES.


1.- Consideraciones previas.


Señala el mensaje que esta iniciativa se enmarca en una serie de reformas impulsadas con el fin de fortalecer nuestro sistema democrático, tales como la creación de un nuevo sistema electoral, el aseguramiento del derecho a sufragio de los ciudadanos desde el extranjero, entre otras iniciativas en tramitación y estudio.


Agrega que, en este contexto, la regulación efectiva de las campañas electorales, su control por un órgano con atribuciones suficientes y el financiamiento de los partidos políticos, se vuelve una discusión indispensable.


El debate sobre las fórmulas para el financiamiento de la política en un contexto democrático es parte de un extenso y profundo análisis acerca de cómo mejorar la calidad de la democracia en nuestro país.


Ello ha permitido concluir, por una parte, en la necesidad de proveer normas que aseguren la correcta expresión de la voluntad soberana del pueblo y generen instancias de participación ciudadana; y por otra, en asumir el fomento de las actividades políticas con equidad y transparencia.


Desde el año 2000 numerosos proyectos que abordan esta materia. En este sentido, cabe resaltar las iniciativas de los Diputados Pepe Auth, Ramón Farías, Pablo Lorenzini, Alberto Robles, Marcelo Schilling, Alejandra Sepúlveda, de los ex Diputados y actuales Senadores, Carolina Goic y Carlos Montes. Asimismo, aquella contenida en el Boletín N° 8283 de los señores Jorge Burgos y Aldo Cornejo, quienes actualmente se desempeñan como Ministro de Estado y Presidente de la Cámara de Diputados, respectivamente. Por otro lado, está la moción contenida en el Boletín N° 8949, de los Diputados Fidel Espinoza, Enrique Jaramillo, Pablo Lorenzini, Fernando Meza, Karla Rubilar, Jorge Sabaq, David Sandoval y Alejandro Santana, y de los ex Diputados René Alinco y Miodraq Marinovic. También debemos destacar la iniciativa del Senador Alejandro Navarro contenida en el Boletín N° 5911. Y, por último, el proyecto de ley de autoría del mismo Senador Navarro en conjunto con el ex Senador Pedro Muñoz y el ex Senador y actual Ministro, don José Antonio Gómez, contenida en el Boletín N° 8848. Cabe recordar que el financiamiento de la política ha sido una preocupación constante de esta Presidenta, en el marco del compromiso con la agenda de probidad, transparencia y modernización del Estado y de fortalecimiento de la Democracia.


Además, deben mencionarse, entre otras valiosas iniciativas en este mismo sentido, particularmente, las contenidas en los Boletines N°s 8448-06, 8124-06, 6664-06, 6144-07, 6044-06, 5563-06, 4686-06, 4696-06, 3961-06, 3476-06, 3475-06 y 2499-06.


A lo anterior se suma el envío en el año 2006 por el Ejecutivo del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.884, Sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales, y Establece Normas Contra la Intervención Electoral (Boletín N° 4724-06). En dicho texto, como Ejecutivo ya habíamos planteado temas que están siendo debatidos hoy, tales como el establecimiento de un registro de proveedores; una mejor regulación de los aportes reservados, anónimos y aquellos de naturaleza pública; regulación de los aportes a los partidos fuera del periodo de campaña, y a los institutos de formación política, además de una mayor transparencia y establecimiento efectivo de sanciones.


En el mismo sentido, durante el año 2008, esta Presidenta envió al Congreso el Mensaje por el cual se modifica la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos (Boletín N° 5887-06), proponiendo modificaciones sustantivas a la constitución y al funcionamiento de los partidos políticos.


Finalmente, menciona que este proyecto de ley intensifica de manera mucho más certera el control democrático, la publicidad y transparencia del financiamiento de la Política y en el fortalecimiento de la democracia. 


2.- Fundamentos y contenido del mensaje.


A. Fundamentos.


Menciona el mensaje que las razones que animan este proyecto de ley son la necesidad de establecer condiciones institucionales que permitan mayor equidad para acceder a los cargos de elección popular; el propósito de garantizar la autonomía de los representantes democráticamente electos regulando la relación entre dinero y política; y la transparencia del financiamiento de la política.


a) Necesidad de mejor calidad de la política.


Uno de los fundamento de la democracia representativa es la necesidad que aquellos que resultan electos canalicen los intereses generales de la sociedad, legislando y regulando la vida en común.


Este fundamento de legitimidad está sometido a examen día a día y, en la medida que las sociedades cambian y la ciudadanía es más activa, los estándares y exigencias con los cuales se mide a los gobernantes y representantes, aumenta.


Los ciudadanos y ciudadanas hoy exigen a sus representantes que las decisiones políticas y legislativas se sometan a estándares más altos de transparencia y que estén sujetas a mecanismos de control. En atención a esta demanda resulta necesario crear una institucionalidad que garantice la continuidad de elecciones periódicas realmente competitivas, informadas, y ajenas a los intereses particulares o corporativos.


Al regular la vinculación entre dinero y política generamos condiciones institucionales para mejorar la relación entre gobernantes y gobernados, lo que en último término fortalece la gobernabilidad democrática y fortalece el sistema político.


i) Equidad en la competencia política 


Este proyecto busca generar condiciones que permitan un acceso más equitativo a los cargos de elección popular para los candidatos y los partidos políticos, fortaleciendo el pluralismo político.


Se busca institucionalizar formas de financiamiento que garanticen lo anterior, especialmente se pretende potenciar el rol del ciudadano y de las mayorías como la fuente de ingresos para las campañas políticas, proscribiendo que agentes económicos específicos o grupos de interés desequilibren el sistema con aportes extraordinarios.


ii) Mayor transparencia.


La transparencia en la política desincentiva la corrupción y permite el control ciudadano. Esto es clave para asegurar que los intereses particulares no se antepongan a los intereses generales.


Por ello, eliminar los aportes anónimos y aportes reservados a las campañas es uno de los pilares de este proyecto de ley. 


En este sentido, los países miembros de la Organización para la Cooperación y Desarrollo han adoptado regulaciones similares en esta materia, con el fin de promover la transparencia y la confianza en los partidos políticos. Una de estas medidas se refiere a la regulación de los aportes financieros de privados para asegurar la transparencia de las donaciones, evitar el daño a las actividades políticas y asegurar la independencia de los partidos políticos (OCDE, Integridad y Transparencia en el financiamiento político, 2011).


iii) Prevención y control de conflictos de intereses.


Junto con la transparencia de la actividad política, queremos que se prevengan, conozcan y sancionen eventuales conflictos de interés. Para ello es necesario que entidades que defienden intereses privados puramente comerciales o corporativos no intervengan en la política. Además, se requiere de un sistema efectivo de control de tales reglas.


En los últimos años, tanto a nivel local como internacional, se ha evidenciado una desafección hacia los partidos políticos. Uno de los motivos vinculados a esta situación guarda relación con una percepción de intromisión del dinero en la política, lo que incide en la percepción de poca transparencia del sistema político por parte de la ciudadanía y en la captura de este por los intereses privados. Por estos motivos el tema del financiamiento de la política es uno de los elementos centrales del debate en la agenda pública de varios países y regiones del mundo.


b) Relevar el rol de los partidos en la búsqueda del bien común.


Chile, a diferencia de la mayoría de los países democráticos, no cuenta con un sistema permanente de financiamiento a la actividad política más allá de las campañas electorales, lo que impide a los partidos políticos un mayor grado de institucionalización, de generación de nuevos liderazgos y proyectos programáticos de largo plazo.


Reducir el impacto y rol de los partidos fue una de las prioridades de la dictadura militar, donde se establecieron mecanismos para comprimir al máximo la participación y la democracia. Hoy no se justifica mantener el régimen que heredamos de aquella época; por el contrario, resulta imperativo fortalecer el rol de los partidos como paso necesario para una democracia de calidad, lo que pasa por reconocer la necesidad de un aporte público permanente a estos.


c) Fortalecer el rol del Estado en el fomento de la democracia.


En razón de los principios de transparencia e igualdad política que rigen nuestro sistema democrático, se vuelve necesario dotar a los partidos políticos de un sistema de financiamiento público. Consideramos que esto es fundamental para asegurar una participación equitativa y una realización efectiva de los derechos de participación política. Al respecto, es posible apreciar que el 71% de los países de África, el 63% de los países de América, el 58% de los países de Asia, el 86% de los países de Europa y el 27% de los países de Oceanía contemplan disposiciones acerca del financiamiento público directo para los partidos políticos (OHMAN, Magnus. Regulación del financiamiento político en el mundo. Una visión general a partir de la base de datos de IDEA Internacional. International Institute for Democracy and Electoral Assistance (IDEA), 2012).


Lo anterior cobra absoluta relevancia cuando, de acuerdo a las estadísticas proporcionadas por el Servicio Electoral en 2011, el 43% de los ingresos de los partidos corresponden a cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, y en tanto, el 57% restante se distribuye en intereses e inversiones financieras, campañas de finanzas, aportes reservados y otros ingresos.


En un sistema democrático sólido, la labor esencial de los partidos políticos no puede quedar al alero de ser capturada por los aportes de algunos particulares. La dependencia de fuentes de financiamiento debilita a los partidos políticos y va en directo perjuicio de su labor de canalización de los intereses de los distintos sectores de la población.


En este sentido, se ha sostenido en las conclusiones del proyecto de Autoevaluación Participativa y Representativa del capítulo II de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Uncac), coordinado por la Contraloría General de la República y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que la legislación chilena sobre financiamiento político es débil y poco transparente, recomendando establecer un sistema de financiamiento transparente, público y de personas naturales con donaciones limitadas para evitar el tráfico de favores. En este sentido, un estudio elaborado por Chile Transparente (Transparencia en los Partidos Políticos: Revisión de experiencia internacional y propuesta de estándares de transparencia, 2013) concluyó que el nivel de transparencia activa en promedio de los partidos políticos chilenos es bajo. En efecto, se logra un cumplimiento de distintos estándares solamente en un 38,5%. Los que corresponden a declaración de principios del partido, estatutos del partido, descripción e identificación de la estructura orgánica del partido, facultades, funciones y atribuciones de cada uno de órganos internos del partido, identificación de sus dirigentes, requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y monto global de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados recibidas durante el año calendario respectivo, entre otras. 


Asimismo, el PNUD ha sostenido en su informe Auditoria a la Democracia la creciente tensión en la cual se desarrollan los partidos, en razón de la falta de financiamiento estatal y público y la desigualdad en el acceso al financiamiento privado. En relación al financiamiento privado, dicho informe ha observado que la disparidad en el acceso a esta fuente de ingreso y la inexistencia de financiamiento público que permita solventar gastos ha generado fuertes debilidades institucionales para que los partidos puedan cumplir sus funciones programáticas y de vinculación con la ciudadanía.


En conclusión, el propósito central de este proyecto apunta a lograr que el sistema democrático pueda controlar efectivamente la influencia del dinero sobre la actividad política, garantizando la competencia electoral, promoviendo la equidad.


B.- Contenido del proyecto.


El proyecto de ley que someto a vuestra consideración establece una nueva normativa en materia de financiamiento electoral y aportes a las actividades propias de los partidos políticos. Asimismo establece normas para el desarrollo de las campañas electorales con resguardo de la equidad entre los candidatos y partidos, y con respeto a los espacios públicos. Para ello, se modifican diversos cuerpos legales, como se describe a continuación.


a) Mayor equidad en la política y en las campañas.


El proyecto propone una serie de modificaciones a la ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales, para introducir reglas que fortalezcan el rol del Estado en el fomento de la democracia y la limitación del rol del dinero de privados en la política.


i) Aporte público para la democracia.


Se establecen dos clases de aportes públicos para el fortalecimiento de la democracia.


Por un lado, se crea un aporte trimestral para los partidos políticos que cumplan con las normas legales vigentes, y que cuenten con representación en alguna de las cámaras del Congreso Nacional, destinado a que estos puedan contar con recursos para el desarrollo de actividades de investigación, fomento a la participación de jóvenes y mujeres y de formación cívica.


Por otro lado, se establece un incremento significativo en el aporte estatal a los partidos al inicio de las campañas electorales reduciendo el impacto y dependencia de los aportes privados para las campañas electorales.


ii) Se rebaja el límite de gasto electoral.


El proyecto limita el rol del dinero en la democracia, rebajando drásticamente el monto que los candidatos y partidos pueden gastar en una campaña.


b) Normas para mayor transparencia y control de conflictos de interés.


Un segundo grupo de modificaciones dice relación con la publicidad de los aportes, los que se efectuarán a través del Servicio Electoral.


En este sentido, se eliminan los aportes anónimos y reservados.


i) Prohibición de aportes de personas jurídicas.


Se elimina la posibilidad de que personas jurídicas, con o sin fines de lucro, realicen aportes a campañas o a partidos políticos. Esto es coherente con la concepción de las personas jurídicas como entidades sin derechos de participación política. Con ello se busca evitar que surjan conflictos de interés para los candidatos y sus partidos. Son los ciudadanos en tanto personas naturales quienes tienen derecho a expresarse políticamente, más no las entidades ficticias que estos constituyan.


Como consecuencia de esta prohibición, se propone derogar del Título II de la ley 
N° 19.885, que norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos, en la cual se consagra el beneficio tributario asociado a tales donaciones.


ii) Se regula el aporte de personas naturales.


Se rebaja el límite de dinero que una persona natural puede donar a un candidato o partido durante campañas.


Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas se regirán por las reglas generales que establece esta ley y no podrán exceder del 10% del total de gasto permitido de la respectiva candidatura.


iii) Se establecen normas sobre transparencia.


En la relación entre el dinero y la política, se establece que todos los aportes efectuados a candidatos o sus partidos durante campañas electorales deberán efectuarse a través de un sitio electrónico que el Servicio Electoral habilitará especialmente al efecto, el que asegurará que todos los aportes serán públicos y fácilmente consultables por la ciudadanía.


Para hacer efectivo el traspaso de dineros, todos los partidos y candidatos indicarán al Servicio Electoral una cuenta corriente.


Por otro lado, los aportes públicos permanentes a los partidos políticos que se propone en este proyecto deberán rendirse de forma pública y transparente. De igual forma, serán públicos los aportes que las personas puedan efectuar a los partidos políticos fuera del periodo de campaña electoral.


c) Campañas electorales con equidad y respeto a la ciudadanía.


En tercer lugar, se introducen modificaciones que apuntan a la equidad y control del gasto en las campañas electorales.


i) Se establece que los medios de prensa y radioemisoras deberán informar sus tarifas al Servel.


Para efectos de asegurar mayor transparencia y equidad en el cobro de tarifas, se establece que los medios de prensa y radioemisoras deberán informar sus tarifas al Servicio Electoral, a más tardar, al momento en que venza el plazo para inscribir candidaturas.


Asimismo, se establece que las tarifas de las radioemisoras se deberán pagar a través del sitio web del Servicio Electoral.


ii) Se potencia el rol informativo y de espacio de debate público de las radios.


Para potenciar el voto informado en una democracia donde se debate sobre contenidos y una ciudadanía responsable, se propone crear el deber de las radios, con excepción de las radios comunitarias, de establecer espacios de debate, conforme a las instrucciones que impartirá el Servicio Electoral.


Además, se establece que las radios deberán transmitir breves spots informativos determinados por el Servicio Electoral, de carácter neutral y destinados a entregar información electoral a la ciudadanía.


iii) Se restringe la propaganda electoral en espacios públicos.


Por último, se prohíbe la publicidad electoral en espacios públicos, permitiendo que solo excepcionalmente se puedan hacer propaganda electoral en plazas públicas, bandejones y parques previamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal para tal efecto.


Se establece, por otra parte, que en ningún caso podrá realizarse propaganda aérea.


Respecto de la propaganda en lugares privados, se mantiene la regla actual en el sentido de requerir el consentimiento del propietario o mero tenedor, pero se agrega que dicha propaganda será valorizada por el Servicio Electoral para efectos de determinar el límite de gasto.


En caso de infracción a estas normas las multas serán más elevadas en comparación a las que hoy existen. En efecto, se elevan las multas que hoy van de 1 a 20 UTM, a 10 a 100 UTM.


d) Fortalecimiento del Servicio Electoral y normas de fiscalización.


Sabemos que las reglas eficaces requieren contar con un sistema adecuado de control y supervisión de su cumplimiento.


Por lo mismo, este proyecto modifica la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, dotándolo de potestades que le permitan velar adecuadamente por la eficacia de la ley. Respecto de las facultades de supervisión que se entregan al Servicio Electoral, contará con las herramientas necesarias para controlar de manera eficaz el cumplimiento de la presente ley. Entre sus facultades, es posible destacar la facultad de supervisar la rendición de cuentas, de realizar y ordenar auditorías a los estados anuales de cuenta pública, y la facultad de ingresar a los recintos en que funcionen partidos políticos o tengan sede las candidaturas, así como la facultad de acceder a los libros de cuentas y documentos que permitan fiscalizar el estado financiero de los sujetos bajo su supervisión, entre otras.


Por otra parte, se establece un procedimiento administrativo sancionador que permite asegurar la debida corrección en la realización de este tipo de procedimientos y en la imposición de las sanciones, cuando hubiere lugar a ello.


e) Normas transitorias.


i) Reforma a la institucionalidad del Servicio Electoral.


Es necesario que el Servicio cuente con la institucionalidad, personal y recursos para enfrentar con éxito las exigencias que lleva aparejada una democracia más fuerte.


Tal rediseño institucional y fortalecimiento merece ser tratado con el mayor cuidado y dedicación, por lo que hemos decidido dejar tal discusión y análisis legislativo para un proyecto separado.


Por ello, en las normas transitorias se establece que a más tardar el 15 de abril de 2015, la Presidenta de la República enviará al Congreso un proyecto para reformar la estructura orgánica del Servicio Electoral.


ii) Entrada en vigencia de las normas sobre aporte a partidos.


Se fija como plazo para que proceda el primer aporte trimestral a partidos políticos, dentro de los tres meses siguientes a la publicación de la ley.


iii) Creación de un código electoral.


La normativa electoral es de por sí compleja y se encuentra dispersa en diversos cuerpos legales en nuestro ordenamiento jurídico. Para facilitar su comprensión y sistematicidad, se propone facultar a la Presidenta para que dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas electorales, bajo la denominación “Código Electoral”.

II. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.


1.- Discusión General.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión 77ª de fecha 10 de marzo del 2015, por 9 votos a favor y 2 en contra.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, con Cristián; Rincón, don Ricardo; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.


Votaron por la negativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René.


Durante la discusión general la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señorita Ximena Rincón, señaló que existía un acuerdo entre las diversas fuerzas políticas en orden a ingresar esta iniciativa antes que se inicie la discusión particular del proyecto de ley que termina con el sistema binominal.


Informó que para la elaboración de este mensaje se llevó a cabo un intenso debate pre legislativo, en el cual participaron representantes de diversos partidos políticos y de otras organizaciones, entre los cuales se cuentan Claudio Fuentes, René Jofré, Victor Manuel Maldonado, Alejandro Usen, Andrés Lagos, Jaime Insunza, Juan Diego Santa Cruz, Sasha Razmilic, Fernando Zamora, Max Pérez, David Huina, Tomás Duval, Giorgio Jackson, Vlado Mirosevic y Sebastián Sichel. Añadió que también contaron con la asesoría de Idea Internacional y del PNUD y del Servicio Electoral. También se reunieron con representantes de la Archi.


El proyecto pretende fortalecer la democracia; promover la gobernabilidad democrática y el fortalecimiento del sistema político; profundizar la institucionalización de los partidos políticos, el surgimiento de nuevos liderazgos y la generación de proyectos programáticos de largo plazo; dotar a los partidos de mayor legitimidad para canalizar los intereses generales de la sociedad y mejorar los estándares de transparencia y control para dar respuesta a las nuevas exigencias de la ciudadanía y para que los ciudadanos sepan cómo se financian y en que gastan el dinero los partidos.


Destacó que este proyecto no es solo una propuesta del Gobierno, sino que es el resultado de un diálogo intenso y constructivo llevado adelante entre el ministerio que encabeza, centros de estudio, académicos expertos y los partidos políticos.


Indicó que en esta iniciativa se ha plasmado la constante preocupación de la Presidenta Bachelet por el tema del financiamiento de la política en el marco de su compromiso con la agenda de probidad, transparencia y modernización del Estado. A la vez, ha recogido las distintas propuestas que desde el año 2000 han dado cuenta de la necesidad de mejorar la equidad en la competencia política mediante el fortalecimiento del pluralismo político, de contar con más transparencia como un elemento de desincentivo a la corrupción, y de prevenir y mejorar el control ante eventuales conflictos de interés.


En cuanto al contenido del proyecto, este contempla normas que persiguen alcanzar una mayor equidad en la política y en las campañas, considera un aporte público para la democracia; se rebaja el límite del gasto electoral, se contemplan normas para mayor transparencia y control de conflictos de interés; se prohíben los aportes de personas jurídicas; se regula el aporte de personas naturales. Asimismo, para lograr que las campañas electorales se desarrollen con equidad y respeto a la ciudadanía, se establece que los medios de prensa y radioemisoras deberán informar sus tarifas al Servicio Electoral, se potencia el rol informativo y de espacio de debate público de las radios y se restringe la propaganda electoral en espacios públicos. 


Respecto del fortalecimiento del Servicio Electoral indicó que en las normas transitorias del proyecto se establece que la iniciativa respectiva se presentará a más tardar el 15 de abril de 2015.


Por otra parte, afirmó que la entrada en vigencia de las normas sobre aporte a partidos será tres meses siguientes a la publicación de la ley.


Respecto de las modificaciones que se introducen en la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, mencionó las siguientes:


a) Se amplía el concepto de propaganda electoral dirigida a promover a candidatos o proposiciones sometidas a plebiscitos. De esta forma se zanja la antigua discusión respecto del alcance de dicha expresión.


b) El candidato deberá efectuar una declaración de patrimonio e intereses al momento de inscribir la candidatura.


c) Se amplía el plazo para efectuar propaganda electoral desde el vencimiento del plazo para efectuar la inscripción de las candidaturas hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. 


d) Sólo podrá realizarse propaganda electoral mediante elementos móviles o avisos luminosos o proyectados en los lugares que de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones, expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal respectivo o de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda respectiva. Tales informes no son vinculantes.


e) No podrá realizarse propaganda aérea. Vale decir, las gigantografías no serán autorizadas.


f) Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, durante los 30 días anteriores a cualquier elección, deberán cursar invitación a tales eventos a todos los candidatos de la respectiva región, o bien abstenerse de invitar a la totalidad de ellos.


g) Se mantiene la franja electoral de televisión. No se crean nuevas franjas en otros medios de comunicación.


h) Sólo podrán efectuar propaganda electoral, los medios de prensa escrita o radioemisoras que, a más tardar al momento del vencimiento del plazo para inscribir candidaturas, informen al Servicio Electoral sus tarifas.


i) Las tarifas que cobren las radioemisoras a los candidatos y partidos políticos en periodo de campaña deberán ser pagadas por intermedio de una plataforma electrónica provista por el Servicio Electoral.


j) Las radioemisoras tendrán el deber de destinar un espacio al desarrollo de debates entre los candidatos, de conformidad a las instrucciones generales que disponga el Servicio Electoral. Asimismo, deberán transmitir, entre las 07:00 y las 22:00 horas, 6 spots de a lo menos 30 segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, que determinará el Servicio Electoral, y que no podrá favorecer ningún candidato o partido en particular.


k) El que contravenga las normas de propaganda electoral será sancionado con una multa de 10 a 100 UTM ($431.980 a $ 4.319.800).


l) Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que este ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda. 


m) La fiscalización corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.


En cuanto a las modificaciones que se introducen en la ley N°19.884, sobre gasto electoral, afirmó que se disminuye en un 50% el límite de gasto electoral para cada elección, según se aprecia en el siguiente cuadro:
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Expresó que se entenderá por gasto electoral todo aporte cuantificable en dinero, realizado por el candidato o un tercero en su favor.


Asimismo, se eliminan los aportes de las personas jurídicas.


Respecto de los aportes de personas naturales, señaló que ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato, y en una misma elección, una suma que exceda al equivalente en pesos de 500 unidades de fomento ($12.313.550) en el caso de candidatos a alcalde o concejal, de 1.000 unidades de fomento ($24.627.100) en el caso de candidatos a consejero regional, diputado o senador y de candidatos presidenciales. En el caso de haber segunda vuelta presidencial, esta será entendida como otra elección, pudiendo aportar hasta 700 unidades de fomento en ella ($17.238.970).


Los aportes personales de los mismos candidatos no podrán ser superiores al 10% del gasto electoral permitido.


Además, se duplica el aporte público inicial a las campañas electorales, pasando de 0,01 UF a 0,02 UF. Se mantiene el monto de reembolso y se agrega que no se procederá al reembolso mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos pendientes en contra del candidato o del partido.


Destacó que ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años, o bien, que tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años.


Los aportes de campaña electoral se efectuarán a través del sitio electrónico que proveerá el Servicio Electoral y serán públicos. Los candidatos y sus partidos indicarán a dicho servicio una cuenta corriente única para estos efectos.


También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período de campaña electoral. 


Respecto de los aportes que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral, explicó que estos serán siempre públicos, deberán constar por escrito y deberán efectuarse a través del sitio electrónico del Servicio Electoral.


Añadió que el proyecto dispone que no podrán ser administradores electorales y administradores generales electorales quienes hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública. Estos deberán registrar todos los aportes en dinero, especies o servicios que se destinen a una campaña electoral o se reciban para el financiamiento de los gastos electorales, debidamente valorizados. Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio electrónico que para el efecto deberá llevar cada candidato y sus partidos. 


Las cuentas de los ingresos y gastos electorales se encontrarán disponibles en el sitio electrónico del Servicio.


Los candidatos no estarán obligados a rendir documentadamente gastos menores que no excedan el 10% de su total de gasto. La ley establece que se entenderá por gastos menores y frecuentes.


Los aportes que reciban los candidatos o los partidos con infracción a lo prescrito en la ley, así como los que excedan los gastos en que hubieren incurrido serán entregados a beneficio fiscal.


En cuanto a las sanciones, manifestó que el candidato o administrador general de los fondos de un partido político que obtenga los aportes mediante falsedad, engaño o maliciosa omisión será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio (de 61 días a 3 años). Las mismas penas se impondrán al candidato o administrador general de los fondos de un partido político que invierta los recursos obtenidos del Estado en una finalidad distinta a la cual están destinados, así como al tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos.


Si el monto de lo defraudado o desviado excede de 4.100 unidades de fomento, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo (de 3 años y un día a 10 años).


Las personas naturales que efectúen aportes en campañas electorales a candidatos o partidos, con infracción a lo dispuesto en esta ley, serán sancionadas con multa de 20 a 100 unidades tributarias mensuales. Tratándose de personas jurídicas esta sanción se aplicará a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.


En relación con las modificaciones que se introducen en la ley de partidos políticos, informó que el Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos que cuenten con representación parlamentaria, aportes trimestrales. Este aporte se hará con cargo a un fondo constituido por el equivalente a 0.01 unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados. El monto del aporte que corresponda a cada partido se determinará en un 30% con un monto fijo y en un 70% con un monto variable según la votación obtenida en la última elección.


Los aportes son para cubrir gastos esenciales de su funcionamiento ordinario, elaboración de estudios e investigaciones, desarrollo de actividades de fomento a la participación de jóvenes, mujeres y de formación cívica. Al menos un 10% del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres.


Asimismo, se establecen mecanismos de control y transparencia respecto del uso de esos fondos.


Respecto de las modificaciones que se introducen en la leyN°18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, señaló que para velar por el cumplimiento de las normas sobre transparencia, control y límites de los gastos corresponderán al Director las siguientes atribuciones, sin perjuicio de las facultades de investigación que competan al Ministerio Público:


a) Supervisar que los candidatos y los administradores generales de los fondos de los partidos políticos cumplan con la normativa electoral y de financiamiento. 


b) Supervisar la rendición de cuenta pública del uso de todos los recursos, públicos y privados.


c) Publicar dichos antecedentes en el sitio Web del Servicio. 


d) Realizar y ordenar auditorías al estado anual de resultados.


e) Ingresar a las sedes de candidaturas o partidos políticos y dependencias de candidatos o administradores generales de los fondos de los partidos políticos que tengan relación con la administración de las candidaturas o de los partidos.


f) Requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de supervisión.


g) Citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas.


h) Efectuar salidas a terreno para fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre propaganda electoral en lugares públicos.


i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan.


j) Imponer las sanciones correspondientes.


El diputado señor Saffirio sostuvo que el proyecto autoriza al Servicio Electoral a disponer el retiro o la supresión de los elementos de propaganda. Preguntó qué ocurrirá si el administrador electoral se niega a practicar el retiro. Sugirió que en tal caso debiera facultarse al municipio respectivo para disponer el retiro de la propaganda, con cargo al candidato, pudiéndose descontar dicha suma de los recursos que el Servicio Electoral debe otorgar al candidato.


La señorita Rincón expresó que el proyecto dispone que las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en el artículo 32 de la ley de Votaciones Populares y Escrutinios, estando facultadas para repetir en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, y previa certificación del Director de Servicio Electoral, la municipalidades podrá hacer efectivo los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República.”.


El diputado señor Saffirio expresó que el proyecto contempla que un 10% del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. Sugirió se estudie implementar una medida similar para incentivar la participación política de los pueblos originarios.


La señorita Rincón indicó que también podría estudiarse una medida similar en beneficio de los jóvenes.


El diputado señor Chahin valoró la disposición del Ejecutivo para legislar en esta materia.


Respecto de la definición de los lugares donde se instalará la propaganda, el proyecto lo entrega al concejo municipal o a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda. Estimó que debiera definirse que sea una sola la entidad que tenga atribuciones en esta materia.


Añadió que esta decisión debiera sustraerse de órganos políticos, como son los concejos municipales, aun cuando su labor se limite a emitir un informe técnico sobre la materia.


En cuanto a las sanciones, preguntó si se establecen diversos tipos de ellas según cual sea la gravedad de la infracción cometida. Estimó que en caso que se cometan infracciones gravísimas o reiteradas debiera sancionarse con la destitución del cargo.


Por otra parte, sostuvo que perfectamente puede ocurrir que la decisión de una empresa de efectuar un aporte a una candidatura no haya pasado por el directorio de aquella.


Valoró la decisión de poner término a los aportes de las empresas a las campañas. Estas no votan ni tienen ideas. Asimismo, compartió la idea de restringir el gasto que se efectúa en campañas. Sin embargo, advirtió que los límites deben ser fijados con precaución, de modo de evitar que se transformen en barreras a la entrada que terminen beneficiando a los incumbentes, que están en el ejercicio del cargo.


El diputado señor Squella señaló que podría aprovecharse esta oportunidad para otorgar mayores grados de autonomía al Servicio Electoral, como lo han hecho presente autoridades de dicha entidad, en especial si se contemplan sanciones como la destitución del cargo para el candidato que cometa infracciones graves. Para ello será necesario que tal servicio cuente con mayor autonomía respecto del gobierno de turno.


Por otra parte, advirtió que con las modificaciones al sistema electoral aumentan sustantivamente el tamaño de los distritos, sin embargo, se disminuye el límite al gasto y no aumenta el reembolso que se otorgará a cada candidato.


La señorita Rincón expresó que se aumenta el aporte inicial a los partidos y se mantiene el reembolso por voto.


El diputado señor Squella planteó que la decisión de mantener el monto del reembolso al candidato no apunta en el mismo sentido de la decisión de aumentar el tamaño de los distritos.


El diputado señor Rincón indicó que toda norma restrictiva terminará por beneficiar a los actuales diputados, en perjuicio de los retadores.


Hizo presente que el desembolso por gasto disminuyó desde la implementación del voto voluntario.


El diputado señor Squella informó que en un documento elaborado por parlamentarios de la UDI se propuso que el Estado retribuya o premie a los partidos que logren entusiasmar a sus militantes a la hora de obtener contribuciones económicas, mediante algún incentivo.


La señorita Rincón expresó que en la última elección presidencial y parlamentaria el setenta por ciento del financiamiento fue público, porque los aportes privados efectuados por las empresas se rebajan del impuesto que debe ser pagado por estas. Por tanto, son las empresas quienes definen donde se destinan recursos de todos los chilenos.


Informó que a propósito de una presentación que le correspondió efectuar, propusieron mantener un mínimo porcentaje de aportes reservados. Sin embargo, la Presidenta definió que todos los aportes fueran transparentes, sin excepción.


Junto con lo expuesto el proyecto propone un mayor financiamiento público.


En relación a la propuesta efectuada por parlamentarios de la UDI, explicó que se sugería que por cada peso donado por un militante el Estado pusiera otro. Al respecto comentó que esa fórmula genera inequidades, en atención a la diversa conformación de los partidos, donde existen unos que tienen mayor poder adquisitivo que otros.


En relación a la preocupación manifestada por el diputado Chahin, en orden a evitar que sea el Concejo Municipal quien defina en qué lugar se puede efectuar la propaganda, aclaró que la norma dispone que “Solo podrá realizarse propaganda electoral mediante elementos móviles o avisos luminosos o proyectados, en los lugares que de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones, expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal respectivo”. 


Respecto de las sanciones, explicó que no se puede establecer la destitución del cargo en esta iniciativa, porque ello supone una reforma constitucional. Sin embargo, en el caso de las infracciones gravísimas se llega al mismo resultado, en atención a la pena que se les ha asignado.


El diputado señor Ceroni destacó la presentación de esta iniciativa, porque permitirá terminar con la influencia indebida del dinero. Expresó que compartía la idea de terminar con las donaciones efectuadas por las personas jurídicas.


Manifestó que no resulta del todo evidente que los límites al gasto que se imponen vayan a terminar perjudicando a los candidatos desafiantes. Al prohibirse que se destinen recursos en forma ilimitada a una campaña, les permite participar de una elección en la que, de no mediar tal límite, les sería imposible competir, por carecer de tal envergadura de recursos.


Respecto de la propuesta de restringir la propaganda electoral a determinados espacios públicos estimó que ello resulta esencial, porque permitirá el debido control de los recursos. 


Hizo presente que en su distrito, por presentar rasgos urbanos y rurales, existe una enrome cantidad de caminos, respecto de los cuales sería muy difícil controlar toda la propaganda.


El diputado señor Soto afirmó que no está de acuerdo con permitir que las empresas puedan efectuar aportes a las campañas electorales. Estas no tienen ideología ni valores. Solo se mueven por el interés propio y por el de sus accionistas. 


Durante la discusión del proyecto de ley que sustituye el sistema binominal por uno proporcional el Ejecutivo se comprometió a enviar la iniciativa que hoy se discute.


Destacó que como sistema político institucional nunca se había llegado a niveles tan bajos de aprobación ciudadana. 


Esta iniciativa se enmarca en el conjunto de medidas que el Gobierno ha impulsado para fomentar una real competencia en las elecciones. El primer paso lo constituye la eliminación del sistema binominal. Este proyecto viene a complementar esa decisión.


Recalcó que la ciudadanía se encuentra agotada con la saturación de propaganda que inunda las calles en época de elecciones. El proyecto viene a regular una situación que hace rato debía estar normada.


Por otra parte, indicó que si bien valoraba que exista una contribución económica que permita el funcionamiento de los partidos, estos no son organizaciones exentas de defectos. Existe ausencia o un nivel muy bajo de democracia interna. Este déficit debe ser abordado.


Además hizo presente que con la ley que reemplaza el sistema binominal la constitución de un partido político será más expedita, al disminuir o relajar los requisitos hoy exigidos.


La señorita Rincón anunció el ingreso de una nueva ley de partidos políticos. Destacó que el aporte público tiene por objeto fortalecer estas estructuras. Existirá un aporte fijo y uno variable, en proporción a los sufragios que haya obtenido el partido. Por tanto, no basta contar solo con el “timbre” para recibir los aportes. Estos estarán íntimamente ligados al resultado electoral. Además recalcó que solo recibirán el aporte fijo o basal aquellos partidos que tengan representación parlamentaria.


La Directora de Investigación e Incidencia, señora María Jaraquemada valoró la iniciativa presentada por el Gobierno sobre esta materia.


Desde la realización de la campaña presidencial del 2013, la Fundación Ciudadano Inteligente ha promovido la transparencia respecto a la información sobre financiamiento a la política. 


Este año lanzaron en el sitio web quientenfinancia.cl, con apoyo de más de 25 organizaciones chilenas y extranjeras una propuesta en la materia, que fue expuesta en la Comisión de Constitución del Senado en el marco de la discusión del proyecto de ley que modifica el sistema binominal, así como a la Ministra Rincón.


Añadió que creen que este es un tema esencial para el fortalecimiento de nuestra democracia y para contribuir a la confianza de la ciudadanía en nuestras instituciones, autoridades y partidos políticos.


El Caso Penta viene a confirmar la necesidad de reformar urgentemente la legislación, de modo de hacer más transparente el financiamiento a la política, fortalecer a los partidos políticos acercar a la ciudadanía su labor y fortalecer la fiscalización y sanciones en esta materia.


Respecto al proyecto en particular, entre sus fortalezas destacó las siguientes:


En primer lugar señaló que en general el proyecto apunta hacia un objetivo correcto, cual es una mayor transparencia y rendición de cuentas del sistema de financiamiento a la política, así como un perfeccionamiento en las normas que rigen las campañas electorales.


En particular, destacó los siguientes aspectos:


-Obligación de inscribir declaraciones de patrimonio e intereses, ya que otorga una mayor información a la ciudadanía sobre el candidato, previa a la votación y que permite un mayor control social respecto a sus potenciales conflictos de interés en un eventual ejercicio del cargo. Puntualizó que respecto de estas es necesario perfeccionar el modo en que se realizan -a través de un formulario electrónico- y la información que contienen, lo cual se está discutiendo en el marco del proyecto de ley de probidad en la función pública.


- Se amplía el concepto de propaganda electoral, lo cual les parece favorable y acorde a la realidad.


- Se mejoran las normas de fiscalización y sanción por infracción a las normas de propaganda electoral, tal como que la Municipalidad pueda repetir en contra del reembolso del candidato por la remoción de la publicidad que infrinja las normas.


- Obligación de autoridades de invitar a todos o ningún candidato en período electoral.


- Se perfecciona el concepto de gasto electoral.


- Se reduce a la mitad el límite al gasto electoral. Sin embargo, estimó que hay que considerar el impacto real de esta medida en relación a las normas de redistritaje del proyecto de ley que modifica el sistema binominal.


- Se prohíbe a las personas jurídicas donar a las campañas. Éstas no votan, razón por la cual no deben tampoco aportar a la política. El principal interés de una empresa es maximizar sus utilidades, razón por la cual ese va a ser su objetivo en las donaciones a la política. Asimismo, existe un riesgo muy alto de una captura de la política y de la “compra de acceso” a los candidatos a los que financien. Los hechos que se han conocido estos días demuestran que no es sano para nuestra democracia que estas donen a las candidaturas y que el sistema actual de donaciones reservadas no ha funcionado. Algunos sostienen que las empresas también hacen aporte en otros ámbitos, como la cultura y el deporte. Al respecto destacó que existen notorias diferencias entre un ámbito y otro. El Teatro Municipal o un club deportivo no regularán la vida de los chilenos. 


- Se eliminan las donaciones anónimas. Estas no cumplen con los estándares de transparencia y rendición de cuentas, ya que son conocidas por el que las recibe y no son fiscalizadas por el Servicio Electoral.


- No se harán reembolsos mientras existan procedimientos administrativos sancionatorios.


- Los aportes y gastos deben realizarse a través de una cuenta única bancaria del Servicio Electoral.


En cuanto a las debilidades del proyecto, mencionó las siguientes:


Falta fortalecimiento real del Servicio Electoral. En primer lugar, sostuvo que lo esperable es que se discuta la autonomía constitucional de este organismo, dada la relevancia de su rol en nuestro sistema electoral y la necesidad de fortalecerlo. Si bien se le dan algunas facultades, este no tiene las capacidades reales para ejercerlas, fiscalizar efectivamente y sancionar las irregularidades.


Estimó necesario que se discuta en el margen de este proyecto de ley y no en un proyecto aparte, las facultades necesarias para que el Servicio Electoral pueda efectivamente fiscalizar el cumplimiento de las normas electorales, así como el presupuesto y personal necesario para llevar a cabo dichas funciones.


Indicó que no aprecia la razón de postergar este debate y que se corre el riesgo de que este proyecto se apruebe para las elecciones municipales y no se cuente con un Servicio Electoral moderno y con facultades para fiscalizar y sancionar. Sin Servicio Electoral no se está frente a una reforma integral. Este requiere de dientes y uñas para que no proliferen los “Casos Penta”.


Asimismo afirmó que resulta importante establecer la facultad del Servicio Electoral de evaluar el “justiprecio” de un bien o servicio de campaña, lo que incide también en su reembolso. Dicho servicio debería poder denunciar a la Contraloría a las Municipalidades que no cumplen con sus obligaciones de retirar publicidad y repetir contra el candidato o partido.


Hoy la ley establece la facultad del Servicio Electoral de entregar un software único a partidos o candidatos para rendición de aportes y gastos. Estimó que debiese ser imperativo, para homologar la entrega de esta información y poder fiscalizar de mejor modo.


Por otra parte consideró necesario que el Servicio Electoral tenga facultades de solicitar información relevante para el control de los procesos eleccionarios a otros organismos, tales como el Servicio de Impuestos Internos, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el Ministerio Público, entre otros.


Añadió que falta la inscripción del programa, para propender a un voto programático y evitar populismos.


También destacó la ausencia de transparencia activa de los partidos políticos, en atención a que contarán con financiamiento público.


Expresó que si bien apoyan la idea de que los partidos reciban financiamiento público, recalcó que este debe ir condicionado a mayores obligaciones de transparencia activa y pasiva. En este sentido sugirió equipararlos a la regulación de las corporaciones municipales o bien, crear un estatuto especial, como ocurre con las empresas públicas.


Manifestó que el proyecto sólo contempla deberes de informar sobre sus ingresos y egresos, mas no sobre sus actividades, directivas, resoluciones, etc. Tampoco hay exigencias de cumplir con normas de democracia interna y rendición de cuentas.


Sostuvo que no solo los partidos con representación en el Parlamento deben recibir financiamiento, sino también todos aquellos que se constituyan de acuerdo a la ley.


Consideró adecuada la fórmula del Ejecutivo respecto a los partidos que tienen representación nacional y regional.


Agregó que el 30% del financiamiento que es condicionado, debe asociarse a representación de mujeres, jóvenes o pueblos indígenas en directivas, actividades de formación o educación cívica, entre otras.


Estos recursos no pueden ser destinados para la elaboración de estudios de apoyo a la labor parlamentaria, dado que los diputados y senadores ya cuentan con asignaciones orientadas específicamente a financiar esta función.


Hizo presente que falta mayor fiscalización del Servicio Electoral respecto del cumplimiento de los partidos de las obligaciones derivadas de su ley orgánica constitucional.


Añadió que falta regular la entrega y pago de créditos de instituciones financieras. Sostuvo que estos deben ser sólo utilizados para campañas, acreditarse ante el Servicio Electoral su uso y que sea este el encargado de restituir lo debido por los reembolsos legales directamente a la institución financiera. Hay que evitar que existan donaciones encubiertas y en infracción a la ley a través del pago de estos créditos. Por otra parte, expresó que se debe regular de modo expreso la condonación de estas deudas.


Respecto de los aspectos del proyecto que requieren de perfeccionamientos, mencionó los siguientes: 


a) Se debe permitir donaciones reservadas con montos bajos (alrededor de 20 unidades de fomento). Estimó que debe existir un margen mínimo en que las personas puedan hacer donaciones que no influyan luego en los candidatos. Así se protege a los funcionarios públicos, periodistas, trabajadores y, personas en general, que quieran hacer donaciones bajas, de modo reservado, a fin de asegurar su libertad de expresión y evitar que puedan recibir alguna reprimenda por donar a un determinado sector político.


b) Toda la información que publica el Servicio Electoral debe efectuarse en formatos abiertos y reutilizables. Chile es parte desde el año 2011 de OGP -Open Government Partnership, por lo que toda la información y registros que se vayan creando, deben cumplir con dicho estándar que permite su reutilización y un mayor control social.


c) Respecto de los plazos de publicación y actualización de la información sobre donaciones a campañas indicó que constituiría una norma de buena práctica el disponer que se publique de manera casi inmediata la información sobre gastos. Manifestó que es importante que esté disponible para la ciudadanía en tiempo casi real, para que esta pueda tenerla en cuenta al momento de votar.


d) El proyecto establece que “Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años o bien, tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años.”. Al respecto estimó que resultaba preferible que los servicios de campaña se presten a través de un registro de proveedores o de Chilecompra. De este modo, se permite una mayor transparencia y fiscalización en esta materia, y se inhiben los actos de corrupción o de fraude. Se pueden establecer ciertas excepciones, tal como gastos menores, candidatos en zonas menos pobladas y casos especiales autorizados por el Servicio Electoral. Asimismo, Chilecompras ya cuenta con normas que impiden que se registren empresas o personas que hayan vulnerado derechos fundamentales de los trabajadores o mantengan cuotas previsionales impagas.


e) No se harán reembolsos mientras existan procedimientos administrativos sancionatorios. Al respecto sugirió incorporar todo tipo de procedimientos sancionatorios como penales.


f) Prohibición de donar para las personas naturales, dueños, directores o controladores de empresas que reciban subvenciones, presten servicios o estén postulando a licitaciones del Estado.


g) Propuso aumentar las sanciones en caso que el candidato obtenga financiamiento ilegal: presidio menor en su grado máximo (pena aflictiva), con independencia del monto de lo defraudado, de modo que si es sancionado por estas infracciones, se le suspende el derecho a sufragio y pierde el escaño. El proyecto contempla una pena aflictiva solo en caso que el monto defraudado sea superior a las 4.000 unidades de fomento. Manifestó que ganar una elección cometiendo fraude electoral es un hecho suficientemente grave, que justifica la pérdida del escaño, con independencia del monto de lo defraudado. Hoy un senador ha reconocido que infringió la ley electoral. Lo más probable es que tal senador será sancionado por infringir las leyes tributarias, pero por la infracción a la ley electoral no se le aplicará sanción alguna.


h) En el caso de las multas a personas naturales o jurídicas que realicen donaciones con infracción a la ley, señaló que debe ser del doble y triple de lo donado, respectivamente. Estimó que hay que dar una señal de la gravedad de infringir las leyes que sustentan nuestra democracia, aumentando el reproche.


i) Se debe establecer que los partidos no recibirán financiamiento cuando no hagan entrega de balances mensuales (o al menos cuando no lo hagan en un número determinado de meses) y no los balances anuales, como establece el proyecto.


j) Respecto a la norma que establece una presunción de que los gastos menores y frecuentes de campaña representan el 10% del límite del gasto, puntualizó que en caso de candidatos pequeños, esto podría representar gran parte de su gasto electoral, por lo que estimó que debiese ser el 10% del gasto efectivamente realizado.


k) En cuanto a la norma que impide que el aporte propio de un candidato pueda superar el 10% del límite al gasto, afirmó que no debiese existir tal límite, pero que el reembolso que este reciba del Estado debe ser proporcional o sin reembolso.


l) En cuanto a la información que deben publicar candidatos y partidos, sostuvo que tal información debe centralizarse en el sitio web del Servicio Electoral, en formatos abiertos y oportunamente, de modo de facilitar su acceso y el control social.


m) Expresó que no queda claro qué ocurre cuando un candidato declara menos afiches, carteles, etc, que los efectivamente utilizados y su valor.


El coordinador legislativo de la Fundación Ciudadano Inteligente, señor Álvaro Castañón, afirmó que a mediados de junio presentaron un borrador de propuesta en conjunto con varias otras organizaciones, la que también fue presentada al Ministerio Secretaria General de la Presidencia y a varios parlamentarios.


Manifestó que el objetivo de la propuesta de Fundación Ciudadano Inteligente es establecer un nuevo marco regulatorio para la relación entre “dinero y política“, particularmente en el ámbito de las campañas electorales y del financiamiento de los partidos políticos. De este modo se plantea la modificación de diversos cuerpos legales para fomentar una mayor transparencia, rendición de cuentas y fiscalización en esta materia, así como propender a una mayor igualdad entre los distintos candidatos -ya sean incumbentes o desafiantes.


Si bien las normativas que regulan estas materias, establecidas el año 2003 constituyeron un gran avance hacia la transparencia de las donaciones en campañas, evitar la corrupción electoral, mayor fiscalización de gastos e impedir la incidencia de grupos de interés y de reclamo de favores políticos, sostuvo que en muchos aspectos estos objetivos ya no se cumplen y se requiere una modernización de la actual legislación.


Destacó la importancia de tramitar esta iniciativa conjuntamente con aquella que fortalece el Servicio Electoral. Asimismo, manifestó que este organismo debiera contar con autonomía constitucional, atendida la relevancia que adquirirá.


Sostuvo que debiera facultarse al Servicio Electoral para recabar información de otras entidades, como el Servicio de Impuestos Internos.


El Director de Espacio Público, señor Alejandro Ferreiro, expresó que un análisis más detallado de su exposición es posible hallarlo en el sitio web espaciopublico.cl.


Indicó que nuestros representantes son democráticamente electos mediante un proceso que demuestra la confianza que la ciudadanía deposita en ellos. Sin embargo, la opacidad del actual sistema de financiamiento de las campañas impide a los votantes informarse oportunamente sobre los posibles conflictos de interés de sus candidatos, lo que distorsiona gravemente el espíritu del proceso democrático. Como resultado, se extiende un justificado manto de duda sobre las decisiones que toman los representantes electos respecto de temas clave y en los que eventualmente colisionan los intereses de ciertos grupos con el bien común.


Destacó que el 50% de los ingresos de las campañas realizadas el año 2013 provino de fuentes privadas. Un 87% de estos se hizo llegar utilizando el mecanismo de donaciones reservadas, cifra que asciende a 22 mil millones de pesos.


En la actualidad, no existe control real del gasto electoral. Un ejemplo de ello es que la mayor parte de la propaganda instalada vulnera de manera flagrante la reglamentación vigente, que dispone que “No podrá realizarse propaganda electoral con pintura, carteles y afiches adheridos en los muros exteriores y cierros (…) como asimismo en los componentes y equipamiento urbanos, tales como calzadas, aceras, puentes, parques, postes, fuentes, estatuas, jardineras, escaños, semáforos y quioscos. Tampoco podrá realizarse propaganda mediante elementos que cuelguen sobre la calzada o que se adhieran de cualquier modo al tendido eléctrico, telefónico, de televisión u otros de similar naturaleza.” (Artículo 32 de la ley 
N° 19.884).


Indicó que como los partidos políticos no cuentan con financiamiento permanente para realizar un trabajo programático y de base, se limitan a destinar gran parte de sus recursos a las campañas electorales, lo que los deja vulnerables a la influencia de grupos de interés y de aquellos que dentro de los partidos tienen más dinero para financiar campañas. Es decir, su relación con la ciudadanía se ve limitada.


Añadió que en el actual sistema conviven aportes públicos y privados. Estos últimos en su mayoría corresponden a donaciones reservadas, las que en teoría son solo conocidas por el donante. En la práctica, nada impide que donante y donatario rompan el secreto sobre las identidades y montos comprometidos, especialmente en un contexto de pocos donantes por candidatura. Es decir, el objetivo original de las donaciones reservadas -de salvaguardar la independencia de los representantes- no se cumple. Por el contrario, pueden ser peligrosamente transparentes para los involucrados y muy oscuras para los ciudadanos. A esto se suma que el 70% de los aportes reservados se concentra en dos partidos. Por ello, este sistema, junto con amparar la opacidad de las donaciones, traslada las diferencias en el acceso a recursos al ámbito de la competencia política democrática. A continuación expuso la siguiente lámina:

[image: image3.png]DONACIONES RESERVADAS
PARA ELECCIONES DE DIPUTADOS
Y SENADORES 2013 (EN MM)

UD! I 47%
RN I 24%
PDC I 15%

PPD N 8%
PS HEE 5%
RSD I 1%
o 2000 4000 6.000

FUENTE: ELABORACION PROPIA A PARTIR DE DATOS SERVEL, 201,





Hizo presente que actualmente las donaciones están limitadas a personas naturales y a personas jurídicas con fines de lucro, y solamente estas últimas pueden obtener beneficios tributarios al realizarlas. En contraste, las personas jurídicas sin fines de lucro como sindicatos, gremios y fundaciones, no pueden hacer aportes.


Destacó que las actuales sanciones se limitan a multas solo para los casos en que no se respetan los límites de gasto electoral y no existen castigos para cuando se falsea u omite información. De este modo, candidatos que pueden haber vulnerado la fe pública no solo podrían permanecen impunes, sino incluso mantener sus cargos a pesar de haber transgredido las reglas impuestas para todos los contendores. 


Por otra parte, sostuvo que los límites al gasto dependen del número de votantes en cada circunscripción. Con la implementación del voto voluntario –que amplió el padrón de votantes de 8 a 12 millones–, estos crecieron considerablemente. En consecuencia, hoy los límites al gasto son tan elevados, que para algunos comicios en la práctica no existen. Para el caso de la última elección presidencial, el límite ascendía a 9 mil millones de pesos. La candidatura que más gastos efectuó alcanzó aproximadamente al 55% de dicho límite.


Indicó que el Servicio Electoral no tiene ni las atribuciones ni los recursos para cumplir a cabalidad las tareas que la ley le encomienda. La fiscalización para que los candidatos no sobrepasen el límite al gasto es superficial, limitándose solo a comparar los ingresos y egresos declarados por los administradores electorales. Hoy el Servicio Electoral no puede realizar una investigación exhaustiva de los gastos reales. Por ejemplo, no tiene facultades para cruzar datos con el Servicio de Impuestos Internos (SII), lo que es necesario para detectar transgresiones que se valgan de maniobras financieras más sofisticadas. Los recursos humanos y financieros del Servicio Electoral también son insuficientes: la unidad de control de gasto electoral solo cuenta con cuatro profesionales. Mientras en Chile no se limiten de manera efectiva los gastos de campañas, los candidatos necesitarán cada vez más de los aportes privados para ser competitivos.


Valoró la eliminación de las donaciones reservadas, la eliminación de las donaciones por parte de las personas jurídicas, la reducción de los límites al gasto y la incorporación de una cuenta única de ingresos y gastos, lo que facilitará la fiscalización y control de dichos límites.


Respecto de los puntos a mejorar del proyecto señaló que no parece apropiado terminar con las donaciones anónimas, considerando que si estas se realizan por montos bajos no suponen riesgo de captura del representante.


Propuso establecer donaciones anónimas, restringidas a 20 unidades de fomento por donación, o bien 100 unidades de fomento por donante. Afirmó que es importante resguardar la privacidad de personas que, por cualquier motivo, quieran mantener sus preferencias políticas bajo reserva.


Expresó que no corresponde abrir espacios en los que no se exija rendición de cuentas. Por ello sugirió eliminar el artículo que permite no rendir el 10% de los gastos, ya que podría prestarse para manipulaciones de diverso tipo.


Recalcó la importancia de contar con un Servicio Electoral fuerte. Para ello una agencia externa debe evaluar a fondo sus fortalezas y debilidades. Las observaciones que el propio servicio tenga sobre las mejoras que necesita deben ser consideradas como un insumo más en el proceso de diseño de esta nueva institucionalidad.


Destacó la importancia de incluir sanciones políticas, como la pérdida del escaño, ante incumplimientos a la ley. Las sanciones penales pueden resultar insuficientes, ya que en general estas se derivan de procesos legales lentos. Además es difícil comprobar la responsabilidad directa de candidatos en casos de financiamiento fraudulento de campañas.


Manifestó que hoy en Chile un candidato tiene la certeza que mientras más gaste, más posibilidades tiene de ser electo. Además sabe si gasta más de lo cuenta no hay riesgo de ser sancionado. Existe casi una garantía de impunidad para el exceso al gasto.


Lo expuesto se corrige estableciendo un límite al gasto suficientemente acotado, cuya fiscalización es creíble y cuya vulneración es sancionada de manera significativa. No habrá interrupción al flujo de dineros negros a la política si no se establece un límite acotado al gasto, control efectivo y sanción disuasiva.


Propuso que se pierda el cargo cuando se demuestre que el candidato haya sobrepasado en un 30% el límite del gasto contemplado en la ley, o bien cuando haya falseado u omitido información relevante en el proceso de rendición de cuentas.


Destacó que lo que ocurre en Chile también sucede en otras partes del mundo, donde también existe una suerte de “cultura del incumplimiento”. Sostuvo que en Australia en el último tiempo se ha puesto el énfasis en el control a los partidos, aplicando sanciones a estos en caso de incumplimiento. Ello es más común en los regímenes parlamentarios, donde los partidos tienen mayor incidencia en las campañas. En Chile las campañas se vinculan más a un esfuerzo personal del candidato.


En relación con los partidos políticos, expresó que la mayor parte de los partidos chilenos cuenta con escasos recursos para su funcionamiento regular. Así, se vuelven dependientes de “mecenas” internos, de aportes de empresas o grupos de interés que pueden capturarlos. Esta escasez de recursos tampoco permite un trabajo de formación política descentralizado y permanente.


Los partidos políticos chilenos suelen estar controlados en gran medida por sus cúpulas dirigentes; la democracia interna es escasa y la transparencia, limitada. En muchos casos, los mismos procesos de elección de autoridades no son transparentes para todos debido a falencias tan básicas como la inexistencia de un padrón compartido por todos los militantes. La nominación de candidatos tiende a favorecer a quienes tienen mejores contactos o posibilidades de financiar sus propias campañas, y las primarias no siempre subsanan estas diferencias.


En Chile, los niveles de militancia son muy bajos y han experimentado caídas sostenidas. Este descenso corrobora lo que arroja encuesta tras encuesta: que los ciudadanos no se identifican con los partidos políticos ni tampoco confían en ellos. En efecto, Chile se ubica en los últimos puestos de América Latina en identificación partidaria.
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Aseveró que es necesario financiar a los partidos políticos porque sin partidos programáticos la democracia se hace vulnerable a populismos y al liderazgo de caudillos locales y porque un buen sistema de incentivos económicos, sujeto a reglas claras, puede ayudar a mejorar sus dinámicas internas, premiando a aquellos partidos que encarnen en su funcionamiento principios republicanos deseables para nuestro sistema político, como la representatividad y democracia interna.


Propuso establecer un sistema de financiamiento que responda al entusiasmo del electorado. Por ello, sugirió crear un fondo anual para partidos, determinado según los votos recibidos en la última elección parlamentaria. En un contexto de voto voluntario, esto significará que a mayor capacidad movilizadora de los partidos, mayores serán los recursos a los que tendrán acceso. Además, independientemente del número de partidos que exista, el monto total destinado a su financiamiento se mantendrá dentro de ciertos límites. Considerando la elección 2013, este fondo sería de 6.700 millones de pesos, a repartir entre todos los partidos legalmente constituidos.


Además propuso contar con un financiamiento permanente, que crece para los partidos que cumplen estándares democráticos cada vez más exigentes. En este sentido, propuso un financiamiento de tres niveles, cada uno ligado a exigencias específicas de cumplimiento. El primer nivel básico corresponde al 10% del monto definido. La condición para acceder a esos recursos será la transparencia activa relativa a todas las actividades del partido. El segundo nivel equivale al 45% de los fondos. Los requisitos serán invertir al menos el 50% de los fondos asignados en las regiones en que esté conformado el partido, distintas a la Metropolitana, y al menos el 30% en actividades de formación política. El otro 45% del fondo corresponde al tercer nivel, que se repartirá entre los partidos que dentro de sus estructuras de gobierno nacional y regional incorporen a mujeres, jóvenes y miembros pertenecientes a pueblos originarios.


Expresó que los fondos contemplados en el proyecto son insuficientes. Si se fracciona ese monto en presupuestos mensuales, no parece que harán una diferencia sustantiva respecto de la situación actual. En Espacio Público realizaron una propuesta que define una fórmula como la del proyecto, pero tomando cinco centésimas de unidad de fomento en vez de una, lo que arroja una cifra bastante conservadora (alrededor de $6700 millones en total).


Añadió que no parece apropiado restringir el financiamiento solo a partidos con representación parlamentaria. Esta medida es en exceso pro incumbente. 


Asimismo, destacó que no contribuye a la coherencia del sistema político que por una parte se reduzcan los requisitos para constituir un partido, pero que una vez conformados estos no cuenten con financiamiento estatal. Propuso que una porción pequeña del financiamiento público se reparta en igual proporción entre todos los partidos legalmente constituidos. Luego, la parte más importante de los fondos debería repartirse considerando la proporción que a cada partido corresponde por concepto de votos y escaños.


Por otra parte, recalcó que no puede quedar al arbitrio de un reglamento como se determinarán los porcentajes de gasto exigibles a partido (artículo 33 bis). Esos criterios deben establecerse en la ley, luego de una discusión política. Los detalles de estos deben ser fijados en un reglamento diseñado por un tercero que no tenga un interés político directo, tal como un nuevo Servicio Electoral.


Destacó que se deben aumentar las exigencias asociadas a la entrega de fondos públicos, que en el proyecto aparecen limitadas a la entrega de información contable. Los criterios para acceder a los fondos públicos deben funcionar como un incentivo a mejorar las dinámicas internas de los partidos.


Respecto de la transparencia, indicó que se deben establecer exigencias más amplias, tales como la publicación de actividades y reuniones, estatutos, definiciones programáticas, entre otras. En relación a este punto expresó que el Consejo para la Transparencia puede ejercer un rol importante para el que no aparece considerado en el proyecto.


El diputado señor Squella valoró la propuesta, en orden a poner el acento en la autonomía del Servicio Electoral. Resulta complejo que este servicio dependa del Ejecutivo de turno.


Preguntó si consideran suficiente el reembolso que se concede a los candidatos, en atención al aumento del tamaño de los distritos. También preguntó a cuánto asciende el aporte fiscal en otros países.


Asimismo, preguntó si estiman admisible el aporte a las campañas por parte de personas jurídicas sin fines de lucro. Consideró legítimo que una organización apoye económicamente a los candidatos que comparten sus puntos de vista.


El diputado señor Insunza señaló que ambas organizaciones comparten la idea de contemplar un aporte reservado, por montos menores Expresó que él apoya la propuesta de terminar con todo tipo de donaciones reservadas. Manifestó que comprendía el fundamento de la idea de mantener cierta reserva para determinadas contribuciones que tienen una incidencia menor. Con todo, sostuvo que prefería que el proyecto se mantuviera en los términos actualmente propuestos. Hizo presente que el límite que se ha propuesto para mantener la reserva de una donación, de 20 unidades de fomento, en el caso de una campaña a concejal es un monto considerable.


Expresó que la propuesta de mantener la reserva para aportes bajo cierto monto puede generar una suerte de “multi RUT” electoral, incentivando a una persona a subdividir su aporte a través de otras personas.


Por otra parte, consideró razonable conservar un porcentaje del gasto exento de rendición. Ello se asimila a lo que se suele denominar “caja chica”. 


Preguntó la opinión de los invitados respecto del límite que se fija al aporte del propio candidato. Consideró que el 10% que se establece en el proyecto es muy bajo. Preguntó si se considera dentro de ese aporte los créditos otorgados al candidato. Manifestó que es necesario regular esa materia. En España se ha descubierto que uno de los mecanismos de financiamiento irregular de campañas se realizaba mediante el otorgamiento de créditos que posteriormente eran condonados.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva afirmó que el proyecto no contempla la pérdida del escaño como sanción directa a la infracción de las leyes que regulan el gasto electoral, aunque si lo hace de manera indirecta.


Preguntó cómo se ha resuelto el tema en otros países.


El diputado señor Saffirio manifestó que el descrédito de quienes participan del sistema político exige decisiones de mucha mayor envergadura que la mera regulación de la forma en que se aborda el gasto electoral.


Hizo presente su preocupación por el daño en la imagen del sistema político, que se ha visto afectado en su conjunto por la crisis que atraviesa la UDI.


El enunciado del proyecto resulta exagerado si se considera las modestas propuestas que se contienen en él.


El diputado señor Chahin sostuvo que cuando se deslegitiman las instituciones que conforman el sistema político se pone en riesgo la propia democracia.


Destacó que la sanción de pérdida del escaño de alguna manera ya se encuentra contemplada en nuestra Constitución, la que establece que el parlamentario debe dejar el cargo si pierde un requisito de elegibilidad, como es la ciudadanía.


Preguntó cuál sería la manera más apropiada de establecer la sanción de pérdida del escaño.


Expresó que la sanción a aplicar debe ser proporcional. No es lo mismo excederse en el número de carteles permitidos que utilizar boletas falsas.


Concordó con la idea de financiar también a los partidos políticos y no solo las campañas electorales. Los invitados han propuesto financiar a todos los partidos, incluyendo a quienes no tienen representación parlamentaria. Sin embargo, hizo presente que se han rebajado los umbrales para constituir un partido. En algunas regiones bastará con 150 personas para conformar uno. Preguntó si es razonable conceder financiamiento por el solo hecho de constituirse.


Sostuvo que si se generan tantas restricciones en las campañas puede ocurrir que se termine beneficiando a los incumbentes o bien, que persistan las “platas negras” en la política, las que se aportan al margen de toda regulación.


El diputado señor Ceroni expresó que la forma en que se financian de las campañas es uno de los factores que han incidido en el desprestigio de la actividad política.


Manifestó que es necesario que las personas cuenten con recursos para dar a conocer sus propuestas. Sin perjuicio de ello, estimó necesario eliminar o prohibir los aportes de las empresas. Esta eliminación debe tener como correlato un mayor aporte fiscal. Lo expuesto no significa que desee se aumente el gasto en las campañas.


Preguntó si estiman suficiente el aporte contemplado por parte del Estado.


Compartió la idea de establecer una cierta gradualidad en las sanciones, de modo que estas sean proporcionales a la infracción cometida.


Preguntó cómo lograr que no existan recursos ocultos en campañas, al margen de la ley.


Consideró que la regulación que se propone en materia de contratación de insumos de campaña a través de Chilecompra puede ser inconveniente, por lo burocrático que puede resultar, particularmente en los casos de distritos de zonas rurales, donde quizás es factible hallar mejores precios que los que ofrezca ese portal.


Recalcó que él no es partidario de mezclar los recursos que se asignan a los partidos políticos, con aquellos que se destinan a las campañas electorales.


El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, sostuvo que resulta urgente desvincular a la política de los aportes de empresas y de los aportes reservados. 


Preguntó cómo asegurar que el competidor desafiante compita en igualdad de condiciones respecto del incumbente. 


La señorita Jaraquemada respecto de la posibilidad de permitir que las personas jurídicas sin fines de lucro puedan efectuar aportes a campañas políticas expresó que se oponen a ello. En Estados Unidos las empresas tienen prohibido efectuar donaciones e igual las hacen a través de los llamados Comités de Acción Política (PAC es su sigla en inglés). Ellas donan cuantiosos recursos a través de estos Comités, vulnerando la prohibición existente. En virtud de lo expuesto, reiteró que prefieren prohibir el aporte de toda persona jurídica, sea con o sin fines de lucro.


Respecto del límite al aporte reservado propuesto y su mayor influencia en campañas como la de los concejales, manifestó que se podrían diferenciar tales límites dependiendo del cargo de que se trate.


Añadió que la ley contempla incentivos tributarios para las empresas que donen y no para las personas naturales. El Servicio Electoral informó que el año 2013 donaron alrededor de 303 empresas y solo 12 personas naturales. Estimó que es necesario que las personas se identifiquen más con la política y que no solo concurran a votar, sino que también participe activamente, donando aunque sean montos mínimos. La tecnología permite facilitar las donaciones.


Destacó que existen personas a las cuales les resulta complicado revelar su preferencia política, como los funcionarios públicos y los periodistas.


En relación al porcentaje de ingresos que no se rinde, porque se trata de la llamada “caja chica” sostuvo que debiera establecerse o relacionarse con un porcentaje del gasto efectivo. En el caso de los concejales, ese 10% de límite puede representar el 60% de su campaña.


En relación al límite que se fija para el aporte del propio candidato indicó que en principio no compartían la fijación de tal límite. Si están convencidos que si una persona tiene el patrimonio suficiente para solventar toda su campaña no debiera recibir reembolso alguno por parte del Estado.


En cuanto a la sanción consistente en la pérdida del escaño, expresó que ello es materia de reforma constitucional. Cuando se discuta tal iniciativa estimó que tal parlamentario debe ser reemplazado por votación popular. 


En relación con la sanción por delitos que merecen pena aflictiva, y que conllevan la cesación en el cargo, expresó que aspiran a que una nueva Constitución contemple como sanción la pérdida del cargo por fraude electoral. Compartió la idea planteada por algunos diputados en orden a que debe existir proporcionalidad entre la sanción aplicada y la infracción cometida. Superar levemente el límite al gasto no es lo mismo que cometer fraude. Sin embargo, para infracciones graves donde está comprometida la fe pública estimó que deben sancionarse con pena aflictiva, lo que conlleva la pérdida del cargo. En este sentido consideró que el proyecto contempla sanciones insuficientes. Solo se aplicaría pena aflictiva cuando el monto de lo defraudado supera una cifra cercana a los cien millones de pesos, suma que consideró excesiva.


Compartió con Espacio Público la propuesta de otorgar financiamiento a los partidos políticos, aun cuando no cuenten con parlamentarios. Con todo, apoyó la idea del proyecto de contemplar un porcentaje de recursos en relación al número de parlamentarios que el partido ha elegido.


Respecto de la forma de evitar que la ley sea burlada expresó que toda ley puede ser violada. Sin perjuicio de ello, hizo presente la necesidad de otorgar al Servicio Electoral las facultades fiscalizadoras que correspondan, para procurar evitar dicha situación. Más allá de lo expuesto, hizo un llamado a la clase política a cumplir la ley. Si se le solicita al ciudadano común y corriente cumplir la ley, el mismo requerimiento puede formularse a la clase política, la que debe estar sometida a un estándar aun mayor de exigencias.


El señor Ferreiro sostuvo que en la experiencia comparada se observa un mayor financiamiento regular de los partidos, lo que no ocurre en Chile. Se dirige a los partidos porque en general en los regímenes parlamentarios son los partidos quienes conducen las campañas. 


En relación al rol de las personas jurídicas, expresó que la legislación vigente contiene una discriminación inaceptable. Prohíbe las donaciones de las personas jurídicas sin fines de lucro y solo se conceden beneficios tributarios a las que efectúen las personas jurídicas con fines de lucro. El Estado en vez de corregir la situación de inequidad que se genera a partir de las donaciones que efectúen las empresas, que siempre tienen un cierto sesgo, hace una contribución en sentido contrario, a través del beneficio tributario.


Expresó que es preferible que los candidatos busquen su financiamiento en las personas naturales. Las campañas realizadas al estilo de la efectuada por Obama el año 2008 tienen poco sentido en el país con la actual legislación. Más vale recolectar recursos en dos o tres empresas que obtenerlos de 500 personas naturales. Por ello estimó razonable proteger el escenario donde se producen los aportes de estas últimas. En este sentido, el hacer transparente todo tipo de aporte, incluyendo aquellos muy bajos, puede resultar contradictorio con promover la contribución de las personas naturales. Concluyó que se está asfixiando todas las contribuciones diversas de las estatales.


Respecto de los límites al aporte de cada candidato, puntualizó que se suele establecer límites o prohibiciones en materia de donaciones para evitar conflictos de interés. Cuando el aporte proviene del propio bolsillo del candidato desaparece tal argumento. Advirtió que no aprecia razón alguna para fijar límites al aporte que cada candidato pueda efectuar a su campaña. Los límites deben establecerse en el gasto. 


En relación a la pérdida del escaño, expresó que esta sanción no se encuentra con frecuencia en la legislación comparada. Sobre este particular debe debatirse el mecanismo a través del cual se impone tal sanción, el cual debe garantizar el debido proceso. Una alternativa puede ser el considerarlo como un tipo penal y asociar a este la pena de destitución, sin que exista una pena privativa de libertad. Preguntó si se desea que los fiscales del Ministerio Público sean quienes investiguen este tipo de conductas. Otra alternativa sería crear una jurisdicción especializada para tratar esta materia, donde el Servicio Electoral sea una suerte de fiscal que lleve el asunto ante el Tribunal Calificador de Elecciones, y que se aplique una sanción fuera de la jurisdicción común.


Un tema diverso dice relación con la forma en que se reemplazará al parlamentario que ha sido destituido. Resultaría inaceptable que lo nombre el propio partido que se benefició de la infracción. Una solución puede estar dada por la elección complementaria o bien, que lo reemplace el que llegó segundo y que pudo haber llegado primero si el infractor no hubiere incumplido la ley.


Por otra parte, consideró positivo que se obligue a informar las tarifas que cobran las radios, de modo que se garantice la igualdad de precios y que favorezca la imputación del gasto.


En relación a los incumbentes, sostuvo que la propuesta de Espacio Público consistía en repartir una fracción de los recursos a prorrata a los partidos, por el solo hecho de existir, siempre que cumplan con algunas exigencias en materia de transparencia. Esos montos serán escasos y no constituirán una motivación suficiente para constituir un partido solo para percibir tales recursos. Esta medida daría una señal en orden a que el Estado acompaña el proceso de renovación de la política. 


Respecto de permitir que un porcentaje de los recursos no se rindan, lo que se ha llamado “la caja chica”, destacó que si se permite no rendir el 10% de los ingresos, en la práctica significará que nunca se sabrá si efectivamente se trata del 10% y no de un porcentaje mayor. Como se trata de gastos respecto de los cuales no se llevará cuenta será imposible contabilizarlos. 


El Presidente de Chile Transparente, señor José Antonio Viera Gallo, expresó que comparte en lo esencial los propósitos que persigue el proyecto y los mecanismos que allí se contemplan.


Respecto de aquellas materias que no se encuentran comprendidas en el proyecto, estimó necesario reformar la justicia electoral regional. Esta se encuentra cooptada por abogados de la plaza.


Por otra parte, consideró necesario incluir en la regulación que se propone en esta iniciativa a los centros de estudios de los diversos partidos políticos. 


Asimismo, estimó necesario imponer a los partidos políticos obligaciones en materia de transparencia, tanto en su ámbito activo como pasivo. Añadió que el Consejo para la Transparencia debiera ser el organismo encargado de fiscalizar este aspecto.


Sostuvo que esta iniciativa aparece un tanto desfasada, ya que el Congreso Nacional acaba de aprobar la reforma al sistema electoral que aumenta el tamaño de los distritos y circunscripciones, lo que aumentará necesariamente el gasto.


Consideró necesario actualizar los períodos de campaña. No resulta conveniente fijar plazos extremadamente breves, que no se corresponden con la realidad política del país. Ello suponer reconocer la existencia de un gasto mayor. 


Manifestó ser partidario de eliminar los aportes de las empresas. Si bien en países como Estados Unidos se permiten, nuestra realidad aconseja lo contrario. 


Respecto de los aportes de las personas naturales, a diferencia del Gobierno, son partidarios de mantener las donaciones anónimas. Estas últimas solo son conocidas por el donante y el candidato y se trata de sumas pequeñas. La idea de mantener este tipo de aportes es permitir las donaciones de aquellas personas que perciben que el conocimiento público de su aporte le puede ser eventualmente perjudicial, como ocurriría en el caso de funcionarios públicos, periodistas u otros.


Por su parte, consideró alejada de la realidad aquella disposición del proyecto que prohíbe al candidato efectuar un aporte a su propia campaña, que supere el 10% del gasto total. Esta disposición no tiene justificación alguna.


Indicó que el proyecto dispone que ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años o bien, que tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años. Al respecto estimó que bastaría con hacer homologable la norma que existe sobre el particular en relación a Chilecompras.


Asimismo, señaló que el proyecto establece que los aportes de campaña electoral se efectuarán a través del sitio web que proveerá el Servicio Electoral. Los candidatos y sus partidos indicarán al Servicio Electoral una cuenta corriente única para estos efectos. Desde esta cuenta se efectuarán todos los pagos que demande la campaña electoral. De los montos de esta cuenta, los candidatos y partidos deberán llevar contabilidad separada respecto de los aportes privados y públicos. Hizo presente que ello puede ser problemático en determinados casos. Puso como ejemplo la elección de concejales, donde participan miles de candidatos. Manifestó que resulta preferible que cada candidato tenga una cuenta para la campaña, cuenta a la cual el Servicio Electoral podrá tener acceso. De esta forma, el manejo de dicha cuenta será de cada candidato, evitando sobrecargar a dicho servicio. 


Destacó la importancia de tramitar esta iniciativa conjuntamente con el proyecto que fortalece el Servicio Electoral.


El diputado señor Squella preguntó su opinión respecto de la idea de otorgar autonomía a nivel constitucional al Servicio Electoral. Asimismo, preguntó si considera satisfactoria la forma en que el proyecto aborda la intervención del Ejecutivo en las campañas electorales y de qué forma se puede regular la citada intervención electoral.


El señor Viera Gallo recordó que en la actual estructura del Servicio Electoral se contempla la existencia de un Consejo en el cual están representadas las diversas fuerzas políticas del país. Ello podría considerarse como una suerte de “autonomía administrativa”. Manifestó que existen diversos organismos que reconocen una estructura orgánica similar, como el Consejo para la Transparencia y el Instituto de Derechos Humanos. El otorgamiento de autonomía constitucional se puede concretar en el mediano plazo. Sin embargo, en el proyecto que enviará el Ejecutivo se pueden establecer normas que le otorguen mayores grados de autonomía a dicho servicio, dentro de la propia Administración del Estado.


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, preguntó cuál es el fundamento para terminar con los aportes de las personas jurídicas en las campañas.


Si se termina con los aportes reservados y por tanto, existirá claridad respecto de quienes son los que financian las campañas, no aprecia la razón por la cual se margina a la persona jurídica.


El señor Viera Gallo expresó que en otros países, como Alemania, las empresas si pueden efectuar donaciones. Existen partidos que han acordado rechazar donaciones de grandes empresas, porque ello es mal visto por el electorado. De ahí la importancia de imponer a los partidos exigencias en materia de transparencia activa.


Manifestó que si la empresa donante es una sociedad anónima, puede ocurrir que el directorio de esta pueda resolver que se aporte a un candidato que no sea del agrado de accionistas minoritarios. En Estados Unidos se ha producido el problema de empresas que han financiado candidatos que promueven la legalización del aborto, lo que ha molestado a accionistas que son partidarios de mantener su tipificación. 


El Director Nacional del Servicio Electoral, señor Eduardo Charme, afirmó que en general, después de varios años de aplicación de las leyes que conforman el sistema electoral público chileno, se ha tornado necesario hacer una revisión de los textos legales para adecuarlos a los nuevos requerimientos que se presentan en una sociedad más escrutadora, participativa y que quiere respuestas concretas a sus demandas de información, y de mayor transparencia en la actividad política.


Manifestó que el Servicio Electoral de Chile, se hace cargo de esto, y sin perjuicio de los esfuerzos internos que lo han llevado a asumir innumerables desafíos y tareas nuevas, relevantes y de alta responsabilidad, se le presenta como un imperativo impostergable contar con un cambio estructural, una nueva orgánica institucional ligada a todo lo que el espectro socio político espera de una institución garante del pleno ejercicio de los derechos constitucionales de elegir y ser elegido, entendiendo además, que garantizar la democracia en un país es tarea de toda la sociedad en su conjunto, y no de una institución en particular.


Añadió que el proyecto se hace cargo de distintos ámbitos legislativos; a saber: modifica las leyes electorales N°s 18.700; 19.884; 18.603; 19.885; 18.556 y 20.640, pero en forma especial se advierte que su centro lo conforma la incorporación del financiamiento público permanente de la política y un control más exhaustivo de los gastos en que incurren los partidos políticos.


Luego, se advierten cambios notorios en el tratamiento de los participantes en los procesos electorales. Así, a los partidos políticos se le establecen mayores responsabilidades y desde el punto de vista interno, una estructura con nueva funcionalidad, como ocurre con la creación del cargo de Administrador General de los Fondos, a quien se exige especiales calidades y aptitudes para su desempeño. Asimismo, se les obliga a efectuar un balance mensual de sus ingresos y gastos, y a llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban.


Hizo presente que la normativa propuesta adolecería de una eventual falta de equidad tratándose de los partidos políticos existentes en un determinado momento, entre los que tienen representación parlamentaria y aquellos que no se encuentran en esta situación; reconociendo sólo a los primeros el derecho a obtener aportes públicos. 


Sostuvo que es en el gasto electoral donde se verificarían los mayores cambios, con la eliminación de determinados aportes de carácter privado, el aumento del aporte público, la reducción del límite del gasto, y en grandes rasgos, el aumento de los controles que deberá efectuar el Servicio Electoral.


Indicó que la reducción de los gastos no es necesariamente contradictorio con la ampliación del tamaño de los distritos que se acaba de aprobar. La norma que reduce el límite al gasto tendrá un efecto en el comportamiento de los candidatos. Estos segmentarán de mejor forma el territorio de sus distritos, con el fin de potenciar aquellos sectores donde se concentran mayores electores. 


Destacó que se amplían los requisitos para la declaración de candidaturas, con la incorporación de la presentación de declaraciones de patrimonio e intereses, sin perjuicio que para su cumplimiento se requiere adecuar la normativa propuesta al actual régimen de aceptación y rechazo de las candidaturas.


Asimismo, se incorpora normativa relativa a los proveedores de elementos de propaganda electoral, escrita y a través de radiodifusoras, lo que equivale en cierto modo a reponer el registro de proveedores; modificación que se advierte como necesaria para el mejor control de los gastos electorales.


También se otorgan facultades de fiscalización relativas al Servicio Electoral. Hoy solo tiene facultades para verificar ejercicios contables, pero no cuentan con facultades que le permitan contrastar aquello que los candidatos declaran contablemente con lo que ocurre efectivamente en una campaña. 


Puntualizó que el disponer fiscalizaciones en terreno por parte del Servicio Electoral, va a significar un gran despliegue territorial de su personal, por lo que se hace necesario considerar alternativas de fiscalización aleatoria, previamente definidas por este Servicio.


Advirtió que los plazos para aprobación de cuentas de campañas electorales, se extienden entre los 30 y los 60 días, dependiendo del tipo de elección de que se trate. En esta materia opera el denominado silencio de la administración; en virtud del cual si el Servicio Electoral no se pronuncia dentro de estos acotados términos legales, las cuentas se entienden aprobadas. Lo expuesto debiera conducir a la necesaria modificación de la normativa, en el sentido de que el proceso de observación de las cuentas que efectúa este Servicio, y que se verifica a través de un acto administrativo, lleve de suyo a la suspensión del plazo para resolver la aprobación o rechazo de tales cuentas.


Recalcó que resulta fundamental considerar la inclusión de una normativa que permita al Servicio Electoral la actualización y depuración del Registro Electoral, atendida las situaciones acaecidas en los últimos procesos eleccionarios y que son por todos conocidas, a partir de información insuficiente y/o errónea proporcionada por el Servicio de Registro Civil e Identificación.


-Por otra parte hizo presente lo dispuesto en el artículo segundo transitorio, en cuanto a que este contempla como plazo el día 15 de abril próximo para establecer la nueva estructura institucional. Al respecto, estimó que a esa fecha, las modificaciones contenidas en el presente proyecto no se encontrarán totalmente tramitadas, circunstancia que impediría al Servicio Electoral conocer, con anterioridad y total certeza, el ámbito de las nuevas funciones que le sean encomendadas y que deben dar lugar a esta nueva estructura.


También hizo presente su preocupación por la incorporación de atribuciones jurisdiccionales en un ente administrativo como es el Servicio Electoral, cuya misión fundamental, aparte de la realización de los procesos electorales, es garantizar la participación de todos aquellos que estén en condiciones de votar y ser elegidos. Señaló que se requiere de un nuevo análisis. En efecto, el actual régimen de sanciones de la Ley N° 19.884 contempla la aplicación de multas a beneficio fiscal, cuyo carácter es exclusivamente patrimonial, y no la afectación de derechos de otra naturaleza de los candidatos, los partidos políticos o de las personas en general. La normativa constitucional y legal establece la existencia de una justicia electoral especial, a la que corresponde cumplir con todas las atribuciones que las leyes le encomienden. 


Por otra parte, manifestó que compartía el establecimiento de mejoras que propendan a la transparencia, equidad y control en la democracia, pero al mismo tiempo advirtió que algunas de las modificaciones propuestas, más que fortalecer a aquélla, podrían generar expectativas en el colectivo que no puedan ser satisfechas.


El diputado señor Chahin expresó que resultará complejo para el Servicio Electoral cumplir con las funciones que se les está otorgando, particularmente si se considera el gran número de candidatos que se presentan en elecciones como las municipales y por otra parte, que se realizan solo dos grandes elecciones cada cuatro años: las municipales y las presidenciales y parlamentarias.


Preguntó si conocen alguna experiencia comparada exitosa en materia de fiscalización de las campañas electorales. 


El diputado señor Saffirio reiteró lo dicho en pasadas sesiones, en orden a que el título del proyecto parece excesivo si se examina su contenido.


El proyecto puede que no satisfaga todas las aspiraciones de la ciudadanía respecto del comportamiento de los partidos y de los candidatos en materia de gastos. No se puede correr el riesgo de incurrir en un nuevo fracaso en materia de leyes de control del gasto electoral, en atención a los niveles de descrédito a los que se ha llegado.


El diputado señor Squella preguntó cuál es la opinión del Servicio Electoral respecto de la forma en que está operando el aporte fiscal a las campañas a través del reembolso que se efectúa con posterioridad a la elección y de la forma en que funciona el financiamiento público en general.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que el reembolso de las cuentas por pagar de los partidos se procesa de acuerdo a lo que cada cuenta presenta. El monto a pagar dependerá de los votos recibidos por cada candidato y por cada partido. Para que opere el reembolso deben existir boletas o facturas pendientes de pago.


El control que efectúa el Servicio Electoral se realiza a través del examen de los documentos que se le presentan. 


Añadió que el reembolso que se paga a los candidatos puede generar un remanente que termina en poder de los partidos, lo que ocurre con frecuencia, siempre y cuando se halle dentro del límite de gastos.


Respecto de los anticipos, explicó que este se entrega a todos los partidos y candidatos independientes al inicio de las campañas, monto que se encuentra vinculado a los votos obtenidos en la última elección de diputados en que hayan participado. Los candidatos independientes obtienen una cifra fija que se divide entre todos los que participen. 


Las modificaciones que se contienen en esta iniciativa no modifican estos mecanismos de financiamiento, más allá de la ampliación del monto de reembolso de cargo fiscal.


El señor Charme destacó que el Servicio Electoral ha mantenido su planta en los últimos diez años, pese a que se le han asignado nuevas funciones. 


Informó que se ha tenido a la vista la experiencia de México en materia de fiscalización de campañas electorales.


La señora Cabrera señaló que a raíz de los problemas de corrupción y de narcotráfico que se han registrado en ese país, los ha llevado a regular las campañas con un nivel de casuística que no es homologable a nuestra realidad.


Destacó que no existe la intención de convertirse en un servicio policíaco que sea el temor de todos quienes participan en las campañas electorales. 


Expresó que el mejor control que puede existir es el que se impone el propio candidato al evaluar las consecuencias negativas de su accionar más allá de la ley.


Indicó que en el derecho comparado es posible hallar regulaciones muy detalladas de las campañas electorales, así como todo tipo de sanciones, las que pueden llegar incluso hasta la pérdida del escaño.


El Director de Políticas Públicas de la Fundación Jaime Guzmán, señor Guillermo Ramírez, afirmó que el proyecto de ley está bien intencionado, ya que procura “emparejar la cancha” en la competencia política y evitar la excesiva influencia de los grupos económicos en política y la corrupción, entre otras materias.


Sin embargo, estimó que el proyecto demuestra una excesiva sospecha sobre los candidatos. A vía de ejemplo, consideró que existe un celo excesivo en su declaración de intereses y patrimonio. Igualmente, estimó algo excesivo la facultad que se otorga al Servicio Electoral para irrumpir en las sedes de los candidatos durante la campaña.


También consideró que existe una excesiva sospecha sobre los aportantes. Se parte de la base que las personas jurídicas siempre buscarán un fin ilícito a través del aporte a las campañas. Por su parte, se limita el derecho de las personas naturales a mantener en reserva su preferencia política.


Manifestó que, involuntariamente, el proyecto transmite la idea que la política es algo sucio. Se prohíbe que las empresas efectúen aportes a la política, pero si pueden hacerlo al deporte, a la cultura, a la educación y a instituciones de caridad. Los partidos políticos trabajan por el bien común, por lo que también son merecedores de recibir tales aportes.


Expresó que el proyecto beneficia a las figuras más conocidas. Indicó que un candidato común y corriente, al decir de un profesor norteamericano, tiene tres adversarios: el adversario político a quien debe derrotar, el tiempo y el dinero. Una campaña supone levantar una empresa gigantesca en un tiempo acotado. Establecer campañas breves, con gastos limitados terminará produciendo una falta de competencia que beneficiará a las personas más conocidas, las que pueden provenir desde el mundo del deporte o de la televisión. Indicó que él prefiere a los políticos profesionales, a quienes han dedicado su vida a esta actividad. 


Hizo presente que viviendo en Estados Unidos pudo constatar que si una persona no se encuentra interesada en política, puede terminar incluso ignorando la realización de las elecciones. 


Por otra parte, afirmó que esta iniciativa se encuentra incompleta sin otra que modifique la ley del Servicio Electoral. Compartió la idea expuesta por el señor Viera Gallo, en orden a tramitar las dos iniciativas en conjunto.


Respecto del articulado del proyecto, sostuvo que el nuevo artículo 6° bis dispone que todos los candidatos deben efectuar una declaración de patrimonio e intereses, en la fecha que corresponda a la inscripción de las candidaturas para elecciones primarias, participen o no en dicho proceso. No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado dicha declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto. Sobre el particular señaló que resulta inconveniente exigir que se cumpla con la declaración en ese plazo a aquellos candidatos que no participen del proceso de primarias, por haber levantado su candidatura a última hora.


Además la ley no contempla la posibilidad de subsanar errores u omisiones.


Por su parte, el nuevo artículo 30 establece que “Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, durante los 30 días anteriores a cualquier elección, deberán cursar invitación a tales eventos a todos los candidatos de la respectiva región, o bien abstenerse de invitar a la totalidad de ellos.” Al respecto recordó que el proyecto de ley alarga la duración de las campañas políticas, por lo que el límite que fija esta norma podría extenderse. Preguntó cuál será la sanción para aquella autoridad que infrinja la norma. 


Respecto de los aportes que hagan los chilenos con derecho a sufragio que residan en el extranjero, el proyecto dispone que el Servicio Electoral regulará en una instrucción general la forma en que se aplicarán los requisitos y limitaciones que esta ley establece para dichos aportes. Manifestó que no es conveniente dejar esta materia bajo la regulación de una instrucción general. Al menos debiera regularse en un reglamento sancionado por la Contraloría General de la República, en atención a que las instrucciones generales son meras normas de ejecución administrativa.


Asimismo, indicó que compartía la norma que obliga a la prensa y radioemisoras a informar sus tarifas al Servicio Electoral si quieren transmitir propaganda electoral. Indicó que podrían incorporarse otros ámbitos, como las lunetas de micros, publicidad en paraderos, etc.


El artículo 31 prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos y la que en cualquier lugar o forma se realice por altoparlantes fijos o móviles, con la única excepción de la transmisión de discursos pronunciados en concentraciones públicas. Sobre el particular expresó que no se entiende esta prohibición si existe un tope de gasto electoral. Además, su fiscalización y avaluación es muy fácil. Destacó que no existe nada más fácil de fiscalizar que los grandes gastos.


Añadió que el artículo 31 ter consagra que las radioemisoras tendrán el deber de destinar un espacio al desarrollo de debates entre los candidatos, de conformidad a las instrucciones generales que disponga el Servicio Electoral. Además deberán transmitir cada día 6 spots de a lo menos 30 segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía. Las tarifas que cobren las radioemisoras a los candidatos y partidos políticos en periodo de campaña electoral deberán ser pagadas por intermedio del sitio web del Servicio Electoral. Al respecto señaló que compartía la idea que estos servicios se contraten a través de dicho servicio. Sin embargo, consideró que no corresponde que se imponga a las radios la carga de transmitir spots gratuitos informando acerca de las elecciones. Tal información debiera ser pagada. También expresó que los debates obligatorios parecen ser una carga pública muy pesada, lo que podría ser contrario a la Constitución. Además es de difícil implementación y se podría prestar para abuso, por ejemplo, al elegir qué candidatos invitar. A vía de ejemplo, existirán distritos donde se pueden presentar hasta 28 candidatos. Preguntó quién elegirá los candidatos a debatir.


El nuevo artículo 32 restringe enormemente el espacio para hacer propaganda política. El Concejo Municipal determinará, con quórum de 2/3, los lugares habilitados para ello. Además se prohíbe toda propaganda aérea. Sobre este artículo manifestó que si el Concejo Municipal resuelve que no se podrá hacer propaganda en parte alguna, no existirá forma de competir con el Alcalde en ejercicio, porque los competidores no podrán darse a conocer. Agregó que es necesario un nivel prudente de publicidad. 


La norma también prohíbe toda propaganda aérea, pero no aclara qué se entiende por ella. Preguntó si las gigantografías de las carreteras se considerarán propaganda de ese tipo. Sostuvo que la propaganda aérea suele ser cara, lo que facilita su fiscalización y avaluación, por lo que no es conveniente prohibir su uso.


Por otra parte, el proyecto contempla una nueva definición de gasto electoral, al establecer que “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra”, por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo aporte cuantificable en dinero, realizado por el candidato o un tercero en su favor”. Expresó que esta norma confunde ingreso con gasto. A vía de ejemplo, señaló que si a un candidato le prestan un automóvil para la campaña, ese préstamo es un ingreso y no un gasto y corresponde avaluarlo. 


Añadió que los artículos 4° y 9° disminuyen a la mitad los límites de gasto electoral para todos los cargos de elección popular y disminuyen los aportes que una misma persona puede hacer a un candidato, incluyendo el aporte que el mismo candidato puede hacer a su propia campaña. Respecto del primer punto, recalcó que los distritos ahora serán más grandes, por lo que no parece razonable disminuir el gasto a la mitad. En segundo lugar, recordó que ahora las campañas serán más largas, lo que también presiona al alza los gastos. En tercer lugar, expresó que parece razonable que exista un límite respectos de los aportes que una misma persona puede hacer a un candidato. Si una persona financia el noventa por ciento de la campaña de un candidato es razonable pensar que este último perderá independencia. Sin embargo, este argumento no es válido cuando el aporte lo realiza el propio candidato.


El proyecto también prohíbe la donación de personas jurídicas, con o sin fines de lucro; se elimina el beneficio de no insinuar donaciones a campañas y beneficios tributarios; se dobla el aporte público a los partidos políticos antes del inicio de las campañas y se establece una prohibición a los partidos políticos de contratar a empresas que tengan o hayan tenido problemas laborales en el último tiempo.


Manifestó que esta disposición es errada, por cuanto el problema no está constituido por la donación, sino por la forma en que esta se hace. La empresa debiera poder efectuar aportes, siempre que estos sean transparentes. Los aportes de las personas jurídicas deben ser siempre públicos. También debieran poder aportar las organizaciones sin fines de lucro. A vía de ejemplo, estimó razonable que la Fundación Iguales pueda efectuar aportes a los candidatos que apoyan sus posturas. Ello fomenta el debate público, le otorga contenido a las campañas y promueve las causas ciudadanas. Con todo, se requiere de reglas claras, de modo de evitar que se transforme en un financiamiento encubierto de privados. 


Respecto de la prohibición de contratar a empresas que tengan o hayan tenido problemas laborales en el último tiempo sostuvo que los partidos o candidatos contratan con un sinnúmero de empresas en un breve lapso. Muchas veces la información no es por todos conocida. Compartió la idea expuesta por el señor Viera Gallo en orden a utilizar los criterios que usa Chilecompras. 


Afirmó que el proyecto también dispone que los aportes de campaña electoral se efectuarán a través del sitio web que proveerá el Servicio Electoral y serán públicos, se eliminan los aportes anónimos, se eliminan los aportes reservados y se establece que todos los aportes a campañas, partidos políticos e institutos de formación política inscritos por los partidos políticos, serán públicos.


Sobre estas modificaciones señaló que los aportes a través de internet son discriminatorios, dado que solo los podrán efectuar aquellos que tengan una cuenta o tarjeta bancaria. Destacó que una de las campañas más notables que ha conocido fue la primera realizada por Obama, que logró que cientos de miles de personas efectuaran pequeños aportes, menores a 20 dólares. También debieran permitirse los aportes realizados en oficinas bancarias.


Consideró un error el término de los aportes reservados. Solo debieran prohibirse para las personas jurídicas. La Constitución asegura que el voto es secreto. Una de las formas de revelar la preferencia política de la persona es publicando a quien efectúa la donación. Preguntó qué ocurrirá con los periodistas, funcionarios públicos, con los trabajadores que tienen una preferencia política diversa de la de su empleador. 


Compartió la eliminación de los aportes anónimos. Con todo, advirtió que siempre existirán aportes de esta naturaleza, de pequeña cuantía, que son los efectuados por familiares y amigos. La ley debiera permitir y reconocer este tipo de donaciones. 


Expresó que el proyecto contempla el financiamiento público a los partidos políticos con representación parlamentaria. 30% del aporte total del Estado será basal. El 70% restante será de acuerdo a la votación obtenida. Los aportes serán trimestrales y serán destinados a financiar los gastos esenciales del funcionamiento ordinario de los partidos. El 10% de los aportes deberá destinarse a la promoción de participación femenina en política.


Al respecto compartió la idea de contar con financiamiento público a las colectividades políticas. Discrepó del Director del Servicio Electoral, quien no compartía la idea de repartir estos recursos sólo entre los partidos con representación parlamentaria. Hizo presente que la nueva ley electoral viene a facilitar la conformación de nuevos partidos. Con muy pocas firmas se podrán constituir nuevos partidos regionales. Existiría un riesgo real que se constituyan partidos con la sola finalidad de alcanzar a percibir un porcentaje de los ingresos que se contemplan para los partidos políticos.


En relación a los aportes que deberán destinarse a la promoción de la participación femenina en política, indicó que si bien compartía el propósito de la norma, no estaba de acuerdo con exigirlo por ley. Es preferible establecer incentivos que persigan ese mismo objetivo.


En cuanto a las sanciones que se han propuesto hizo presente que la sola acusación de haber defraudado más de 4.100 unidades de fomento acarrearía la cesación en el cargo del parlamentario. En tal caso la sanción será de pena aflictiva. Recordó que los parlamentarios cesan en sus funciones cuando pierden la ciudadanía y esta se pierde cuando se es acusado por un delito que merezca pena aflictiva.


El proyecto también deroga el Título II de la ley Nº 19.885 que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. Con ello se da la señal que la política no es merecedora de este tipo de donaciones. 


Sostuvo que la mayoría de las atribuciones que se confieren al director del Servicio Electoral son razonables; sin embargo hay una par de ellas que parecen excesivas, como el ingreso a las sedes de los candidatos en plena campaña.


Por otra parte, expresó que el proyecto de ley establece que obligatoriamente el Administrador General de los Fondos de un partido deberá ser designado Administrador General Electoral en períodos de campaña. Indicó que no se aprecia por qué razón esto deba ser obligatorio si las cuentas se llevan de manera separada y las obligaciones son distintas. En vez de ello la ley podría establecer que si el partido no designa a nadie en el plazo previsto, el Administrador General Electoral será el Administrador General de los Fondos del partido.


Por último, el proyecto de ley en el artículo segundo transitorio, mandata a la Presidenta de la República a enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley en el cual se reforme la institucionalidad del Servicio Electoral antes del día 15 de abril de 2015. Estimó que es mejor retirar este artículo. Si la Presidenta no manda el proyecto en ese plazo podrá ser acusada constitucionalmente, por no observar la ley.


El investigador del Centro de Estudios Públicos, señor Lucas Sierra, expresó que hay que distinguir entre el financiamiento de las campañas y el financiamiento de los partidos políticos.


Respecto del financiamiento electoral sostuvo que los casos que la opinión pública ha conocido en el último tiempo han generado consecuencias sorprendentes. El caso PENTA y otros que se han revelado dicen relación con financiamiento de las campañas al margen del diseño legal que se implementó el año 2003. Pese a ello, las críticas se han dirigido precisamente a la legislación que el país se dio en dicho año. Es así como se ha cuestionado el aporte de las personas jurídicas a campañas y a los aportes reservados, como si ellos estuvieran vinculados a los hechos que se han conocido recientemente. Estos casos vulneran el mecanismo de financiamiento establecido el año 2003.


Manifestó que la legislación aprobada en esa época constituyó un paso enorme en la tarea de formalizar las relaciones entre dinero y política, en lo que dice relación con las campañas electorales.


Hasta antes de la ley N°19.884 el financiamiento de las campañas se realizaba por “debajo de la mesa”. Indicó que lo correcto es perseverar en la misma dirección en la que apunta dicha ley sin retroceder respecto de lo ya avanzado.


Legislar sobre casos concretos es la peor decisión que se puede adoptar. Estimó que sería más prudente esperar a examinar cómo se desarrollan las campañas en el nuevo sistema electoral.


Destacó que la nueva legislación más que centrarse en establecer mayores grados de transparencia, debe ocuparse de evitar dos vicios: la corrupción y la extorsión. El primero dice relación con la posibilidad que un donante proporcione recursos a un candidato para verse favorecido posteriormente. El segundo se produce en sentido inverso, cuando un candidato exige recursos al donante, bajo la amenaza de perjudicarlo si no accede a efectuar el aporte.


Además destacó que el sistema de financiamiento debe diseñarse para aumentar la competencia electoral. Para ello es necesario que la política sea un “espacio desafiable”. Hoy los incumbentes presentan una ventaja considerable respecto de aquellos que compiten por primera vez. El financiamiento debiera diseñarse de forma de permitir que quienes desafíen a los incumbentes tengan posibilidades de ganar.


Indicó que el financiamiento de las campañas electorales del año 2013 estaba compuesto de la siguiente manera:
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A continuación expuso un cuadro que distingue entre incumbentes y desafiantes, ganadores y perdedores:
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Este cuadro refleja la importancia de ser incumbente. El 80% de los diputados que postulan consiguen reelegirse. En el Senado ese porcentaje llega al 60%. 


El año 2005 de un total de 290 candidatos desafiantes, perdieron 247 y ganaron 43. Por su parte, de un total de 95 incumbentes, perdieron 18 y ganaron 77. Esta proporción se repite el año 2009 y 2013.


A continuación expuso un cuadro que refleja el financiamiento promedio de diputados incumbentes y desafiantes en las elecciones parlamentarias de 2005, 2009 y 2013:
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Destacó la importancia de los aportes reservados en los candidatos desafiantes. El año 2005 llegó a un 36%, el año 2009 a un 41% y el año 2013 a un 38%. 


Del contenido del proyecto de ley en discusión destacó dos temas: la prohibición que se impone a las personas jurídicas de efectuar donaciones a campañas y la eliminación de los aportes reservados.


Manifestó que el CEP desde el año 2000 ha propuesto que se procure aumentar los donantes potenciales. Desgraciadamente, la ley del año 2003 se enfocó en demasía en las personas jurídicas con fines de lucro. Para alcanzar el objetivo antes señalado es necesario incentivar la donación de personas naturales, permitir la donación de figuras como los sindicatos e incentivar las donaciones de personas jurídicas sin fines de lucro.


Sugirió fortalecer el sistema de financiamiento mixto que contempla la ley vigente, donde por una parte existe financiamiento público y franja de televisión gratuita, que constituye un piso de igualdad muy importante; y financiamiento privado, para generar mayor competencia y desafiar el mercado de la política.


Añadió que el esquema de aportes reservados funciona mejor mientras mayor sea la cantidad de aportantes. Sugirió establecer que si una persona natural dona una determinada cantidad, el Estado deberá aportar una suma equivalente. Ello incentivará a las personas a donar y motivará a los candidatos a salir a la búsqueda de donaciones de bajo monto. Esta medida es compatible con la idea que resulta preferible muchas donaciones chicas que pocas donaciones grandes.


Por otra parte, respaldó la permanencia de los aportes reservados, mecanismo que sin duda puede ser mejorado. Manifestó que la transparencia en política no es siempre virtuosa. El voto secreto significó un enorme progreso para la democracia. Indicó que los aportes reservados responden a una lógica similar. Los únicos que manejan toda la información son el votante y el aportante. El público y el candidato la ignoran. El aportante hace la donación ante el Servicio Electoral y este destina ese aporte a un candidato o partido específico. Manifestó que sobre la certeza se produce la corrupción y la extorsión. Si hay incertidumbre se dificulta la presencia de los vicios mencionados. 


Expresó que el problema que se ha presentado en la práctica dice relación con las pocas donaciones reservadas que se han efectuado, lo que permite aumentar el nivel de certidumbre. En vez de prohibir los aportes reservados, propuso establecer incentivos para que aumenten los aportes reservados de personas naturales, de personas jurídicas sin fines de lucro, sindicatos, etc. Mientras más aportantes existan aumentan los niveles de incertidumbre respecto de quien hizo la donación.


Informó que existen estudios que demuestran que las personas prefieren mantener en reserva su preferencia. Si se permite la reserva hasta 100, las personas suelen donar 99.


Por último, concluyó que todas las disposiciones que se contienen en el proyecto serán “letra muerta” si no existe un ente público que fiscalice su cumplimiento en forma adecuada. 


La investigadora del Centro de Estudios Públicos, señora María Isabel Aninat, sostuvo que el proyecto constituye un avance sustantivo. Hoy los partidos políticos presentan situaciones financieras muy débiles. El año 2011 más de la mitad de los partidos políticos recibieron ingresos anuales por menos de trece millones de pesos. 


Añadió que su financiamiento permanente debe ser concebido como una manera de mejorar su organización y funcionamiento. El financiamiento no debe ser utilizado para defender posiciones. A nivel comparado existen países que otorgan financiamiento a los partidos sin exigir nada a cambio. Manifestó que este aporte público se justifica solo si va acompañado de exigencias claras y de incentivos que busquen estimular la producción de ciertos bienes públicos. Ello, en primer lugar, porque el costo alternativo de estos fondos públicos es alto y en segundo lugar, porque los aportes estatales sin exigencias generarán partidos más solventes, pero no necesariamente funcionarán mejor. 


Afirmó que si bien valoran el financiamiento público de los partidos, mantienen una serie de interrogantes, a saber:


- La forma en que se justifica el financiamiento en el proyecto. Se alude a principios de transparencia e igualdad política y a que los partidos no deben ser capturados a partir del aporte de ciertos particulares. Si bien comparten esos argumentos, puntualizó que existen otros motivos, más allá de regular la relación entre el dinero y la política, como incentivar a que los partidos produzcan un mayor nivel de bienes públicos, que participen más personas en la vida partidaria y que sean partidos conectados con la ciudadanía. 


- Exigencia de representación parlamentaria. El proyecto dispone que para que un partido acceda a financiamiento debe estar inscrito legalmente y tener un representante en cualquiera de las dos Cámaras. El riesgo de esta disposición es que puede transformarse en un desincentivo para la aparición de nuevos partidos y para la formalización de movimientos políticos. El financiamiento debe estructurarse de forma tal que fomente la competencia, que era uno de los objetivos que perseguía la reforma al sistema binominal, de manera de no reducir la posibilidad que los partidos establecidos sean desafiados por nuevos partidos. Con la ayuda estatal los partidos con más votos tendrán más financiamiento, y les será más fácil derrotar a los partidos nuevos. Este proyecto debe ser coherente con la reforma al sistema binominal, que facilitó la creación de nuevos partidos. 


- Forma de reparto. El proyecto dispone que el setenta por ciento de los recursos se reparten en forma variable, según los votos obtenidos. Con ello se beneficia a los partidos grandes con alta votación. Estos tendrán más financiamiento, por lo que aumentarán sus posibilidades de ganar nuevamente la elección. Además existe una relación entre los ingresos de los partidos y los aportes estatales. Mientras más ingresos tengan mayor será el aporte estatal. La UDI y el Partido Socialista, que son los partidos que reciben más ingresos en épocas no electorales, son los partidos que más fondos públicos recibirían, a partir de los votos obtenidos. 


- Condicionalidad de los fondos públicos. Se establecen aportes trimestrales que solo se podrán destinar a gastos de funcionamiento ordinario, desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, elaboración de estudios que apoyen la labor parlamentaria y el diseño de políticas públicas, investigación, fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política. Expresó que la condicionalidad es crucial para mejorar el funcionamiento de los partidos. Sin embargo de la redacción de la norma se desprende que la condicionalidad es ambigua. Del inciso final del artículo 33 bis propuesto parece desprenderse que los porcentajes no serían solo referenciales, ya que si el partido no justificare lo gastos o existiere un remanente, los dineros deben ser devueltos a la Tesorería General de la República. Debe clarificarse cuan condicional es la entrega de recursos y qué porcentaje debe destinarse a cada actividad. No se entiende como se fiscalizarán estas actividades. Destacó que se permite destinar los fondos a la elaboración de estudios que apoyen la labor parlamentaria. Ello es redundante con las asignaciones que ya reciben los parlamentarios en ejercicio. 


El proyecto establece que al menos un 10% del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. Al respecto expresó que ello también es redundante con la ley de cuotas que se aprobó con la reforma al sistema binominal. Ya existe un mayor aporte fiscal para la promoción de la participación de la mujer en política. Sostuvo que ese 10% se puede destinar a otros grupos, como por ejemplo, a la promoción de los pueblos indígenas. 


Asimismo, hizo presente que no existen incentivos para que los partidos descentralicen su funcionamiento. Recomendó establecer mecanismos que obliguen a los partidos nacionales a realizar un porcentaje de sus actividades fuera de la Región Metropolitana o de la región donde se encuentre su sede central.


- Establecimiento de “matching funds”. Informó que en Italia y Alemania se otorga un subsidio a la cuota de los militantes activos o a las donaciones de personas naturales a los partidos políticos. Mientras mayor sea la capacidad del partido de recolectar este aporte mayor será el beneficio público que obtendrá. Con esta medida los partidos serán más activos a la hora de buscar militantes comprometidos que mantengan sus cuotas al día y que participen en las elecciones internas. La idea es establecer incentivos para que existen múltiples aporte pequeños, en vez de grandes financistas. Con ello se promueve la participación de la ciudadanía en política, ya que los partidos tendrán más incentivos para buscar a más militancia comprometida. Existe evidencia comparada que demuestra que los matching funds aumentan la participación de las personas de menores recursos. Además existe evidencia que la participación financiera es la puerta de entrada para otro tipo de participación, como reparto de folletos, trabajos voluntarios y otros de la misma naturaleza. 


Añadió que el proyecto también propone prohibir las donaciones de las personas jurídicas a los partidos políticos y transparentar las que efectúen las personas naturales. De esta forma, los partidos nuevos no podrán acceder a financiamiento público, por carecer de representantes en el Congreso y tampoco podrán acceder al financiamiento de personas jurídicas. Ello significará que tales partidos deberán constituirse por personas de muchos recursos, o bien deberán desarrollar un tremendo esfuerzo, de forma tal de alcanzar a muchas personas que estén dispuestas a donar, donación que debe ser transparente.


Por último, concluyó que si no se realiza una profunda reforma al Servicio Electoral, que le permita contar con más funcionarios y más recursos, las posibilidades de fiscalización del financiamiento permanente de los partidos estarán pendiente.


El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, señor Luis Pardo, expresó que en nuestro país operan más de 2.500 concesiones de radio, distribuidas a lo largo de todo Chile, conformando una industria altamente diversificada en la propiedad y en su oferta programática.


Al año 1990, había menos de 100 concesiones radiales en Chile. Las más de 2.500 concesiones actualmente vigentes fueron otorgadas mediante concursos públicos y abiertos, a partir de la vigencia de las modificaciones introducidas a la Ley General de Telecomunicaciones durante el Gobierno del Presidente Aylwin.


Añadió que el régimen concesional chileno es uno de los más abiertos y competitivos del mundo (una concesión por cada 8.000 habitantes); El concesionario, una vez obtenida la concesión, debe invertir lo necesario para ponerla al aire - de acuerdo a estrictos estándares técnicos y legales- y generar los recursos para sostener su operación, lo que incluye producir un contenido y prestar un servicio que sea atractivo para una masa crítica mínima de audiencia, dado que la única fuente de financiamiento de las radioemisoras es el avisaje publicitario.


Además, las concesionarias pagan un impuesto anual por el uso del espectro radioeléctrico y todas las tasas, patentes, contribuciones e impuestos inherentes a una actividad comercial. 


Sostuvo que la resultante de este modelo brevemente descrito es una industria radiofónica altamente valorada por la ciudadanía, como se refleja en lo siguiente:


- Primer lugar en el índice de confianza ciudadana: según todos los estudios conocidos en los últimos 20 años, la radio ha resultado ser la institución política y social más confiable y cercana a la ciudadanía, disputando ocasionalmente ese lugar con Carabineros.


- De todos los medios de comunicación social la radio es el mejor evaluado en términos de pluralismo Informativo.


- De todos los medios de comunicación social evaluados por sus audiencias, la radio obtiene un 86% de aprobación de sus contenidos, versus un 46% en el caso de la TV abierta.


- La encuesta del Consejo Nacional de Televisión del año 2014 detectó un fuerte incremento en el uso de la radio como medio informativo.


Manifestó que resulta evidente que la radio presta un valioso servicio a la Democracia, ampliamente reconocido por la ciudadanía, principalmente por su pluralismo y diversidad, permitiendo a los chilenos escoger de entre una amplia gama las radios de su preferencia. Cada persona escucha en Chile - alternadamente- un promedio de tres radios diferentes, sea para entretenerse como para informarse.


Un 86 % de los chilenos mayores de 18 años escuchan radio habitualmente y los promedios de escucha son del orden de las 4,5 horas diarias. Hizo presente que la libertad de expresión y la libertad programática han sido fundamentales para que las radios estructuren sus propuestas programáticas, no sólo informativas, también en ámbitos como la música, los programas misceláneos, los estilos de locución, entre otras materias, en función del público al cual quieren y necesitan llegar.


La radio en regiones, cumple además una función fundamental en la formación de la opinión pública local, tratando los temas cotidianos de la contingencia comunal, provincial y regional, ofreciendo un espacio permanente para el debate e información pública. Expresó que las radios regionales, suman alrededor del 70% del rating versus las cadenas nacionales, en las diferentes ciudades de Chile. Sin embargo, poco más del 50% de las radios regionales facturan menos de 2 millones mensuales.


Destacó que la industria en general, ha perdido una importante porción de la inversión publicitaria nacional producto de los valores y oferta publicitaria del cable, la vía pública y de internet.


En ese contexto, los ingresos provenientes de las campañas políticas han pasado a constituir un componente fundamental para la sostenibilidad de un medio que durante todos los días del año presta un servicio valioso en términos informativos y de opinión, sin obtener ninguna retribución. Agregó que la inversión pública o estatal no alcanza, obviamente, a todas las cientos de radios que cotidianamente informan y orientan a la ciudadanía. Por otra parte, señaló que los programas informativos son difíciles de auspiciar y más difícil aún, es auspiciar un programa de opinión, particularmente en regiones.


Consecuentemente, los ingresos provenientes de la publicidad electoral son importantes y en muchos casos fundamentales para la estructura de ingresos de las radioemisoras en Chile. Por su parte, el acceso a las radioemisoras como medio publicitario, también es fundamental para los postulantes a los cargos de elección popular.


Respecto de las propuestas contenidas en el proyecto de ley expresó lo siguiente:


1) Sobre los spots de educación cívica, están de acuerdo con la necesidad de informar y orientar a las personas respecto no sólo de los actos electorales, sino en general respecto de los derechos y deberes que supone el ejercicio de la ciudadanía. Ello debiera ser objeto de campañas financiadas por el Estado y no se justifica que se le imponga a una actividad, en este caso la radio, que de suyo contribuye con esta causa en forma permanente, sin ninguna retribución. No obstante, estimó razonable que se difunda una campaña radial, en los términos propuestos en el proyecto de ley, aunque debiera precisarse el máximo de extensión de cada aviso.


2) Respecto de la transparencia del gasto electoral, indicó que están de acuerdo con informar las tarifas de cada radio en el Servicio Electoral, como una forma de contribuir a una mayor transparencia y evitar eventuales discriminaciones que lesionen la equidad entre las diferentes candidaturas. Sin embargo, sostuvo que materializar el pago sólo a través del Servicio Electoral es un exceso regulatorio, toda vez que al disponer dicho servicio de las tarifas previamente informadas por cada radio y auditar posteriormente las facturas respectivas, podrá constatar cualquier anomalía o inconsistencia y aplicar las sanciones que corresponda en caso de faltas o delitos. El pago a través del Servicio Electoral supondría para la radio asumir plazos y demoras, que muchas veces pueden ocasionarse por negligencia de la propia candidatura o factores totalmente ajenos a la radioemisora, sin considerar la imposibilidad de conocer con antelación, si los votos que obtendrá el candidato y el conjunto de su rendición, permitirán cubrir los gastos en que incurrió con la radio.


3) En relación a los foros o debates recordó que ARCHI organizó un exitoso debate presidencial con la participación de todos los candidatos el año 2009, luego un también exitoso debate presidencial el 2013, con los 9 candidatos en la primera vuelta y luego las dos candidatas en la segunda vuelta. Estas iniciativas tuvieron un alto impacto y repercusión en la ciudadanía, y fueron transmitidos por más de mil radioemisoras a lo largo de todo Chile.


Manifestó que tienen la mayor voluntad de seguir desarrollando e impulsando este tipo de iniciativas, a nivel gremial. Por otra parte, cada radioemisora genera foros, debates y entrevistas tanto a nivel nacional como en las comunas y regiones del país. Respecto de la forma en que está redactada la norma en el proyecto de ley, estimó que debiera ser corregida en dos sentidos:


a) Cada debate nacional tiene un altísimo costo que no está previsto en la ley, no obstante se estipula que estos debates se deberán realizar conforme "las instrucciones que imparta el Servicio Electoral", lo cual puede traducirse en exigencias desmesuradas o insalvables para muchas radioemisoras.


b) Por otra parte, hay elecciones donde es materialmente imposible realizar un debate con todos los candidatos, por lo que consideró que este aporte de la radio, que ya se ha materializado exitosamente sin que medie ninguna obligación legal, debiera acotarse y definirse mejor. 


El diputado señor Squella preguntó si se justifica mantener la prohibición de efectuar campaña pagada a través de la televisión, considerando que de todas formas el candidato debe cumplir con un límite en el gasto. Además hizo presente que resulta más fácil de fiscalizar. 


El señor Sierra señaló que el proyecto regresa a los límites de gasto electoral que existían antes de la inscripción automática y el voto voluntario. El límite de gastos se vincula al número de electores y este con la inscripción automática se elevó enormemente. Sin embargo, crece el tamaño de los distritos. El sentido común indica que con ello debiera aumentar el gasto. Al respecto recordó el punto de vista expuesto por el diputado Pepe Auth sobre esta materia. Él señaló que con el sistema proporcional las campañas serán más colectivas que con el sistema binominal, donde eran más individualistas, por lo que no necesariamente las campañas serán más caras. Manifestó que originalmente consideraba peligroso restringir el gasto electoral y aumentar el tamaño de los distritos. Añadió que será necesario examinar en la práctica cómo funciona el nuevo sistema. Pese a ello, reiteró que considera preocupante las restricciones a las donaciones privadas. 


Propuso como ideas a estudiar, hacer públicas las donaciones recibidas por un candidato si tiene menos de ocho donantes privados; facultar al Servicio Electoral para distribuir aleatoriamente recursos, con cargo al subsidio posterior, de modo de aumentar la incertidumbre, entre otras. Ello es mejor que prohibir las donaciones reservadas.


Respecto de la propaganda en televisión, señaló que esta responde a una razón histórica. Hay fallos del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema que confirman la constitucionalidad de la franja electoral. Con todo, aclaró que él no es partidario de establecer restricciones más allá del límite al gasto. Recalcó que hoy existe la tecnología suficiente para controlar adecuadamente el gasto electoral. Hay móviles similares a los de Google Earth que permitirían “mapear” una calle donde existan “palomas”, para determinar cuánto es lo que se está gastando.


La Oficial de Gobernabilidad del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, señora Marcela Ríos, señaló que la discusión sobre cómo debiese financiarse la política, incluyendo a los partidos políticos y las campañas electorales ha cobrado gran relevancia a nivel internacional, y particularmente en la realidad contemporánea chilena. La democracia es un sistema en que el gobierno es controlado por el pueblo, y en que este es considerado de manera igualitaria en el ejercicio de dicho control. Sin embargo, el acceso desigual al financiamiento político contribuye a desequilibrar el juego político y, por lo tanto, la forma en que los ciudadanos y ciudadanas viven la democracia. 


El enorme crecimiento del gasto electoral en muchos países ha exacerbado este problema, haciendo imposible para quienes no tienen acceso a fondos privados una participación política al mismo nivel que quienes sí lo poseen y Chile no es la excepción.


En este contexto, indicó que la experiencia internacional evidencia que muchos países han optado por avanzar hacia esquemas mixtos de financiamiento, incorporando al Estado para asegurar una base más igualitaria de competencia y equilibrar las condiciones entre sectores políticos que tienen acceso a financiamiento privado y otros que no. De la misma forma se promueve un mayor control, transparencia y fiscalización en estas materias, lo que se suma a la creciente preocupación por la transparencia y la probidad, especialmente en contextos donde el peligro de financiamiento por fuentes ilícitas – como el narcotráfico – está presente (PNUD, 2014). 


Informó que desde las Naciones Unidas, la Convención contra la Corrupción (UNCAC) también ha tomado este punto como fundamental, recomendando a los Estados parte la adopción de medidas legislativas apropiadas para aumentar la transparencia respecto del financiamiento de candidaturas a cargos públicos electos y de partidos políticos, a través de sistemas destinados a prevenir conflictos de intereses (Artículo 7).


Manifestó que en un contexto de reforma al sistema político como el que vive nuestro país, esta discusión se vuelve particularmente relevante. La regulación del financiamiento, incluyendo su estructura institucional, tienen un efecto directo en generar oportunidades, barreras e incentivos en la forma en que se comportan los actores políticos y, por lo tanto, en cómo funciona la democracia. En este sentido, asegurar la igualdad en la competencia; controlar el efecto del dinero y recursos materiales en los resultados de la representación política; resguardar de forma adecuada la libertad de expresión y asociación; velar por la transparencia; y limitar el espacio para el tráfico de influencias, la corrupción y la circulación de fondos ilícitos son objetivos cruciales a considerar en el diseño de sistemas de financiamiento de la política. Considerando que es imposible maximizar todos ellos al mismo tiempo, la selección de los mecanismos adecuados requiere una amplia deliberación y debate a nivel público. 


Añadió que el proyecto de ley de financiamiento público de partidos políticos se enmarca en la necesidad de “establecer condiciones institucionales que permitan mayor equidad para acceder a los cargos de elección popular; el propósito de garantizar la autonomía de los representantes democráticamente electos regulando la relación entre dinero y política; y la transparencia del financiamiento de la política”. En este sentido, la literatura académica ha resaltado que dicha política puede ayudar a los partidos a cubrir costos que se justifican como instituciones democráticas con utilidad pública. Por otra parte, puede ayudar a consolidar el balance de poder entre partidos y a disminuir los umbrales de acceso, además de reemplazar las fuentes indeseables de financiamiento privado. Se ha evidenciado que más que reemplazar las fuentes privadas, el financiamiento público ha sido complementario al privado, lo que ha restringido su potencial en limitar el riesgo de corrupción (OECD 2013). No obstante, la OECD recomienda total transparencia y accesibilidad inmediata a los datos de donaciones privadas con el objetivo de que exista fiscalización por parte de la sociedad civil. 

Destacó que el Informe Auditoría a la Democracia: Más y mejor democracia para un Chile inclusivo, elaborado por el PNUD en 2014, subraya algunas de las falencias que enfrenta el sistema de partidos chilenos, especialmente en lo relacionado con el ámbito del financiamiento. En particular, estas se enmarcan en el contexto de un deterioro significativo en la relación entre partidos y sociedad, que se ve agravada por la desigualdad que generan las mencionadas deficiencias en la posibilidad de asegurar una efectiva igualdad en la competencia. En este sentido sostuvo lo siguiente:


- Los partidos políticos que no pueden acceder a aportes financieros externos o de sus bases quedan expuestos a sobrevivir sobre la base de los aportes de algunos líderes o mecenas. 


- La dependencia de partidos a fuentes de financiamiento contribuye a debilitar a los partidos en tanto estructuras respecto de caudillos que inevitablemente tienen intereses y agendas particulares que promover, las cuales pueden estar en tensión con las de las bases partidarias o de los órganos colectivos de dirección. 


- Las normas existentes demuestran ser ineficaces en tanto las sanciones son demasiado leves como para cumplir un rol disuasivo; son vulneradas en tanto no existe fiscalización de su cumplimiento, y no se cumplen estándares mínimos de transparencia que permitan a los ciudadanos contar con información sobre quién financia a sus representantes.


- No existe la capacidad para controlar la procedencia ni el gasto efectivo durante las campañas, así como tampoco la fidelidad de las declaraciones que se envían al Servicio Electoral respecto de ingresos y egresos reales. 


- La propaganda electoral empieza de forma anticipada, en un período en que no existe una regulación legal. 


- Una altísima proporción de las donaciones privadas para campañas son anónimas o reservadas, lo que impide el control ciudadano efectivo. 


Expresó que a partir de las declaraciones de ingresos obtenidas del Servicio Electoral, es posible constatar que las elecciones de 2013 recaudaron un total de casi 30 mil millones de pesos, solo en aportes para campañas parlamentarias. Fuera de lo alta que es esta suma por sí misma, el 51% de ella corresponde a aportes reservados. Esto plantea una dificultad desde la perspectiva de la transparencia y acceso a información, así como de la fiscalización efectiva por el Servicio Electoral. Por otra parte, indicó que estos aportes se encuentran desigualmente distribuidos entre los diferentes partidos: la diferencia entre si los partidos que reciben más aportes reciben 80 veces más, para los partidos que reportan aportes reservados, la diferencia alcanza más de 13.000 veces. Así, si la UDI como partido recibe, entre la elección de diputados y senadores, el 39% de los aportes reservados, otros partidos como el Partido Liberal, el Partido Progresista, o el Partido Radical Socialdemócrata no alcanzan el 1%.


Esto, además, se suma a que el 96% de aportes reservados provienen de 309 donantes destinados a 344 candidatos, correspondientes al 19% de los candidatos.
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A partir de los balances entregados por los partidos políticos al Servicio Electoral en 2011, se observa que el 43% de sus ingresos corresponden a cotizaciones ordinarias de sus afiliados, como también extraordinarias. El 57% restante se distribuye entre intereses financieros, inversiones financieras, campañas de finanzas, aportes reservados y otros ingresos. 


Hizo presente que en Chile no se dispone de financiamiento público para los partidos. La única fuente de financiamiento pública que reciben los partidos se destina a las campañas en períodos electorales. Los partidos sí tienen acceso a financiamiento privado externo y a los aportes que sus propios afiliados pueden hacer. 


Puntualizó que si bien el financiamiento exclusivo en período de campañas no es una excepción en las Américas, es muchísimo menos común cuando se compara como estándar con el resto del mundo. Cerca de un 66% de los países posee algún tipo de financiamiento público, y solo el 10% lo posee solo en período de campañas. 
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Al analizar cómo se distribuye este aporte a nivel internacional no existe una regla clara que norme la forma de repartir los recursos públicos. De 248 países consultados en un estudio realizado por IDEA Internacional, el 33% reparte los fondos públicos proporcionalmente según los votos obtenidos, seguido por el 28%, que lo hace de forma igualitaria entre todos los partidos inscritos. Desde la perspectiva de los criterios de elegibilidad para acceder al financiamiento público, el 35% de los países consultados por IDEA establece umbrales mínimos de representatividad de un partido para tener acceso a financiamiento público. Entre los países de la OCDE, estos son relativamente bajos: Australia establece un umbral del 4%, Canadá y México del 2%, y Alemania del 0.5%. Otros países requieren que los partidos participen en la elección (11%), o un número específico de miembros (Holanda). 


En relación a las donaciones provenientes de personas jurídicas a candidatos y partidos políticos, afirmó que solamente un 23% de los países analizados por IDEA no las permite. No obstante, en los países en los que se aceptan las donaciones de personas jurídicas se establecen condiciones, con el objetivo de lograr transparencia y limitar el potencial tráfico de influencias. Por ejemplo: 


-Tope de la donación sobre el gasto electoral del 4% (Colombia). 


-Tope de la donación anual por candidato o partido político (Finlandia, Indonesia, Irlanda, Italia, España). 


-Tope de donación política de la persona jurídica (Japón, España). 


-Se prohíbe la donación de ciertas personas jurídicas: empresas con contratos con el Estado, congregaciones religiosas, empresas que no tengan más de 3 años de existencia, empresas que no hayan obtenido utilidades, empresas estatales y otras (Ecuador, India, Montenegro). 


-Las donaciones anónimas integran un fondo público para el financiamiento político (Países Bajos). 


Por otra parte, expresó que al revisar si existe una normativa que regule en qué pueden gastarse los recursos públicos asignados, se encuentra que el 34% de los países no impone una regulación en esta materia, un 20% lo limita a gasto de campaña, y un 17% obliga su destinación a actividades de formación partidaria. Finalmente, de 172 países con datos disponibles, 15 tienen disposiciones especiales de financiamiento asociados a políticas de género, que pueden ser desde formación de mujeres líderes, exenciones tributarias para partidos con números determinados de candidatas, o bien, financiamiento específico para facciones femeninas. 


Diversas organizaciones como la OECD, Transparencia Internacional y el Consejo Europeo han abogado por establecer estándares internacionales para regular el financiamiento público y de campañas. Según los estándares de la OECD, los donantes individuales debiesen estar identificados, así como también debe establecerse un registro único de proveedores de servicios relacionados con los partidos políticos. Además, los datos debiesen ser accesibles, confiables y deben estar en un tiempo razonable para que la sociedad civil y organismos estatales puedan actuar como supervisores. 


La Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC) establece en el 
artículo 7° numeral 3, que los Estados Partes deben adoptar medidas legislativas y administrativas apropiadas para aumentar la transparencia respecto al financiamiento de campañas y de partidos políticos.


Por último, señaló que en las conclusiones del proyecto de Autoevaluación Participativa y Representativa de la UNCAC, coordinado por la Contraloría General de la República y el PNUD, y donde participaron 23 organismos públicos, sociedad civil, gremios y la academia, se expresó que la legislación chilena sobre financiamiento político es débil y poco transparente, recomendando establecer financiamiento transparente, público y de personas naturales con donaciones limitadas para evitar el tráfico de favores. 


En relación al proyecto de ley de reforma del sistema de financiamiento de los partidos políticos sostuvo que esta propuesta contribuye a mejorar algunos de los aspectos antes señalados, especialmente en los siguientes temas:


- El proyecto avanza en enfrentar uno de los desafíos del sistema democrático en Chile identificado en la “Auditoria a la Democracia 2014”:


- Fortalecer los partidos políticos. Otorgar financiamiento público a los partidos políticos contribuirá a que estos cuenten con recursos necesarios para mejorar su relación con ciudadanía, fortalecer su dimensión programática, apoyar en la formación y preparación de líderes para ocupar cargos públicos. El financiamiento público también puede servir como un incentivo para fomentar la autonomía de los partidos respecto de posibles capturas de intereses privados así como sus niveles de transparencia.


- El proyecto de ley contribuirá a aumentar los estándares de transparencia en el funcionamiento de los partidos políticos al establecer obligaciones de realizar auditorías, publicación de gastos. La transparencia en el origen y uso de fondos para financiar elecciones contribuye a disminuir corrupción y tráfico indebido de influencias.


- Apunta a rebajar el límite del gasto electoral, lo que se ajusta a los estándares internacionales y fomenta la igualdad en la arena política.


- Establece sanciones más altas para la infracción de cualquiera de las disposiciones de la ley


- La prohibición de aportes anónimos/reservados sigue una tendencia a nivel mundial y atiede el llamado de convenios y organismos internacionales para garantizar la transparencia en financiamiento de elecciones y política partidaria: 
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- Contribuye a que partidos incorporen de manera más activa medidas de acción afirmativa para enfrentar la subrepresentación histórica de mujeres, al establecer disposiciones específicas de financiamiento y fondos marcados para este fin. Esto, además, es una medida innovadora, que ubicará a Chile en el 10% de los países del mundo con disposiciones especiales de financiamiento público para potenciar la participación de mujeres.


Asimismo, efectuó las siguientes recomendaciones:


- Si bien el establecimiento de fondos públicos para el financiamiento de actividades regulares de funcionamiento partidario es un avance para el fortalecimiento del rol programático de los partidos, los fondos no parecieran ser suficientes para este fin. Se mantiene una enorme diferencia entre el financiamiento público de la actividad política general respecto del financiamiento exclusivo de campañas, privilegiando claramente los segundo. Si el 30% de los fondos se repartirá igualmente entre todos los partidos inscritos (actualmente 12), considerando 0.01 unidades de fomento por votos válidamente emitidos en la última elección parlamentaria, se entregará un aporte trimestral basal de 10 millones de pesos por partido. Esto parece no ser suficiente para financiar las actividades mencionadas en el proyecto de ley, así como tampoco lo será el 10% para fomentar la participación política de mujeres. 


- Al limitar el financiamiento público a los partidos políticos constituidos y que cuenten con representación parlamentaria, se crean incentivos contradictorios con la idea de bajar las barreras de entrada al sistema político generados a partir de la aprobación de la reforma al sistema electoral binominal. El financiamiento público excluirá a partidos legalmente constituidos que no lograron obtener escaños en Congreso limitando el objetivo de asegurar igualdad para que organizaciones partidarias puedan cumplir sus funciones.


- A pesar de que el proyecto de ley apunta a reducir la escalada de gasto electoral, aún se establecen límites altos para la donación de personas individuales. Para los países de la OECD, el límite promedio para financiamiento individual de partidos es de aproximadamente 16 millones de pesos. Chile establece un límite de 1000 unidades de fomento (aproximadamente 25 millones de pesos), lo que supera esta suma.


- No se establecen suficientes requisitos formales de democracia interna y transparencia para la distribución de fondos públicos, y los requisitos establecidos son relativamente bajos y poco específicos en comparación a los estándares internacionales. A modo de ejemplo, el 50% (73) de los países consultados en un estudio de la OCDE obligan a llevar una lista pública de donantes para todos sus aportes, y el 60% obliga la divulgación y reportes de gastos e ingresos. 


- La ley podría establecer que los partidos políticos serán sujetos pasivos de la ley de acceso a la información pública. En la misma línea, estimó aconsejable que sea el propio Consejo de Transparencia el órgano responsable de velar por el cumplimiento de requisitos de transparencia por parte de partidos políticos y no el Servicio Electoral.


- Si bien la mayoría de los países prohíbe los aportes anónimos, la OCDE recomienda permitir las pequeñas donaciones de miembros de partidos como manera de fomentar el compromiso cívico, a través de incentivos como exenciones tributarias. Estas, en general, se encuentran limitadas a sumas ínfimas.


Por último, concluyó que la discusión del sistema de financiamiento de partidos debe enmarcarse en la discusión del sistema político como un todo. Esto incluye factores estructurales e institucionales que deben considerarse y que tienen impacto sobre la consistencia y efectividad de las diferentes regulaciones de financiamiento. El sistema de financiamiento es uno de los factores que incide en orientar el comportamiento y asegurar la solidez del sistema de partidos. Este desafío de integralidad puede llevar a que reformas bienintencionadas tengan efectos inesperados, o a hacerlas del todo inefectivas.


Por ello, sostuvo que resulta crucial que la discusión del proyecto de ley de financiamiento de partidos deba hacerse de forma contemporánea a la discusión sobre atribuciones y funcionamiento del Servicio Electoral. La organización de esta institución y su relación con los donantes y los partidos puede determinar el éxito o fracaso de la reforma. Si bien es cierto que la imposición de sanciones es relevante, no es el objetivo de la vigilancia del gasto electoral, por lo que la imposición de reglas que aumenten la transparencia interna y declaración de gastos a través de una vigilancia efectiva es fundamental. Sin adecuada fiscalización, las mejorías normativas solas no lograrán el efecto esperado.


Respecto del fortalecimiento al Servicio Electoral expresó que existen distintos modelos de institucionalidad a nivel internacional. Lo esencial para mejorar el esquema actual en Chile es dotar de mayores facultades, recursos y personal al Servicio, sin que esto implique la creación de una institución excesivamente abultada. La experiencia chilena en materia de control y fiscalización en el ámbito de probidad ha demostrado que una adecuada coordinación entre distintas instituciones que operan en forma autónoma y con altos niveles de especialización puede ser tan efectiva como una institución centralizada. Entregar la supervisión sobre partidos, pero no necesariamente el rol de tribunales es esencial en este sentido.


- Sostuvo que podría aumentarse en forma drástica las sanciones, incluyendo la posibilidad de perder el escaño en caso de faltas graves. Al respecto hizo presente que existe experiencia en el derecho comparado en orden a aplicar sanciones a los partidos políticos cuando uno de sus militantes incurre en faltas graves y reiteradas o bien, cuando muchos de sus militantes infringen las normas de financiamiento electoral. Una de las sanciones consiste en disminuir los fondos públicos que reciben.


- Se debe definir en la propia ley la forma en que partidos deben usar recursos para incentivar representación de mujeres. La experiencia comparada demuestra que cuando no existe claridad sobre la materia, los partidos pueden terminar gastando esos recursos en actividades como fiestas para el día de la madre.


La Directora Ejecutiva de la Fundación Pro Acceso, señora María José Poblete, señaló que la transparencia y el acceso a la información pública son herramientas fundamentales para recuperar la confianza perdida por la ciudadanía.


Añadió que en el marco de este debate es necesario preguntarse sobre el rol de los partidos políticos. Estos son definidos por la ley de partidos como asociaciones privadas, que tienen como fin procurar conseguir cargos de elección popular. Pese a tener ese carácter, tienen una evidente función pública, la que debería ir aparejada de otro tipo de funciones que la ley debería reconocerle, como participar en la educación cívica promover los valores democráticos. En este sentido, estimó que debieran incorporarse tales funciones. 


Expresó que el contenido del proyecto respecto de los partidos políticos, es deficiente en materia de transparencia y acceso a la información pública. El proyecto solo dispone que deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, el balance mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente. Consideró que ello resulta insuficiente. Se les podría aplicar el mismo estándar de transparencia que se exige a la Administración del Estado. Si se considera que realizan una función pública y recibirán recursos públicos, debiera garantizarse el acceso a la información. Los ciudadanos debieran poder requerir información y los partidos estar obligados a entregarla.


Manifestó que debiera ser el Consejo para la Transparencia la entidad encargada de fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia contenidas en este proyecto. Expresó que aquellas materias referidas a la campaña debieran continuar a cargo del Servicio Electoral. Sin embargo, aquellas normas referidas a obligaciones permanentes de los partidos políticos en materia de transparencia debieran encomendarse al Consejo. Si la fiscalización sobre este aspecto se empieza a otorgar a diversos organismos, en definitiva lo que se estaría haciendo es jibarizar al Consejo.


Asimismo, hizo presente que en el Congreso Nacional se encuentran pendientes una serie de iniciativas, como el proyecto de ley sobre probidad en la función pública; las modificaciones a la ley sobre acceso a la información pública y la reforma constitucional sobre transparencia y reconocimiento del derecho de acceso a la información pública. 


Por otra parte, sugirió recoger la experiencia comparada en esta materia y escuchar las propuestas que puedan provenir desde la sociedad civil. En este sentido, propuso incorporar algún mecanismo de participación ciudadana, para evitar que solo aparezca la clase política regulándose a sí misma.


El profesor de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Presidente de la Corporación Democracia y Comunidad, señor Patricio Zapata, señaló que comparte buena parte del contenido del proyecto, entre los cuales mencionó los siguientes: supresión del aporte de las personas jurídicas a las campañas políticas; eliminación de las donaciones anónimas o reservadas, aun cuando le asiste algunas dudas respecto de la supresión total de las donaciones anónimas; fijación de un tope más acotado del gasto electoral; entre otras.


Expresó que centraría su exposición en la propuesta de sancionar con la pérdida del escaño el incumplimiento grave de la ley sobre gasto electoral. Manifestó que lo que parecía una propuesta extraña hace algunos meses ahora parece ser de sentido común. Recordó que en los últimos días los señores Larroulet, Beyer, Ferreiro y Viera Gallo publicaron una columna en la que respaldaban la implementación de esta sanción.


Advirtió que se trata de un tema complejo. Puntualizó que él en principio es partidario que exista esta sanción, aun cuando reconoció que ella genera ciertas complejidades y riesgos, de las cuales corresponde hacerse cargo,


Se ha sostenido que en situaciones como la que atraviesa el país existe el riesgo que emerja con fuerza el populismo. Al respecto indicó que ese no es el único riesgo. También puede ocurrir que la ciudadanía pueda estimar que las soluciones tecnocráticas son las únicas que pueden hacerse cargo del problema, o bien que los jueces o los fiscales son los únicos capaces de asumir la conducción del país. Cuando algunos Poderes del Estado, como el Legislativo o el Ejecutivo enfrentan situaciones de crisis, puede ocurrir que se proponga una transferencia de poder explícita o implícita a otros poderes más impolutos.


Tales soluciones son inadecuadas porque significan una expropiación de derechos ciudadanos y porque las instituciones a las cuales se les podrían trasladar los poderes no están ajenas a sufrir los mismos vicios o dificultades que enfrentan el Poder Legislativo y el Ejecutivo.


Destacó que la sanción de pérdida del escaño responde a la misma lógica que existe en materia penal, cuando en una investigación no se respetan ciertas reglas. En este último caso la sanción consiste en que el fiscal pierda la evidencia que ha obtenido al margen de la ley. Muchas veces las personas no entienden porque razón se pierde prueba considerada necesaria y útil para la investigación, cuando hubo infracción de derechos. Al respecto señaló que la experiencia demuestra que lo único que realmente detiene el abuso de las investigaciones penales es la pérdida de la prueba obtenida en forma ilícita. Si al fiscal solo se le aplica una suspensión o multa este finalmente estará feliz, porque consiguió el objetivo perseguido, cual es, la condena de la persona investigada. Lo mismo ocurre con el jugador de fútbol que hace un gol con la mano. Si el gol termina siendo válido le dará lo mismo cualquier sanción posterior que le apliquen. Si el gol no se anula el off side o los goles cometidos con la mano pasan a ser técnicas a considerar. En este sentido, sostuvo que si el objeto de la campaña política es que el candidato sea electo, no puede existir una sanción mejor que la pérdida del escaño. Las multas cuantiosas en materia de infracción a la ley de gasto electoral no atacan la raíz del problema. Si la sanción se limita a las multas, estas serán consideradas parte del costo de la campaña. 


Sin embargo, como ya anunció, la sanción de la pérdida del escaño presenta ciertas dificultades. La elección es el resultado de la voluntad popular. Pese a ello, existirá un órgano que ejerce jurisdicción que anulará la decisión de la ciudadanía. Ese órgano puede responder a la misma composición política que tiene la Cámara a la cual postulaba el candidato sancionado. Hizo presente que los órganos que ejercen jurisdicción no se encuentran por encima del bien y el mal. Las personas que integran la Corte Suprema o el Tribunal Constitucional también tienen sesgos.


Añadió que en Francia desde 1958 se ha entregado al Consejo Constitucional la potestad de anular una elección de candidatos elegidos a la Asamblea Nacional y no para la Presidencia de la República. En este último caso la sanción consiste en la pérdida de la devolución de los recursos, como le ha ocurrido recientemente a Nicolás Sarkozy. Informó que desde 1958 en al menos trece oportunidades el citado Consejo ha aplicado la sanción de pérdida del escaño, esto es, dos o tres candidatos por elección han sufrido la pérdida de su escaño. El efecto de la anulación consiste en la realización de una nueva elección complementaria, para evitar expropiar el poder de los ciudadanos. En Chile se ha resuelto no tener elecciones complementarias. 


Manifestó que decidir la anulación de una elección obliga a reflexionar sobre la forma en que se proveerá la vacante que se ha generado. En principio no debieran asumir el cargo quienes perdieron la elección. Si se resuelve realizar una nueva elección a esta podrá concurrir el candidato que ganó y que fue sancionado. Mientras no haya sido sancionado en sede penal, el candidato que ganó con infracción de la ley electoral no pierde sus derechos ciudadanos y puede postular nuevamente. La ciudadanía no se puede perder por infracciones de carácter administrativo. Explicó que en Francia en la mitad de los casos la ciudadanía ha vuelto a elegir a aquel candidato que ganó primitivamente sin respetar la ley electoral en materia de financiamiento de campañas.


Hizo presente que la sanción de pérdida del escaño y la fórmula de reemplazo a través de elección complementaria funciona razonablemente bien en Francia, porque allí rige un sistema mayoritario. En Chile existirá un sistema proporcional, por lo que en un distrito donde se eligen siete diputados solo se anulará la elección de uno. Puede ocurrir que el candidato derrotado pertenezca a una fuerza minoritaria. Si la elección se repite la coalición mayoritaria ganará la elección, alterándose el resultado de la elección original. En Francia existió esta discusión porque también tuvieron un sistema proporcional durante algunos años. Concluyeron que la pérdida del escaño debiera ser siempre el último recurso al que acudir. Deben establecerse cortapisas y resguardos, a fin de evitar que la sanción se convierta en una herramienta de una mayoría política, que también tendrá mayoría en órganos como el Tribunal Constitucional. 


Uno de los resguardos que se puede adoptar consiste en reservar este tipo de sanciones solo para incumplimientos graves de la ley de financiamiento electoral. En este sentido hizo un símil con las normas que regulan la lesión enorme. Si un candidato sobrepasa en un 50% el límite al gasto podría aplicársele la sanción de pérdida del escaño. Para aquellas ocasiones en que se sobrepasa el límite en un 2% o 10% de lo permitido podrían aplicase multas.


Respecto a qué órgano debiera aplicar este tipo de sanciones sostuvo que son dos los candidatos naturales: El Tribunal Constitucional y el Tribunal Calificador de Elecciones. Hizo presente que este último se acerca a cumplir noventa años en nuestra historia republicana. Tiene una composición mixta. Está integrado por ex miembros de la mesa de una de las cámaras y por magistrados de los tribunales superiores de justicia. Por su parte, el Tribunal Constitucional presenta la ventaja que hoy ya conoce de las inhabilidades de los parlamentarios. Así, ha conocido de presentaciones que se han efectuado en contra de la senadora Von Baer y del senador Navarro, así como de la deducida en su oportunidad contra el ex senador Francisco Javier Errázuriz.


Indicó que cualquiera sea el órgano encargado de conocer de esta sanción, debe resolverse si la acción será ejercida por el Servicio Electoral o bien, podrá ser ejercida por la ciudadanía. Ambas alternativas presentan ventajas y desventajas. Si solo se concede la acción al Servicio Electoral se evitarían las acciones frívolas, que solo persigan generar escándalos. Por su parte, al permitir a los ciudadanos ejercer la acción se impediría que los partidos se concierten para evitar ser juzgados.


Reiteró que es partidario de contemplar la pérdida del escaño como sanción, porque es el principal disuasivo a quienes piensen en infringir la ley de gasto electoral. Con todo, estimó que tal sanción no puede significar expropiar el poder de la ciudadanía, por lo que de aplicarse, necesariamente debería realizarse una elección complementaria para reemplazar al candidato destituido. Asimismo, al órgano encargado de aplicar la sanción se le debe exigir un quórum alto, para evitar que una mayoría simple pueda anular la decisión adoptada por la ciudadanía. También es necesario definir con claridad cuan grave debe ser la infracción para que sea procedente la destitución. 


El diputado señor Squella preguntó si en el derecho comparado se contempla la sanción de pérdida del escaño asociada al ejercicio del cargo parlamentario y no solamente vinculada a la infracción de la ley sobre gasto electoral.


El diputado señor Soto señaló que resulta necesario efectuar un control exhaustivo sobre el adecuado uso de los recursos públicos que se conceden a los partidos políticos.


Manifestó que los partidos debieran responder de alguna forma por los actos de los candidatos que han presentado, de forma de incentivarlos a adoptar medidas de control.


Indicó que el proyecto dispone que para acceder a financiamiento público el partido político debe contar con representación parlamentaria. Advirtió que puede ocurrir que un partido cuente con representación importante a nivel de alcaldes, concejales y consejeros regionales y que por no tener un diputado o senador, no cuente con financiamiento público. Preguntó a los invitados si consideran legítima tal propuesta.


Asimismo, preguntó qué opinión tienen respecto de la posibilidad de incorporar candidatos en calidad de suplentes.


El diputado Chahin hizo presente la dificultad que tendrá el Servicio Electoral para fiscalizar la campaña de miles de candidatos, como ocurre en las elecciones municipales, considerando que estas se realizan cada cuatro años, por lo que el resto del tiempo la demanda de trabajo debiera disminuir. Además advirtió que para que los fiscalizadores cuenten con algún nivel de especialización no pueden ser contratados solo cada cuatro años.


Por otra parte, destacó que la elección complementaria siempre será problemática en un sistema proporcional. Lo más probable es que la fuerza mayoritaria siempre gane la elección complementaria, aun cuando el candidato a reemplazar sea de la minoría. Preguntó si no es más lógico utilizar la fórmula que se aplica para el reemplazo de concejales, de modo de resguardar la proporcionalidad.


El diputado señor Ceroni expresó que el proyecto reduce el límite del gasto, junto con prohibir las donaciones reservadas y las que efectúen las personas jurídicas. Por su parte, se mantiene el monto de aporte fiscal, el que a su juicio, debiera ser la principal forma de financiamiento de las campañas. Preguntó cómo lograr una ecuación adecuada entre el límite al gasto electoral y la necesidad que la ciudadanía se informe adecuadamente del proyecto de cada candidato.


La diputada señora Turres, doña Marisol, preguntó por qué razón se limita a un 10% el aporte que un candidato puede efectuar a su propia campaña. Se critica a los candidatos que buscan financiamiento en donantes externos y al mismo tiempo se les impide endeudarse y comprometer su propio patrimonio en la campaña. Manifestó que no logra entender el sentido de la prohibición.


La señora Ríos expresó que en el derecho comparado se suele asociar el financiamiento público a requisitos relacionados con el sufragio popular. En este sentido sostuvo que en vez de asociarlo a escaños podría vincularse a un porcentaje de votos. 


Otra fórmula podría consistir en otorgar financiamiento basal a todos los partidos y otro porcentaje de recursos asociarlo al número de votos obtenido por cada partido.


Por otra parte, expresó que corresponde a los partidos informar de cuántos recursos necesitan para funcionar adecuadamente.


Asimismo, hizo presente que hoy existen movimientos políticos representados en el Congreso Nacional que no recibirían recursos, al no estar constituidos como partidos. Manifestó que compartía dicha normativa, porque la democracia representativa necesita funcionar con partidos. Los movimientos que desean tener continuidad en el tiempo deben constituirse como partidos. 


Expresó que las sanciones que se pueden aplicar a los partidos políticos y los requisitos que se les deben exigir dependerán de qué se entiende por ellos. Si dejan de ser concebidos como entidades privadas y se modifica la ley que los rige, de modo de establecer que se trata de personas jurídicas de derecho público, podrían ser fiscalizados por la Contraloría General de la República. 


Consideró que el Servicio Electoral no debiera ser sobrecargado de funciones que vayan más allá de organizar el proceso electoral y fiscalizar el gasto. Todo lo que signifique aplicar sanciones debiera otorgarse a otro organismo. Asimismo, compartió le expuesto por la Fundación Pro Acceso, en orden a que sea el Consejo para la Transparencia el organismo que fiscalice las normas contenidas en este proyecto que se refieren a esa materia.


Por su parte, sostuvo que en derecho comparado existen casos en que se exige a los partidos no solo determinados estándares en materia de transparencia, sino también determinadas exigencias en materia de elecciones internas y gobierno corporativo. 


Compartió la inquietud de algunos diputados, en orden a mejorar los controles del gasto que efectúan los partidos, particularmente si se considera que ahora existirá un financiamiento público de estos.


La señora Poblete recalcó la importancia del control social, que está relacionado con la transparencia y el acceso a la información pública. Reiteró que podrían elevarse los estándares de transparencia que se exige a los partidos políticos, más allá de lo que establece el proyecto. Indicó que se podrían publicar las resoluciones del Tribunal Supremo de cada partido, los procedimientos sancionatorios de que está siendo objeto el partido político o los candidatos de la colectividad, entre otras materias.


El señor Zapata sostuvo que las campañas electorales son verdaderas “carreras armamentistas”, dado que el candidato se siente motivado a gastar más o lo mismo que su contrincante. Por ello, deben establecerse incentivos para no traspasar el límite al gasto electoral. 


La sanción penal tiene un papel que jugar en las campañas electorales, la que puede generar consecuencias en materia electoral, si es que se trata de una pena aflictiva, que supone la pérdida de la ciudadanía. Sin embargo, esta sanción se aplica luego de un juicio que tiene lugar con mucha posterioridad a las elecciones. Además, en materia penal las responsabilidades son siempre individuales, por lo que siempre estará el recurso de inculpar al asesor o al administrador.


Expresó que la pérdida del escaño no será una sanción recurrente. Además genera el efecto que el candidato no sienta que está obrando ingenuamente al cumplir con la ley electoral. 


Respecto de la fórmula de contar con un candidato suplente, sostuvo que de reemplazar al candidato infractor con un compañero de partido se puede terminar premiando al partido que patrocinó a quien infringió la ley, porque en definitiva, el candidato titular y el suplente son parte de un mismo equipo. 


En relación a las facultades fiscalizadoras del Servicio Electoral, señaló que si bien compartía la aprensión del diputado Chahin, igualmente esa entidad podría realizar un examen exhaustivo de determinadas campañas, elegidas al azar. Añadió que se puede incentivar la creación de entidades ciudadanas que efectúen un control paralelo.


Reconoció que es efectivo que las elecciones complementarias en un sistema proporcional constituyen un problema, porque debiera ocurrir que las mayorías políticas triunfen allí donde se produjo la vacancia. Sin embargo, no sucede siempre lo mismo. En la década del sesenta debió reemplazarse al diputado Naranjo, de Curicó, donde existía una mayoría de conservadores y liberales, pese a lo cual ganó la elección el candidato socialista, hijo del doctor fallecido. Pese a los riesgos ciertos que se pueda alterar la proporcionalidad, consideró que la elección complementaria es el mejor mecanismo de reemplazo.


Respecto de la consulta formulada por la diputada Turres afirmó que el límite del 10% que se ha fijado como monto máximo de donación para una campaña tiene por objeto evitar que el candidato electo sea rehén de un tercero, que le financió en buena medida la campaña. Aclarado ese punto, sostuvo que no aprecia problema alguno para que un candidato decida financiar buena parte de su campaña con su propio patrimonio. 


El Coordinador el Programa de Asesoría Legislativa del Centro Democracia y Comunidad, señor José Maritano, indicó que existe una tendencia a aumentar los requisitos que se exigen a los partidos políticos para acceder a financiamiento público, como se aprecia en la siguiente lámina:
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En cuanto a los mecanismos utilizados para la asignación de recursos, expuso la siguiente lámina:
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La señora Ríos respecto de la consulta formulada por el diputado Ceroni, en orden a como compatibilizar adecuadamente el límite al gasto electoral con la necesidad de informar a la ciudadanía sobre las propuestas de cada candidato, expresó que una de las ventajas del proyecto dice relación con el fortalecimiento de aquellos aspectos de las campañas que dicen relación con la propuesta programática de los candidatos.


El diputado señor Chahin preguntó qué ocurrirá con la iniciativa que fortalece las facultades fiscalizadoras del Servicio Electoral. Asimismo, preguntó si el Ejecutivo ha considerado incorporar nuevas sanciones a quienes infrinjan la ley, particularmente la que consiste en la pérdida del escaño.


La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señorita Ximena Rincón recordó que el Gobierno se ha comprometido a presentar el proyecto de ley que fortalece el Servicio Electoral a más tardar, el 15 de abril del presente año.


Informó que el trabajo que realizará el Consejo Asesor que se constituirá el día de hoy no es incompatible con el que desarrolla esta Comisión. Dicho Consejo revisará todas las iniciativas que se han presentado ante el Congreso Nacional y efectuará las recomendaciones que les parezca pertinentes, las que eventualmente se pueden traducir en indicaciones.


Añadió que también se pronunciará sobre la relación de los negocios y la política en términos generales, más allá de los alcances de la iniciativa en discusión ante esta Comisión.


El diputado señor Saffirio reiteró lo dicho en pasadas sesiones, en orden a destacar la poca coherencia que existe entre el Título y el contenido del proyecto. Este se limita a otorgar recursos públicos a los partidos políticos, prohíbe el financiamiento de las campañas por parte de las empresas, pero no establece sanciones graves a quienes infrinjan la ley sobre gasto electoral.


Hizo presente que este proyecto fue ingresado el 16 de diciembre del año 2014. Entre esa fecha y hoy han ocurrido en el país situaciones que ameritan un esfuerzo mayor al legislar sobre transparencia y fortalecimiento de la democracia.


El desprestigio y la pérdida de confianza de la ciudadanía hacia el Congreso Nacional ha aumentado considerablemente desde la fecha en que se presentó esta iniciativa, lo que resulta particularmente grave si se considera que tal desconfianza ya era alta a diciembre del año pasado. A esa fecha no se contaba con toda la información que existe hoy en los casos Penta y Caval y al día de hoy no se conocen todos los antecedentes del llamado caso Soquimich.


Anunció su voto en contra.


El diputado señor Andrade sostuvo que por las mismas razones invocadas por el diputado Saffirio, él votará a favor del proyecto.


Manifestó que la ciudadanía, a través de diversos medios, ha interpelado al sistema político por la sensación de desconfianza e incredulidad que se ha instalado, entre las cuales destacó los alegatos efectuados por abogados del Consejo de Defensa del Estado en las audiencias vinculadas al caso Penta. 


Expresó que es necesario reaccionar ante dicha interpelación, sin esperar a que otros realicen el trabajo que es propio del Congreso Nacional. Este proyecto constituye una oportunidad para hacerse cargo de la mencionada interpelación. Concordó con el diputado Saffirio respecto al modesto avance que supone esta iniciativa. Sin embargo, hizo presente que fue presentada bajo otro clima político.


Anunció que entregará al Ejecutivo indicaciones al proyecto de ley en discusión, algunas de las cuales son de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. Tales indicaciones dicen relación con el límite al gasto electoral, con las penas asociadas a la infracción de la ley electoral y con los aportes públicos a los partidos políticos, entre otras materias. También anunció la presentación de una indicación referida a la constitución de los partidos. Durante la discusión del proyecto de ley que terminó con el sistema binominal hubo cierto exceso en orden a facilitar la constitución de nuevas colectividades. Ahora es el momento de reparar dicho error.


Expresó que no existe en el sistema político una común apreciación sobre la magnitud del problema. Tampoco existen diagnósticos similares. Para algunos este problema podía resolverse por el mero transcurso del tiempo.


Por último, destacó que no resignará su mandato en otras entidades que carecen de la representatividad democrática que la ciudadanía les ha otorgado.


El diputado señor Ceroni señaló que el desprestigio de la actividad política afecta seriamente el funcionamiento de la Democracia. Por ello, estimó necesario adoptar medidas que contribuyan a recuperar en parte el prestigio perdido. Esta iniciativa apunta en ese sentido, aunque resulta insuficiente.


Añadió que para contar con instituciones sólidas y que cuenten con credibilidad resulta imprescindible que exista mayor participación ciudadana. Hay que abrir canales que permitan que la ciudadanía se exprese.


Anunció su voto favorable a la iniciativa.


El diputado señor Chahin manifestó que existe una crisis de credibilidad y se está cerca de una crisis de legitimidad de las instituciones democráticas.


Compartió lo expuesto por el diputado Andrade, en orden a que el Congreso Nacional se encuentra emplazado por la ciudadanía. Sin embargo, destacó que cuentan con toda la legitimidad para llevar a cabo las modificaciones que la sociedad reclama.


Expresó que este proyecto apunta en la dirección correcta. Estimó necesario fortalecer aún más los partidos políticos, porque estos son claves para evitar el surgimiento de caudillos.


Recalcó que es necesario contar con sanciones inhibitorias de las conductas que se desean erradicar. En este sentido, consideró fundamental la pronta presentación del proyecto de ley que fortalece el Servicio Electoral, porque si este Congreso aprueba normas que nadie fiscaliza se llegará a una situación aún más grave que la que el país vive hoy.


El diputado señor Coloma expresó que es necesario que quienes participan en política reaccionen ante los hechos que han ocurrido, de modo de evitar que surja el fenómeno del populismo.


El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, señaló que el Ejecutivo, el principal colegislador, estimó necesario convocar a un Consejo Asesor para que lo ilustre en materia de la relación política y dinero, que es sobre lo que versa precisamente este proyecto. En este sentido, advirtió que puede ocurrir que lo que esta Comisión vote hoy aparezca como insuficiente para cuando el mencionado Consejo emita su informe. Sugirió esperar la propuesta que se efectuará. 


Dado que la Presidenta de la República resolvió convocarlo para conocer otra mirada del problema, consideró preferible esperar a que dicho trabajo rinda frutos. Manifestó que resulta inconveniente ignorar la reflexión que emane del Consejo Asesor y avanzar en tramitar un proyecto que el día de mañana aparecerá como insuficiente. Continuar votando esta iniciativa significará que se votará en dos oportunidades sobre una misma materia, porque cuando el Consejo Asesor emita su informe, con toda seguridad ello se traducirá en la presentación de nuevos proyectos. Si la Presidenta consideró conveniente convocar a dicho Consejo, fue porque estimó que era necesario contar con otra mirada sobre la relación entre política y dinero. Si este proyecto fuera la respuesta para solucionar los conflictos que se derivan de la relación entre la política y el dinero la Presidenta de la República no habría convocado al citado Consejo.


Anunció la presentación de una indicación para sancionar con la pérdida del escaño cuando un parlamentario ha infringido las leyes que regulan el gasto electoral.


Reiteró que este proyecto fue presentado cuando la crisis que se atraviesa hoy aún no se desplegaba del todo. 


Anunció su voto en contra de la iniciativa.


El diputado señor Insunza afirmó que la votación en general de un proyecto dice relación con la voluntad de legislar sobre una determinada materia. 


Añadió que están en presencia de una crisis que aún se encuentra en desarrollo. La capacidad de dar una respuesta institucional a esta crisis marcará la diferencia si se trata de un episodio relativamente aislado o una crisis política, que afecta a partidos, parlamentarios y a otras instituciones. 


Indicó que existe un riesgo de crisis institucional. Los hechos por todos conocidos, presentan rasgos similares a lo ocurrido en Italia décadas atrás, que derivó en una crisis terminal de varios partidos, para culminar finalmente en el populismo, con Berlusconi. Hizo presente que solo 50 años atrás triunfó Ibáñez con la promesa de barrer con la corrupción.


Manifestó que siempre existirá la tentación de procurar terminar o dificultar las investigaciones que desarrolla la Fiscalía y de evitar la constitución de Comisiones Investigadoras incisivas, inspirados en la ética de la razón de Estado, que olvida la ética de la razón republicana. 


Señaló que debe resolverse como fortalecer el sistema democrático. Consideró fundamental resguardar y garantizar la adecuada investigación que desarrolla el Ministerio Público.


Por su parte, el Congreso Nacional debe realizar su trabajo. No es razonable esperar la solución del todo, para ir avanzando en los temas pendientes. 


Estimó que el Consejo Asesor Presidencial cumplirá una tarea fundamental, pero en caso alguno podrá reemplazar la labor del Poder Legislativo. Si a partir del trabajo realizado por dicho Consejo se considera necesario introducir nuevos elementos siempre existirá el espacio para hacerlo.


Añadió que han ocurrido hechos que han llevado a muchos a cuestionarse en orden a si el sistema político está en condiciones de superar esta crisis, hechos constituidos básicamente por el llamado “caso Caval”, que ha contribuido a aumentar la desesperanza.


El diputado señor Cristián Monckeberg rechazó la idea de suspender la votación en general de un proyecto, a la espera de lo que resuelva un Consejo Asesor. Preguntó qué propuestas surgirán de ese Consejo, diversas de las que se han escuchado aquí en la Comisión. Recordó que han intervenido ante esta Comisión los más connotados académicos y especialistas en esta materia.


Hizo un llamado a no renunciar a las facultades propias del Congreso Nacional. Solicitó no suspender la tramitación de esta iniciativa.


El diputado señor Soto expresó que la crisis viene incubándose hace años. Todos han podido constatar el declive de la participación ciudadana, no solo manifestada por la abstención en las elecciones, sino también por la poca presencia en el mundo social.


También ha sido posible constatar cómo la ciudadanía ha ido variando su estado de ánimo, desde la molestia hasta la irritación.


Destacó la necesidad de hacerse cargo de la gravedad de esta crisis de confianza y hasta cierto punto, de legitimidad de las instituciones. 


Recordó que en la década del noventa la amenaza que existía sobre el sistema democrático decía relación con una eventual regresión militar. Hoy el peligro está dado por la magnitud de los niveles de corrupción en las instancias donde se adoptan decisiones públicas.


Manifestó que la democracia no garantiza la ausencia de vicios como los que se han conocido. Sin embargo, esta debe ser capaz de conducir o establecer vías que permitan salir de situaciones o escenarios como el que se ha generado. Recalcó que el Congreso Nacional tiene un rol fundamental que ejercer en esta tarea.


Indicó que no existe incompatibilidad alguna entre la tarea que desarrollará el consejo Asesor y esta Comisión. El trabajo de dicho Consejo sin duda excederá los márgenes de esta iniciativa, que solo se refiere al financiamiento de campañas y aporte público a los partidos políticos. 


Además advirtió que la tramitación de un proyecto de ley contempla varias etapas, en cada una de las cuales se pueden introducir modificaciones.


Por otra parte, hizo presente que el proyecto presenta debilidades en materia de sanciones a los infractores. Su principal omisión es la sanción de la pérdida del escaño. Asimismo, que quien aporte ilegalmente cien millones de pesos a una campaña solo reciba como sanción una multa de ochocientos mil pesos constituye otra debilidad manifiesta de la iniciativa.


Añadió que también debieran contemplarse sanciones a las personas jurídicas que efectúan aportes a campañas al margen de la ley, las que también debieran extenderse a los partidos políticos que han hecho del financiamiento ilegal su práctica habitual.


También consideró necesario adoptar medidas para prevenir la corrupción. Para ello la transparencia resulta fundamental.


El diputado señor Squella coincidió en que el título de la iniciativa resulta pretencioso si se considera su contenido; que este puede resultar insuficiente y que el contexto político que existía al presentarse el proyecto de ley es muy diverso al de hoy. Sin embargo, manifestó que comparte el propósito que persigue.


Reconoció que en un principio no estaba de acuerdo con el financiamiento público de los partidos políticos, por existir otras prioridades en el país. Sin embargo, fundamentalmente a la luz de las opiniones que se han recibido en el seno de la Comisión se ha ido convenciendo de la necesidad que exista aporte público para las colectividades políticas.


Consideró que este proyecto apunta en la línea de correcta.


Por otra parte, expresó que desde hace un tiempo en política se ha sobredimensionado la importancia de enviar “señales”. Al respecto aseveró que votará a favor la idea de legislar, porque está convencido que constituye en términos generales, a una iniciativa adecuada, y no para emitir señal alguna.


Expresó que más allá de la “señal” que significaría votar en contra, le preocupan los efectos concretos que tiene dicha votación. Si en la Sala es mayoría la opción por el rechazo significará que no se puede discutir esta materia durante un año, a menos que la Presidenta de la República haga uso de la opción que consagra la Constitución de insistir ante el Senado. 


Quienes hoy votan en contra lo hacen porque saben que el proyecto de todas formas se aprobará. Con su votación han querido dar una “señal”, en orden a que este proyecto es insuficiente. Sin embargo, reiteró que de ganar esta opción no se podría discutir durante un año el tema del financiamiento de la política.


El diputado señor Rincón recordó que este proyecto es una de las prioridades legislativas de la Presidenta de la República. 


Asimismo, hizo presente que existe un apoyo transversal a la disminución del gasto electoral.


Indicó que debiera existir la obligación de dar a conocer el patrimonio de accionistas mayoritarios y de gerentes de empresas cuyo rubro diga relación con bienes públicos, como ocurre con las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Isapres. 


El diputado señor Saffirio aclaró que se limitó a votar en contra de un proyecto de ley que considera malo. No ha procurado emitir señal de naturaleza alguna.


El diputado señor Squella sostuvo que cuando se es convocado para votar la idea de legislar, hay que pronunciarse sobre el fin que persigue el proyecto y no sobre su contenido en específico, porque para ello existe la discusión particular. Hizo presente las consecuencias que se generan a partir del rechazo de la idea de legislar.


El diputado señor Hugo Gutiérrez manifestó que en el debate legislativo debieran confrontarse las diversas visiones y argumentos que se puedan esgrimir. Sin embargo, estimó que no corresponde que se le atribuyan determinadas intenciones a partir de una determinada votación.


El diputado señor Andrade consultó a los representantes del Ejecutivo si el Gobierno considera que la constitución del Consejo Asesor supone la suspensión de la tramitación de esta iniciativa.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, señaló que no es la intención del Gobierno suspender la tramitación del proyecto.


Vuestra Comisión estimó importante incluir en la discusión general, la originada en su seno, relativa al tema de la pre campaña, la que se reproduce a continuación, por no corresponder a disposiciones específicas del proyecto.


El diputado señor Soto informó que la Comisión Anti Corrupción sugirió “Establecer un período de “pre campaña”, contado desde el día fijado para las elecciones primarias hasta 30 días antes de la elección. Durante este período, los ingresos y gastos deberán ser declarados al Servel. Se mantiene el actual período de 30 días antes de la elección para desplegar la propaganda electoral.


Toda publicidad en la vía pública y medios de comunicación que se despliegue con anticipación al mes autorizado, será imputada como gasto al doble de su valor de mercado y deberá ser retirada por el candidato de forma inmediata. De lo contrario, el Servel podrá cursar una multa al candidato.”


El diputado señor Saffirio destacó que las actividades a que ello se refiere representan el ejercicio de garantías constitucionales que no requieren ser reguladas.


El diputado señor Chahin expresó que disposiciones de esta naturaleza solo generarán dificultades.


El diputado señor Squella preguntó si las comunicaciones o saludos que dirijan los diputados a las mujeres en el día de la madre constituyen o no propaganda electoral. Destacó que ello forma parte de la libertad de expresión del parlamentario y no puede ser conculcado.


El diputado señor Soto señaló que si los interesados comienzan a instalar propaganda cuatro meses antes del inicio del período de campaña, no habría forma de fiscalizar ese gasto ni menos de ordenar el retiro de ella. Las atribuciones del Servicio Electoral comienzan una vez que los candidatos se han inscrito. Por ello, considera necesario regular el período “gris” que tiene lugar después de las primarias y antes que se inicie el plazo legal de campañas.


Coincidió en que puede resultar innecesario detallar las actividades que un pre candidato puede realizar cuando ellas se enmarcan en el ejercicio de una garantía constitucional. Sin embargo, estimó necesario establecer con claridad qué tipo de actividades no se pueden llevar a cabo, por constituir propaganda electoral.


El diputado señor Chahin reiteró que siempre el candidato podrá realizar marchas o reuniones con simpatizantes, sin necesidad que una norma lo autorice para ello, porque constituye una garantía constitucional que no puede ser conculcada.


Preguntó si una norma de esta naturaleza podría significar que está prohibido para un diputado enviar saludos con motivo del día de la madre.


Propuso establecer que se tendrá por no inscrita la candidatura de aquel que haya realizado propaganda antes del plazo permitido por la ley.


El diputado señor Saffirio recalcó que deberá sancionarse por parte del Servicio Electoral a aquel que realice propaganda antes del plazo señalado en la ley. La sanción planteada por el diputado Chahin puede ser de utilidad para inhibir esa conducta.


El diputado señor Squella expresó que tal sanción es inconstitucional, por vulnerar lo dispuesto en el artículo 13 de la Carta Fundamental.


Recalcó que a su entender antes del plazo legal de campaña se encuentra todo permitido.


El plazo es relevante porque la trascendencia de la propaganda aumenta a medida que se acerca la fecha de las elecciones.


El diputado señor Chahin aclaró que el concepto de propaganda ya está definido en el debate de esta Comisión. Al discutirse las modificaciones que se introducirán en el artículo 30 se estableció que “Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en el artículo 32, como a un partido o movimiento político con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.”


Por tanto, realizar propaganda más allá de la oportunidad que establece la ley se encuentra prohibido.


El diputado señor Squella reiteró que considera irracional esa interpretación. No se puede prohibir a un ciudadano que publicite su persona a dos años de la elección. Ello atenta contra garantías constitucionales.


El diputado señor Soto advirtió que la definición alude a candidatos. Esa calidad solo se adquiere a partir de la inscripción de las candidaturas y de la aceptación de estas por el Servicio Electoral.


Antes de los noventa días que preceden a la elección no existiría regulación. Por ello se propone facultar al Servicio Electoral para ordenar el retiro de la propaganda y a valorizarla para determinar si se infringe o no el límite al gasto electoral.


La señora Cabrera indicó que las candidaturas independientes para convencer a los ciudadanos que las patrocinen dan a conocer sus ideas con mucha antelación al plazo de 150 días al que se alude en esta propuesta. De aprobarse se estaría limitando aún más el accionar de tales candidatos.


Destacó que la categoría de pre candidato no existe legalmente. Hay que determinar con claridad quienes tendrían esa categoría.


Estimó que tanta regulación podría terminar por hacer más compleja la labor de quienes participan en este proceso.


El diputado señor Coloma recalcó que la definición de propaganda electoral alude al período en que ya se tiene la calidad de candidato.


Lo propuesto tiene por objeto prohibir la campaña entre el día 60 y 150 antes de las elecciones. Destacó que atenta contra el sentido común el limitar todo tipo de campaña antes del plazo legal. Esa medida perpetuaría en los cargos a los actuales parlamentarios, porque los desafiantes no tendrán espacio para darse a conocer.


El diputado señor Soto propuso prohibir expresamente la propaganda electoral entre los días que se señalan en la propuesta en discusión.


La señora Cabrera aseveró que la prohibición para desplegar la propaganda más allá de los plazos legales ya existe, prohibición cuya infracción tiene contemplada sanciones expresas. Resulta innecesario reiterarlo.


El diputado señor Soto preguntó cómo valorizará el Servicio Electoral aquella propaganda que se realiza antes del inicio legal de las campañas.


La señora Cabrera aclaró que no tiene sentido valorizar gastos en que incurran personas que posteriormente no adquirirán la calidad de candidatos. Añadió que no resulta posible llevar un control de lo que sucede antes del inicio del plazo legal para realizar campañas.


El señor Jordán estimó la propaganda electoral antes del plazo legal ya se encuentra prohibida, en atención a la definición aprobada por esta Comisión, que entiende por ella la que se efectúe…”…en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.”


El diputado señor Coloma recordó que la ley permite efectuar primarias voluntarias. Ellas se realizarán más allá del plazo de sesenta días antes de las elecciones, lapso en el cual, a juicio de algunos, estaría prohibida todo tipo de propaganda.


El diputado Monckeberg, don Cristián, recordó que la propuesta del Ejecutivo tuvo por objeto recoger observaciones de los diputados y no nace a iniciativa del Gobierno. Consideró preferible retrotraer la discusión al mensaje original y no regular el período previo al plazo legal de las campañas.


2.- Discusión Particular.

Artículo 1°

N° 1)

El diputado señor Monckeberg, don Cristián, formuló indicación para agregar en el inciso segundo del artículo 6° bis, propuesto en este numeral, la siguiente frase final, reemplazando el punto final por una coma (,):


“debiendo dicho Servicio establecer un plazo para subsanar eventuales errores”.


Sometido a votación el numeral, con la indicación propuesta se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando en el inciso primero la expresión “inscripción” por “declaración”. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para reemplazar el inciso primero del artículo 6°bis, propuesto en este numeral, por el siguiente:


“Artículo 6º bis. En la fecha que corresponda a la inscripción de las candidaturas, los candidatos deberán efectuar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señalan los artículos 57 y siguientes de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”

N° 2)


El diputado señor Chahin preguntó qué se entiende por “promover”, verbo que se incorpora en el literal a) de este numeral.


La señorita Rincón recordó que se suele usar como subterfugio para no infringir la ley electoral el no hacer un llamado a “votar por” una determinada persona, pero en los hechos se la publicita como candidato de cualquier otra forma.


Expresó que a través de esta modificación el Ejecutivo desea establecer que se entiende por propaganda cualquiera acción que se realice para promover a un determinado candidato, se llame o no a votar por él.


El diputado señor Chahin preguntó si se considerará propaganda electoral la entrega un díptico para la promoción de una ley, por parte de un diputado en el ejercicio de su función parlamentaria.


El diputado señor Cornejo sostuvo que la forma en que está redactado el artículo puede ser insuficiente para cubrir todos los aspectos que pueden suscitarse en una campaña. La norma no aclara que significa “promover” o “inducir”.


El diputado señor Saffirio afirmó que los conflictos que se han originado en el pasado, por la utilización de espacios físicos para propaganda electoral en períodos que van más allá del plazo legal dicen relación con la imprecisión de este concepto.


Sugirió establecer que se considerara propaganda electoral aquella que directa o indirectamente busca inducir a los electores a votar por un determinado candidato, incluida aquella que se realizare fuera del plazo legal permitido. La idea es prohibir tanto aquella propaganda electoral camuflada, que no señala “vote por”, así como también la sola publicación de la foto del candidato.


El diputado señor Soto sostuvo que debe regularse no solo desde cuándo se puede hacer campaña, sino también la forma en que se desplegará.


El diputado señor Squella advirtió que normas que restringen en demasiado la campaña terminarán por perjudicar a los desafiantes. Recalcó que en atención al tamaño de los nuevos distritos será más difícil para los nuevos candidatos el darse a conocer.


La diputada Turres, doña Marisol, hizo presente que forma parte del trabajo parlamentario el dar a conocer la labor que realizan. Preguntó dónde se traza el límite entre la difusión de tal labor y la campaña electoral.


El diputado señor Insunza puntualizó que la distinción entre inducir y promover un candidato no hace mucha diferencia. Sostuvo que debe regularse el período de precampaña. Preguntó hasta qué momento se puede realizar esa actividad de difusión de la labor parlamentaria.


El diputado señor Chahin indicó que si se opta por adelantar el período de campaña, los Alcaldes debieran abandonar su cargo con antelación.


El diputado señor Soto recalcó que el mensaje tiene por objeto extender el concepto de propaganda electoral.


Con todo, estimó que la norma en discusión no resuelve el problema que dice relación con las campañas que se realizan antes de la inscripción de las candidaturas.


Hizo presente que han existido dificultades para distinguir entre las labores de difusión propias del cargo o actividad con las que constituyen propaganda electoral.


La señora Cabrera manifestó que debe existir claridad respecto de dos conceptos: campaña y propaganda. La primera es el género y la segunda es la especie.


La campaña comienza noventa días antes de la elección, con la declaración de las candidaturas. Desde ese instante comienza el financiamiento público. La propaganda empieza treinta días antes de la elección hasta el tercer día previo a ella.


En el período de campaña pueden desarrollarse todas las actividades destinadas a promover la candidatura, en el marco de lo permitido por la ley. Es así como pueden desarrollarse reuniones, puerta a puerta, etc. La propaganda solo se puede realizar cuando el candidato tiene tal calidad. Ello tiene lugar más menos alrededor de 47 días con anterioridad a la elección.


Explicó que después de la declaración de las candidaturas, comienza el proceso de aceptación y rechazo de estas por parte del Servicio Electoral. Transcurrido ese proceso, incluyendo un eventual paso por la justicia electoral, se pasa al Registro Especial de Candidaturas, que otorga la calidad de candidato para todos los efectos legales.


Advirtió que la persona, pese a contar con la calidad de candidato alrededor de 47 días antes de la elección, solo puede efectuar propaganda 30 días antes de la ella. Estimó preferible sincerar la situación y ampliar los plazos para realizar la propaganda.


Informó que en el derecho comparado se permite la propaganda entre 45 y 60 días antes de la elección.


Respecto del concepto de propaganda sugirió definirla de la siguiente manera: “Se entenderá por propaganda electoral toda aquella manifestación pública escrita o audiovisual que promocione el nombre o apellido de un candidato, o un partido político, o que utilice cualquier otro medio de identificación de aquellos y que esté dirigida a promover a un candidato o partido político. También lo será la que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a plebiscito. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y en la forma prescrita en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral las actividades habituales del funcionamiento del partido y de las autoridades públicas, así como la realización de entrevistas periodísticas.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos, sin aludir a asuntos ideológicos o de carácter partidista o a política contingente.”


Respecto de la regulación de las inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público sugirió definir con más propiedad el carácter de “autoridades públicas”. La misma norma dispone que se deberá cursar invitación a tales eventos a todos los candidatos de la respectiva región. Sobre el particular preguntó qué necesidad existe de invitar a los candidatos de la región si se trata de una elección municipal. Sugirió aludir al “territorio electoral”.


El diputado señor Cornejo propuso incorporar en la definición de propaganda electoral dada por el Servicio, junto con el nombre y apellido, la imagen.


Manifestó que esta norma constituye uno de los puntos centrales del proyecto. En este sentido, consideró que ampliar los plazos de campaña apunta en un sentido contrario al objetivo de disminuir el gasto electoral.


Preguntó si el Servicio Electoral tendrá la capacidad suficiente para fiscalizar toda la propaganda, sea que se realice en bienes nacionales de uso público o en la propiedad privada.


Recalcó que no se puede aprobar una ley permisiva, so pretexto de no perjudicar los intereses del candidato desafiante.


La señorita Rincón hizo presente que si bien se aumenta el tamaño de los distritos, con ello también crece el techo del gasto electoral, al aumentar el número de electores. 


En la sesión siguiente, informó que el Ejecutivo elaboró esta propuesta con el fin de recoger el largo debate desarrollado en la pasada sesión.

 
El diputado Monckeberg, don Cristián, hizo presente que no es lo mismo aludir a candidaturas inscritas que a candidaturas declaradas. Si un diputado realiza una rendición de cuentas y posteriormente distribuye folletos con dicha cuenta, preguntó si tal distribución podría considerarse como propaganda si se realiza durante un año electoral.


Lo dispuesto en el inciso segundo debiera aclarar que cualquier acción realizada por el parlamentario en el ejercicio de su función no podrá ser considerada como propaganda electoral.


El diputado señor Coloma sugirió aludir a fechas determinadas, en vez de hacerlo al momento de inscribir o declarar las candidaturas. Hoy la ley dispone que las candidaturas deben estar inscritas 90 días antes de la elección. Preguntó qué ocurre si el partido inscribe a sus candidatos 150 días antes de la elección, en relación con los efectos que ello genera respecto al plazo para realizar propaganda electoral.


El diputado señor Squella hizo presente que al aludir a “un candidato declarado o inscrito a un cargo de elección popular”, se podría generar una dificultad, dado que los candidatos impugnados tendrían una fecha distinta, por lo que podrían realizar su campaña sin que ella sea considerada propaganda electoral.


El diputado señor Melo preguntó si la expresión “audiovisual” comprende también la propaganda radial, o solo se limita a la televisión.


Preguntó cuál es el tratamiento que se dará a los candidatos independientes, dado que solo alude a los candidatos de partidos políticos.


El diputado señor Soto manifestó estimó que la frase “que promueva a un candidato declarado o inscrito a un cargo de elección popular, a un partido o movimiento político” resulta poco clara, porque podría entenderse que se trata de la candidatura interna a la directiva de un partido político.


El diputado señor Coloma advirtió que la propuesta alude a los “movimientos políticos”, sin que ellos estén definidos en la ley. 


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera explicó que el artículo 30 tiene por objeto definir qué se entiende por propaganda electoral, sin que sea su norte el establecer plazos para el gasto electoral ni referirse a la actividad de los partidos políticos. Se pretende conceptualizar algo que hasta la fecha siempre ha generado dificultades.


Respecto de la referencia al “candidato inscrito o declarado” explicó que el plazo para declarar la candidatura vence el nonagésimo día anterior a la elección. Los candidatos inscritos son los aceptados por el Servicio Electoral o rechazados, que han sido validados posteriormente por el Tribunal Calificador de Elecciones o por los Tribunales Electorales Regionales. La inscripción de las candidaturas ocurre más menos 45 o 47 días antes de la elección.


Respecto de los “movimientos políticos” explicó que ellos tienen consagración constitucional, pero no pueden participar electoralmente. Por ello no se les aplica esta ley.


Esta propuesta tiene por objeto dar mayores luces respecto de lo que debe entenderse por propaganda.


La señorita Rincón sostuvo que la duda relativa a las actividades propias de las autoridades públicas se despeja con la redacción del inciso segundo de la propuesta. Con todo, consideró preferible aludir a “autoridades públicas elegidas por votación popular”. 


Respecto de la consulta formulada por el diputado Melo, sugirió acoger su inquietud e incorporar expresamente una referencia a la propaganda radial.


En relación a la inquietud del diputado Coloma, sostuvo que es efectivo que la candidatura puede ser declarada con anterioridad, pero el lapso para efectuar la propaganda electoral se establecerá con claridad, con independencia de la fecha en que se inscriba la candidatura.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán sostuvo que aun cuando se declare con antelación la candidatura, el lapso para hacer campaña siempre será el mismo, por cuanto este se empieza a contar desde el vencimiento del plazo para inscribir la candidatura.


Añadió que se hace alusión a la expresión “movimiento político” en atención a que puede ocurrir que un candidato opte por realizar propaganda electoral desde el movimiento político, como vía para eludir la ley sobre gasto electoral.


El diputado señor Coloma hizo un llamado a no vincular la declaración de la candidatura con el inicio del plazo para efectuar propaganda electoral.


El diputado Monckeberg, don Cristián, afirmó que la norma tiene por objeto regular la promoción de un candidato, de un partido o movimiento, incluyendo expresamente la referencia a estos últimos de modo de evitar que en la propaganda se haga un llamado a votar “por los candidatos del movimiento”, y de esta forma eludir el cumplimiento de la norma legal. Sobre este último punto, consideró inapropiado abrir la puerta para dar apariencia legal a los movimientos políticos. Incorporar este concepto puede constituir el punto inicial para futuras reivindicaciones de esos movimientos, incluso en materia de financiamiento.


El diputado señor Squella señaló que si se analiza conjuntamente el nuevo artículo 30 con lo dispuesto en el artículo 32 no aprecia impedimento alguno para que una persona, cuatro meses antes de la elección, celebre un contrato con una radio, de modo de se le permita la emisión de mensajes a la ciudadanía. Consideró positivo que los desafiantes tengan esa libertad.


Dicho de otra forma, estimó que de la lectura literal de los artículos 30 y 32 se concluye que no comete infracción quien publica un cartel cuatro meses antes de la elección, porque se trataría de hechos que suceden más allá de los plazos regulados por la ley.


El diputado señor Soto reiteró que la propuesta en discusión no resuelve lo que sucede en el período de pre campaña, el que se inicia con bastante anticipación. De aprobarse la norma en los términos propuestos, todo lo que ocurre más allá de los plazos de campaña legal, queda al margen de la regulación de esta ley.


Sugirió regular expresamente el período que se ha denominado de pre campaña.


El diputado señor Ceroni se manifestó contrario a aumentar el plazo de la campaña, en atención a que uno de los objetivos de esta iniciativa es precisamente disminuir los gastos electorales.


La ciudadanía debe elegir a sus representantes en base a la trayectoria de estos y no por la propaganda.


El diputado señor Squella expresó que le preocupaba la situación de los candidatos desafiantes. Con el nuevo tamaño de los distritos, para los candidatos desafiantes será una tarea titánica darse a conocer en poco tiempo y con recursos limitados. Reiteró que él entiende que lo que sucede más allá de los plazos legales de campaña no se encuentra regulado por la ley. De lo contrario, si una persona decide hoy colocar un cartel con su nombre estaría cometiendo una infracción. 


Indicó que es contrario regular lo que ocurre en la llamada pre campaña.


El diputado señor Soto sostuvo que de acuerdo al criterio expresado por el diputado Squella, lo que suceda antes del plazo legal para hacer campaña, quedará en tierra de nadie, y reinará la “ley de la selva”. Para evitar esta situación reiteró su llamado a regular lo que sucede en el período de pre campaña.


El diputado señor Silber señaló que la indicación mejoraba la propuesta del mensaje original. 


Hizo presente que un parlamentario de la UDI ha declarado ante el Ministerio Público que los recursos por los que se le consulta dicen relación con la precampaña y su financiamiento. Destacó que el periodo previo a la campaña es el más importante, dado que en los últimos noventa días queda quizás un 15 o 20% de votación indeterminada.


El diputado señor Soto sugirió facultar al Servicio Electoral para que pueda valorizar los gastos realizados durante el período anterior a la campaña y considerarlo dentro del límite total de gastos.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sostuvo que resulta demasiado complejo pretender regular el período anterior a la campaña, dado que algunas acciones de candidatos al Congreso Nacional se inician apenas terminan las elecciones municipales.


Si se faculta al Servicio Electoral para imputar al gasto del candidato aquellas actividades realizadas antes del plazo de campaña legal lo dispuesto en el inciso segundo de la propuesta terminará en “letra muerta”, ya que se terminará por imputar al gasto muchas actividades propias del cargo parlamentario.


Sugirió facultar al Servicio Electoral para poder disponer el retiro de la propaganda realizada antes del período legal de campaña electoral.


El diputado señor Coloma reiteró que resulta necesario aumentar el plazo para hacer campañas. Si se fija un plazo breve y antes de él las ciudades ya están tapizadas de propaganda, la ciudadanía se decepcionará.


Si en el marco de la campaña municipal un concejal desea fotografiarse con un diputado, preguntó si ello puede ser considerado como propaganda.


Asimismo, sugirió permitir hacer campaña a los candidatos que no participan en primarias, para evitar que se realicen primarias artificiales, con el solo fin de poder realizar propaganda electoral.


El diputado señor Squella puntualizó que la propaganda electoral no es necesariamente negativa. Lo que la ciudadanía rechaza son aquellas que resultan invasivas.


Reiteró su preocupación por los límites que se están fijando, dado que el candidato desafiante no contará con el tiempo necesario para darse a conocer. Sería injusto sancionarlo por repartir folletos en la feria antes del plazo legal de campañas.


Hizo un llamado a salvaguardar el derecho de los desafiantes a poder emitir y difundir libremente sus ideas.


El diputado señor Ceroni reiteró que no es partidario de ampliar los plazos de propaganda electoral. A vía de ejemplo, expuso que un abogado laboralista podría acudir a un programa de radio para referirse a su labor, en la medida que ello no sea utilizado como una forma de campaña encubierta.


Estimó que los contornos precisos del concepto de propaganda electoral lo irá haciendo el Servicio Electoral con el transcurrir del tiempo.


El diputado señor Melo consideró necesario que la Comisión se haga cargo de regular el período de precampaña, fijando con claridad que actividades se encuentran permitidas y cuáles no. 


El diputado señor Soto recalcó que debiera normarse el período que va desde la realización de las primarias hasta el inicio del plazo legal para hacer campaña, para lo cual anunció la presentación de una indicación.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expresó que la nueva propuesta aclara que la propaganda electoral se refiere a las elecciones populares y no a las que se realizan al interior de los partidos, de modo de superar algunas dudas surgidas en la sesión pasada. Asimismo, se alude expresamente a la propaganda radial. 


En el nuevo artículo 32 bis que se propone incorporar se regula la llamada “pre campaña”. 


El diputado señor Ceroni solicitó se aclare la referencia a las elecciones primarias.


El señor Jordán explicó que desde el día centésimo quincuagésimo anterior a la elección, o desde el día siguiente de la elección primaria si es que la hubiere, todo precandidato podrá realizar actividades que lo promocionen para un cargo de elección popular.


El diputado señor Chahin preguntó si el Ejecutivo hará llegar una indicación para regular los períodos de pre campaña de los Alcaldes.


El diputado señor Coloma preguntó si en época de primarias solo podrán realizar campañas aquellos candidatos que participen de dicho proceso electoral. Manifestó que puede ocurrir que quienes no participen en primarias se vean perjudicados, lo que podría llevar a la realización de “primarias artificiales”, con el solo fin de aprovechar de hacer campaña en ese período.


Indicó que debiera permitirse realizar actividades de propaganda electoral durante ese periodo a todos los candidatos, participen o no en primarias.


El señor Jordán expresó que las primarias son procesos electorales determinados por los partidos y por las coaliciones. Destacó que la ley regula la situación de aquellos candidatos cuyos partidos o coaliciones han resuelto ir a primarias. 


El diputado señor Insunza sostuvo que los candidatos que participan en primarias tendrán una figuración mayor respecto de quienes no participan de este proceso electoral. Es efectivo que esta disposición puede terminar estimulando primarias que no son reales.


El diputado señor Chahin sostuvo que en el nuevo artículo 32 se dispone que “Se entenderá como precandidato, el ciudadano que, desde el centésimo quincuagésimo día, o desde el día siguiente de la elección primaria si es que la hubiere, y hasta el día octogésimo noveno, ambos días inclusive, manifieste su intención de ser candidato a un cargo de elección popular.”. Al respecto indicó que debe precisarse donde debe manifestarse la voluntad de ser candidato. La redacción actual de la propuesta significa una extensión del plazo para hacer campaña, existan o no primarias, pues la alusión a ellas solo se efectúa para efectos de precisar el plazo para formular la intención de ser candidato.


El diputado señor Soto recordó que actualmente se encuentra bien definido el período de campaña electoral. Sin embargo, el proyecto incurre en una omisión, al no hacerse cargo de lo que ocurre en el lapso que media entre el término de las primarias y la inscripción del candidato. Para salvar esta omisión se pretende regular el plazo que va desde el día siguiente de las primarias hasta el día de la inscripción.


El diputado señor Coloma preguntó si en el periodo de primarias podrá existir financiamiento de parte de particulares, lo que significaría una ventaja para los candidatos que participen en dicho proceso electoral. Asimismo, preguntó si existirá financiamiento público para el período de pre campaña. 


La ministra Secretaria General de la Presidencia, señorita Ximena Rincón, indicó que el artículo 42 bis de la ley de primarias hace extensivo el financiamiento a las elecciones primarias. Reconoció que existe un vacío en materia de recaudación de recursos para tales primarias. Las normas de financiamiento de las campañas no las consideraron. Con todo, hizo presente que lo que se gasta en el proceso de primarias se descuenta del máximo legal permitido para la campaña ordinaria.

 
El diputado señor Ceroni expresó que con esta propuesta se está alargando el plazo para efectuar campañas, desvirtuando con ello la idea original del proyecto.


La señorita Rincón explicó que este proyecto, entre otras materias, transparenta el plazo durante el cual se hace campaña. Destacó que hoy se burla la norma, evitando hacer un llamado a votar por una determinada persona. Por ello, se propone permitir la propaganda desde que se inscriben las candidaturas.


Además el proyecto determina los lugares donde se puede hacer campaña.


El diputado señor Insunza sostuvo que de aprobarse la propuesta se puede terminar con un período de campaña excesivamente largo.


Hizo presente que en los regímenes parlamentarios, cuando se disuelve el Parlamento, los candidatos inscriben sus candidaturas y hacen campaña en un plazo relativamente corto.


Sugirió estudiar la posibilidad de fijar un plazo de campaña en un periodo intermedio entre la inscripción de la candidatura y los 30 días hoy vigentes.


El diputado señor Trisotti preguntó si se ha estudiado la posibilidad de regular la propaganda electoral a través de las redes sociales, o por medio de correos electrónicos y si la campaña que se realice por estas vías será fiscalizada también por el Servicio Electoral.


El diputado señor Coloma hizo presente que en el inciso segundo del artículo 32 bis se dispone que “En este período queda totalmente prohibido realizar acciones de propaganda dispuestas en los artículos 31,31 bis, 31 ter y 32, siéndole aplicable solo lo dispuesto en los artículos 32 inciso final, 124 y 126 de la presente ley. Las acciones de propaganda realizadas con infracción a los artículos anteriores, se valorizarán como gasto electoral para efectos de calcular el límite establecido en el artículo cuarto de la ley N°19.884.” Por tanto, en período de pre campaña el pre candidato solo podrá caminar por las calles y no podrá realizar actividad de propaganda alguna.


Solicitó dejar un espacio para realizar algún tipo de actividad de campaña en el período señalado.


El diputado señor Chahin sostuvo que esta propuesta apunta en sentido contrario a los objetivos del proyecto, que buscaba reducir el gasto en campañas.


Manifestó que resulta preferible que fuera del período de campaña no se pueda realizar actividad de propaganda alguna.


La señorita Rincón aclaró que esta propuesta surge a partir de la discusión realizada en esta Comisión el día de ayer en Santiago.


El diputado señor Soto recalcó que esta propuesta reconoce la realidad, en orden a que existe una suerte de pre campaña.


El diputado Monckeberg, don Cristián, estimó que resulta preferible retomar la propuesta contenida en el proyecto original, en orden a mantener en 30 días el plazo para efectuar la campaña. Lo que ocurra en el período anterior lo deberá fiscalizar el Servicio Electoral. Es preferible esta opción, antes de pretender regular todo cuanto ocurra en las campañas, recogiendo las sugerencias efectuadas por dicho Servicio.


El diputado señor Ceroni compartió la propuesta efectuada por el diputado señor Monckeberg.


La señorita Rincón consideró inadecuado regular el período de pre campaña. Sin embargo, recalcó que de mantenerse la norma vigente sin modificación alguna, los candidatos podrán burlar la ley por la vía de evitar hacer el llamado a votar por una persona.


El diputado señor Soto reiteró que en el período anterior a la campaña legal los pre candidatos podrán realizar todo tipo de actividades, sin regulación alguna.


El diputado señor Squella afirmó que antes del período legal las personas pueden realizar todo tipo de actividades, a menos que se le prohíba expresamente.


Estimó que lo que ocurra en las redes sociales no debe regularse de manera alguna.


La señorita Rincón, en sesión posterior, hizo presente que el Ejecutivo ha sugerido algunas propuestas que apuntan en el mismo sentido de las observaciones o sugerencias efectuadas por el Consejo Asesor.


El diputado señor Chahin advirtió que la referencia al artículo 30 debiera reemplazarse por la expresión “a ese artículo”, porque la modificación se introduce precisamente en el artículo 30.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán expresó que la primera propuesta recoge una sugerencia efectuada por el propio Servicio Electoral. Cuando esta propuesta de redacción fue sometida a consideración de la Comisión, los diputados formularon una serie de sugerencias, que llevaron al Ejecutivo a formular una nueva propuesta, la que pretende recoger tales observaciones.


En primer lugar, se aclara que la definición de propaganda electoral alcanza a las elecciones reguladas en esta ley, de modo de evitar que se confunda con aquellas que se llevan a cabo al interior de los partidos. Además se incorpora en el concepto de propaganda electoral una expresa referencia a las manifestaciones públicas radiales. Agregó que la segunda propuesta también pretende aclarar que, respecto de los movimientos políticos, se está aludiendo a la propaganda electoral que se realice de ellos.


El diputado señor Chahin destacó que nuestra legislación consagra que las actividades políticas deben ser efectuadas de manera privativa por los partidos políticos. La propia ley orgánica constitucional que los regula sanciona a aquellas personas o movimientos que realizan actividades propias de los partidos políticos, sin serlo. 


Recordó que se han disminuido los umbrales para conformar un partido político, con el fin de facilitar su constitución. Consideró grave que junto con ello se autorice a los movimientos políticos a desarrollar una campaña electoral, elemento que es de la esencia de los partidos políticos. Con ello se abre la puerta para que no solo los partidos puedan realizar propaganda electoral.


El diputado señor Soto preguntó al Ejecutivo si se regulará a los comités independientes de acción política, ya que esta puede constituir una vía para eludir la regulación que se está consagrando. Estos suelen recaudar fondos a nombre de los candidatos y despliegan propaganda en su nombre, pero quedan al margen de la regulación legal.


El diputado señor Squella compartió la preocupación por hacer más objetiva la definición. Junto con ello, hizo presente que si se excluye la referencia a los movimientos políticos, podría eventualmente realizarse la promoción de determinados movimientos, sin someterse a las reglas que se están discutiendo. Vale decir, podría efectuarse un llamado a votar por los candidatos de “Amplitud” u otro movimiento similar, sin quedar sujetos a la regulación que hoy se discute.


El diputado señor Melo preguntó a cuál regulación quedarán sujetos los candidatos independientes, que no están adscritos a un partido o movimiento político.


El señor Jordán señaló que nuestra propia Constitución alude a los movimientos políticos en el artículo 19 N°15. Por tanto, se trata de una categoría ya reconocida por nuestro ordenamiento jurídico.


Explicó que la propuesta que se ha efectuado pretende precisamente que no se eluda la ley electoral por la vía de promover a determinados movimientos. Destacó que ello no constituye un desincentivo a la constitución de partidos políticos. Al respecto recordó que solo existirá financiamiento para aquellos partidos políticos que cuenten con representación parlamentaria. Por último, sostuvo que existe un espacio desregulado, que dice relación con la propaganda electoral que realizan determinados movimientos y es el que pretende regularse a través de esta propuesta.


Sobre lo mencionado por el diputado Soto, recordó que se prohibió el aporte efectuado por personas jurídicas. Además indicó que todos los aportes pueden ser imputables a gastos electorales, los que se encuentran sujetos a un límite. Por tanto, las acciones que emprendan los comités independientes de acción política se podrán imputar a los gastos sujetos a límite.


El diputado señor Chahin reiteró que no existe vacío alguno. El artículo 2 de la ley de partidos políticos señala que “Son actividades propias de los partidos políticos sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas, podrán participar en los procesos electorales y plebiscitarios en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”


Por su parte, el artículo 52 de la misma ley dispone que “Las asociaciones, movimientos, organizaciones o grupos de personas que persigan o realicen actividades propias de los partidos políticos al margen de las disposiciones de esta ley, serán sancionados con multa en cualquiera de sus grados, la que se aplicará a cada uno de los organizadores y dirigentes de la asociación, movimiento, organización o grupo de que se trate, así como también a quienes con su cooperación económica favorecieren su funcionamiento. Se considerará que incurren en esta infracción los organizadores de un partido que realicen las actividades de divulgación o propaganda a que se refiere el inciso cuarto del artículo 5°, antes de haberse efectuado la publicación a que se alude en dicho inciso.


Si la entidad tuviere personalidad jurídica, el tribunal podrá disponer, además, su cancelación por la autoridad administrativa que la haya concedido o registrado.”


Concluyó que está prohibido que movimientos políticos realicen actividades propias de los partidos políticos.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sostuvo que la expresión “movimiento político” puede ser insuficiente para los fines que se persiguen. A vía de ejemplo indicó que perfectamente podría promoverse a “los candidatos independientes de la Araucanía”, sin que ellos constituyan movimiento político alguno. Sugirió reemplazar el concepto “movimiento político” por otro aún más amplio, de modo de cerrar la puerta a cualquier subterfugio para hacer campaña fuera de plazo o más allá de lo que las normas legales permiten.


El diputado señor Saffirio afirmó que la norma podría ser inconstitucional por infringir lo dispuesto en el artículo 19 N°15.


El diputado señor Insunza manifestó que sin perjuicio que nuestra legislación consagra que ninguna otra organización puede reemplazar a los partidos políticos en sus funciones que le son propias, esta no prohíbe la existencia de otras entidades que signifiquen una representación ciudadana y política.


Destacó que no se trata de reemplazar la función que cumplen los partidos políticos.


El diputado señor Soto recalcó que no se trata de elevar a los movimientos políticos a la categoría de partidos, sino que regular la propaganda que se puede hacer de ellos. Sugirió reemplazar la expresión “movimiento político” por “u otra denominación con los mismos fines”.


El diputado señor Insunza sostuvo que de acogerse la sugerencia del diputado Soto efectivamente se estaría equiparando al movimiento político con los partidos políticos.


Manifestó que a él no le desagrada la expresión “movimiento político” porque alude a la fase germinal de lo que puede constituirse posteriormente en un partido político, asistiéndoles una serie de derechos y careciendo de otros que efectivamente son propios de las colectividades ya constituidas.


El diputado señor Soto reiteró que su intención es evitar que tales movimientos queden fuera del alcance de la regulación del Servicio Electoral.


El diputado señor Saffirio propuso limitar la regulación a los partidos políticos y a los candidatos. El movimiento político como tal no es titular de garantías constitucionales.


El diputado señor Insunza sostuvo que le corresponden derechos como asociarse sin permiso previo, libertad de expresión, entre otros.


El diputado señor Squella recalcó que no se está cuestionando el derecho de asociación de persona alguna. Solo se trata de regular la promoción de candidaturas o de ideas, de modo de evitar que se incumpla la ley utilizando subterfugios.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera señaló que resulta indudable que la propuesta adolece de vicios de inconstitucionalidad, porque se ha restringido la potestad de presentar candidaturas a los partidos políticos y a los independientes.


El diputado señor Soto a vía de ejemplo afirmó que se podrían publicar avisos como “Se vienen los progresistas”, sin que ello pueda ser considerado como propaganda electoral.


El señor Jordán recalcó que la ley de Votaciones Populares y Escrutinios permite que se presenten candidaturas independientes o promovidas por partidos políticos. El tema que se está discutiendo es otro: la propaganda electoral que se realiza en esas votaciones, sin inmiscuirse en determinar quién tiene derecho a presentar candidaturas. 


La señorita Rincón aclaró que el Gobierno no ha presentado indicación alguna sobre la materia y solo se ha limitado a formular propuestas que tienen por objeto recoger las observaciones formuladas por los propios diputados.


Añadió que si no se consigna expresamente la referencia a los movimientos políticos, los candidatos no podrán ser respaldados por estos. Dicho de otra forma, los movimientos no podrán adherir a candidatura alguna.


El diputado señor Chahin aclaró que la ley no regulará quien puede efectuar propaganda electoral, sino que se trata de regular el objeto promovido, que puede ser un candidato, un partido político o un movimiento político.


Se acordó votar los literales de este numeral 2), en forma separada.

Literales a) y b)


El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación para sustituir los literales a) y b) por el siguiente literal:


“a) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 30 por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en este artículo y en los artículos 31 y 32, como a un partido u otra denominación con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.”.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por 3 votos a favor, 4 en contra y 3 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo y Soto, don Leonardo. Votaron en contra los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge y Saffirio, don René. Se abstuvieron los diputados señores Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René, formularon indicación para sustituir los literales a) y b) por el siguiente:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 30 por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en este artículo y en el artículo 32, como a un partido político. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.”.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por 4 votos a favor y 7 en contra. Votaron a favor los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Votaron en contra los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Los diputados señores Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio y Soto, don Leonardo, formularon indicación para sustituir los literales a) y b) por el siguiente literal:


“a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en el artículo 32, como a un partido o movimiento político con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.”.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por 6 votos a favor, 4 en contra y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo. Votaron en contra los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Se abstuvo el diputado señor Trisotti, don Renzo.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para eliminar el literal a).


Se dio por rechazada por ser incompatible con la indicación anteriormente aprobada.

Literal c) (ha pasado a ser literal b))


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para agregar en este literal, la frase “por escrito” a continuación de la oración “deberán cursar invitación”.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, formuló indicación para eliminar en este literal la frase final del nuevo inciso 3º: “o bien abstenerse de invitar a la totalidad de ellos”.


El diputado Monckeberg, don Cristián, explicó que en período de campaña resulta preferible que se invite a todos los candidatos, en vez de facultar a la autoridad para abstenerse de invitar a la totalidad de ellos.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


El diputado señor Squella explicó que debiera contemplarse el mismo plazo que se establece para efectuar la propaganda electoral.


La señora Cabrera recordó que el período para efectuar la declaración de candidaturas vence noventa días antes de la elección, mientras que la inscripción de candidaturas tiene lugar alrededor de 45 días antes de la elección.


El diputado señor Coloma sostuvo que resultaba preferible fijar un período determinado para hacer campañas, sin hacer referencia a la declaración o a la inscripción de las candidaturas.


El diputado señor Soto explicó que fijar el plazo a que alude el diputado Squella obligará a las autoridades a invitar a los candidatos, desde que tienen la calidad de tales.


El diputado señor Chahin solicitó hacer referencia expresa a los candidatos inscritos.


La señora Cabrera explicó que se trata de categorías diversas. 90 días antes de la elección existirán candidatos declarados, declaración que inicia el proceso de aceptación o rechazo por parte del Servicio Electoral. Una vez que el Servicio se ha pronunciado favorablemente, o bien, que el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales han acogido alguna reclamación a favor del candidato, pasan a ser “candidatos inscritos”. Ello ocurre alrededor de 45 días antes de la elección.


Informó que se publican todas las candidaturas aceptadas o rechazadas. El registro de candidaturas constituye un trámite administrativo interno del Servicio Electoral.


La señorita Rincón preguntó cuál es el sentido del inciso tercero del artículo 19 de la ley de votaciones populares y escrutinios, que establece que “Una vez inscritas las declaraciones de candidaturas a Parlamentarios presentadas por los partidos políticos o por pactos electorales, cada una de ellas constituirá una lista en el distrito o circunscripción senatorial, según corresponda. En el caso de candidaturas independientes a Senadores o Diputados, cada declaración inscrita constituirá una nómina.”


La señora Cabrera explicó que una vez presentadas las candidaturas se inicia el proceso de aceptación o rechazo de ellas. Una vez aceptadas por el Servicio pasan de forma inmediata al registro de candidaturas. Las que son impugnadas, solo pueden ingresar al registro una vez que la justicia electoral así lo resuelva. Establecido el registro se elabora la cédula electoral.


El señor Jordán hizo presente que la ley electoral utiliza indistintamente la expresión “candidaturas inscritas” o “inscripción” para aludir a la inscripción de las declaraciones como a los candidatos inscritos, en circunstancias que, de acuerdo a los dichos de la Subdirectora, se trata de términos distintos.


Sin perjuicio de lo expresado en el debate anterior, y en virtud de lo resuelto respecto del plazo para efectuar propaganda por medio de la prensa y radioemisoras, la Comisión acordó, respecto del plazo indicado en este literal, reemplazar la frase “vencimiento del plazo para efectuar la declaración de las candidaturas” por “ desde el sexagésimo día anterior a la elección”, la que fuera aprobada anteriormente, en virtud de una indicación de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, la que se da por rechazada, a fin de ajustarlo a lo resuelto en el literal e). Ello, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Ojeda, don Sergio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Asimismo, a propuesta del diputado señor Saffirio, se acordó reemplazar en este literal la expresión “de la respectiva región” por la siguiente: “del respectivo territorio electoral”.

Literal d) (Se eliminó)


El diputado señor Squella sostuvo que no corresponde regular esta materia a través de una instrucción general del Servicio Electoral.


Añadió que por esta vía se puede abrir una ventana para canalizar recursos de extranjeros a campañas chilenas, porque el Servicio Electoral no tiene facultades o atribuciones para fiscalizar el origen de recursos en el extranjero.


El diputado señor Soto recalcó que hoy los chilenos que residen en el extranjero tienen derecho a sufragio, por lo que es necesario hacerse cargo de esta nueva realidad.


La señorita Rincón manifestó que es altamente probable que exista campaña en el extranjero para las elecciones del país.


El diputado señor Saffirio señaló que los aportes de chilenos radicados en el extranjero debieran limitarse a campañas presidenciales, por cuanto son a esas votaciones para los cuales se les ha habilitado el derecho a sufragio.


Hizo presente que no estaba en condiciones de votar favorablemente la propuesta mientras se desconozca las facultades con las que contará el Servicio Electoral para fiscalizar que el origen de los recursos provenga efectivamente de chilenos que residen en el extranjero.


El diputado Monckeberg, don Cristián, manifestó que supone que la norma parte de la base que el aporte de aquel chileno que reside en el extranjero se someterá a las reglas que existen en Chile para efectuar los aportes.


La señora Cabrera hizo presente que una norma de esta naturaleza no debiera incluirse en artículos referidos a la forma y a los plazos para desarrollar la propaganda. Esta materia debiera tratarse en la ley de financiamiento y control del gasto, que es la ley N°19.884.


El diputado señor Saffirio recordó que el inciso tercero del artículo 30 dispone que “El financiamiento de los gastos que se realicen en propaganda electoral o plebiscitaria sólo podrá provenir de fuentes de origen nacional.” Sostuvo que si se entiende que un chileno que reside en el extranjero constituye una fuente de origen nacional, la propuesta del Ejecutivo sería innecesaria, porque ellos quedarían sujetos a las mismas limitaciones que se imponen a quienes residen en Chile.


El diputado Monckeberg, don Cristián, estimó que la norma aludida se refiere a los recursos que se originan en el país, por lo que se requiere de norma expresa que autorice esos aportes que provienen más allá de nuestras fronteras.


El diputado señor Coloma destacó que de aprobarse la norma debiera dejarse constancia que se refiere solo a las elecciones presidenciales y plebiscitos nacionales, porque solo en ellos pueden votar quienes residen en el extranjero.


El diputado señor Insunza hizo un llamado a recoger la propuesta efectuada por la Subdirectora del Servicio Electoral, en orden a regular esta materia en otro cuerpo legal.


Por otra parte, compartió la sugerencia efectuada por el diputado Saffirio. Si se consagra que el financiamiento de los gastos solo puede provenir de ciudadanos chilenos se soluciona el problema planteado. 


El diputado señor Squella advirtió que será imposible para las autoridades chilenas conocer el origen de los recursos que han aportado los chilenos que residen en el extranjero. Perfectamente podría tratarse de donaciones efectuadas por ciudadanos extranjeros, o peor aún, por Estados extranjeros, a través de chilenos que residen fuera del país. 


El diputado señor Insunza hizo presente que la preocupación del diputado Squella se encuentra resguardada por otras instituciones. Incluso podría constituir el tipo de lavado de activos, que se encuentra sancionado en Chile y en el extranjero.


El diputado señor Chahin expresó que esta norma tenía más sentido cuando se permitían los aportes de las personas jurídicas.


Sometido a votación el literal fue rechazado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-


Los diputados señores Chahin, don Fuad e Insunza, don Jorge, formularon indicación para incorporar el siguiente literal c), nuevo:


c) Elimínase el inciso tercero del artículo 30.


El diputado señor Chahin hizo presente que esta norma tenía sentido cuando se permitían los aportes de las personas jurídicas.


El diputado señor Insunza propuso sustraer esta norma de la ley de votaciones populares y escrutinios, a fin de incorporarla en otro cuerpo legal.


El diputado señor Squella expresó que si bien compartía el propósito que se busca, prefería abstenerse.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por 7 votos a favor y 4 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Melo, don Daniel; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

Literal e) (ha pasado a ser literal d))


La Secretaria de la Comisión recordó que se acordó hacer alusión al plazo para efectuar la declaración de las candidaturas y no al plazo para inscribirlas.


El diputado señor Saffirio expresó que si el objetivo de la iniciativa es disminuir el gasto electoral, no tiene sentido ampliar el plazo para desarrollar la propaganda electoral.


El diputado señor Squella sostuvo que el gasto electoral se reducirá en virtud de la fijación de un límite y al otorgar mayores atribuciones al Servicio Electoral. Además el proyecto regula de manera más estricta la manera de implementar la propaganda en el espacio público y privado.


Con todo, estimó que se deben adoptar medidas para dar a conocer a los ciudadanos quienes son los candidatos y sus propuestas. Por ello, consideró razonable ampliar el plazo legal de campañas.


El diputado Monckeberg, don Cristián, coincidió con la preocupación manifestada por el diputado Squella. Es necesario que la ciudadanía se entere de la existencia de los candidatos, particularmente respecto de los candidatos desafiantes.


Este proyecto de ley contribuirá a eternizar a los parlamentarios en sus cargos, en atención a las limitaciones que se están estableciendo en materia de propaganda electoral. Recalcó la necesidad de permitir a los candidatos desafiantes darse a conocer ante sus electores.


El diputado señor Ceroni recordó que esta iniciativa surge a propósito de regular adecuadamente la relación entre política y dinero. Por ello, consideró esencial eliminar las donaciones reservadas y anónimas. Los demás aspectos del proyecto son secundarios y opinables.


Destacó la necesidad que las normas que se aprueben deben ser fiscalizadas en forma estricta por parte del Servicio Electoral.


Expresó que permitir sin regulación alguna la propaganda en sitios privados constituye una puerta abierta para eludir la ley, porque el Servicio Electoral no podrá conocer si se pagó o no al dueño del sitio para instalar los carteles.


El diputado señor Saffirio señaló que mientras se desempeñó como Alcalde en innumerables oportunidades recibió denuncias por propaganda ilegal de algunas candidaturas. Sin embargo, el municipio se resistía a proceder al retiro, porque este significaba un costo elevado.


El diputado señor Coloma sugirió concordar los plazos para realizar propaganda electoral, términos que deben coincidir con el momento en que la persona ya tiene la calidad de candidato.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expresó que la voluntad del Ejecutivo es establecer plazos más razonables para llevar a cabo las campañas. El proyecto amplía a noventa días el plazo para realizar campaña en prensa y radios, manteniendo en treinta días la propaganda callejera y la de televisión. Se trata de permitir que las campañas menos invasivas puedan comenzar antes. Informó que el Gobierno no tiene problema alguno en reducir el plazo de propaganda en prensa y radio si la Comisión así lo decide.


El diputado señor Saffirio sugirió reducir el plazo para efectuar la propaganda a sesenta días antes de la elección, con la sola excepción de la propaganda en televisión.


El diputado señor Soto estimó necesario mantener en treinta días el plazo de la propaganda en la vía pública.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicación para reemplazar el literal por el siguiente: 


“e) Suprímase el inciso cuarto.”


Sometida a votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


El diputado Monckeberg, don Cristián, se manifestó partidario de establecer precios diferenciados por territorio, número de emisoras, número de spot a difundir y tiempo de duración.


El señor David Huina, asesor legislativo del Instituto Libertad, sostuvo que ello permitiría contar con precios diferenciados según el tipo de campaña, permitiendo que operen las economías de escala, en el caso que se trate de campañas nacionales.


El diputado señor Saffirio hizo presente que la norma propuesta solo obliga a las radios a informar sus tarifas. Ellas podrán ofrecer tarifas nacionales, regionales o locales, sin necesidad que esta disposición las obligue a ello.


El diputado señor Squella explicó que esta norma junto con facilitar la fiscalización persigue evitar que se efectúen aportes encubiertos.


Añadió que también existe discrecionalidad en otro tipo de tarifas, como ocurre con la publicidad en vehículos de locomoción colectiva. Por ello, sugirió aplicar el mismo criterio, en orden a que también se exija la publicidad de las tarifas.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera destacó la importancia que existan tarifas públicas y uniformes, a fin de facilitar la fiscalización que se llevará a cabo.


El diputado Monckeberg, don Cristián, recalcó que su idea tiene por objeto evitar que las radios rurales se vean obligadas a cobrar las mismas tarifas que cobran las radios nacionales.


El diputado señor Soto aclaró que la disposición tiene por objeto que las radios informen las tarifas que van a cobrar, pero no las obliga a cobrar un precio uniforme.


Sometido a votación el literal fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Ojeda, don Sergio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación, la Comisión acordó introducir al literal las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la frase “vencimiento del plazo para efectuar la inscripción de las candidaturas” por “sexagésimo”.


b) Reemplazar la palabra “podrán” que sigue a la expresión “Solo” por “se podrá”.


c) Reemplazar la coma (,) que va entre las palabras “electoral” y “los medios de prensa” por la palabra “en”.


d) Suprimir la palabra “escrita” que sigue a la expresión “prensa”.


e) Reemplazar las palabras “para inscribir candidaturas” por “antes señalado”.

Literal f) (ha pasado a ser literal e))


Sometido a votación el literal fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Ojeda, don Sergio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 3)


El señor Jordán explicó que el plazo para realizar la propaganda variará según se trate de propaganda callejera, en prensa, radio o televisión. En radio y prensa y la callejera se amplía el plazo y en la televisión se mantiene.


Este literal se limita a trasladar la norma que se hallaba en el artículo 30, al artículo 31, que solo regula a la televisión.


La señorita Rincón enfatizó que las campañas suelen iniciarse el día de la inscripción, noventa días antes de las elecciones. El proyecto propone permitir que la propaganda se realice desde ese momento tanto la callejera, como la que se realiza en prensa y radio. Para la televisión se propone mantener el plazo de 30 días.


El diputado señor Saffirio expresó que ampliar el plazo de las campañas resulta contradictorio con la voluntad de disminuir el gasto electoral.


Preguntó si se dará a la televisión digital el mismo tratamiento que tienen los canales de televisión de libre recepción.


El diputado señor Soto, don Leonardo, presentó indicación para sustituir en el literal a) de este numeral, que agrega un inciso séptimo al artículo 31, la frase “con 30 días de anticipación a la respectiva elección.” por la siguiente: “desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”


Sometido a votación el literal a) conjuntamente con la indicación, se aprobó por 8 votos a favor y 4 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Respecto del literal b), el diputado señor Squella preguntó cuál es el sentido de mantener esta prohibición, si existirá un límite al gasto que deberá ser respetado por todos. Añadió que esta forma de efectuar la propaganda facilita la fiscalización. Destacó que si el techo es el mismo para todos, cada candidato debiera resolver con libertad la forma en que gasta sus recursos.


La señorita Rincón señaló que la Presidenta de la República resolvió no innovar en esta materia, por razones de equidad. Si bien todos los candidatos tienen el mismo techo para el gasto electoral, muchos de ellos no tienen acceso a recursos que le permitan financiar propaganda de esta naturaleza.


El diputado señor Squella sostuvo que se podría permitir a los partidos políticos efectuar campaña en televisión, considerando que verán aumentar los recursos que se le conceden a modo de anticipo.


Recordó que el aporte público a la campaña se acerca al 20% o 30% del total. Si se considera que una medida de esta naturaleza puede afectar a la equidad, al limitar el gasto que se puede hacer en televisión solo al porcentaje que represente el aporte público, no se afecta el principio de equidad bajo circunstancia alguna.


El diputado señor Coloma preguntó por qué razón no se puede efectuar propaganda por altoparlantes fijos o móviles, que pueden ser particularmente útiles en zonas rurales.


El diputado señor Soto recordó que la propuesta se limita a reproducir la norma vigente hoy en el artículo 30.


Sometido a votación el literal b) fue aprobado por 8 votos a favor y 4 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 4


El señor Jordán explicó que la propuesta del mensaje tiene por objeto que el Consejo Nacional de Televisión regule la distribución del tiempo a que se refiere el artículo anterior, previo informe del Servicio Electoral.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló las siguientes indicaciones a este numeral:


a) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece en su inciso segundo.”


b) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) Elimínase la expresión “Radio y” la vez que aparece en su inciso tercero.


Sometido a votación el numeral conjuntamente con las indicaciones, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Ojeda, don Sergio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.

N° 5


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:


“5) Agrégase el siguiente artículo 31 ter, nuevo:


“Artículo 31 ter.- Las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, 6 spots de no menos de 30 y no más de 40 segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, y que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.


Asimismo, durante campañas electorales presidenciales las radioemisoras deberán destinar un espacio al debate entre los candidatos, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral para asegurar la igualdad entre los distintos candidatos.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley 
N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.”


El señor Jordán explicó que la norma propuesta tiene por objeto que las radioemisoras promuevan el debate entre los diversos candidatos. La indicación persigue limitar la obligación de destinar un espacio al debate entre los candidatos presidenciales, en atención a las observaciones formuladas por la Archi sobre la materia, particularmente las que decían relación con el gran número de candidatos al Congreso Nacional o al municipio, número que podía hacer inviable la realización del debate.


El diputado señor Ceroni señaló que algunas radios suelen realizar foros o debates solo entre determinados candidatos, privilegiando a quienes han contratado sus servicios. 


El diputado señor Squella advirtió que la obligación de realizar debates solo subsistirá para las elecciones presidenciales.


El diputado señor Soto hizo presente que no existe obligación de realizar o promover debates cuando se trata de plebiscitos nacionales.


La Secretaría de la Comisión advirtió que no se fija un plazo para que las radios realicen estos programas de información ciudadana.


El diputado señor Trisotti preguntó en qué tipo de campañas existirá la obligación para las radios de realizar este tipo de programas de información ciudadana.


El señor Jordán estimó que existe una omisión en la indicación, en cuanto no fija un plazo para la realización de tales programas.


Aclaró que lo dispuesto en el inciso segundo constituye una limitación a la regla general consagrada en el inciso primero. Vale decir, la obligación de realizar programas de información ciudadana o cápsulas de información, rige para todo tipo de elecciones. Por su parte, la obligación de llevar a cabo debates entre los diversos candidatos solo rige para la elección presidencial.


El diputado señor Squella preguntó si los programas a que se refiere el inciso primero serán de carácter gratuito.


El señor Jordán explicó que se trata de una carga que se le impone a las radioemisoras.


El diputado señor Andrade sugirió establecer expresamente que la obligación que se consagra en el inciso primero también rige para las primarias presidenciales.


Sometida a votación la indicación fue aprobada con el voto unánime de la diputada señora Turres, doña Marisol y de los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Ojeda, don Sergio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, con las siguientes modificaciones:


a) Incorporar en el inciso primero, antes de las palabras “Las radioemisoras”, lo siguiente: “En el plazo señalado en el inciso quinto del artículo 30”.


b) Sustituir en el inciso segundo la expresión “Asimismo” por “Además”.


c) Sustituir en el inciso segundo, la frase “campañas electorales presidenciales” por la siguiente: “las campañas electorales presidenciales, las realizadas en el proceso de elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República y las que se efectúen con ocasión de plebiscitos nacionales”.


d) Incorporar en el inciso segundo, a continuación de la frase “debate entre los candidatos” lo siguiente: “y entre los representantes de las opciones plebiscitarias, según corresponda,”.


d) Reemplazar en el inciso segundo la frase “los distintos candidatos” por la siguiente: “ellos”.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:


“5) Agrégase el siguiente artículo 31 ter:


“Artículo 31 ter.- Las radioemisoras de libre recepción, a excepción de las radios comunitarias, deberán destinar gratuitamente treinta minutos diarios de sus transmisiones a propaganda electoral, en los casos de elección de Presidente de la República, diputados, senadores, alcaldes o plebiscitos nacionales.


A su vez, los medios escritos de comunicación social, regidos por la Ley 19.733, deberán destinar gratuitamente el equivalente a un treintavo de su espacio impreso, redondeado al entero más alto en cantidad de páginas, a propaganda electoral, en los casos de elección de Presidente de la República, diputados, senadores, alcaldes o plebiscitos nacionales.


Las radioemisoras y los medios escritos de comunicación social, sólo podrán transmitir propaganda electoral en los términos previstos en este artículo.


La distribución del tiempo destinado en radioemisoras y del espacio destinado en prensa escrita, se regirá por un reglamento propuesto por el Servicio Electoral.”.


Esta indicación se dio por rechazada, por ser incompatible con la indicación del Ejecutivo, aprobada anteriormente.


El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación para intercalar en el artículo 31 ter, propuesto en este numeral, un nuevo inciso cuarto, pasando el cuarto a ser inciso final, con un texto del siguiente tenor:


“Cada candidato podrá contratar un tiempo diario de publicidad que no exceda de un minuto por cada radioemisora. En todo caso, la publicidad electoral diaria por partido político no podrá exceder de cinco minutos por radioemisora.”.


Esta indicación se dio por rechazada, por ser incompatible con la indicación del Ejecutivo, aprobada anteriormente.

N° 6


El señor Jordán explicó que la norma vigente prohíbe toda propaganda en lugares públicos. Como forma de reconocer lo que sucede en la realidad, el Ejecutivo propone regular la campaña en espacios públicos y privados, en dos disposiciones diversas.


En este artículo se habilita o se permite que en determinados espacios públicos se pueda desarrollar propaganda electoral. Tales lugares serán determinados por el Servicio Electoral, con participación de las municipalidades y de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.


Los concejos municipales deberán determinar los lugares específicos donde podrá instalarse la propaganda. Para ello deberán contar con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. De esta forma se evita que un concejo con mayoría de una determinada corriente política, opte por restringir al máximo los espacios de propaganda, a fin de perjudicar a la corriente contraria.


De no alcanzarse tal acuerdo, el Servicio Electoral otorgará la autorización previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la respectiva región, respecto de cuáles son los espacios públicos que podrían hallarse habilitados para la instalación de la propaganda.


En relación a la forma en que se distribuye ese espacio público señaló que en la legislación comparada es posible hallar dos criterios: uno que apunta a distribuir ese espacio en iguales términos y el otro propone distribuir el espacio según el rendimiento electoral.


En una futura indicación se propondrá distribuir el espacio público por listas, en partes iguales, constituyendo los candidatos independientes una sola lista para estos efectos. Dentro de cada lista la distribución del espacio se efectuará conforme a lo que resuelvan los propios integrantes de ella.


Por su parte, la propaganda que se desarrolle en espacios privados constituirá un gasto electoral que se contabilizará como tal ante el Servicio Electoral.


Por otra parte, en la citada indicación también se prohibirá la propaganda que se realice en espacios privados que se utilicen para servicios públicos.


El diputado señor Chahin hizo presente que la mayoría de las gigantografías se instalan en espacios privados y no en los públicos. Por tanto, del tenor del mensaje y de la propuesta elaborada por el Ejecutivo, se desprende que tales letreros monumentales serán permitidos, pese a que en su oportunidad se anunció lo contrario.


El diputado señor Saffirio recalcó que la ley orgánica constitucional de municipalidades dispone que la administración de los bienes nacionales de uso público corresponde al municipio. Hizo presente que el único funcionario municipal que depende del Ministerio de Vivienda en los temas asociados a sus facultades, es el Director de Obras Municipal. Depende administrativamente del Alcalde y técnicamente del ministerio indicado. Estimó que se involucrará a la Secretaría Regional Ministerial de la Vivienda en temas que son propiamente municipales. Estimó innecesario recurrir a dicha Secretaría. Si no existe acuerdo se puede recurrir directamente al Servicio Electoral.


Respecto de las gigantografías advirtió que deben considerarse las diversas realidades que presenta cada comuna. En algunas de ellas tales letreros contribuyen a evitar la proliferación de las llamadas “palomas” que inundan avenidas y calles.


El diputado señor Ceroni manifestó su preocupación por la propaganda que se despliega en los espacios privados. A través de esa vía se puede terminar eludiendo el límite al gasto, por la dificultad que existe en acreditar si se pagó o no por el uso del terreno para instalar el cartel.


El diputado señor Soto señaló que la llamada Comisión Engel en su informe propone “Modificar el artículo 32° de la Ley 18.700 que establece prohibiciones a ciertos formatos mediante los cuales se realiza propaganda electoral, ampliándolas a la instalación de letreros monumentales o espectaculares, y a la disposición de carteles tipo “palomas” y lienzos publicitarios en la vía pública. El Concejo Municipal definirá en cada comuna las zonas específicas y delimitadas para la propaganda electoral, con aprobación por mayoría absoluta de sus miembros. La ley definirá los criterios generales para la delimitación y control de esas zonas.”


El diputado Monckeberg, don Cristián, afirmó que la indicación que presentó tiene similitudes con la propuesta efectuada por el Ejecutivo, particularmente en lo que dice relación con la necesidad de regular de manera diversa la propaganda en zonas rurales. Sin embargo, sostuvo que no comparte la idea de involucrar a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda en este ámbito. A falta de acuerdo en el Concejo debiera resolver el Servicio Electoral con los antecedentes que se le proporcionen.


Añadió que puede ocurrir que las plazas de las ciudades se inunden de propaganda. Por ello estimó necesario facultar al Servicio Electoral para fiscalizar adecuadamente esta materia.


También destacó la necesidad de regular la labor que desempeñen los activistas que participan en las campañas.


Por último, hizo presente la necesidad de permitir algún tipo de publicidad. En este sentido, consideró que para el Servicio Electoral resultará más fácil fiscalizar las gigantografías que un sinnúmero de “palomas” en las calles.


El diputado señor Coloma se manifestó contrario a facultar al Concejo Municipal para determinar los lugares en que se puede realizar campaña. En las comunas de seis concejales, bastará que cuatro de ellos concuerden en prohibir toda campaña en espacios públicos, con el fin de asegurar su reelección o la de su Alcalde. No corresponde que un Alcalde determine el espacio que tendrá su contendor para efectuar campaña.


Consideró una exageración que se faculte al Servicio Electoral para “demarcar” los espacios que puede ocupar cada candidato.


La diputada señora Turres, doña Marisol, expresó que la propuesta puede terminar promoviendo verdaderas “batallas campales” en las plazas públicas. Asimismo, coincidió con lo expuesto por otros diputados, en orden a no involucrar al Secretario Regional Ministerial de Vivienda en esta materia. Por otra parte, rechazó la propuesta de prohibir las gigantografías, pues ellas pueden contribuir a evitar la proliferación de “palomas”. Por último, hizo presente que los Alcaldes suelen ordenar el retiro de la propaganda del sector político contrario al suyo. En el proyecto se propone aumentar la discrecionalidad de la autoridad edilicia, dado que se establece que las municipalidades podrán hacer efectivo los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido.


El diputado señor Andrade coincidió con la propuesta de facultar al Concejo Municipal para determinar los espacios públicos en que se podrá hacer propaganda, dado que corresponde a la municipalidad la administración de los bienes nacionales de uso público. Añadió que hoy existen comunas que a través de ordenanzas han regulado la forma en que se efectúa la propaganda. Dichas ordenanzas se han dictado con quórum simple, a diferencia de lo que propone el proyecto, que eleva el quórum a los dos tercios del Concejo.


Respecto de las gigantografías o monumentales informó que en la Región Metropolitana se suelen contratar por doce meses y se lo ocupa por solo diez meses, quedando los dos meses restantes a disposición del candidato del Alcalde.


La Subdirectora del Servicio Electoral señora Elizabeth Cabrera, señaló que el informe que emita la municipalidad no será vinculante para su Servicio. A su entender, no resulta necesario que dicho informe sea sometido al conocimiento de otra autoridad. Asimismo, consideró excesivo el plazo de un año antes de la elección para remitir el informe al Servicio. Basta con seis meses antes del evento eleccionario.


Por último, estimó razonable la propuesta de regular la propaganda en zonas urbanas y rurales en forma separada.


El diputado señor Chahin compartió la propuesta de prescindir de la participación del Secretario Regional Ministerial de Vivienda en este ámbito.


Recordó que los objetivos de este proyecto apuntan a disminuir la importancia del dinero en las campañas y que exista mayor fiscalización, de modo de garantizar mayor equidad.


Manifestó que resulta falsa la disyuntiva planteada por algunos, en orden a optar entre gigantografías o palomas. Existen múltiples alternativas a la hora de hacer campañas.


Destacó que en las citadas gigantografías el dinero juega un rol fundamental. En ellas se presentan asuntos complejos. Muchas veces se encuentran contratadas por empresas, las que posteriormente las facilitan a los candidatos. También ocurre que el Alcalde autoriza la instalación de carteles gigantes con el compromiso de la empresa de facilitar algunos de ellos para su campaña.


El diputado señor Squella expresó que resulta insostenible sostener que se desea una mayor participación de la ciudadanía con una limitación exacerbada de las campañas y del gasto en ellas.


En este sentido, sostuvo que no existe razón alguna que justifique la prohibición de las campañas en televisión, siempre que el gasto en ella se realice dentro de los límites fijados por esta ley. La fiscalización de este gasto será mucho más sencilla.


Preguntó si la alusión a los monumentales o gigantografías se limita a aquellos que se encuentran en la vía pública y pagan la correspondiente patente o también comprende a aquellos letreros que se instalan en espacios privados.


El diputado señor Soto destacó que hasta ahora los candidatos han procurado “tapizar” de propaganda los espacios públicos. El nuevo modelo que se propone reduce los espacios destinados a propaganda. 


Destacó que siempre será el Servicio Electoral quien determine cuáles serán los espacios donde se puede realizar propaganda. Como este no puede conocer la situación de cada comuna, se contempla la emisión de un informe por parte del municipio respectivo, o de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda, en subsidio del primero. Si no se permite la participación de esta última repartición no habrá forma que el Servicio Electoral se entere de la situación de cada localidad, en el evento que no se alcance el quórum de los dos tercios del Concejo.


Respecto de los letreros monumentales señaló que quien logra acceder a uno de ellos en el camino de ingreso a una comuna tiene garantizado el conocimiento de sus electores. Por ello, consideró que estos juegan un rol demasiado trascendente en las campañas. Junto con ello, se presenta el problema señalado por el diputado Andrade. En atención a lo expuesto, la Comisión Engel sugirió prohibirlos.


Respecto de la propaganda en los espacios privados, expresó que a través de esa vía se puede eludir el cumplimiento riguroso de la ley, dado que se podría pagar por el uso del terreno, a fin de instalar allí la gigantografía. Nada se obtiene con reducir la propaganda en los espacios públicos y permitirla en los espacios privados.


El diputado señor Ceroni preguntó cómo el Servicio Electoral valorizará la propaganda que se realice en el espacio privado. 


Compartió la propuesta de prohibir completamente los letreros monumentales.


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, propuso que la Comisión adopte un acuerdo sobre las siguientes materias, a fin que el Ejecutivo recoja los criterios que aquí se fijen:


a) Gigantografías o monumentales;


b) Regulación de la tarea que realizan los activistas;


c) Regulación de las campañas según si ellas se desarrollan en zonas urbanas o rurales;


d) Excluir al Secretario Regional Ministerial de Vivienda del proceso de determinación de los espacios públicos en los que se puede realizar campaña. En este sentido propuso que el Concejo Municipal proponga los espacios públicos en que se puede realizar campaña, para que el Servicio Electoral finalmente resuelva sobre esta materia.


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para sustituir este numeral por el siguiente:


“6) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Solo podrá realizarse propaganda electoral en los lugares que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal respectivo. El informe del Concejo Municipal deberá ser aprobado por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio y enviado al Servicio Electoral, a más tardar, un año antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicho informe, el Servicio Electoral determinará las plazas, parques o bandejones permitidos para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello, la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. 


En las zonas rurales, definidas de conformidad a la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, y cuyo territorio no cuente con un número suficiente de plazas, parques o bandejones, el Servicio Electoral podrá, conforme al mismo procedimiento descrito en el inciso anterior, autorizar otros lugares públicos distintos a estos para realizar propaganda electoral.


El Servicio Electoral regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de los mismos. En las referidas instrucciones el Servicio Electoral, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección. 


Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio web del Servicio Electoral el listado de las plazas, parques y bandejones, u otros lugares públicos tratándose de zonas rurales, autorizados para efectuar propaganda electoral. 


En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los 25 metros cuadrados.


Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos que identifiquen la candidatura, o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.


En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea realizada mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.


Las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en este artículo, estando obligadas a repetir en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, y previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, las municipalidades harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República.


La propaganda electoral permitida en este artículo y en el artículo siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del plebiscito, ambos días inclusive.”.”.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán señaló que la indicación regula en dos artículos la propaganda en espacios públicos y privados.


En el artículo 32 se establece que la propaganda se podrá realizar en plazas, parques o bandejones que estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal respectivo. A falta de dicho informe, el Servicio Electoral determinará los espacios permitidos para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello, la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente.


A sugerencia del diputado Monckeberg, se regula por separado la propaganda electoral en zonas rurales.


El Servicio Electoral regulará la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos.


Añadió que en espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los 25 metros cuadrados.


También a propuesta del diputado Monckeberg, se establece expresamente que se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos que identifiquen la candidatura, o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.


La norma también dispone que las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en este artículo, estando obligadas a repetir en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes, por el monto de los costos en que hubieren incurrido.


El diputado señor Saffirio hizo presente que no todas las municipalidades cuentan con la misma capacidad operativa para proceder al retiro de la propaganda. Sugirió fijar un plazo para que el municipio proceda al retiro de la que se haya efectuado con infracción a la norma legal.


El diputado Monckeberg, don Cristián, señaló que debe aclararse que la repetición que hagan las municipalidades por los gastos en que incurran por el retiro de la propaganda deben hacerla en contra de los candidatos o de los partidos políticos, según corresponda. De lo contrario se corre el riesgo que siempre se termine cobrando a los partidos por las infracciones en que incurran sus candidatos.


El diputado señor Squella coincidió con la preocupación manifestada por el diputado Monckeberg. Anunció que se abstendría en la votación, por las restricciones que se establecen para hacer campaña, lo que perjudicará principalmente a los desafiantes. Pese a ello, reconoció que la nueva redacción constituye un avance significativo respecto de las versiones preliminares que se conocieron.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sugirió facultar a la Secretaría para redactar nuevamente el inciso octavo del artículo, de modo de aclarar que la repetición procede en contra de los candidatos y contra los partidos políticos, según corresponda.


El diputado señor Saffirio propuso votar de manera separada el inciso primero del artículo. Con la redacción que se propone las plazas se inundarán de letreros de hasta 25 metros cuadrados. 


El diputado señor Soto advirtió que la indicación reduce de manera significativa los espacios públicos donde se puede hacer propaganda y constituye un avance sustantivo respecto de lo que sucede hoy.


El diputado señor Farcas hizo presente que en algunas comunas los espacios públicos son muy reducidos. Añadió que ahora existirán mega distritos, por lo que será más difícil para los candidatos darse a conocer.


El diputado señor Chahin afirmó que si bien comprendía la preocupación del diputado Saffirio, se debe tener presente que se está facultando al Servicio Electoral para distribuir de manera equitativa los espacios públicos.


Sometida a votación la indicación, con excepción de su inciso primero, fue aprobada por ocho votos a favor y tres abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometido a votación el inciso primero de la indicación, fue aprobado por siete votos a favor, uno en contra y tres abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián y Soto, don Leonardo. Votó en contra el diputado señor Saffirio, don René. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación se acordó sustituir en el inciso octavo la frase “en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes,” por la siguiente: “en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda,”.


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, formuló indicación para sustituir este numeral por el siguiente:


“6) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Solo podrá realizarse propaganda electoral mediante elementos móviles o avisos luminosos o proyectados, en los lugares de las comunas urbanas que de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones, expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe aprobado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio del Concejo Municipal respectivo. Dicho informe del Concejo Municipal deberá ser enviado al Servicio Electoral y a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la respectiva Región, a más tardar, un año antes de la correspondiente elección. A falta de acuerdo el Concejo Municipal deberá remitir actas del debate y sus antecedentes al Servicio Electoral para su resolución.


En las comunas rurales cuyo territorio no cuente, a juicio del Servicio Electoral, con un número suficiente de los espacios públicos ya señalados, dicho servicio podrá establecer otros, los que se someterán las mismas formalidades precedentes.


En espacios privados podrá efectuarse propaganda mediante carteles, afiches adheridos o pintura siempre que medie autorización escrita simple del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran. Copia de dicha autorización será enviada al Servicio Electoral. La propaganda que se localice en espacios privados será valorizada por el Servicio Electoral para efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.


Dicho Servicio deberá velar por la igualdad de las candidaturas, la promoción de la información de las candidaturas y por el uso equitativo de los espacios públicos, pudiendo al efecto dar las instrucciones directas a los comandos de campañas, candidatos o partidos políticos involucrados.


Noventa días antes de la inscripción de candidaturas o del plebiscito, según corresponda, en el sitio web del Servicio Electoral se publicará el listado de las plazas, parques y bandejones autorizados para efectuar propaganda y las condiciones en que esta podrá efectuarse. 


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.


La publicidad efectuada por activistas en la vía pública, como porte de banderas y lienzos, y la entrega de material impreso u otro tipo de objetos de propaganda, no estarán sometidos a las restricciones descritas precedentemente.


La propaganda electoral permitida en este artículo así como aquella realizada mediante volantes, únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del plebiscito, ambos días inclusive. 


La propaganda efectuada a través de gigantografías deberá estar previamente autorizada e inscrita ante la autoridad correspondiente.


Las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en este artículo, estando facultadas para repetir en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, y previa certificación del Director de Servicio Electoral, la municipalidades podrá hacer efectivo los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República.”.


La indicación se da por rechazada por haberse aprobado la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para reemplazar el inciso séptimo del artículo 32, contenido en este numeral, por el siguiente:


“En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea, entendiendo dentro de ella a aquellos elementos que cuelguen sobre la calzada o que se adhieran de cualquier modo al tendido eléctrico, telefónico, de televisión u otros de similar naturaleza. Podrá, sin embargo, efectuarse propaganda mediante carteles o afiches que cuelguen en espacios privados, siempre que medie autorización escrita simple del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran.”


La indicación se da por rechazada por haberse aprobado la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicación para sustituir en el inciso tercero del artículo 32, contenido en este numeral la frase “La propaganda que se localice en espacios privados será valorizada por el Servicio Electoral para efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.” por “Estará prohibido todo pago o retribución pecuniaria por concepto del uso de estos espacios.”


La indicación se da por rechazada por haberse aprobado la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República.


El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación para agregar al artículo 32, contenido en este numeral, el siguiente inciso final:


“En ningún caso podrá efectuarse propaganda electoral a través de letreros y lienzos publicitarios que tengan dimensiones superiores a 2,5 metros de alto y/o 2,5 metros de ancho.”


La indicación se da por rechazada por haberse aprobado la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente numeral 7, reordenando la numeración correlativa de los siguientes:


“7) Agrégase el siguiente artículo 32 bis, nuevo:


“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran y siempre que las dimensiones de dicha propaganda no superen los 25 metros cuadrados. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, antes de la instalación de la propaganda.


Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado. 


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.”


El diputado señor Chahin sugirió reemplazar en el inciso primero la frase “antes de la instalación de la propaganda” por “hasta el tercer día después de instalada la propaganda”. Asimismo, propuso agregar al final del inciso segundo, lo siguiente “, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza”.


Explicó que suele ocurrir que la instalación de la propaganda e coetánea con la autorización que presta el dueño de la propiedad. Por ello propuso que la comunicación al Servicio Electoral se pueda efectuar incluso después de instalada la propaganda.


Respecto de su segunda propuesta, señaló que los postes del alumbrado no son los únicos que suelen ser utilizados. También se ha recurrido a postes del tendido eléctrico u otros. Estimó que debe prohibirse la propaganda en todos ellos.


El diputado señor Coloma consideró necesario aclarar que lo dispuesto en el inciso segundo no impide que el candidato coloque propaganda en su vehículo personal.


Preguntó si la prohibición para instalar carteles que superen los 25 metros cuadrados alcanza también a los rayados en panderetas autorizadas.


El diputado señor Farcas preguntó si se permitirá o regulará los rayados en la propiedad privada.


El diputado señor Ceroni estimó que no debiera aplicarse el límite de los 25 metros cuadrados a los rayados. Si un propietario cuenta con un muro que excede tal superficie debiera permitirse que sea utilizado en toda su magnitud.


El diputado señor Farcas hizo presente que en algunas comunas no se permite rayado alguno. Sugirió establecer un criterio uniforme para todo el país.


El diputado señor Squella sostuvo que prefiere evitar ese tipo de recursos en materia de propaganda electoral. Sin embargo, consideró que las personas debieran tener la libertad para disponer de su propiedad, ya sea para que se instale un cartel, o bien para que se utilice su muro.


Añadió que más relevante que su eventual prohibición es exigir que se cumpla con la obligación de borrar los rayados una vez que la campaña haya finalizado.


El señor Jordán manifestó que el límite de 25 metros cuadrados que se consagra se refiere a todo tipo de propaganda, por lo que los rayados autorizados deben considerarse incluidos en ese límite.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por ocho votos a favor y cuatro abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación se aprobó, la propuesta del diputado Chahin, para reemplazar en el inciso primero la frase “antes de la instalación de la propaganda” por “hasta el tercer día después de instalada la propaganda”. Asimismo, se acordó acoger la sugerencia efectuada por el diputado Chahin para agregar al final del inciso segundo, lo siguiente “, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.”.


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente numeral 8, a continuación del nuevo numeral 7, reordenando la numeración correlativa de los siguientes:


“8) Agrégase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:


“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el cuarto día anterior al de la elección inclusive.”.”.


El diputado señor Coloma preguntó qué ocurre si la encuesta se difunde por internet.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por siete votos a favor y cinco abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-


El diputado señor Saffirio, don René, formuló indicación para agregar el siguiente numeral 9, a continuación del nuevo numeral 8, reordenando la numeración correlativa de los siguientes:


“9) Agrégase el siguiente artículo 32 quáter, nuevo:


“Artículo 32 quáter: Asimismo, se prohíbe realizar propaganda electoral en muros públicos o privados mediante rayados de cualquier naturaleza.”


El diputado señor Saffirio solicitó se modifique la redacción de la indicación, con el fin de incluir en la prohibición los papelógrafos que se adhieren a los muros.


Sometida a votación la indicación, incluyendo la propuesta efectuada por el diputado señor Saffirio, fue rechazada por seis votos a favor, tres en contra y tres abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel y Saffirio, don René. Votaron en contra los diputados señores Coloma, dpon Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo y Monckeberg, don Cristián. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

N° 7 (pasó a ser N° 9)


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para agregar el vocablo “competente” a continuación del vocablo “Local”.


El señor Jordán explicó que la propuesta del Ejecutivo consiste en sustituir al Juez de Policía Local como órgano competente para conocer de las infracciones a esta ley, y reemplazarlo por el Servicio Electoral. 


El diputado señor Squella hizo presente que la norma vigente dispone que “Carabineros fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones de los artículos 30 y 32, salvo en lo referente a la prensa, radio y televisión, y procederá de oficio o a petición de cualquier persona, a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan esas disposiciones..”, dando cuenta de lo actuado al Servicio Electoral. Indicó que esta norma puede prestarse para abusos, dado que producto del fragor de la campaña se pueden cometer excesos.


El señor Jordán sostuvo que la denuncia debe tener un fundamento plausible, ya que la campaña puede llevar a que se realice un sinnúmero de denuncias infundadas. El Servicio Electoral debiera efectuar una suerte de examen de admisibilidad de la denuncia. Sin embargo, como está redactada la norma actual ese examen es ex post, cuando ya se ha realizado la denuncia.


El diputado señor Coloma preguntó cuáles son las otras autoridades competentes. Estimó preferible definir con certeza quienes son tales autoridades.


El diputado señor Chahin señaló que el artículo 35 alude a “otras autoridades competentes” porque hay propaganda que no se encuentra regulada en esta disposición, como ocurre con la prensa, radio y televisión, medios respecto de los cuales son otros los organismos encargados de fiscalizarla.


El diputado señor Coloma sostuvo que ello no es efectivo, porque la norma dispone que “Carabineros fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones de los artículos 30 y 32, salvo en lo referente a la prensa, radio y televisión”. Por tanto, el resto del artículo discurre o se refiere precisamente a la propaganda que no se realiza mediante radio, televisión o prensa.


El señor Jordán explicó que el artículo 35 establece que corresponde a Carabineros fiscalizar el cumplimiento de estas normas, salvo en lo que dice relación con prensa, radio y televisión. En este marco, podrá proceder de oficio o a petición de cualquier persona, a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones legales, dando cuenta de ese retiro al Servicio Electoral y a las demás autoridades competentes, las que serían cualquier otro tipo de autoridades que le pudiera corresponder intervenir. El artículo del proyecto deja abierta la posibilidad que Carabineros comunique su obrar además del Servicio Electoral a otros órganos que puedan actuar en la esfera de su competencia.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, preguntó si el Servicio Electoral continuará denominándose de la misma forma una vez que se apruebe la reforma constitucional que le confiere el carácter de órgano autónomo.


La diputada señora Turres, doña Marisol, sugirió conferir la función de retirar la propaganda ilegal a los municipios y no a Carabineros.


El señor Jordán explicó que Carabineros debe retirar la propaganda riesgosa para la seguridad de las personas. La regla general es que sea el municipio quien retira la propaganda.


Sometido a votación el numeral conjuntamente con la indicación, fueron aprobados por ocho votos a favor y cuatro abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N°8 (pasó a ser N°10)


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar en este numeral, que modifica el artículo 124, la expresión “y 31 ter” por: “, 31 ter y 32 ter”; y agregar el siguiente inciso segundo nuevo: 


“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web las sanciones aplicadas.”.


El señor Jordán expresó que este numeral junto con efectuar una adecuación establece que la multa será a beneficio fiscal y no municipal. 


Sometido a votación el numeral conjuntamente con la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 9 (pasó a ser N° 11)


El diputado señor Trisotti preguntó qué criterios se deberán seguir para graduar la aplicación de la multa. 


El señor Jordán señaló que se establece un nuevo procedimiento administrativo sancionador aplicable al nuevo Servicio Electoral, donde se consagran los criterios de gradación de las multas. Se establecerán ciertos elementos que servirán de referencia, entre los cuales se cuentan la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por el infractor, si tiene o no la calidad de reincidente, la colaboración prestada al Servicio antes o durante la investigación. Añadió que en esta materia se irá generando cierta jurisprudencia administrativa.


El diputado señor Squella hizo presente que en el numeral anterior se resolvió traspasar las multas de beneficio municipal a beneficio fiscal y en esta norma se propone lo contrario. Consideró inconveniente establecer incentivos para que el personal municipal se aboque al retiro de la propaganda electoral, con el fin de aumentar la recaudación. Estimó preferible que las multas sean a beneficio fiscal.


El diputado señor Coloma expresó que al ser la multa a beneficio municipal ello constituirá un incentivo para que se desplieguen verdaderas “policías municipales” buscando eventuales infracciones, con el fin de aumentar la recaudación.


El ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza, anunció que el Gobierno estudiará la sugerencia efectuada por los diputados señores Squella y Coloma. De acoger el criterio propuesto por ellos, el Ejecutivo haría llegar la correspondiente indicación en la Sala.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 10 (pasó a ser N° 12)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 2°

N° 1)

Literal a)

El diputado Monckeberg, don Cristián, preguntó qué se persigue al modificar la definición de gasto electoral.


El diputado señor Squella, sostuvo que la propuesta confunde “gasto” con “ingreso”. El aporte que se efectúe a una campaña es un ingreso y no un gasto.


La asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Valeria Lübbert explicó que la modificación que se propone tiene por objeto evitar que el concepto de gasto electoral constituya una herramienta para impedir que determinados desembolsos que se efectúen o aportes que el candidato recibe no sean considerados como gastos.


Reconoció que existe un error en la nueva definición, porque efectivamente un aporte no puede ser considerado como gasto.


A vía de ejemplo, explicó que las brigadas que realicen una determinada actividad serán consideradas como gasto avaluable en dinero.


El diputado Monckeberg, don Cristián, destacó que hoy deben rendirse los gastos en brigadistas.


La señorita Lübbert aclaró que lo que se pretende es que se rindan no solo aquellos gastos en los cuales se cuenta con una boleta que los acredite, sino también aquellas acciones que el Servicio Electoral pueda avaluar en dinero.


El diputado señor Coloma expresó que hoy en la práctica ya existe la obligación de rendir ese tipo de gastos. A vía de ejemplo, indicó que si al candidato le prestan un automóvil debe rendirlo. Lo mismo ocurre con el trabajo desarrollado por voluntarios durante la campaña.


El diputado señor Squella en el mismo sentido señalado por el diputado Coloma, sostuvo que los aportes que se reciban hay que considerarlos tanto en la columna de ingresos como en la de gastos. Aunque se trate de aportaciones voluntarias igualmente existe la obligación de avaluarlas.


El diputado señor Andrade sugirió reemplazar la expresión “aporte”.


El diputado Monckeberg, don Cristián expresó que aparentemente existirían rubros o aportes que no se incluyen como gastos en las declaraciones de los candidatos, debiendo ser considerados como tales, como determinadas prestaciones voluntarias. Sin embargo, de acuerdo a lo informado por el diputado Coloma hoy ya existe la obligación de cuantificar tales acciones y de declararlas.


La señorita Lübbert recordó que el proyecto rebaja el límite del gasto electoral e incorpora el deber de avaluar toda la propaganda que se despliega en las calles. Ello significará que el Servicio Electoral tendrá la obligación de cuantificarla y avaluarla para efectos de determinar el gasto electoral. Este gasto no necesariamente corresponderá a lo que el candidato haya declarado como desembolso.


Coincidió con los diputados Squella y Andrade en que la palabra “aportes” genera confusión.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, destacó que la definición vigente de gasto electoral aparece vinculada a la declaración final que efectúa el candidato ante el Servicio Electoral. La nueva definición que se propone pretende compatibilizarla con las nuevas atribuciones que tendrá el Servicio Electoral para verificar que el gasto declarado se corresponda con el efectivamente realizado. Vale decir, esta definición pretende armonizar la ley con las nuevas facultades que se concederán al Servicio Electoral.


El diputado señor Soto manifestó que hasta hoy el Servicio Electoral se limita a efectuar un control de orden contable, verificando si los gastos declarados aparecen justificados debidamente. Con esta iniciativa el Servicio Electoral tendrá facultades para valorizar en terreno la campaña desplegada por el candidato.


El diputado señor Squella indicó que hoy la ley exige avaluar todos los aportes. Agregó que las nuevas facultades que se concederían al Servicio Electoral no se ven necesariamente reflejadas en esta modificación.


El diputado señor Saffirio manifestó que el responsable de rendir las cuentas sobre ingresos y gastos de campaña es el propio candidato. Preguntó en qué momento el Servicio Electoral avaluará el gasto efectuado, durante la campaña y cómo desarrollará materialmente la fiscalización del gasto, dado que ello supone contabilizar todo el material de propaganda que se ha desplegado, labor que supone un esfuerzo de grandes dimensiones.


El diputado señor Coloma afirmó que comprendía el espíritu y la intención que persigue el Ejecutivo con esta indicación. Sin embargo, hizo presente que el literal i) del propio artículo 2° dispone que se considerarán gastos electorales los “Gastos por trabajos de campaña, proporcionados por personas con carácter voluntario, debidamente avaluados de acuerdo a criterios objetivos.” Por tanto, ya existe la obligación de avaluar los trabajos de campaña voluntarios. Propuso modificar el literal i) para aclarar el alcance del concepto de gastos electorales, sin modificar la definición vigente.


La señorita Lübbert puntualizó que para salvar las observaciones efectuadas bastaría con sustituir la expresión “aporte” por “desembolso”. Hizo presente que la propuesta del Ejecutivo también innova al incorporar los desembolsos efectuados por terceros a favor del candidato.


El señor Héctor Mery, asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, sugirió sustituir la expresión “realizado” por “pagado o adeudado”.


La señorita Bárbara Vidaurre, investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, propuso reemplazar la expresión “aporte” por otra, dado que genera confusión y se refiere más bien a los ingresos que a los gastos. Asimismo, sugirió aludir a desembolsos “pagados o adeudados” en reemplazo de la expresión “realizados”.


El diputado señor Coloma reiteró que la nueva redacción puede generar dificultades. A vía de ejemplo, mencionó que será imposible avaluar el trabajo de aquella persona que voluntariamente se ofrece a repartir entre sus cercanos un número determinado de calendarios del candidato. Insistió en su propuesta de modificar el literal i) del artículo, en vez de alterar la definición de gasto electoral.


El representante del Instituto Libertad, señor David Huina sugirió reemplazar la expresión “aporte” por “desembolso”, manteniendo las innovaciones de la propuesta del Ejecutivo, que exige que se trate de prestaciones cuantificables en dinero, realizadas por el candidato o por un tercero en su favor. 


Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, formularon indicación para reemplazar el literal a) del numeral 1) por el siguiente:


“a) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2° la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en dinero o avaluable en dinero, realizado por el candidato o un tercero en su favor.”.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Literal b)


El señor Huina expresó que la modificación propuesta por el Ejecutivo innova respecto del alcance del concepto de gastos menores, estableciendo que se entenderán como tales, entre otros, los bienes muebles cuyo valor individual no exceda de 10 unidades de fomento. Sostuvo que este monto es muy menor considerando los pagos que se deben hacer en campaña. Expresó que la presunción que dichos gastos representan el 10 por ciento del límite de gastos autorizados al candidato es suficiente.


El diputado señor Chahin destacó que el límite de las 10 unidades de fomento se refiere a cada uno de los bienes muebles y no al total de ellos.


Manifestó que la presunción que establece la norma abre un espacio para que se burle ese mismo límite. Como se trata de un gasto que no se rendirá, su fiscalización será imposible en la práctica. Añadió que corresponderá al Servicio Electoral acreditar que los gastos menores superan el 10% establecido, lo que será muy complejo. 


Concluyó que prefiere la redacción de la norma vigente.


El diputado señor Squella manifestó que la norma propuesta se aplicará a todas las campañas, incluyendo las de concejales, donde el monto de 10 unidades de fomento puede ser un porcentaje importante del total de gastos en que incurren los candidatos. 

La señorita Lübbert sostuvo que la presunción que se establece facilitará la fiscalización que deba llevar a cabo el Servicio Electoral. Sin esta norma dicho servicio debería fiscalizar en cada caso qué porcentaje del gasto total estuvo constituido por los llamados gastos menores. 


El diputado señor Squella consideró que resulta preferible discutir las mayores atribuciones que se otorgarán al Servicio Electoral en el proyecto que se presentará próximamente. 


El diputado señor Chahin sostuvo que la presunción que se consagra puede operar a favor o en contra del Servicio Electoral. Si los gastos menores representan un monto inferior al 10% del gasto total, la presunción opera a favor del citado servicio. Si supera ese porcentaje funciona en contra de la entidad fiscalizadora. 


Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo, formularon indicación para reemplazar el literal b) de este numeral, por el siguiente:


“b) Sustitúyese el literal h) por el siguiente:


“h) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares, cuyo valor individual no exceda de diez unidades de fomento. Estos deberán ser rendidos detalladamente, pero sin justificación documentada, siempre que no excedan el 10% del límite total autorizado al candidato o partido político. No obstante, será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo si la hubiere o justificarla debidamente, en conformidad al artículo 31 b) de esta ley.”


El diputado señor Soto señaló que esta indicación tiene por objeto precisar que se entiende por gastos menores de campaña. Los gastos que allí se mencionan son solo a título ejemplar. Tales gastos deberán rendirse detalladamente, sin justificación documentada, siempre que no superen el 10% del límite total autorizado. Esta indicación también elimina la presunción que se establecía en el proyecto, en orden a que dichos gastos representan el 10 por ciento del límite de gastos autorizados al candidato.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar a este numeral el siguiente literal c):


c) Intercálase en su inciso segundo el siguiente literal nuevo, pasando el actual literal i) a ser literal l):


“i) La propaganda electoral que se localice en espacios privados, que deberá ser valorizada por el candidato.”.


El diputado señor Ceroni sostuvo que esta norma puede prestarse para que el candidato subvalore los gastos que efectúe, con el fin de no aparecer infringiendo el límite al gasto electoral.


El diputado señor Squella si bien compartía la aprensión del diputado Ceroni, afirmó que no se puede proceder de una manera diversa, dado que para el Servicio Electoral resultará imposible determinar el valor de cada espacio privado utilizado por los candidatos. En este caso no es factible estandarizar las tarifas que se cobran.


El diputado señor Saffirio sostuvo que cada municipio tiene una ordenanza referida al cobro de los derechos municipales. Consideró perfectamente posible enlazar los porcentajes que el municipio cobra respecto de tales derechos con el tema referido a la propaganda. Recordó que el municipio cobra tales derechos según el metraje utilizado en la publicidad y según el lugar en que esta se haya emplazado.


El ministro Insunza hizo presente que la norma repite criterios ya consagrados en la ley. Añadió que siempre existirá la posibilidad que a través de una fiscalización el Servicio Electoral determine si el valor informado por el candidato se ajusta o no a la realidad.


Reconoció que existen dificultades prácticas para que el Servicio Electoral efectúe una valoración caso a caso, según el lugar donde se emplace la propaganda.


El diputado señor Chahin puntualizó que la norma podría establecer la obligación del candidato de acompañar un presupuesto o algún documento que acredite el monto gastado en la propaganda emplazada en espacios privados. Sin embargo, al consagrar que se faculta al candidato para valorizar tal propaganda se abre innecesariamente un espacio a la discrecionalidad.


El diputado señor Saffirio advirtió que esta norma puede servir en el futuro para que lo candidatos “cuadren la caja”. Aquellos que tienen un gasto superior al límite establecido valorizarán la propaganda en espacio privado al mínimo posible. Por su parte, aquellos que han gastado poco tenderán a sobredimensionar ese valor.


El diputado señor Soto expresó que el artículo 2° de la ley la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales establece que sólo se considerarán gastos electorales los que se efectúen por los siguientes conceptos: “a) Propaganda y publicidad dirigida, directa o indirectamente, a promover el voto para un candidato o candidatos determinados, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice.” Al respecto preguntó cómo se compatibiliza ese literal, que considera gasto la propaganda cualquiera sea el lugar que se utiliza, con este nuevo literal que se propone incorporar.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, sostuvo que resulta innecesario transformar en política pública todo aquellos que sucede en la realidad.


El señor Jordán sostuvo que se si entiende que la propaganda en espacios privados se encuentra comprendida en el literal a) del artículo 2°, la indicación resulta innecesaria.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por la abstención de los trece diputados presentes. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 2)


El diputado señor Soto expresó que existe un cierto hastío de parte de la comunidad respecto de la forma en que se desarrollan las campañas, inundando tanto bienes nacionales de uso público como privados. Añadió que existe un factor de inequidad en el excesivo gasto de las campañas, porque quien tiene mayores recursos, cuenta con mayores posibilidades de ser elegido.


Este proyecto, al rebajar los límites del gasto electoral, pretende que la competencia se desarrolle en un plano de mayor igualdad.


La señorita Silva aseveró que uno de los aspectos centrales del proyecto dice relación con la rebaja del límite del gasto electoral. El proyecto disminuye a la mitad el límite al gasto en las diversas campañas.


El diputado señor Ceroni señaló que compartía la propuesta de disminuir el límite al gasto. Manifestó que son muchos los candidatos que se inhiben de presentarse, por no contar con la capacidad económica suficiente para afrontar una campaña.


El diputado señor Squella afirmó que alguno de los invitados hizo presente que al aumentar el tamaño de los distritos podría aumentar el gasto de la campaña, para llegar con el mensaje del candidato a todos los ciudadanos. Sin embargo, recordó que el porcentaje del gasto se fija en relación con el número de electores, por lo que, si bien se aumentó el tamaño de los distritos, también creció el número de electores, a lo que se debe añadir que la inscripción automática incrementó considerablemente dicho número. 


El diputado señor Coloma manifestó que la elección de los Alcaldes presenta características diversas de la de los parlamentarios. Con el nuevo límite que se desea imponer será muy difícil para un retador poder desplazar al Alcalde en ejercicio. Expresó que el nuevo límite resulta demasiado bajo.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sugirió llevar las cifras que propone el proyecto a montos reales aplicables a determinadas comunas. En una comuna de 120 mil electores, un candidato a Alcalde podrá gastar alrededor de 42 millones de pesos. En Puente Alto, comuna con medio millón de electores, el límite sería de 147 millones. Hizo un llamado a establecer un límite realista.


Añadió que compartía el contenido de las modificaciones propuestas, salvo en lo relativo a los Alcaldes. Fijar techos tan bajos puede constituir un incentivo a que no se rindan todos los gastos.


El diputado señor Soto recalcó que este proyecto persigue que las campañas dejen de funcionar como se las había conocido hasta ahora. 


La señorita Silva expresó que se desea bajar todo el gasto electoral, de todas las campañas, sin distinción si se trata de campaña de un parlamentario o de un Alcalde. Al asociar el gasto al número de electores se garantiza que exista un techo adecuado para cada campaña.


El diputado señor Squella manifestó que una comuna de cincuenta mil electores tendrá como límite al gasto electoral la cifra de dieciocho millones de pesos. Solo tener a cuatro personas durante los tres meses que durará la campaña ocupará un tercio del límite al gasto.


Reiteró que compartía el límite que se fija a los distritos y circunscripciones. Su discrepancia se limita al monto que se desea fijar para los Alcaldes.


El diputado señor Coloma hizo presente que en su distrito existirán siete candidatos por coalición. En las elecciones parlamentarias el gasto que se incurría en dos candidatos ahora se hará en siete. Por ello, concordó en reducir el límite máximo de gasto, para evitar excesos. Algo distinto ocurrirá en las elecciones municipales, donde existirá un candidato por comuna por bloque político.


El diputado señor Soto sostuvo que existe la tendencia a comentar esta disposición desde la perspectiva de aquel candidato que tiene más recursos. Sin embargo, la lógica que inspira a esta iniciativa es otra: que exista una mayor igualdad en la competencia política. Para ello es necesario disminuir la importancia del dinero. Si se mantiene un techo alto, el único favorecido es aquel que tiene más recursos.


El diputado señor Squella solicitó votación separada de la modificación que dice relación con los Alcaldes.


El diputado Monckeberg, don Cristián, reiteró que también desean terminar con el derroche de recursos en campañas. Solo han planteado que no resulta conveniente fijar un límite tan bajo en el caso de los Alcaldes, porque ello puede redundar en que los candidatos opten por no declarar todo el gasto realizado.


El diputado señor Chahin expresó que establecer un límite muy bajo dificultará en exceso al candidato desafiante. La ley debe procurar garantizar la igualdad de armas. En el caso de los municipios tal desigualdad se agudiza, dado que el Alcalde hasta 30 días antes de la elección se mantiene en su cargo, con todas las ventajas que ello conlleva.


Manifestó que ese es el motivo que lo lleva a sugerir no reducir el límite en el caso de la elección municipal y no el otro que se ha expuesto, en orden a que se tendería a no declarar los gastos efectuados. Quien está dispuesto a hacer trampa, lo hará cualquiera sea el límite.


Sometidos a votación los literales a), b), d) y e) fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometido a votación el literal c) fue rechazado por 4 votos a favor, uno en contra y 5 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Gutiérrez, don Hugo y Soto, don Leonardo. Votó en contra el diputado señor Coloma, don Juan Antonio. Se abstuvieron los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 3)


La señorita Silva explicó que a través de esta enmienda se pretende regular el aporte de las personas naturales a las campañas electorales y los aportes de los propios candidatos. En el primer caso, se dispone que ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato, y en una misma elección, una suma que exceda al equivalente en pesos de quinientas unidades de fomento en el caso de candidatos a alcalde y concejal. Recordó que la norma vigente establece mil unidades de fomento, por lo que el proyecto disminuye el monto permitido a la mitad. En el resto de las candidaturas el límite que se fija es de mil unidades de fomento. La norma vigente fija el techo en 1250 unidades de fomento para las candidaturas parlamentarias y en 2000 unidades tributarias para la presidencial.


Respecto de los aportes personales que puede hacer cada candidato a su campaña, la norma dispone que no podrán ser superiores al 10% del gasto electoral permitido.


El diputado señor Saffirio preguntó cuál es la lógica de limitar el aporte que el candidato puede efectuar a su propia campaña a solo el 10% del gasto total de esta. Aseveró que perfectamente un candidato debiera poder financiar con sus recursos propios el 100% de los gastos de su campaña, sin traspasar el límite al gasto.


El diputado Monckeberg, don Cristián, hizo presente que al permitir que sea el propio candidato quien financie su campaña se evita todas las críticas que se han formulado sobre el financiamiento de terceros, particularmente de las empresas. Añadió que en la inmensa mayoría de las candidaturas, la principal fuente de recursos proviene de los aportes del propio candidato.


El diputado señor Chahin compartió lo expuesto por los diputados Saffirio y Monckeberg. Manifestó que el límite que se propone al aporte que puede efectuar el propio candidato, genera un incentivo para recaudar recursos con terceros. 


El diputado Gutiérrez, don Hugo, consideró alto el límite máximo que se ha fijado como aporte de una persona natural a una campaña, que asciende a una cifra cercana a los doce millones de pesos. Sugirió rebajar dicho monto y anunció la presentación de una indicación en ese sentido.


El diputado señor Ceroni manifestó que al restringir el aporte del propio candidato, llevará a este a buscar la contribución de terceros. Añadió que personas acaudaladas pueden dividir su aporte a través de varias personas. 


El diputado señor Squella recordó que todos los invitados concordaron en que no se justifica el límite que se ha fijado para el aporte que puede efectuar el propio candidato.


Hizo presente que la mayor igualdad en la competencia para acceder a cargos de elección popular está dado por el límite al gasto, por lo que esta restricción adicional no tiene mayor sentido. Esta puede poner en riesgo un bien superior, cual es, la independencia de la autoridad.


El diputado señor Squella sugirió separar la discusión, de modo de tratar en primer lugar el aporte máximo que pueden efectuar las personas a las campañas, luego la indicación que elimina el tope máximo que el propio candidato puede efectuar a su campaña y por último, aquella indicación referida a prohibiciones para efectuar donaciones.


Luego de un breve debate, se acordó discutir por separado los siguientes temas:

Límite máximo a las donaciones de personas naturales a campañas


El diputado señor Soto manifestó que el monto máximo que propone el Ejecutivo carece de un factor de corrección que lo limite en atención al número de electores. 


Estimó que la reducción que propone el mensaje del monto máximo del aporte es muy reducida. Para evitar que exista una influencia indebida del aportante, el límite máximo para aportar debiera ser aún menor. Propuso que el tope para las campañas parlamentarias sea de 62 unidades de fomento y de 100 unidades de fomento tratándose de elecciones presidenciales.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, teniendo presente los datos del padrón electoral, propuso se fije como aporte máximo en las elecciones municipales, un tercio del gasto electoral total permitido. 


Con el límite propuesto en el mensaje, vale decir, 500 unidades de fomento, una sola persona podía financiar la totalidad de la campaña de un candidato a alcalde o concejal. Por ello se propone que el tope del aporte sea un tercio del gasto total. En aquellos casos en que ese tercio sea igual o superior a 500 unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta última suma.


En virtud de lo expuesto, señaló que proponían la siguiente indicación: “Ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato y en una misma elección una suma que exceda un tercio del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna, no pudiendo exceder las 500 unidades de fomento en aquellas comunas en que el tercio sea igual o superior a dicha suma.”


Asimismo, propuso agregar como inciso final lo siguiente “El Servicio Electoral en el momento de inscripción de las candidaturas a alcalde y concejales deberá publicar en un diario de circulación nacional y en su sitio web el límite máximo del aporte de las personas naturales para cada comuna del país”.


El diputado señor Soto preguntó si el tope que se fija para la campaña municipal es el de la ley vigente o el del mensaje.


El señor Jordán explicó que el límite al gasto en la comuna más pequeña, Antártica de Chile, es levemente superior a 3 millones de pesos. La propuesta del Ejecutivo lo rebajaba a 1.111.000 pesos, disminución que fue rechazada por esta Comisión. 


El Ejecutivo propone que en vez de establecer que el límite de gasto de los candidatos a alcalde no podrá exceder de la suma que la Comisión fije, más aquella que resulte de multiplicar por 0,0020 unidades de fomento el número de electores de la respectiva comuna, en vez de los 0,0015 unidades de fomento propuestos originalmente.


A vía de ejemplo, señaló que en una comuna de 20.000 electores, en el proyecto enviado por el Ejecutivo el tope alcanzaba a los ocho millones de pesos. Si en vez de multiplicar por 0,0015 se multiplica por 0,0020 el tope pasa a ser once millones y medio de pesos. Un tercio de esa suma, vale decir, el límite máximo al aporte personal, sería de tres millones ochocientos mil pesos.


El diputado señor Chahin manifestó que compartía la propuesta en orden a que el aporte personal de una persona natural no supere el tercio del gasto total autorizado. Sin embargo, expresó que el problema subsistía en las comunas pequeñas, aun cuando se apruebe el cambio del factor por el cual se multiplica el número de electores. Con un monto tan bajo se limita en demasía al candidato desafiante. Hizo presente que la municipalidad puede ser el principal empleador en las comunas muy pequeñas.


Expresó que estaba dispuesto a aprobar la indicación en lo que dice relación con el tope del aporte, pero no tiene la misma disposición para modificar lo ya aprobado respecto del techo del gasto de campaña en las elecciones municipales.


La señorita Rincón señaló que el Ejecutivo no persistirá en modificar el techo del gasto en las campañas municipales, dado que la reducción que se propone, en los municipios pequeños, en atención a la importancia de la municipalidad, pasa a ser irrelevante. 


El diputado señor Soto anunció que en conjunto con los diputados Jackson y Mirosevic presentarán una indicación para rebajar el límite del aporte que puede efectuar una persona natural más allá de lo propuesto por el Ejecutivo. En el caso de alcaldes, concejales y consejeros regionales el tope será de 100 unidades de fomento; tratándose de diputados y senadores el aporte se limita a 125 unidades de fomento y en el caso del Presidente de la República el techo del aporte será de 200 unidades de fomento y de 70 unidades de fomento para la segunda vuelta.


El diputado señor Mirosevic expresó que en el mensaje del Ejecutivo en algunos casos se llega a una reducción del 50% respecto del aporte que puede efectuar una persona. Sin embargo, si se los compara con lo ocurre en los demás países de la OCDE los limites propuestos siguen siendo demasiado altos. En la indicación a la que se ha referido el diputado Soto proponen limitar los aportes al 10% de lo que contempla la actual ley vigente.


El espíritu de la indicación apunta a evitar que un donante tenga la capacidad de influir en la autoridad electa.


El diputado señor Andrade preguntó si existe disposición de subir algo ese monto, con el fin de alcanzar un acuerdo unánime en la Comisión.


El diputado señor Saffirio destacó que se está legislando en el marco de una de las mayores crisis que ha vivido el país, precisamente por la espuria relación entre el dinero y la política. Más allá del monto final que se fije, es importante enviar una señal en orden a que este Congreso está disponible para reducir el gasto electoral; que no se necesita de grandes fortunas para poder ser elegidos y que no se requieren de los recursos de las empresas para ser actores políticos.


Si no se dan las señales de probidad y transparencia que el país espera se incorporará un factor adicional a la crisis que hoy se vive.


El diputado señor Coloma sostuvo que si bien compartía la opinión del diputado Saffirio, también es necesario no establecer demasiadas trabas que en definitiva terminarán por dificultar la competencia, particularmente en lo que dice relación con los candidatos desafiantes. 


El diputado señor Soto expresó que la indicación pretende evitar que la campaña de un candidato dependa en demasía del aporte de unas pocas personas naturales. Añadió que el aporte público será el que permita igualar la competencia.


El diputado señor Mirosevic sostuvo que recogiendo la petición de algunos diputados, estarían disponibles para no reducir el límite en forma tan drástica. En este sentido, señaló que en vez de disminuir el techo del aporte a un 10% del límite hoy vigente, se podría llegar a un 25% de dicho techo.


El diputado señor Soto, don Leonardo, recogiendo el debate suscitado, presentó una indicación para reemplazar, en este numeral, la primera parte del nuevo inciso primero del artículo 9°, que se extiende hasta el segundo punto seguido (.) que precede a la expresión “misma”, por la siguiente:


“Artículo 9º.- Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato a alcalde o concejal, una suma que exceda del veinticinco por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Sin embargo, en aquellos casos en que el citado porcentaje exceda las 250 unidades de fomento el aporte no podrá superar dicha suma. Asimismo, ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato y en una misma elección, una suma que exceda de 250 unidades de fomento tratándose de candidatos a consejero regional, de 315 unidades de fomento en el caso de candidatos a diputado o senador y de 500 unidades de fomento en el caso de candidatos presidenciales. No obstante, respecto de la situación prevista en el artículo 26, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, esta será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta 175 unidades de fomento.”


El señor Jordán sostuvo que con la ley vigente, en atención a que los montos permitidos son muy altos, se entendía que el aporte efectuado por una persona no podía replicarse en un sinnúmero de candidatos. Vale decir, si el techo de la contribución alcanzaba las 1250 unidades de fomento, la persona no podía otorgar esa suma a diversos candidatos. Ahora, como los montos disminuyen, si es válido permitir que una persona aporte el máximo permitido a diversos candidatos.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Los diputados señores Chahin, don Fuad y Saffirio, don René, formularon indicación para agregar en el nuevo inciso primero del artículo 9°, propuesto en este numeral, después del punto seguido precedido de la expresión “misma” lo siguiente:


“En las elecciones de alcalde o concejal en caso alguno el aporte de una persona podrá superar el 20% del gasto electoral permitido.”


El diputado señor Saffirio explicó que en una comuna pequeña el límite máximo que fija la ley puede ser aportado por una sola persona natural. Por ello se propone la limitación ya señalada, de modo de evitar que la candidatura de un alcalde o conejal quede supeditada a la contribución de una sola persona.


Esta indicación se entendió rechazada por ser incompatible con la indicación anterior, ya aprobada.


El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación para sustituir en el nuevo inciso primero del artículo 9°, propuesto en este numeral, la palabra “quinientas” por el término “cien”, la palabra “mil” por el término “doscientos” y la palabra “setecientos” por “doscientos”.


Esta indicación se entendió rechazada por ser incompatible con la indicación del diputado señor Soto, ya aprobada.

Límite al aporte que efectúe el propio candidato a su campaña


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para eliminar en el nuevo inciso primero del artículo 9°, propuesto en este numeral, la oración “Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al 10% del gasto electoral permitido conforme al artículo 4º.”


La señorita Rincón expresó que los principios que inspiran a esta iniciativa apuntan a alcanzar mayor equidad, transparencia y control en el gasto. Respecto al primero sostuvo que el factor vinculado a los recursos económicos resulta decisivo a la hora de emprender una candidatura. 


Informó que el setenta por ciento del financiamiento en la pasada elección respondió al aporte público, ya sea por el reembolso otorgado en relación a los votos obtenidos, o a la rebaja tributaria. De acuerdo a un estudio efectuado por el investigador señor Agostini, del año 2010, los aportes de los propios candidatos se concentraron en la Democracia Cristiana, con un 28,3%; en los independientes con un 19,2% y en Renovación Nacional con un 19,7%. Los créditos financieros se concentraron principalmente en los candidatos de la UDI, con casi un 46% del total de los créditos otorgados.


Con lo expuesto se demuestra que si se desea abordar la equidad en la participación y competencia política, los aportes del propio candidato constituye un tema a dilucidar. 


Manifestó que si bien es efectivo que resultaría preferible que el candidato no tuviera que solicitar recursos, porque la campaña la financia con recursos propios, ello se traduce en una situación tremendamente inequitativa, dado que solo los que tiene dinero y los que pueden ser sujetos de crédito podrían afrontar una campaña. Si no se fijan límites en la práctica la “cancha” quedaría desnivelada.


La diputada señora Turres, doña Marisol, no compartió la visión expuesta por la ministra Rincón. Con todo, recalcó que si el objetivo del proyecto es separar los negocios de la política, ello se logra si un candidato financia su propia campaña sin necesidad de recurrir a terceros. Ahora no solo se prohíbe el aporte de las empresas, sino también el del propio candidato. Aparentemente el mensaje aprecia con desconfianza a las personas que tienen una situación económica solvente. Estimó negativo colocar tantas cortapisas a quienes deseen ser candidatos.


El diputado señor Saffirio destacó que la indicación no obliga al candidato a financiar con recursos propios la campaña. Tan solo se lo faculta para ello. Igualmente quedará sujeto al mismo control y límite del gasto.


El diputado señor Squella expresó que la propuesta del mensaje contradice uno de los objetivos que persigue el proyecto de ley. Así lo sostuvieron los diversos invitados que concurrieron ante la Comisión.


Añadió que en cualquier iniciativa que se discuta ante el Congreso será posible constatar la existencia de una colisión de derechos. Uno de los bienes jurídicos que se pretende proteger sería la equidad. A su entender, la norma propuesta es cuestionable, porque todas las personas deben someterse a las mismas reglas, límites y controles. Por otra parte, se encuentra la autonomía e independencia del parlamentario para adoptar las decisiones. Al respecto indicó que sin duda se aviene más con este segundo principio el hecho que el propio candidato pueda financiar su campaña. 


Llamado a optar prefiere el segundo de los bienes jurídicos, cual es, la independencia del parlamentario. El principio referido a la equidad en la competencia política se puede satisfacer con el límite al gasto electoral y a las otras normas que tienen por objeto “emparejar la cancha”.


El diputado señor Mirosevic discrepó con lo expuesto por los diputados señora Turres y señor Squella. Es necesario que las condiciones para acceder al Congreso Nacional sean igualitarias. Se pretende evitar que el contar con mayores recursos sea un factor que incida en la competencia. 


El diputado señor Jackson de aprobarse la indicación del diputado Chahin preguntó si igualmente el candidato quedará sujeto a la restricción que se propone en el comienzo del artículo, en orden a que en ningún caso el aporte podrá superar las mil unidades de fomento, tratándose de las elecciones parlamentarias.


La señorita Rincón y los diputados Andrade y Squella estimaron que ese límite se refiere a terceros.


El diputado señor Jackson expresó que de aprobarse la indicación el candidato podría financiar el 100% de su campaña. Por ello, está en contra de tal propuesta. La idea es generar las condiciones más igualitarias posibles para acceder a un cargo de representación popular. Para ello es necesario fijar ciertos límites. En este sentido, consideró razonable la propuesta efectuada por el Ejecutivo.


El diputado señor Andrade manifestó que existirá un límite al gasto electoral, el que será rebajado aún más con esta iniciativa y con las indicaciones que se presenten. Todos los candidatos deberán someterse a ese límite. Para esto efectos poco importa de dónde provienen los recursos, porque las campañas, en atención al bajo techo que se fijará, se financiarán con aportes de terceros, que ya no serán reservados; con recursos propios o con recursos públicos. 


El diputado señor Saffirio preguntó cómo se controlará que el aporte del candidato no supere el diez por ciento que se ha fijado. Puede ocurrir que esos aportes finalmente no se rindan o que se traspasen a un tercero, para que figure este y no el candidato realizando la contribución.


La señorita Rincón recalcó que la propuesta tiene por objeto concretar uno de los principios que inspira este proyecto, cual es la equidad en la competencia. Nunca se ha pretendido estigmatizar a quienes tienen mayores recursos. Solo se procura velar porque las condiciones en que se participa sean de mayor equidad. Hoy quien no tiene acceso al crédito no puede competir. No resulta equitativo que una persona pueda financiar la totalidad de su campaña por si sola.


Manifestó estar dispuesta a revisar el porcentaje que se ha propuesto.


El diputado señor Chahin señaló que la propuesta del Gobierno significa establecer una verdadera camisa fuerza en materia de financiamiento. 


A vía de ejemplo indicó que con esta norma un candidato a concejal no podrá aportar más de 63 mil pesos a su propia campaña. Consideró ridícula la norma propuesta. Por el contrario, estimó preferible evitar que se deban golpear las puertas de terceros para financiar las campañas. Se está colocando un incentivo para torcer el sentido a la ley.


Afirmó que lo porcentajes debieran fijarse distinguiendo según de que campaña se trate.


El diputado señor Coloma reiteró que los diversos invitados estuvieron de acuerdo en que esta norma resultaba innecesaria. Manifestó que quizás se estaba pensando en una persona determinada a la hora de fijar este porcentaje.


El diputado señor Soto recalcó que este proyecto persigue dos objetivos: evitar la influencia del dinero en la política y alcanzar mayor equidad en la competencia. Esta norma se contradice con el primero de ellos y satisface el segundo.


Añadió que concordaría con la postura del diputado Andrade si el aporte público permitiera solventar la totalidad de la campaña. El permitir que un candidato financie la totalidad de su campaña significaría reproducir la desigualdad que hoy existe en el país, en atención a la relevancia del dinero en las elecciones.


El diputado señor Insunza expresó que antes de resolver este aspecto del proyecto se requiere de un pronunciamiento por parte del Ejecutivo, dado que es necesario conocer el aporte público real que existirá para las campañas. La definición sobre el aumento de dicha contribución es aún más relevante que este punto.


Consideró exagerado limitar el aporte del candidato al diez por ciento del gasto total. Sin embargo, el permitir que este financie la totalidad de su campaña significaría ceder ante la tentación de la oligarquización de la política. 


Este mismo debate existió a la hora de fijar la dieta parlamentaria, ya que esta constituyó un avance a la hora de dotar al parlamentario de mayor independencia. Recordó que en el pasado solo quienes tenían mayores recursos podían dedicarse a la actividad política. Tanto es así, que el Congreso Nacional sesionaba entre el 21 de mayo y el 18 de septiembre, porque esta era la época en que los parlamentarios no se ocupaban de su labor en la agricultura. Por ello, la dieta significó una democratización en el acceso al Parlamento. 


Propuso que el límite al aporte del candidato sea el 50% del gasto total. Compartió la visión de algunos, en orden a que el aporte propio evita los conflictos de interés.


El diputado señor Andrade sugirió postergar la votación, a la espera de conocer una propuesta del Ejecutivo, que en lo posible signifique distinguir entre las diversas campañas. No es lo mismo una candidatura a concejal que una a la Presidencia de la República.


La señorita Rincón solicitó se conceda al Ejecutivo algunos días para preparar una propuesta que recoja las diversas intervenciones efectuadas por los diputados.


El diputado señor Squella sugirió que el Ejecutivo dé a conocer la nueva propuesta respecto del aporte público a las campañas.


La señorita Rincón expresó que el Ejecutivo elaboró un cuadro donde se reflejan los montos máximos de gasto, por distrito, con simulaciones según el límite que se fije:
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En el distrito más grande de la nueva configuración electoral, el N°8, que comprende las comunas de Colina, Lampa, Til Til, Quilicura, Pudahuel, Estación Central, Cerrillos y Maipú, que tiene 909.483 electores, el nuevo límite de gasto, de acuerdo a los términos en que se encuentra formulado el proyecto, es de 354.650.967 de pesos. Si se fija como límite a los aportes propios del candidato el 20% del gasto total, la suma ascendería a 70.930.193 de pesos. Si dicho límite se eleva al 30% la suma alcanza a 106.395.290 de pesos.


Explicó que han estimado que corresponde establecer como límite al aporte del propio candidato un 10%, 20% o 30% del gasto total, porque en la última elección el aporte público ascendió a un 70%, considerando tanto el reembolso como el beneficio tributario a las donaciones reservadas.


Respecto de las elecciones senatoriales expuso el siguiente cuadro:
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En la Región Metropolitana el límite de gasto proyectado, de acuerdo a esta iniciativa, es de 1.389.314.612 de pesos. El máximo de aporte del propio candidato podría llegar a 277 millones de pesos, si se fija el 20% y 416 millones de pesos, si se establece un 30%.


El diputado señor Chahin preguntó si la propuesta del Ejecutivo distingue entre elecciones parlamentarias y municipales, porque en estas últimas es donde se genera el problema de fijar límites para el aporte del propio candidato, dado que dicho techo puede representar sumas muy bajas.


El diputado Monckeberg, don Cristián, anunció la presentación de una indicación donde se distingue entre los diversos tipo de elecciones. Reiteró la necesidad de fijar límites distintos para el aporte propio del candidato, según cual sea la candidatura de que se trate. No se puede otorgar el mismo tratamiento a un candidato presidencial que uno a concejal. El problema se radica principalmente en estos últimos, donde las cifras que se fijen para el aporte del propio del candidato pueden ser muy bajas.


La señorita Rincón sugirió fijar como límite máximo del aporte del propio candidato un 50% para las elecciones locales y para las parlamentarias y presidenciales un 20% o 30%.


El diputado señor Squella reiteró que prácticamente la totalidad de los invitados coincidió en la inconveniencia de fijar límites al aporte que el propio candidato puede efectuar a su campaña. Tal medida termina por afectar la independencia del candidato, al verse este obligado a recurrir a fuentes externa de financiamiento. 


La manera de “emparejar la cancha” es precisamente fijando límites al total de gastos.


Expresó que prefiere aprobar la indicación original del diputado Chahin, porque garantiza de mejor forma la independencia de la autoridad.


Respecto a eventuales candidaturas presidenciales se manifestó abierto a considerar la fijación de límites a los aportes del propio candidato.


Asimismo, sugirió citar ejemplos más representativos. El distrito más grande de Chile dista de serlo. Añadió que las situaciones más complejas en esta materia se vivirán en las candidaturas de concejales y alcaldes.


El diputado señor Coloma sostuvo que en Aysén el candidato no podrá solicitar un crédito por una suma superior a quince millones de pesos. Estimó que debieran elegirse distritos más representativos a la hora de dar ejemplos.


Coincidió con lo expuesto con el diputado Squella, en orden a que la opción a adoptar es elegir que el propio candidato financie su campaña u obligarlos a recaudar recursos con terceros.


El diputado señor Soto recordó que el candidato también podrá contar con el aporte que efectúe el propio partido, podrá recurrir a créditos bancarios que serán pagados con cargo al reembolso que se le otorgará de acuerdo a los votos alcanzados y por último, podrá contar con los aportes que efectúen las personas naturales.


El diputado señor Squella preguntó si el crédito bancario que se pagará con el reembolso se imputará como aporte del propio candidato o como fuente de financiamiento público, ajeno al límite.


La señorita Rincón respondió que el crédito en tal caso se pagaría con recursos públicos y no con financiamiento propio.


El diputado señor Ceroni estimó que el límite al aporte propio debiera ser moderado. Si no se establece límite alguno, se generaría una situación de inequidad respecto de aquellas personas que desean ser candidatos y no cuentan con recursos propios para financiar la campaña. Sin perjuicio de ello, consideró que debiera aumentar el financiamiento público.


El diputado señor Saffirio sostuvo que pensando en la independencia del candidato, resulta preferible que sea él quien financie su campaña. Preguntó por qué razón se va a obligar a un candidato a recibir recursos del Estado para costear su candidatura, si puede hacerlo con recursos propios. El terminar con el límite al aporte propio no “desequilibra la cancha”, porque quien no tiene recursos podrá recurrir al aporte público, sin perjuicio de la existencia del límite al gasto en campaña.


No se debiera limitar o imponer una restricción al dominio. De hacerlo, debiera hacerse a través de una ley de quórum calificado.


El diputado señor Coloma preguntó qué ocurriría si una persona gasta en campaña hasta el límite del aporte propio permitido y posteriormente, por obtener menos votos de los esperados, debe suplementar la diferencia entre el crédito solicitado y el reembolso obtenido. Eventualmente podría transgredir el límite fijado y recibir por ello una sanción.


La diputada señora Turres coincidió en que se no se aprecia la razón por la cual imponer un límite al aporte que el propio candidato desee efectuar a su propia campaña. Un límite de esta naturaleza solo será fuente de conflicto.


No tiene sentido obligar a los candidatos a recurrir a fuentes externas de financiamiento.


El diputado señor Soto manifestó que la eliminación del límite al aporte que el propio candidato puede efectuar a su campaña conduce a final de cuentas a la elitización de la política, dado que quienes tienen un patrimonio personal alto contarán con una ventaja en esta materia. En cierta medida, será una suerte de regreso a la democracia censitaria, donde participaban del proceso democrático solo quienes acreditaran una cierta renta.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por 7 votos a favor y 3 en contra. Votaron a favor la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron en contra los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo y Soto, don Leonardo.

Prohibición de efectuar aportes a determinados funcionarios


El diputado señor Saffirio, don René, formuló indicación para agregar en este numeral, un segundo inciso al artículo 9 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales, del siguiente tenor:


“Asimismo, no podrán efectuar aportes a candidato alguno los jueces y los auxiliares de la Administración de Justicia señalados en el Título XI del Código Orgánico de Tribunales.”.


El diputado señor Saffirio explicó que más allá de la autonomía del Poder Judicial en los nombramientos de jueces y de auxiliares de la Administración de Justicia, siempre se entrecruzan tales facultades con la intervención del Poder Ejecutivo, particularmente en lo que dice relación con la designación de notarios o de conservadores de bienes raíces.


Añadió que la indicación pretende prohibir, fundamentalmente a notarios y conservadores de bienes raíces, que efectúen aportes a campañas electorales. Señaló que es de frecuente ocurrencia que en los nombramientos de notarios y conservadores exista una fuerte influencia del poder político. También suele ocurrir que un Gobierno, antes de terminar su mandato, cree un conjunto de notarías para favorecer a funcionarios que dejan sus cargos.


Estimó que debe terminarse con esa vieja práctica, transversal a todos los gobiernos. Una de las formas consiste en prohibir que se coopte a un candidato a través del financiamiento.


El diputado señor Chahin sostuvo que debería extenderse la inhabilidad que se propone a los miembros de los tribunales electorales regionales, a los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones, a los miembros del Tribunal Constitucional y a los fiscales del Ministerio Público. Sugirió fijar criterios a partir de los cuales se prohíba el aporte de determinados funcionarios, antes de efectuar una enumeración casuística. La indicación aparece demasiada focalizada en los auxiliares de la Administración de Justicia.


El diputado señor Soto propuso poner el acento en la magnitud de la donación antes que en la persona que lo realiza. Si el tope es alto, cualquiera que financie un porcentaje relevante de la campaña influirá indebidamente en la autoridad elegida.


El diputado señor Chahin solicitó que el Ejecutivo evalúe establecer un catálogo de inhabilidades. Preguntó la opinión de los representantes del Gobierno sobre esta indicación. Expresó que esta omite a una serie de autoridades cuyo nombramiento también depende del poder político.


La señorita Rincón expresó que el Ejecutivo no comparte la indicación presentada. Manifestó que se parte de la base de la mala fe. Hizo presente que con el criterio expuesto por el diputado Saffirio se debiera ampliar la inhabilidad a una serie de autoridades en cuyo nombramiento participa el poder legislativo.


Sostuvo que no se puede limitar el ejercicio de la ciudadanía y extender un manto de duda sobre el comportamiento de las personas. 


El diputado señor Andrade hizo presente que el proyecto dispone que todos los aportes de las personas naturales deben efectuarse con transparencia, por lo que esta indicación carece de sentido.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por 3 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvieron los diputados señores Chahin, don Fuad y Squella, don Arturo.


Los diputados señores Saffirio, don René y Squella, don Arturo, formularon indicación para agregar en este numeral, un segundo inciso al artículo 9 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales, del siguiente tenor, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto respectivamente:


“Asimismo, no podrán efectuar aportes a candidato alguno:


1) Los Ministros de Estado;


2) Los Intendentes, Gobernadores y Subsecretarios;


3) Los consejeros del Banco Central;


4) Los jueces, notarios, conservadores de bienes raíces y archiveros;


5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales;


6) El Contralor General de la República y los Contralores Regionales;


7) El Fiscal Nacional del Ministerio Público, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos;


8) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director General de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública;


9) Los funcionarios o autoridades nombrados con acuerdo del Senado o la Cámara de Diputados, con arreglo a la Constitución y las leyes;


10) Los funcionarios directivos, profesionales y empleados públicos remunerados con fondos del Estado, sean de planta, a contrata o a honorarios.”


El diputado señor Saffirio explicó que en atención a los argumentos vertidos por algunos señores diputados, esta indicación amplía las inhabilidades para donar a todas aquellas autoridades en cuyo nombramiento participa el Congreso Nacional.


El diputado señor Andrade sostuvo que esta indicación constituye una invitación a burlar la ley, dado que los aportes igualmente se podrían efectuar por terceras personas. Manifestó que existirá transparencia para conocer las donaciones. Si un notario desea aportar a la campaña de un parlamentario esa contribución será pública.


La indicación debiera limitarse a aquellas autoridades en los que el Congreso tiene algún nivel de influencia en su designación, aun cuando igualmente se generará el efecto antes mencionado, en orden a que se burlará la ley efectuando los aportes por terceras personas o al margen de aquella.


El diputado señor Squella manifestó que la indicación persigue evitar que se hagan aportes con la finalidad de verse favorecidos por las autoridades elegidas. Recalcó que esta prohibición no solo está pensada en los aportes a campañas parlamentarias, sino también en las donaciones a los candidatos a Presidente de la República, que constituye el principal factor a la hora de resolver nombramientos y designaciones de autoridades.


Esta norma se hace cargo de nefastas prácticas que se han producido en el pasado. Si una persona aporta a una campaña lo hará porque sus convicciones lo llevan a hacerlo y no por la instrucción de un jefe de departamento o servicio.


El diputado señor Soto destacó que todas las personas tienen derecho a la libre manifestación de sus ideas políticas, lo que se expresa a través del derecho a sufragio. Forma parte de ese derecho la facultad de contribuir económicamente a aquellos candidatos que lo interpreten en su visión de la sociedad. 


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, reiteró que el Ejecutivo no comparte el contenido de la indicación, porque crea una categoría sospechosa, tanto en el sujeto aportante como en quien recibe el aporte. La categoría sospechosa es aquella que sitúa a una persona en una posición determinada, a partir de la cual puede adoptar decisiones que terminan afectando a otros. En este caso, la categoría sospechosa estaría dada por todo aquel que realiza una función pública, que lo coloca en una situación distinta, merecedora de un veto por parte de la ley para efectuar donaciones a campañas políticas. Estimó que esta indicación vulnera el artículo 19 N°2 de la Constitución, porque este exige que la discriminación sea justificada, lo que no ocurre en este caso. 


El diputado señor Saffirio sostuvo que la indicación no establece discriminación alguna. Lo que ella hace es establecer una categoría de inhabilidades, dentro de la cual no se hace distinción de ninguna naturaleza.


El diputado señor Ceroni recordó que ya se aprobó una indicación que él no comparte, en orden a eliminar el límite para el aporte que puede efectuar el propio candidato. En este sentido, señaló que un notario puede optar por contribuir a la campaña de un candidato que carece de recursos propios para financiarla con su patrimonio.


El diputado señor Squella indicó que cuando se alude a la relación entre el dinero y la política no hay que entenderla en términos restrictivos, limitando el primer aspecto solo a las empresas. Esta propuesta pretende terminar con las malas prácticas que se han dado en el país, las que no se radican solo en aportes ilegales de empresas.


El diputado señor Saffirio expresó que ha constituido una práctica habitual la imposición por parte del jefe de servicio para que determinados funcionarios colaboren económicamente en una campaña electoral. 


El diputado señor Chahin señaló que compartía el contenido de la indicación, con excepción de lo señalado en los numerales 1), 2) y 10). Funcionarios como los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes y Gobernadores, que cumplen con un rol político, deben poder aportar a campañas electorales.


Tampoco comparte la prohibición que se desea imponer a los funcionarios públicos de efectuar contribuciones a las campañas, si estas son acordes a sus convicciones. Si se desea terminar con la práctica en que han incurrido algunos jefes de servicio, en orden a exigir contribuciones a los funcionarios de su dependencia, la solución debiera apuntar a imponer fuertes sanciones a quienes incurran en dicha conducta y no a prohibir los aportes de los funcionarios, cercenando un derecho que tienen como ciudadano.


Indicó que si se retiran tales numerales votará la indicación a favor.


El diputado señor Insunza recordó que en el artículo 18 de la ley de partidos políticos se señala quienes no pueden formar parte de un partido político. Podría prohibirse el aporte a las personas que allí se mencionan. Compartió la argumentación efectuada por el diputado Chahin.


El diputado señor Andrade preguntó qué ocurrirá con aquel funcionario público que después de la jornada de trabajo desea aportar como voluntario a una campaña. Recordó que existirá la obligación de valorizar esa contribución. Añadió que existen muchos funcionarios que son militantes de partidos y cotizan como tales. Con esta indicación no podrán continuar haciéndolo.


Valoró el objetivo de la indicación, sin embargo, consideró que sus consecuencias son nefastas.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por 6 votos a favor y 5 en contra. Votaron a favor la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron en contra los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Insunza, don Jorge y Soto, don Leonardo.


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para incorporar, en este numeral, que modifica el artículo 9, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a quinientas unidades de fomento o superior a mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.


El señor Jordán explicó que esta indicación tiene por objeto fijar un aporte máximo por persona respecto de cada elección que se realice. En cada tipo de elección una persona podría donar hasta mil unidades de fomento, si se trata de elecciones parlamentarias, presidenciales o de consejeros regionales y hasta quinientas unidades de fomento, si se trata de elecciones municipales.


El diputado señor Soto preguntó qué ocurriría si no se aprueba esta norma y se mantiene el límite ya aprobado para donar, el que varía según la naturaleza de la elección.


El señor Jordán respondió que la persona podría donar a cuantos candidatos desee, respetando el límite que se fijó respecto al monto máximo de la donación por candidato. Esta indicación tiene por objeto fijar un techo al aporte por elección. Vale decir, todas las donaciones que efectúe la persona, no podrán superar el límite que se propone. 


A vía de ejemplo, señaló que dado que ninguna persona puede aportar en una misma elección y a un mismo candidato a alcalde una suma superior a 250 unidades de fomento, con el nuevo límite que se propone una persona natural solo podrá aportar a dos candidatos a Alcalde esa cifra de 250 unidades de fomento.


El diputado señor Cornejo sugirió reemplazar la conjunción “o” por la conjunción “y”, a fin de aclarar que existe un límite al aporte de 500 unidades de fomento para las elecciones de Alcalde y de 500 unidades de fomento para la elección de concejales y evitar que se entienda que esa suma es el máximo a aportar para ambas elecciones.


El diputado señor Chahin sostuvo que la sugerencia efectuada por el diputado Cornejo puede ser insuficiente, dado que igualmente podría entenderse que el límite de 500 unidades de fomento rige para “la elección de Alcalde y concejales”. Propuso incorporar la frase “en cada una de ellas”, de modo de aclarar que ese límite es para cada elección, sea que se trate de concejales, alcaldes, diputados, senadores o presidenciales.


El diputado señor Coloma consideró excesivo el nuevo límite que se desea imponer. 


Sometida a votación la indicación fue aprobada por ocho votos a favor, tres en contra y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Votaron en contra los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvo la diputada señora Turres, doña Marisol. Con la misma votación se acordó sustituir la conjunción “o” por “y” entre las palabras “alcaldes” y “concejales” y la que se encuentra entre las palabras “consejeros regionales” y “una elección presidencial”. Asimismo, se acordó incorporar la expresión “en cada una de ellas,” a continuación de las palabras “quinientas unidades de fomento”.

N° 4)


El diputado Monckeberg, don Cristián, sostuvo que no aprecia diferencias entre el aporte que puede efectuar una persona natural y una persona jurídica, más allá que unas pueden votar y otras no.


Preguntó qué diferencias existen entre un aporte realizado por el señor Luksic y uno realizado por el Banco Chile, más allá de que el primero puede votar y el otro no. Advirtió que de ahora en adelante, de aprobarse esta iniciativa, todas las contribuciones a campañas serán públicas. Además debiera permitirse al candidato rechazar las donaciones que no desee recibir.


Destacó que el antídoto para la corrupción y el tráfico de influencias es la transparencia. Por ello este Congreso ha aprobado la ley de acceso a la información pública y la ley del lobby, la que ponen el acento precisamente en este aspecto.


Propuso que solo los partidos políticos puedan ser receptores de las donaciones que puedan efectuar personas jurídicas con fines de lucro.


La señorita Ximena Rincón señaló que la ausencia de equidad en el financiamiento se presenta con fuerza al revisar los aportes de las personas jurídicas con fines de lucro. La forma de distribución de las donaciones es desigual, porque se concentran en algunos sectores.


Recordó que tales aportes cuentan con beneficios tributarios, por lo que de cierta forma la manera en que se distribuyen recursos de todos los chilenos es resuelta solo por algunas personas del sector privado.


Informó que en las democracias del mundo conviven los dos sistemas, esto es, el que permite este tipo de aportes y el que lo prohíbe. A vía de ejemplo, mencionó que en Estados Unidos se optó por prohibir este tipo de contribuciones. Sin embargo, para burlar tal prohibición se crearon los llamados “political action committee”, que son las entidades que reciben las donaciones que les son prohibidas a los candidatos. Se trata de organismos creadas para promover determinadas causas, las que contratan al candidato para que la difunda.


El diputado señor Ceroni recalcó que la eliminación de esta norma constituye una de las piedras angulares del proyecto. Para terminar con la indebida influencia del dinero en la política es necesario prohibir el aporte de las empresas, cuya principal motivación es influir posteriormente en la autoridad elegida.


El diputado señor Jackson expresó que resulta evidente que los ciudadanos tienen derechos políticos de los cuales carecen las empresas. Más allá de dicho argumento hizo presente que las empresas tienen intereses y no ideales. Por ello, la donación que efectúen responde solo al interés y conveniencia de la empresa y no a otra motivación. 


Manifestó que la sola transparencia es insuficiente en esta materia.


Añadió que por esta vía empresas extranjeras podrían efectuar cuantiosas donaciones, burlando la prohibición que pesa sobre los aportes provenientes desde el extranjero.


El diputado señor Soto afirmó que uno de los grandes problemas del modelo de financiamiento electoral diseñado el año 2003 estuvo dado por permitir los aportes reservados de personas jurídicas con fines de lucro. El terminar con estos aportes constituye un paso fundamental para poner fin a un sistema de financiamiento que fue nefasto para el país. La mera transparencia es insuficiente. 


El diputado señor Squella indicó que no considera ilegítimo que empresas puedan efectuar donaciones. Sin embargo, compartió lo expuesto por otros diputados, en orden a que resulta inconveniente continuar aceptando los aportes de las personas jurídicas con fines de lucro. Respecto a las personas sin fines de lucro, preguntó por qué prohibirles que puedan contribuir a las campañas de personas que comparten los propósitos que persiguen. 


El diputado Monckeberg, don Cristián, expresó que el problema ha estado radicado en las empresas que aportaron ilegalmente a las campañas y no en aquellas que lo hicieron en conformidad a la ley.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 5)


El diputado Monckeberg, don Cristián, presentó indicación para eliminarlo.


El diputado señor Soto sostuvo que debe acogerse la indicación, para que las donaciones que se efectúen con arreglo a este Párrafo sigan estando liberadas del trámite de insinuación.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 6)


El señor Jordán señaló que este artículo tiene por objeto determinar qué ocurrirá con aquellos aportes cuando el candidato los obtiene con infracción a la ley o cuando se ha excedido el límite fijado.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sugirió que en aquellos casos en que se supere el límite fijado para cada candidato, lo aportado en exceso debiera destinarse al partido del candidato y no al erario fiscal.


El diputado señor Squella sostuvo que debiera procurarse que una vez que el candidato llegue al techo del gasto no pueda recibir nuevos recursos, de modo de evitar que el donante desperdicie su dinero.


Compartió la propuesta efectuada por el diputado Monckeberg.


El diputado señor Chahin coincidió con lo expuesto por los diputados Squella y Monckeberg, dado que el ánimo del donante es contribuir con el candidato y no donar al Fisco. Se trataría de una suerte de sanción para el donante, quien ignora si el candidato ha superado o no el límite.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Tomás Jordán explicó que este artículo se pone en el caso que los gastos de campaña sean inferiores al aporte recibido. 


En la pasada sesión se planteó la posibilidad de permitir que el donante conozca cuánto puede aportar, de modo de evitar que lo donado en exceso vaya en beneficio fiscal. Esta discusión conduce a la regulación de los depósitos bancarios, que se regularán en el artículo 16.


El diputado señor Andrade preguntó por el destino de los aportes que exceden el monto máximo legal. Estimó que ellos debieran reconducirse al partido en que milita el candidato.


El diputado Monckeberg, don Cristián, estimó preferible que lo aportado en exceso debiera devolverse al donante.


El señor Jordán recordó que el artículo 12 vigente dispone que los aportes que reciban los candidatos de los partidos que excedan los gastos en que hubieren incurrido serán devueltos a los aportantes, si estos pudieren ser identificables, en la oportunidad a que se refiere la letra c) del artículo 31. En caso contrario dichos excesos deberán ser entregados por los administradores electorales, en la misma oportunidad, a los respectivos administradores generales electorales, y se considerarán hechos a los partidos políticos, en cuanto no superen el monto de los gastos que éstos hubieren efectuado.


Por ello, sugirió rechazar este numeral y modificar el artículo 16, de modo de mantener el artículo 12 en los mismos términos de hoy.


El diputado señor Chahin consideró que lo lógico es que el aporte sea devuelto al donante, porque este desconoce si el candidato ha superado o no el límite que fija la ley. La voluntad del aportante es favorecer al candidato y no al partido.


El diputado Monckeberg, don Cristián, propuso que en el caso de los candidatos independientes el aporte sea devuelto al aportante. En el caso de los candidatos de partidos políticos el aporte debiera derivarse hacia las colectividades.


El señor Jordán destacó que resulta necesario poder individualizar al aportante, para permitir la devolución y que quienes aportan no lo hagan más allá de lo permitido por la ley.


Por ello es necesario que el sistema bancario conozca los límites por candidato y por categoría de ellos, tema tratado en el artículo 16.


El artículo 12 vigente dispone que si se reciben más aportes que los gastos efectuados, el exceso se devuelve al aportante, si este puede ser identificado. Para ello es necesario modificar el artículo 16, de modo de hacer operativa esta norma.


La diputada señora Turres, doña Marisol, expresó que se debe respetar la voluntad del aportante. Ello no ocurre si los aportes que hizo al candidato terminan en manos del partido o del Fisco.


El diputado señor Chahin sostuvo que existen dos situaciones diversas. Cuando el candidato ya superó el máximo de aportes a recibir, hecho que es ignorado por otros donantes. En este caso debiera devolverse la contribución al donante. Sin embargo, cuando un donante aporta a sabiendas más allá de lo que la ley autoriza, ese aporte en exceso debiera reconducirse al partido o al Fisco, a modo de sanción.


El ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza, propuso mantener el artículo 12 vigente y rechazar el numeral que propone reemplazarlo. Este artículo dispone que debe devolverse al aportante lo donado en exceso, en la medida que pueda identificarse. De ahí entonces la importancia de 


Por su parte el artículo 15 bis de la ley N°19.884 dispone que si quedare un remanente de devolución que el candidato no pudiere percibir por cualquier causa, dichos remanentes pasarán al partido que hubiere declarado al candidato, hasta la suma que corresponda a los gastos en que el partido hubiere incurrido efectivamente, y siempre que la cuenta general respectiva del partido se encuentre aprobada.


Sometido a votación el numeral, se rechazó por 10 votos en contra. Votaron por la negativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

N° 7) (pasó a ser N° 5)


El diputado señor Coloma sugirió hacer una remisión al registro de empresas condenadas por prácticas antisindicales, de modo de que exista mayor certeza para los que contratan los servicios de empresas que si bien, pueden no estar incluidas en tal registro, si pueden tener algún atraso menor en el pago de algunas cotizaciones. 


La diputada señora Turres, doña Marisol, expresó que para quienes contratan con empresas resultará imposible saber si ellas se encuentran al día en el pago de las cotizaciones.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, advirtió que bastará con que cada partido exija el certificado de cotizaciones de los trabajadores de las empresas, antes de contratar con ellas. 


El diputado señor Andrade recordó que la certificación de no haber sido condenada la empresa por prácticas antisindicales constituye un requisito básico para poder participar en licitaciones públicas. La Dirección del Trabajo publica anualmente en un diario de circulación nacional la nómina de empresas condenadas por esas prácticas.


Respecto del pago de cotizaciones, cada partido deberá requerir a las empresas los certificados correspondientes. 


El diputado señor Coloma señaló que pese a que votaría a favor el numeral, debiera dejarse expresa constancia que la prohibición se refiere solo a las empresas que se encuentren en el registro mencionado por el diputado Andrade, en lo que respecta a las condenadas por prácticas antisindicales.


El diputado Monckeberg, don Cristián, solicitó se deje constancia en la historia de la ley, que la primera parte del inciso que se propone agregar se verificará con el examen del registro ya aludido. Respecto de la segunda parte del inciso, lo allí consagrado se acreditará mediante un certificado que acompañará la empresa proveedora del servicio.


Sometida a votación la letra a) de este numeral, se aprobó por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para agregar a la letra b) de este numeral el siguiente inciso, modificando, en su encabezado, la frase “Agrégase el siguiente inciso final” por “Agréganse los siguientes incisos:”:


“Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas por infracción al decreto ley N° 211.”.


Sometida a votación la letra b) de este numeral, conjuntamente con la indicación antes mencionada, se aprobó por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


La Secretaría de la Comisión hizo presente la necesidad de especificar en esta letra b) que el plazo de dos años debe computarse desde el momento de la elección.


Luego de un breve debate, así se acordó.

-o-


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para incorporar el siguiente numeral 8), nuevo:


“8) Modifícase el artículo 15, reemplazando en su inciso segundo la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.”.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por ocho votos a favor y dos abstenciones. Votaron a favor la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron los diputados señores Coloma, don Juan Antonio y Saffirio, don René.


Se acordó fusionarlo con el N° 8) siguiente, que ha pasado a ser N° 6), por contener modificaciones al mismo artículo 15.

-o-

N° 8) (pasó a ser N°6)


Los diputados señores Monckeberg, don Cristián y Soto, don Leonardo, formularon indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:


8) Modificase el inciso segundo del artículo 15 de la siguiente forma:


a) Elimínase la oración “, mediante el reembolso de los gastos que no hayan sido financiados por otro tipo de aportes,”.


b) Sustitúyese la frase “facturas o boletas pendientes de pago” por la siguiente: “facturas, boletas u otros documentos que respalden los gastos”.


El diputado señor Soto explicó que esta indicación tiene por objeto simplificar el trámite del reembolso. Hoy opera mediante la acreditación de boletas o facturas pendientes de pago, lo que resulta un tanto engorroso.


El diputado Monckeberg, don Cristián, preguntó si existe otra manera de acreditar el gasto, que no sea a través de facturas o boletas, como podría ser el pago de un arriendo o de un crédito. La redacción vigente puede resultar un tanto restrictiva.


Por ello se explica la inclusión de la frase “u otros documentos que respalden los gastos”.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes, señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


El diputado señor Soto manifestó que puede ocurrir que los procedimientos administrativos iniciados digan relación con infracciones menores, que signifiquen pequeñas multas, los que harán retrasar el pago del reembolso total. No resulta lógico que no se pague dicho reembolso, cuando el candidato se vea expuesto a una multa menor. Hizo presente que existe una cadena de proveedores que no recibirán sus pagos mientras no se cancele tal reembolso.


El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery advirtió que los procedimientos administrativos sancionatorios a los que se alude, son los consagrados en esta ley y no otros. Consideró que debiera aclararse en la norma que tal alusión es la correcta, de modo que no se entienda que cualquier procedimiento administrativo puede suspender el pago del reembolso.


El coincidió asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, en que la norma tal como está redactada puede resultar un tanto amplia. Con todo, destacó la necesidad de suspender el reembolso para asegurar el pago de las multas.


El diputado señor Andrade expuso que ante el dilema de optar entre pagar prontamente a los proveedores, a quienes siempre urge el pronto pago de sus servicios, o pagar al Fisco, prefiere asegurar el pago a los primeros.


El señor Jordán reiteró en la necesidad de suspender el reembolso solo respecto de los montos involucrados en el procedimiento 


Por la misma votación se dio por rechazado el numeral 8) original, propuesto en el Mensaje.

N° 9) (pasó a ser N° 7)


El diputado señor Saffirio hizo presente que de acuerdo a esta propuesta, todo pago, por menor que sea, deberá ser girado con cargo a una cuente corriente bancaria.


El diputado Monckeberg, don Cristián, expresó que el no ve inconveniente en permitir que las personas naturales puedan efectuar donaciones en forma anónima, cuando estas sean de bajo monto.


De esta forma el trabajador o funcionario podrá aportar recursos a una campaña con libertad, aun cuando su empleador tenga una preferencia política opuesta.


El diputado señor Squella preguntó si en la práctica resultará posible efectuar todos los pagos a través de la cuenta corriente a la que alude el inciso segundo del artículo 16.


Asimismo, preguntó a los representantes del Servicio Electoral si dicha entidad se encuentra en condiciones de recibir todos los aportes a través del sitio web. Recordó que la Fundación Ciudadano Inteligente sostuvo ante la Comisión que debiera facilitarse a la ciudadanía realizar los aportes, para así incentivar que esta contribuya a las campañas. Hoy en día el sistema es bastante engorroso ya que se debe acudir al Banco Estado y luego al Servicio Electoral para determinar a quién va la donación. Podrían aplicarse diversos sistemas electrónicos, tal como sistemas de webpay u otros.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera expresó que su Servicio se transformará en una suerte de SERVIPAG. Indicó que se encuentran preparados y tienen la experiencia para enfrentar dicho desafío.


Añadió que el inciso segundo del artículo dispone que “Los candidatos y sus partidos indicarán al Servicio Electoral una cuenta corriente única para estos efectos.” Al respecto afirmó que no todos los candidatos tienen la opción de contar con una cuenta corriente bancaria. También existe la posibilidad de contar con cuentas vistas o cuentas de ahorro. Sugirió reemplazar la expresión “cuenta corriente” por “cuenta bancaria”.


El diputado señor Saffirio hizo presente que la norma dispone que desde esta cuenta bancaria se efectuarán todos los pagos que demande la campaña electoral. Al respecto advirtió que no se pueden efectuar pagos desde una cuenta RUT.


La señora Cabrera expresó que si se puede efectuar pagos desde esa cuenta. Sin embargo, los bancos suelen fijar ciertos montos máximos, lo que puede constituir un problema. Además se efectúa un cobro por cada transacción.


El diputado señor Coloma aclaró que la norma no obliga a efectuar todos los giros desde la tarjeta. Podría hacerse un giro para retirar los fondos, y con cargo a lo retirado empezar a pagar los gastos que se generen, lo que deberá ser rendido con posterioridad.


El diputado señor Andrade sugirió eliminar en el inciso segundo la oración “Desde esta cuenta se efectuarán todos los pagos que demande la campaña electoral.”


El diputado Monckeberg, don Cristián, se manifestó partidario de mantener las donaciones anónimas, hecho que se vincula al carácter secreto del voto.


Puso como ejemplo el caso que el empleador tenga una determinada orientación política y el trabajador una contraria. En tal evento, el segundo puede sentirse cohibido para donar. Por ello se propone mantener el anonimato de su aporte. También citó como ejemplo el caso del funcionario público. Recordó que los invitados a la Comisión efectuaron similar propuesta.


El diputado señor Ceroni consideró que todos los aportes deben ser públicos. Permitir que se efectúen aportes anónimos puede generar desigualdades entre los competidores, porque algunos cuentan con redes mayores de apoyo. Destacó que por esta vía se puede burlar la ley, dividiendo el aporte de un empresario en muchas donaciones anónimas pequeñas.


El diputado señor Chahin recordó que el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo Humano, Ciudadano Inteligente, Espacio Público y otros invitados destacaron la importancia de mantener el anonimato de los aportes pequeños.


Hizo presente que se trata de donaciones de monto bajo. En otra indicación se establece que serán anónimos los aportes efectuados por personas naturales en dinero cuyo importe no supere el equivalente en pesos a veinte unidades de fomento.


El diputado señor Saffirio hizo presente que esta iniciativa no solo dice relación con el financiamiento, sino también con transparencia. Si se abre la puerta a donaciones anónimas, por pequeñas que sean, se estará abriendo el espacio para que una sola persona efectúe un aporte de magnitud considerable, distribuido a través de pequeñas donaciones de los amigos del candidato.


El diputado Monckeberg, don Cristián, aclaró que en otra indicación se establece que este tipo de aportes anónimos no podrá superar el 20% del total de las donaciones recibidas.


El diputado señor Squella reiteró que varias de las organizaciones invitadas a la Comisión hicieron presente la necesidad de conservar un espacio de donaciones anónimas, lo que concuerda con el carácter secreto del voto. Esta medida tiene por objeto proteger especialmente a aquellas personas que en razón de su de su desempeño laboral, prefieren mantener el aporte en el anonimato.


Advirtió que de aprobarse una propuesta en tal sentido, no debiera operar con la misma lógica de los aportes anónimos que hoy contempla la ley, donde los únicos que conocen del aporte son el donante y el donatario.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera sostuvo que los aportes anónimos constituyen una herramienta válida para permitir la reserva de la identidad de aquellas personas que no desean que se conozca su contribución.


Añadió que hoy tales aportes no representan mayor dificultad, ya que solo adquieren cierta connotación en la elección presidencial. En las elecciones municipales y parlamentarias su incidencia no es relevante.


Por otra parte, consideró que sería complejo para el Servicio mantener el anonimato del aporte, en un sistema diseñado para que todas las contribuciones sean públicas.


El diputado señor Andrade señaló que si por la vía de permitir aportes anónimos de bajo monto se puede abrir la puerta para que se disfracen aportes de magnitud, prefiere evitar ese riesgo y mantener la propuesta del Ejecutivo, en orden a terminar con los aportes anónimos y reservados.


Si se considera que la actividad política es desdorosa, podría entenderse el anonimato.


El diputado señor Soto sostuvo que en atención al escenario político que vive el país, existe la necesidad de hacer transparente todas las donaciones. Añadió que si bien entiende el fundamento de la propuesta, tal problema en Chile no ha existido. Como indicó la Subdirectora del Servicio Electoral, solo 12 personas naturales en todo el país efectuaron aportes a campañas políticas. El resto de las donaciones las efectuaron 291 empresas.


El diputado señor Cornejo coincidió con la visión del diputado Andrade, en orden a que permitir el aporte anónimo supone que se trata de una contribución a una actividad desdorosa.


Recalcó que la ley no debe redactarse pensando en la situación vigente hoy. La norma debe introducirse en el ordenamiento considerando las conductas futuras.


Consideró complejo de explicar que esta Comisión pretende mantener algún tipo de reserva en las donaciones a las campañas políticas.


El diputado señor Coloma recordó que la propia Presidenta Bachelet recaudó más de mil millones de pesos a través de los aportes anónimos.


Sostuvo que podría rechazar esta indicación, siempre que se mantenga la aprobada en la pasada sesión, que prohíbe los aportes por parte de los funcionarios públicos.


El diputado Monckeberg, don Cristián, en atención a las múltiples restricciones que se están estableciendo en materia de aportes de particulares, preguntó qué ocurrirá con el financiamiento público.


Añadió que si se estima que el consagrar el anonimato de la donación supone que la política es una actividad desdorosa, también habría que terminar con el secreto del voto.


Puntualizó que la legislación que proviene desde el año 2003 no ha fracasado. Lo que ocurrió es que se hicieron aportes al margen de la legalidad vigente.


La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señorita Ximena Rincón, expresó que el Ejecutivo es partidario de eliminar los aportes anónimos y reservados. La norma propuesta también persigue que exista mayor equidad en las campañas. Indicó que si se revisan los destinos de tales aportes es posible constatar la forma en que se concentran.


Los diputados señores Chahin, don Fuad y Soto, don Leonardo, formularon indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“9) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Los aportes de campaña electoral se efectuarán a través del sitio web que proveerá el Servicio Electoral y serán públicos, de conformidad con lo que se señala en los artículos siguientes.


Cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de esta. Al momento de constituir esta cuenta el candidato o el partido deberán instruir a la entidad bancaria autorizando al Servicio Electoral a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que dicha cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Los bancos que administren estas cuentas deberán exigir la identificación de las personas aportantes, por medio de la indicación de su cédula de identidad, para la realización de los aportes a que se refiere el artículo 9° de esta ley. Asimismo, deberán establecer los medios necesarios para poder resguardar los máximos señalados que para cada aporte establece el artículo 9° de la ley.


De los montos de esta cuenta, los candidatos y partidos deberán llevar contabilidad separada respecto de los aportes privados y públicos.


Una vez terminada la campaña, el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria hasta que la contabilidad haya sido aprobada por el Servicio Electoral, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta.”


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


El señor Jordán planteó la necesidad de obligar a las instituciones financieras que exijan la individualización del donante y que permitan que el Servicio Electoral conozca los movimientos de la cuenta que se cree para recibir los aportes. Informó que se efectuaron consultas a organismos técnicos, entre los cuales se cuenta la Unidad de Análisis Financiero, quienes sostuvieron que ello resulta perfectamente posible.


El ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza, expresó que la propuesta que se ha traducido en la indicación de los diputado Soto y Chahin busca precisar de mejor manera las obligaciones de individualización del aportante y el papel que los bancos deben jugar para que ello tenga lugar.


Con posterioridad, la Comisión acordó refundir este numeral con el numeral 16) que proponía la sustitución del artículo 22, con la siguiente redacción para ambos numerales:


“9) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, constarán por escrito, consignándose el nombre completo del aportante y deberán efectuarse a través del sitio web del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario que indicará el nombre del candidato o partido a quien se destina dicho aporte.


Para recibir los aportes, cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de esta. Al momento de constituir esta cuenta el candidato o el partido deberán instruir a la entidad bancaria autorizando al Servicio Electoral a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que dicha cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Tratándose de depósito bancarios los bancos que administren estas cuentas deberán exigir la identificación de las personas aportantes, por medio de la indicación de su cédula de identidad, para la realización de los aportes. Asimismo, deberán establecer los medios necesarios para poder resguardar los máximos señalados que para cada aporte establece el artículo 9°.


De los montos de esta cuenta, los candidatos y partidos deberán llevar contabilidad separada respecto de los aportes privados y públicos.


Una vez terminada la campaña, el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria hasta que la contabilidad haya sido aprobada por el Servicio Electoral, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta.”.


“16) Elimínase el artículo 22.”.


La Secretaría de la Comisión sostuvo que en el artículo 16 se regula los depósitos bancarios, se exige a las instituciones financieras el deber de identificar al depositante. Por su parte, el artículo 22 también regula la misma materia. Por ello, se propuso refundir ambos artículos, estableciendo que el deber de acreditar la identidad del donante se exija solo respecto de los depósitos bancarios, puesto que en el caso de las transferencias electrónicas ello resulta innecesario, ya que los bancos cuentan de antemano con la identidad del donante.


Luego de un breve debate, así se acordó.

N° 10) (pasó a ser N°8)


El diputado señor Squella recordó que los invitados ante la Comisión propusieron permitir que los aportes bajo un determinado monto tengan el carácter de reservado.


Advirtió que de aprobarse alguna de las indicaciones presentadas, debiera otorgársele el tratamiento de una donación reservada y no anónima bajo el esquema de la ley vigente, ya que respecto de estas últimas no existe control alguno. El Servicio Electoral solo conoce la declaración del candidato.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 11) (pasó a ser N° 9)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 12) (pasó a ser N° 10)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 13) (pasó a ser N° 11)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 14) (pasó a ser N° 12)


El diputado señor Chahin preguntó si tales aportes serán públicos solo para toda la ciudadanía o solo los conocerá el Servicio Electoral.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán expresó que los aportes serán públicos para toda la ciudadanía, pero la militancia continuará siendo reservada.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.

N° 15) (pasó a ser N° 13)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.


La Secretaría de la Comisión, en ejercicio de sus facultades, modificó la redacción, quedando el artículo aprobado de la siguiente forma:


“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral, serán siempre públicos. Estos podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N° 18.700. En el segundo caso, el instituto de formación política receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y sobre su monto. El partido político a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de 10 días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto con Título V de la citada ley.”.

N° 16) (pasó a ser N° 14)


El diputado señor Squella compartió la observación efectuada por la Fundación Ciudadano Inteligente, en orden a que falta establecer plazos de publicación y actualización de la información sobre donaciones a campañas. Asimismo, los representantes de dicha Fundación señalaron que se podría establecer una norma de buena práctica para que se publique de manera casi inmediata la información sobre gastos. Es importante que la información sobre aportes y gastos esté disponible para la ciudadanía en tiempo casi real, para que esta pueda tenerla en cuenta al momento de votar.


La señora Cabrera explicó que el Servicio Electoral podría actualizar la información una vez que se encuentren disponibles lo fondos en la cuenta. Así ocurre hoy al menos en el caso de los aportes reservados que se efectúan a través del Servicio, dado que una vez que se cuenta con tales depósitos, se procede a distribuir los fondos entre los diversos candidatos.


La actualización de la información estará vinculada a la disponibilidad de los fondos en la cuenta del servicio.


El diputado señor Cornejo preguntó si resulta posible efectuar un depósito a través del sitio web del Servicio Electoral. Indicó que entiende que solo es posible efectuar transferencias electrónicas por esa vía.


La señorita Rincón sugirió agregar “bancario” a continuación de la expresión “depósito”.


En virtud del acuerdo adoptado respecto del numeral 9), este numeral se reemplazó por el siguiente


“16) Elimínase el artículo 22.”.

N° 17) (pasó a ser N° 15)


El diputado señor Squella preguntó por qué razón se eliminó el inciso segundo del artículo 25 vigente, que prohíbe los aportes de campaña electoral provenientes de toda persona jurídica que reciba subvenciones o aportes del Estado.


El señor Jordán recordó que al prohibir los aportes de personas jurídicas, la mantención de tal disposición se hacía innecesaria.


La diputada Turres, doña Marisol, advirtió que el inciso segundo al que aludió el diputado Squella también se refería a las personas que participan en licitaciones públicas. Con el nuevo artículo 25 desaparece la prohibición de efectuar aportes a campañas políticas.


El diputado señor Andrade preguntó qué ocurre con aquella persona natural que recibe aportes del Estado, como podría ocurrir con un sostenedor de un colegio.


El señor Jordán afirmó que ellos también se constituyen como personas jurídicas. Respecto de las personas que reciben aportes desde el Estado, recordó que se acaba de aprobar una indicación que prohíbe las contribuciones de los funcionarios públicos, incluyendo a quienes han sido contratados bajo honorarios.


Respecto de la consulta de la diputada Turres, informó que la mayoría de las personas naturales que contratan con el Estado, lo hace por trato directo, porque la norma así lo permite. A vía de ejemplo, mencionó los informes en derecho encomendados a determinados abogados. La regla general en materia de licitaciones es que participen básicamente personas jurídicas.


La diputada Turres, doña Marisol, sostuvo que si bien puede tratarse de casos marginales, eventualmente en el marco de una campaña municipal, los aportes de una persona natural que participó en una licitación pueden ser muy importantes.


El diputado señor Andrade sugirió al Ejecutivo que estudie una norma que impida que una persona natural contribuya a una campaña, habiendo participado de una licitación en que la autoridad elegida pueda incidir en la decisión que se adopte en la citada licitación.


La Secretaría de la Comisión hizo presente que esta disposición es innecesaria, porque el artículo 26 prohíbe los aportes de toda persona jurídica.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 18) (pasó a ser N° 16)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 19) (pasó a ser N° 17)


El asesor legislativo del Instituto Libertad, señor David Huina, sostuvo que el tipo penal debiera describirse enfocado en quienes resulten responsables de la obtención maliciosa de los aportes regulados en las leyes N°s 19.884 y 18.603 y no apuntando de antemano al candidato o al Administrador General de los Fondos. Consideró que en el proyecto existen solo desincentivos para asumir esta última función.


El señor Jordán explicó que esta norma consagra una suerte de causal indirecta de cesación en el cargo. Por ello es relevante mantener la alusión expresa al candidato. A lo largo de todo el proyecto se imponen obligaciones tanto para el candidato como para el Administrador. De ahí entonces que la sanción penal se asocie a ellos.


Reiteró que la pena que impone el inciso tercero puede significar la pérdida del escaño para el candidato, porque perdería un requisito de elegibilidad, cual es, la ciudadanía.


El señor Huina consideró que el artículo incurre en una confusión, dado que mezcla dos momentos diversos, la propia campaña y la época diversa de ella, ya que alude al Administrador General de Fondos de un partido y a los aportes consagrados en la propia ley de partidos políticos, los que se conceden más allá del período de campaña.


El señor Jordán manifestó que es efectivo que la norma parece no cuadrar si se la analiza conforme a la realidad actual, pero si cuadra si se tiene presente que será aplicable cuando los aportes públicos a los partidos se encuentren vigentes.


El diputado señor Soto estimó que el monto que se fija para agravar la pena es muy alto. Sugirió reemplazar el guarismo “4.100” por otro más bajo.


Asimismo, propuso establecer a título de multa el pago del 100% de lo defraudado.


El señor Jordán reiteró que si se va a establecer la sanción indirecta de pérdida del cargo, ello debe estar asociado a una infracción grave.


El diputado señor Andrade sugirió que el monto para agravar la conducta sea de 2050 unidades de fomento.


El asesor legislativo de la Bancada de Diputados del Partido Socialista, señor Enrique Aldunate, sostuvo que el artículo plantea hipótesis similares a los engaños propios de la estafa. 


De acuerdo a lo dispuesto en el Código Penal la estafa se puede cometer a través de un fraude por engaño o por un abuso de confianza. 


Sugirió separar las conductas que describe la norma, sancionando al que obtenga los aportes que regulan las leyes Nº 19.884 y 18.603 mediante falsedad o engaño en un inciso, y en otro distinto sancionando al que los obtenga mediante omisión maliciosa respecto de las condiciones requeridas para su obtención.


Sostuvo que debe existir claridad que existen deberes concretos exigibles a los sujetos activos de esta figura, para poder sancionar su omisión.


El señor Jordán preguntó si el asesor está proponiendo graduar la pena de manera diversa las conductas por acción y por omisión. Estimó que debe mantenerse la misma pena para ambos casos.


El diputado Monckeberg preguntó si es necesario establecer esta norma, considerando que igualmente podrían aplicarse las normas del Código Penal.


El señor Mery sostuvo que resulta difícil configurar una hipótesis de defraudación mediante engaño y situarla en una misma norma que una comisión por omisión o incumplimiento de deberes. 


La diputada señora Turres, doña Marisol, preguntó cómo se acreditará la “omisión maliciosa” que describe el tipo que se crea. Asimismo, preguntó por qué razón se crea una figura nueva y no se efectúa una mera remisión a los tipos penales ya existentes.


El diputado señor Soto sostuvo que el exigir una “omisión maliciosa” supone excluir de sanción una omisión por mera negligencia.


El señor Aldunate expresó que la figura que se crea podría homologarse al fraude de subvenciones, si se considera que este aporte permite encuadrarlos dentro de esa figura. Sin embargo, consideró que ese no es camino. Es preferible la opción adoptada por el Ejecutivo, separando la conducta en dos incisos, tratando por separado la sanción de la omisión.


Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Ceroni, don Guillermo y Soto, don Leonardo, formularon indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“19) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:


“Artículo 27 bis.- El candidato o Administrador General de los Fondos de un partido político que obtenga los aportes que regulan las leyes Nº 19.884 y 18.603 mediante falsedad o engaño serán castigados con presidio menor en su grado mínimo a medio. 


Con la misma pena serán castigados el candidato o Administrador General de los Fondos de un partido político que obtenga los aportes a que se refieren las leyes señaladas en el inciso anterior mediante omisión maliciosa respecto de las condiciones requeridas para su obtención.


El que aplicare los recursos obtenidos del Estado con una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley, así como el tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con la misma pena que establecen los incisos anteriores.


Si el monto de lo defraudado o desviado excede de 2050 unidades de fomento, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. Además deberá pagar una multa correspondiente al 100% del monto defraudado.


Las investigaciones de los delitos descritos en este artículo solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral. Con todo, la querella podrá también ser presentada por el Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio. En el caso señalado en el inciso anterior, la intervención será obligatoria.”.


El diputado señor Squella preguntó para qué dividir la descripción del tipo, si se aplicará la misma pena a ambas hipótesis.


El señor Aldunate hizo presente que la agravación de la pena consagrada en el inciso cuarto se aplicará solo a la defraudación. 


Sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Letelier, don Felipe; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 20) (pasó a ser N° 18)


El señor Jordán explicó que en atención a la norma aprobada en otra sesión, estimó que esta norma será de aplicación excepcional, dado que los bancos ahora estarán obligados a exigir la identidad del donante y que sabrán los movimientos de la cuenta del candidato, por lo que tendrán certeza de cuándo un donante está aportando más allá de lo permitido por la ley. 


El diputado seño Soto hizo presente que igualmente pueden efectuarse aportes al margen de la regulación legal. 


El diputado señor Chahin sugirió que en vez de fijar la multa en una cifra determinada, se consagre que la multa ascienda al triple del monto efectuado de manera ilegal.


El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“20) Agrégase el siguiente artículo 27 ter nuevo:


“Artículo 27 ter.- Será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales el que efectúe aportes en campañas electorales a candidatos o partidos, con infracción a lo dispuesto en esta ley”.”.


El diputado señor Squella consideró que la norma está redactada en términos demasiado amplios. 


Por otra parte, hizo presente que puede ocurrir que un tercero efectúe un aporte sin conocer si se ha traspasado o no el límite al gasto. Ello no se condice con la alta pena que se propone establecer. 


La Secretaría de la Comisión hizo presente que el artículo 19 N°3 inciso final dispone que “Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella”. Esta indicación no cumpliría ese estándar exigido por la Constitución.


El diputado señor Squella preguntó si el sistema permitirá bloquear todo aporte que supere el límite al gasto permitido. Frente a este hecho preguntó si es razonable sancionar a esa persona con una pena de la naturaleza propuesta.


Por otra parte, destacó que no corresponde sancionar con la misma pena que se contempla para el candidato o el Administrador de Fondos, a un tercero que perfectamente puede ignorar que está aportando más allá de los límites que establece la ley.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por dos votos a favor y diez en contra. Votaron a favor los diputados señores Ceroni, don Guillermo y Soto, don Leonardo. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Letelier, don Felipe; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes: Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Letelier, don Felipe; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación se acordó, a sugerencia del diputado Chahin, sustituir la frase “con multa de 20 a 100 unidades tributarias mensuales” por la siguiente: “con una multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado”.

-o-


El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación para agregar el siguiente numeral 21), nuevo:


“21) Agrégase el siguiente artículo 27 quater, nuevo:


“Artículo 27 quater.- Los partidos políticos que reciban directa o indirectamente aportes de manera ilegal serán sancionados con una o alguna de las siguientes penas, dependiendo de la cuantía de lo defraudado y de la reiteración:


1.- Multa correspondiente al 100% del monto de lo defraudado a beneficio fiscal.


2.- Suspensión del financiamiento público por un período de un mes a tres años.


3.- Disolución del partido político cuando la conducta ha sido reiterada en dos o más procesos eleccionarios por montos superiores a 3.000 UF cada uno.”.


La diputada señora Turres, doña Marisol, consideró que esta norma se puede prestar para abusos. La disolución de un partido constituye una sanción demasiado grave. Se estaría sancionando a todos los militantes por hechos en que participaron solo algunos de ellos.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sugirió discutir este tipo de sanciones en el marco de la discusión de la nueva ley de partidos políticos.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, sugirió restringir la norma a la recepción ilegal de aportes para campañas electorales.


El señor Jordán consideró que la sanción de disolución de un partido político debiera discutirse en el marco de la nueva ley de partidos políticos.


El diputado señor Squella expresó que el texto aprobado en el artículo 27 bis ya sanciona la conducta que aquí se propone castigar. 


El diputado señor Soto explicó que se trata de sujetos distintos. 


El diputado señor Chahin sostuvo que esta norma sanciona al partido, en cambio el artículo 27 bis sanciona al candidato o al Administrador.


El diputado señor Coloma reiteró que esta materia debiera tratarse durante la discusión de la ley de partidos políticos.


El diputado señor Andrade propuso que todas aquellas normas referidas a los partidos políticos se concentren en la ley que los regula.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por dos votos a favor, ocho en contra y dos abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Gutiérrez, don Hugo y Soto, don Leonardo. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvieron los diputados señores Chahin, don Fuad y Letelier, don Felipe.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para agregar el siguiente numeral 21), nuevo:


“21) Agrégase el siguiente artículo 27 quater, nuevo:


“Artículo 27 quater. Sin perjuicio de la responsabilidad penal que en su caso pueda configurarse, los candidatos que resulten electos y que a juicio del Tribunal Calificador de Elecciones hayan infringido gravemente las disposiciones de esta ley en sus respectivas campañas, no podrán asumir sus cargos o bien serán destituidos de ellos, si ya los hubiesen asumido.


La acción para denunciar el incumplimiento grave de esta ley deberá ser ejercida por el Servicio Electoral.


En caso que se anule la elección de un candidato de acuerdo a lo dispuesto en este artículo, el mismo fallo del Tribunal Calificador de Elecciones dispondrá que se llame a una nueva elección, a efectuarse dentro de 60 días, con el objeto de proveer el respectivo cargo.”


La indicación fue declarada inadmisible por ser materia de reforma constitucional.

-o-

N° 21) (pasó a ser N° 19)


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expresó que el artículo 41 de la ley N° 19.884 dispone que “Dentro de los treinta días siguientes a una elección presidencial, parlamentaria o municipal, los Administradores Generales Electorales deberán presentar al Director del Servicio Electoral una cuenta general de los ingresos y gastos electorales directamente recibidos y efectuados por el respectivo partido político.


Asimismo, y conjuntamente, deberán presentar una cuenta general de los ingresos y gastos electorales de la totalidad de los candidatos inscritos en representación del partido político correspondiente, que hubieren sido enviados por los Administradores Electorales.


La cuenta general de ingresos y gastos electorales deberá, además, precisar el origen de la totalidad de los ingresos y el destino de todos los gastos del partido político y candidatos respectivos, de conformidad con las anotaciones consignadas, cualquiera sea la fecha de contratación o pago efectivo de dichos gastos, y aun cuando se encuentren pendientes de pago.”


El diputado señor Coloma sostuvo que debiera publicarse la cuenta una vez que el Servicio Electoral revise la cuenta y la apruebe y no antes.


El diputado señor Squella hizo presente que en el encabezado de este artículo se refiere al Administrador General Electoral. Por su parte, el artículo 27 bis alude al Administrador General de los Fondos. Señaló que debieran uniformarse las expresiones que se utilizan, o bien aclarar que se trata de personas diversas.


El señor Jordán explicó que el artículo 33 fija el marco de acción del Administrador General Electoral que el partido político designa para las campañas electorales. Por su parte el artículo 27 bis se refiere al Administrador de los Fondos que recibe el partido. Por tanto, se trata de cargos distintos.


La diputada señora Turres, doña Marisol, sostuvo que se entendía que uno tenía un carácter permanente y otro dice relación solo con las campañas. Sin embargo, el artículo 27 bis alude al “candidato” o al Administrador General de los Fondos, lo que induce a confusión, dado que se da a entender que la norma se refiere a época de campañas. 


El señor Jordán señaló que la sanción al Administrador General de los Fondos que se consagra en el artículo 27 bis tiene relación con los aportes que se conceden al partido político. Por tanto, es necesario extender la sanción penal consagrada en ese artículo no solo al candidato sino también a dicho Administrador.


El diputado señor Chahin afirmó que podría incorporarse el deber de publicar la cuenta en el artículo 48 de esta misma ley. Anunció que retiraba su indicación.


El señor Jordán aclaró que existen tres tipos de administradores: el de Fondos, que es el administrador permanente de los partidos políticos, el Administrador Electoral por candidatos y el Administrador Electoral General, por elecciones, de los partidos políticos.


La intención del Ejecutivo es que el artículo 27 bis permita sancionar a los candidatos y al Administrador General de los Fondos.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 22) (pasó a ser N° 20)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 23) (pasó a ser N° 21)


El diputado señor Coloma consideró que resultará imposible en la práctica declarar el número de afiches y carteles. 


El diputado señor Andrade señaló que el artículo 40 establece que los Administradores Electorales y los Administradores Generales Electorales, en su caso, deberán registrar todos los aportes en dinero, especies o servicios que se destinen a una campaña electoral o se reciban para el financiamiento de los gastos electorales, debidamente valorizados. Advirtió que los partidos suelen recibir aportes y los distribuye entre sus candidatos. 


El diputado señor Soto estimó que lo dispuesto en el literal b) resultará imposible de cumplir.


El diputado señor Squella sostuvo que el literal a) está obligando a los candidatos a contar con una página web.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación la Comisión acordó suprimir la frase “candidato y sus” y reemplazar la expresión “partidos” por “partido”. Por su parte, la unanimidad de los diputados presentes rechazó el literal b).

N° 24) (pasó a ser N° 22)


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación se acordó sustituir la conjunción “y” por la siguiente: “o”.

N° 25) (pasó a ser N° 23)


El diputado señor Coloma sostuvo que lo que debiera publicarse son las cuentas aprobadas por el Servicio Electoral y no las cuentas presentadas ante el Director del Servicio, como señala la norma vigente. 


El diputado señor Chahin recalcó que la cuenta debiera publicarse desde que es presentada y posteriormente actualizarse, para velar por la transparencia del proceso.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 26) (pasó a ser N° 24)


El señor Jordán explicó que esta norma busca uniformar los procedimientos sancionatorios, remitiéndose a la nueva estructura del Servicio Electoral que se consagrará a través de un nuevo proyecto de ley.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 3°


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para incorporar el siguiente numeral 1), pasando el resto a renumerarse correlativamente:


“1) Agrégase la siguiente frase final nueva al primer inciso del artículo 33:


“Con todo, el aporte máximo anual que cada persona natural podrá efectuar por cualquier concepto a partidos políticos, no podrá exceder de doscientas cincuenta unidades de fomento al año.”.


El señor Jordán explicó que esta norma pretende fijar un límite al aporte que las personas naturales pueden efectuar a los partidos políticos, el que sería de poco más de seis millones de pesos al año.


La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que la situación varía de partido a partido. Hay algunos que cuentan con bienes que les generan rentas, inversiones de la que carecen otros. Preguntó cuál es la razón para imponer este límite.


El señor Jordán explicó que el modelo que ha propuesto el Ejecutivo presenta dos facetas. Por un lado, se propone un financiamiento público ligado al rendimiento electoral de los partidos. Por una razón de equidad se propone fijar un límite al aporte de las personas naturales.


El diputado señor Coloma recordó que hay partidos políticos que tienen patrimonio propio, lo que les permite generar rentas, las que van en directo beneficio de las candidaturas de sus militantes. Cualquier otro partido que quiera tener en el futuro un patrimonio considerable quedará limitado por esta disposición.


En medios de prensa se ha señalado que el Partido Socialista cuenta con un patrimonio de alrededor de cinco mil millones de pesos. Será imposible que en el futuro otro partido político pueda llegar a ese nivel patrimonial. Ello puede generar una suerte de competencia desleal.


El diputado señor Saffirio sostuvo que a lo que se refería el diputado Coloma tiene calidad de frutos y no aportes, en los términos de esta ley.


El diputado señor Chahin preguntó qué ocurre si una persona desea donar un inmueble al partido, o bien, si se constituye un legado en su favor.


Añadió que debiera aclararse que esta norma solo se refiere a los aportes en dinero.


El diputado señor Trisotti advirtió que el límite que se propone establecer utiliza la expresión “por cualquier concepto”, por lo que no solo se limita a las cotizaciones periódicas de sus militantes.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sugirió eliminar la frase “por cualquier concepto” y reemplazar la expresión “aporte” por “cotización”.


El diputado señor Andrade sostuvo que esa propuesta parecería imponer un límite al aporte que efectúe el militante y no al que puedan efectuar terceros ajenos al partido. Propuso que el límite que se fije debe alcanzar tanto al militante como a terceros.


El sentido de la norma propuesta es evitar que particulares, a través de sus aportes, se transformen en un actor central de un partido político. Se debe procurar evitar que la línea política del partido sea determinada por el aportante. Con todo, estimó que el monto máximo que se ha fijado resulta un tanto exiguo. Debiera fijarse un monto similar al establecido como aporte máximo de una campaña presidencial.


El diputado señor Chahin sostuvo que la redacción propuesta no resuelve la situación de los legados, porque la redacción se inicia con la expresión “Con todo”.


La diputada señora Turres preguntó qué diferencia existe entre la expresión “aporte” y el concepto “donación” que también es utilizado en el inciso primero del artículo.


El señor Jordán aclaró que los aportes no pueden someterse al régimen jurídico de las donaciones que, entre otras materias, supone el pago de un impuesto.


El diputado señor Andrade recalcó que el patrimonio del Partido Socialista se construyó gracias al aporte de sus militantes a lo largo de toda su historia. Todos sus bienes fueron confiscados por la Dictadura. Por diversas razones, no todos fueron devueltos con la recuperación de la Democracia. 


Sometido a votación el numeral fue aprobado por nueve votos a favor y cuatro abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Con la misma votación, a sugerencia de los diputados señores Chahin, don Fuad y Soto, don Leonardo, se acordó suprimir la expresión “Con todo,”; incorporar a continuación de la expresión “persona natural” la siguiente: “o jurídica”; suprimir la expresión “por cualquier concepto”; incorporar a continuación de la expresión “partidos políticos,” la siguiente: “sean o no militantes de ellos,” y sustituir el guarismo “doscientos cincuenta” por “quinientos”.

N° 1 (ha pasado a ser N° 2)


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para efectuar modificaciones en el artículo 33 bis que propone este numeral.


El diputado señor Soto propuso votar separadamente los incisos.


El señor Jordán recordó que la Constitución Política de la República en su artículo 65 dispone que corresponde al Ejecutivo la iniciativa exclusiva en materias que digan relación con la administración financiera del Estado. La división de la votación puede incidir en dicha iniciativa. Solicitó votar en bloque el artículo.


La Secretaría de la Comisión aclaró que los diputados solo se están limitando a aprobar una norma y rechazar otras. Ello no significa infringir aquellas materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Se acordó votar las indicaciones presentadas conjuntamente con los incisos a los cuales aluden.

Inciso primero


S.E. la Presidenta de la República formuló indicaciones para:


a) Intercalar, a continuación de la frase “y que cuenten con representación parlamentaria en alguna de las cámaras del Congreso Nacional,” la expresión: “den cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna, y cumplan la condición establecida en el artículo primero transitorio de la ley para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia,”.


b) Intercalar, a continuación de la frase “y para el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos,” las expresiones: “preparación de candidatos a cargos de elección popular, formación de militantes,”.


El señor Jordán explicó que se han fijado tres requisitos para que los partidos puedan acceder al aporte estatal: que cuenten con representación parlamentaria; que cumplan con las disposiciones de la ley de partidos políticos y con lo dispuesto en las disposiciones transitorias de esta ley, que obliga a la actualización de su padrón electoral.


El diputado señor Chahin sostuvo que el artículo debiera aludir al “Fisco” y no al “Estado”.


El diputado señor Coloma preguntó qué ocurre si un parlamentario es electo por un determinado partido y luego de elegido renuncia a este y constituye un nuevo partido. A quien se imputaría ese parlamentario y sus votos. Expresó que debe fijarse un momento para efectos del cómputo.


Asimismo, señaló que el artículo 1° transitorio dispone que solo podrán acceder al financiamiento público los partidos políticos que dentro de los sesenta días de publicado el reglamento a que alude el artículo cuarto transitorio, acrediten el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 20 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos. Preguntó si ello significa que deben periódicamente actualizarse sus registros o bien solo incorporar a los nuevos militantes.


El diputado Monckeberg, don Cristián, afirmó que debiera exigirse a los partidos contar con representación parlamentaria en ambas Cámaras.


Manifestó que debiera otorgarse financiamiento solo a aquellos partidos que sobrevivan al menos a una elección, de modo de evitar que un parlamentario una vez electo opte por formar su propio partido, para acceder a financiamiento estatal. Informó que el 90% de los partidos políticos en Latinoamérica ni siquiera sobrevive a una elección.


Por otra parte, consideró necesario especificar qué se entiende por “funcionamiento y organización interna del partido”. Hizo presente que los partidos también tienen deudas, algunas derivadas de adquisición de bienes inmuebles que sirven de sedes. Manifestó que debe evitarse que se entienda en forma demasiado restrictiva la frase “gastos esenciales de su funcionamiento ordinario”.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, manifestó estar en desacuerdo con la exigencia de contar con representación parlamentaria. Hizo presente que su partido en el pasado tuvo importantes votaciones y a consecuencia del sistema binominal no alcanzó a elegir diputados ni menos senadores. No sería justo que colectividades que obtengan cerca de un 10% de la votación no accedan al aporte fiscal.


El diputado señor Cornejo preguntó si con los aportes fiscales se podrán pagar deudas contraídas por los partidos antes de la vigencia de la ley.


El señor Jordán expresó que el Ejecutivo entiende que los cálculos del monto del aporte fiscal deben efectuarse considerando la situación vigente al momento de la elección.


El diputado señor Andrade expresó que pese a que está consciente de la desconfianza que existe en la ciudadanía respecto de los partidos políticos, no compartía el enfoque de este artículo, que pone el acento precisamente en aquella desconfianza más que en la promoción y fomento del actuar de las colectividades. Ese exceso de cautela puede significar que el partido se centre básicamente en ajustar su accionar en cumplir con las exigencias que la ley le impone más que en las actividades que le son propias.


Afirmó que si existiera más confianza en la actividad de los partidos quizás no existirían los problemas que hoy se presentan, porque precisamente a partir de ella se han comenzado a inventar una serie de subterfugios y entramados que han culminado en la crisis que se vive hoy.


Sugirió compatibilizar la propuesta efectuada por el diputado Monckeberg con la realizada por el propio Ejecutivo.


Respecto al contenido del inciso primero, expresó que si bien es loable que los partidos promuevan la formación de sus cuadros, aquellos no han sido creados para realizar labores académicas. 


El diputado señor Soto expresó que cuando el Estado otorga subvenciones a un determinado sector, lo hace para alcanzar un determinado bien público. De allí la necesidad de regular la forma en que se gastarán los recursos. Sin embargo, consideró que su regulación es excesiva.


Manifestó que se debía permitir a los partidos adquirir bienes inmuebles con cargo a estos fondos.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, expresó que es necesario que los partidos rindan cuenta de los recursos que se les está otorgando. Dado las mayores exigencias de transparencia por parte de la ciudadanía, es necesario que se adopten algunos resguardos respecto de la forma en que se gastarán los recursos.


Manifestó que se ha dado muestras concretas de la confianza que existe en los partidos, como lo demuestra el aumento del aporte estatal a través de una indicación de S.E. la Presidenta de la República.


El señor Jordán informó que la nueva ley de partidos políticos que se presentará ante el Congreso Nacional tiene por objeto fortalecer y potenciar su rol para producir bienes públicos. 


Respecto a qué se considera gasto esencial para el funcionamiento ordinario de un partido, explicó que se refiere a los gastos habituales de los partidos. 


Respecto de la sugerencia de incluir dentro de los gastos esenciales para el funcionamiento ordinario de un partido la compra de un inmueble o el pago de deudas, consideró plausible su inclusión en el texto en forma expresa.


El diputado señor Saffirio advirtió que en el futuro, tal como se encuentra redactada la norma, esta podría servir para que el Gobierno de turno se aproveche de ella con la finalidad de restringir e incluso sofocar el funcionamiento de los partidos, distorsionando el control financiero de ellos, con el fin de someter su voluntad política a los designios del Ejecutivo.


Reiteró que se está legislando a partir de la desconfianza hacia los partidos. Se estima que los partidos en el futuro continuarán actuando de la forma en que lo hacen hoy.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, consideró excesiva la regulación que el proyecto pretende hacer de la actividad de los partidos políticos.


Por otra parte, hizo un llamado a la reflexión, en orden a no limitar el aporte solo a los partidos con representación parlamentaria, ya que puede ocurrir que partidos cuenten con figuras relevantes que sean Alcaldes o consejeros regionales, y que no cuenten con diputados ni senadores.


El diputado señor Rincón dado que el Ejecutivo entiende que dentro de los gastos ordinarios se considera la adquisición de inmuebles, propuso incorporarlo expresamente en el articulado.


El diputado Monckeberg, don Cristián, reiteró que la representación parlamentaria a la que alude este inciso debe haber sido obtenida durante la existencia legal del partido. Asimismo, sugirió eliminar las expresiones “esenciales” y “ordinario”. 


El señor Jordán rechazó la eliminación de la voz “ordinario”.


El diputado señor Andrade preguntó si la realización de un Congreso extraordinario de un partido es un gasto ordinario o extraordinario.


La diputada señora Turres destacó que la compra de un inmueble no es un gasto ordinario. Por ello, de mantenerse esa expresión los partidos no podrían utilizar los aportes para la adquisición de un bien raíz.


La Secretaría de la Comisión hizo presente que en el inciso primero se establece que se podrá destinar el aporte a la elaboración de estudios que apoyen la labor parlamentaria. Hoy los parlamentarios cuentan con asignaciones para tales fines. De mantenerse la norma en la forma en que está redactada podría significar que en el futuro se cuestionen las asignaciones ya mencionadas.


El señor Jordán expresó que el determinar qué es lo ordinario o lo extraordinario lo puede determinar cada partido.


El diputado señor Coloma señaló que si un partido político hace mal uso de los aportes que se le confieran será sancionado por la propia ciudadanía en las elecciones. 


La diputada señora Turres, doña Marisol, preguntó si es posible invertir los aportes en instrumentos de inversión. Explicó que en vez de tener los recursos en la cuenta corriente el partido político podría resolver invertirlos en algún instrumento de rentabilidad financiera.


El diputado señor Rincón estimó que resultaría posible.


El diputado señor Soto consideró que no es posible utilizar los recursos públicos con esos fines.


El diputado Monckeberg, don Cristián, sostuvo que los estudios a los que alude el inciso deben estar destinados al apoyo de la labor política, en vez de aludir a la labor parlamentaria.


Sometidas a votación las indicaciones se aprobaron por 9 votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. Votó en contra el diputado señor Gutiérrez, don Hugo. Con la misma votación se aprobaron los siguientes cambios a este inciso, hechos a sugerencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René:


1.- Se agrega, a continuación de la expresión “Congreso Nacional,” la frase “obtenida ésta durante su existencia legal,”.


2.- Se elimina la palabra “esenciales” que figura a continuación de la expresión “gastos”.


3.- Se elimina la expresión “ordinario” que figura a continuación de la palabra “funcionamiento”, agregando una coma (,).


4.- Se agrega, a continuación de la coma (,) que precede a la palabra “funcionamiento”, la siguiente frase “la adquisición de bienes inmuebles, el pago de deudas del partido,”, y


5.- Se reemplaza la expresión “parlamentaria” que precede a la palabra “labor”, por el término “política”.

Inciso segundo


S.E. la Presidenta de la República formuló indicaciones para:


c) Sustituir la expresión “Ministerio Secretaría General de Presidencia, previo informe del Servicio Electoral, que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda”, por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública, previo informe del Servicio Electoral, que deberá ser suscrito además por Ministerio Secretaría General de la Presidencia y del Ministerio de Hacienda”.


d) Reemplazar la frase “Además, establecerá los porcentajes de los aportes que deberán ser destinados a cada uno de los destinos señalados en el inciso anterior” por la expresión: “Además, dicho reglamento detallará los requisitos que deberán cumplir las actividades señaladas en el inciso anterior.”.


e) Agregar la siguiente frase final en su inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma: “mientras que al menos un 40% deberá destinarse a actividades indicadas en el inciso primero, distintas del funcionamiento ordinario del partido.”.


El diputado Monckeberg, don Cristián, consideró excesivo destinar el 40% de los aportes fiscales a los destinos señalados en el inciso primero.


El diputado señor Squella recalcó que establecer una regulación excesiva de la forma en que deben utilizarse los recursos puede terminar conspirando con la finalidad que se persigue. Finalmente puede significar que los partidos terminen “disfrazando” actividades solo con el objetivo de cumplir con los porcentajes fijados por la ley.


Propuso flexibilizar la regulación propuesta en el mensaje y en la indicación.


El diputado señor Saffirio sostuvo que el mensaje y la indicación revelan un afán de procurar regular toda la actividad de los partidos. La excesiva regulación de la forma en que se gastarán los recursos resulta contraproducente. 


La forma en que está redactada la indicación significará que los partidos terminen concentrándose en actividades contables para acreditar que cumplió con lo que la ley demanda.


Este mensaje y la indicación fueron construidos desde la desconfianza hacia los partidos. En vez de facilitar los procesos, se los complejiza.


El diputado señor Rincón sugirió excluir a los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, al Ministerio Secretaría General de la Presidencia y al Ministerio de Hacienda de la participación en la redacción del reglamento que se dictará para especificar qué se entiende por gastos para el funcionamiento ordinario del partido.


El señor Jordán explicó que se ha incorporado al Ministerio del Interior en la redacción del reglamento, porque siempre ese ministerio ha participado en aquellas normas jurídicas que digan relación con materias políticas. 


El diputado señor Rincón reiteró que el reglamento debiera ser dictado por el Servicio Electoral sin participación del Ejecutivo.


El diputado señor Andrade sostuvo que en la redacción del reglamento puede participar el Servicio Electoral; sin embargo, la autoridad política no puede desentenderse de su rol en esta materia.


El diputado señor Saffirio sugirió que el reglamento sea dictado por el Ministerio del Interior, previo informe del Servicio Electoral.


El diputado señor Rincón propuso reemplazar el Ministerio del Interior por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


La diputada señora Turres, doña Marisol, expresó que no tiene sentido que se confiera autonomía constitucional al Servicio Electoral si finalmente el reglamento lo dictará la autoridad política.


Los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René, formularon indicación para:


a) Para eliminar la expresión “con la firma del Ministro de Hacienda,”.


b) Para reemplazar la oración “que se considerarán como esenciales de funcionamiento ordinario” por la siguiente: “a que se refiere el inciso anterior”.


c) Para eliminar la oración “Además, establecerá los porcentajes de los aportes que deberán ser destinados a cada uno de los destinos señalados en el inciso anterior.”


Sometida a votación la indicación se aprobó por 9 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, Rincón, Coloma, Cornejo, Hugo Gutiérrez, Cristián Monckeberg, Saffirio, Trisotti y Soto. Se abstuvo la diputada señora Turres.


Por la misma votación se dieron por rechazadas las indicaciones de S.E. la Presidenta de la República que figuran en los literales c), d) y e), reproducidos anteriormente.

Inciso tercero


Sometido a votación se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.

Inciso cuarto


S.E. la Presidenta de la República formuló indicaciones para:


f) Sustituir la cifra “0,01” por “0,04”.


g) Agregar, a continuación de la expresión “en la última elección de diputados”, la frase “a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3 bis de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios”.


h) Sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) El 20% del referido monto total se distribuirá entre todos los partidos que cumplan con los requisitos para optar al aporte de manera que cada uno de los partidos que se encuentren constituidos legalmente en a lo menos ocho regiones perciban tres veces lo que corresponda a cada uno de aquellos partidos constituidos en un menor número de ellas.”.


i) Sustituir la letra b) por la siguiente:


“b) El 80% restante del referido monto total se distribuirá a prorrata entre todos los votos válidamente emitidos en favor de cada partido que cumpla con los requisitos para optar al aporte.”.


j) Eliminar la letra c).


El señor Jordán recordó que el proyecto original establecía que el 70% se distribuiría a prorrata, según los votos emitidos y el 30% restante se distribuía entre todos los partidos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, en razón de 3:1, según si el partido se encuentra constituido legalmente en a lo menos ocho regiones o en un mínimo de tres de ellas, geográficamente contiguas, respectivamente. La indicación sustituyó tales porcentajes por 80% y 20% respectivamente, de modo de premiar el rendimiento electoral de los partidos políticos.


El diputado Gutiérrez, don Hugo, señaló que el poner el acento en el rendimiento electoral para determinar el monto del aporte puede significar que los partidos procuren llevar candidatos en todos los distritos, a fin de aumentar su caudal electoral, lo que dificultará la política de pactos y alianzas entre ellos.


El señor Jordán respecto de la inquietud formulada por el diputado Gutiérrez señaló que hoy existen en el Congreso Nacional alrededor de doce fuerzas políticas. Esta iniciativa pretende fomentar que los movimientos o agrupaciones formalicen su situación y se transformen en partidos. La capacidad de generar alianzas en el nuevo sistema electoral aumentará considerablemente. 


Sometida a votación la indicación de S.E. la Presidenta de la República, que figura en el literal f), se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


Sometidas a votación las indicaciones de S.E. la Presidenta de la República, que figura en el los literales g), h), i) y j) se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


En el caso de la letra i), a sugerencia de la Secretaría se le dio la siguiente redacción 


“i) Sustitúyese en su inciso cuarto la letra b) por la siguiente:


b) El 80% restante del referido monto total se distribuirá en favor de cada partido que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos.”.

Inciso quinto


Sometido a votación el inciso se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

Inciso sexto


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar la expresión “cuando faltaren a”, por: “a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley al menos una vez al año, conforme al procedimiento que determine el reglamento, o no cumplan con”.


Sometido a votación el inciso, con la indicación propuesta, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“En el caso de que el partido no haya cumplido con los porcentajes de gasto mínimos establecidos en el inciso segundo de este artículo, le será retenido de sus respectivos aportes del año siguiente, un monto equivalente a lo que faltase para cumplir el referido mínimo.”.


Sometido a votación el inciso se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.


Con la misma votación fueron aprobados el resto de los incisos que no fueron objeto de indicaciones.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicaciones a este numeral, del siguiente tenor:


a) Agrégase una nueva letra a), pasando la actual letra a) a ser la b), la actual letra b) a ser la c), y la actual letra c) a ser la letra d), respectivamente; del siguiente tenor:


“a) Un 10% del referido fondo se distribuirá en partes iguales a todos los partidos políticos constituidos de acuerdo a la ley”


b) Sustitúyese la letra a) original por la siguiente:


“a) El 20% del referido fondo se distribuirá entre todos los partidos que cuenten con representación parlamentaria, en razón de 3:1, según si el partido se encuentra constituido legalmente en a lo menos ocho regiones o en un mínimo de tres de ellas, geográficamente contiguas, respectivamente”.


c) Elimínese en el primer inciso dentro de este numeral la frase “y que cuenten con representación parlamentaria en alguna de las cámaras del Congreso Nacional, “


d) Agréguese, en el segundo inciso de este numeral, luego de “participación política de las mujeres”, la siguiente frase: “, otro 10% a fomentar la participación política y electoral de los menores de 30 años, y no podrá destinarse menos del 5% de lo que cada partido reciba del fondo a actividades de formación en cada región donde esté constituido”.”.


e) Agrégase un nuevo inciso noveno al numeral 1) del artículo tercero, pasando el actual noveno a ser el décimo y el actual décimo a ser el undécimo, del siguiente tenor:


“Para ser acreedores del fondo mencionado en este artículo, los partidos políticos deberán elegir su directiva en voto universal y con una periodicidad no mayor a la de dos años. Asimismo, deberán celebrar al menos una asamblea general o consejo en cada año calendario y estarán sujetos a las obligaciones de transparencia activa que señala el Título III de la ley 
N° 20.285 sobre acceso a la información pública.”.


Estas indicaciones se entienden rechazadas por haberse aprobado las indicaciones presentadas por S.E. la Presidenta de la República y por los acuerdos adoptados respecto de ellas.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicación para introducir en el artículo 33 bis incorporado por este numeral, un inciso séptimo, pasando el séptimo actual a ser octavo:


“Por último, para que un partido pueda recibir el financiamiento público descrito en el actual artículo, deberá cumplir con los siguientes requisitos:


Estructura y Democracia Interna:


a. Constitución de órganos y asignación de funciones mediante el estatuto, con al menos un órgano deliberativo con representación de todos los afiliados, elegidos mediante voto universal.


b. Selección de al menos el 50% de los candidatos a representantes externos mediante elecciones.


c. Decisión de alianzas y fusiones en manos de órgano con representación de todos los afiliados.


d. Prohibición de discriminación para la afiliación de los miembros.

Fomento de la representación territorial y regional.


e. Obligatoriedad de existencia de un órgano deliberativo donde estén representadas las distintas unidades territoriales del partido.


f. Obligatoriedad de constitución de unidades territoriales regionales que acrediten al menos una reunión anual.”


Sometida a votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Cornejo, don Aldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

N°2 (ha pasado a ser N°3)


S.E. la Presidenta de la República formuló las siguientes indicaciones en este numeral:


a) Para sustituir en el numeral 2) que modifica el artículo 34, la expresión “balance mensual” por “informe mensual”.


b) Para agregar, en la letra a) de su numeral 2), las siguientes letras ñ y o, nuevas:


“ñ. Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.


o. Gastos de las actividades de formación de militantes.”.


Sometido a votación el numeral conjuntamente con las indicaciones, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo y Saffirio, don René.

N° 3 (ha pasado a ser N° 4)


El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación para incorporar el siguiente inciso segundo al artículo 34 bis propuesto en este numeral:


“Los partidos políticos deberán mantener los estándares de transparencia manifestados en la Ley N° 20.285 sobre acceso a la información pública, y sujetos a los controles y sanciones que en esta misma ley se señalan.”


El señor Jordán hizo presente que resulta imposible aplicar la ley de acceso a la información pública a los partidos políticos, en atención a que no forman parte de la Administración.


Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo y Saffirio, don René.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo y Saffirio, don René.

N° 4 (ha pasado a ser N° 5)


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, formuló indicación para incorporar en el inciso primero, entre la oración “deberá nombrar un” y la expresión “Administrador General de Fondos” la siguiente frase: “profesional en calidad de”.


El señor Huina explicó que la indicación tiene por objeto eliminar los requisitos que el mensaje exige para desempeñar ese cargo, esto es, contar con una carrera profesional de, al menos, diez semestres; cinco años de experiencia profesional y, al menos, tres años de experiencia profesional en cargos de gestión directiva. Propuso exigir solo la calidad de profesional para desempeñar el cargo de Administrador General de fondos y que cada partido determine los requisitos que estime convenientes.


Sometida a votación la indicación conjuntamente con el numeral fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Con la misma votación se acordó suprimir en el inciso primero la siguiente oración final: “Este Administrador deberá contar con una carrera profesional de, al menos, diez semestres; cinco años de experiencia profesional y, al menos, tres años de experiencia profesional en cargos de gestión directiva.”

N° 5 (ha pasado a ser N° 6)


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para sustituir en este numeral, que modifica el artículo 35, la expresión “balance mensual” por “balance anual”.


La diputada señora Turres preguntó si ese balance es auditado por el Servicio Electoral.


El señor Jordán explicó que el modelo funciona a partir de una auditoría que harán los partidos y el Servicio Electoral fiscalizará dicha auditoría.


Sometido a votación el numeral conjuntamente con la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

N° 6 (se suprimió)


El señor Jordán solicitó rechazar este numeral, en atención a lo resuelto por esta Comisión respecto del artículo 33.


Sometido a votación el numeral fue rechazado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

N° 7


El diputado señor Rincón preguntó en qué casos correspondería aplicar la sanción de disolución de un partido político.


El señor Jordán explicó que la ley actual contempla la alternativa de aplicar esa sanción.


El diputado señor Soto preguntó si existe alguna causal que permita aplicar la suspensión o disolución del partido. 


El señor Jordán reiteró que la norma que se propone dispone que corresponde al Servicio Electoral aplicar las sanciones, salvo cuando la sanción sea la disolución o suspensión del partido, caso en el cual será el Tribunal Calificador de Elecciones el órgano llamado a aplicarla. Las causales que dan lugar a esa sanción se encuentra en la ley de partidos políticos.


Sometido a votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

Artículo 4°


Sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 5°


El señor Jordán explicó que este artículo regula las atribuciones del Servicio Electoral. Manifestó que dado que se tramitará la reforma constitucional que confiere autonomía a dicho Servicio, será necesario redactar y aprobar una nueva ley orgánica constitucional que determine las funciones y atribuciones de esa entidad. 


Al redactar este mensaje no se consideró que el Servicio tendría autonomía constitucional.


Propuso aprobar el artículo sin discusión. Luego, en el siguiente trámite constitucional se ingresará toda la nueva orgánica del Servicio Electoral, la que deberá ajustarse al nuevo rango que tendrá, en atención a su autonomía constitucional. Posteriormente, en un tercer trámite constitucional la Cámara podrá conocer la nueva estructura que tendrá esta entidad.


El diputado señor Rincón manifestó que no está en condiciones de aprobar un artículo, a sabiendas que en el Senado se modificará íntegramente lo dispuesto en este artículo.


El diputado señor Andrade advirtió que la única forma de lograr que esta ley esté vigente para las próximas elecciones es proceder de la forma sugerida por el Gobierno.


El diputado señor Coloma recalcó que lo expuesto por el diputado Rincón es consecuencia de discutir proyectos con discusión inmediata.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicaciones para modificar el numeral 2) del artículo quinto, que incorpora un nuevo artículo 70 A, de la siguiente forma:


a) Para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “Ministerio Público” la frase:


“y al Servicio de Impuestos Internos”.


b) Para agregar en literal e), después de la palabra “libro” la frase “, declaración”.


Sometido a votación el artículo quinto fue aprobado por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y el diputado señor Coloma, don Juan Antonio. Se abstuvo el diputado señor Rincón, don Ricardo. Asimismo, la Comisión acordó dar por rechazadas las indicaciones de los diputados Jackson y Mirosevic.


A sugerencia de la Secretaría la letra e) del artículo 70 A quedó redactada de la siguiente forma:


“e) Requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de supervisar y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la los fines señalados, sin impedir el normal desarrollo de las actividades electorales o políticas.


Asimismo, se acordó suprimir en la letra g) la oración: “y valorizar la propaganda situada en locales privados de acuerdo a las instrucciones que imparta el Servicio” y eliminar en la letra j) la frase: “o los reglamentos”.

Artículo 6°


Sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.

-o-


La diputada señorita Vallejos, doña Camila y los diputados señores Aguiló, don Sergio; Carmona, don Lautaro; Gutiérrez, don Hugo Núñez, don Daniel y Tellier, don Guillermo, formularon indicación para incorporar el siguiente artículo séptimo, pasando el séptimo a ser octavo:


“Artículo séptimo: Agrégase un nuevo inciso 3° en el artículo 5 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pasando el actual inciso 3° a ser 4° y el actual 4° a ser 5° y así sucesivamente, con un texto del siguiente tenor:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 de la Constitución Política de la República, cesará en su cargo el diputado o senador que, por cualquier vía, exceda los límites de gasto electoral establecidos en el Párrafo 2° de la ley 19.884, o que reciba aportes de personas jurídicas en contravención al mismo cuerpo legal. La cesación será declarada por el Tribunal Constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 93 número 14 de la Constitución Política de la República.".


Luego de un breve debate la indicación fue declarada inadmisible, por regular una materia tratada en la Constitución Política de la República.

-o-

Artículo 7°


Sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero transitorio

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para sustituir el artículo 1° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Solo podrán acceder al financiamiento público establecido en el numeral 1 del artículo tercero de esta ley, los partidos políticos que dentro de los sesenta días de publicado el reglamento a que alude el artículo cuarto transitorio, acrediten el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 20 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos.”.


La diputada señora Turres estimó que el plazo que se concede a los partidos para proceder a la reinscripción de sus militantes puede ser muy breve. Hizo presente que en algunas regiones la comunicación con algunos sectores no es del todo expedita.


Los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, formularon indicación para agregar en este artículo después de la palabra “Nacional” la frase “, alcaldes o concejales”


Sometida a votación la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes, Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. Por haberse aprobado la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República, se entiende rechazada la presentada por los diputados Jackson y Mirosevic.

Artículo segundo transitorio


Sometido a votación fue rechazado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. 

Artículo tercero transitorio (pasó a ser segundo transitorio)


Sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. 

-o-


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente artículo 4° transitorio: 


“Artículo 4°.- El reglamento a que alude el artículo 33 bis, de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, deberá dictarse dentro de treinta días desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.


Sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. 


El diputado señor Monckeberg, don Cristián, formuló indicación para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo …. transitorio: Los partidos políticos poseedores materiales de bienes raíces rurales o urbanos, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, que carezcan de título inscrito, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción. Para el cómputo del plazo de prescripción podrán utilizar el tiempo anterior en que hubieren ejercido la posesión ininterrumpida del bien.


Los requisitos, procedimiento y demás antecedentes necesarios para la implementación de esta norma, estarán contenidos en un instructivo que para tal efecto deberá dictar el Servicio Electoral con la aprobación de dicho Ministerio, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley.”.


El diputado Monckeberg, don Cristián, explicó que en el pasado era frecuente que militantes donaran bienes raíces a los partidos, lo que permitía a estos tomar posesión de tales inmuebles. Sin embargo, como esa donación no solía ser formalizada, los partidos tienen la posesión material del bien, pero el dominio no ha sido regularizado.


El señor Jordán concordó con la Secretaría en orden a que el inciso segundo resulta inadmisible. Sin perjuicio de ello, no tiene objeciones sobre la propuesta formulada por el diputado Monckeberg. 


Luego de un breve debate, el inciso segundo del artículo que la indicación propone incorporar fue declarado inadmisible. Sometido a votación el inciso primero fue aprobado por seis votos a favor y tres abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Rincón, don Ricardo; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


Los diputados señores Aguiló, don Sergio; Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René, formularon indicación para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo ..transitorio: Declárese la publicidad de la información sobre los aportes reservados a que se refieren los artículos 16, 18 y 19 de la ley N°19.884, derogados por la presente ley, realizados a los candidatos a diputados y senadores en las respectivas elecciones celebradas desde el 7 de julio de 2003. La publicidad de dicha información comprende la identidad de los aportantes, los montos y la identidad de las candidaturas receptoras de tales aportes. A contar de 90 días de la promulgación de la presente ley, cualquier persona podrá requerir la información al Servicio Electoral mediante el procedimiento establecido en el Título IV de la ley N°20.285.”


El diputado Gutiérrez, don Hugo, recordó que en el mensaje que dio origen a esta iniciativa se sostenía que uno de los objetivos que persigue es regular la relación entre la política y el dinero, y se añade que “Uno de los fundamento de la democracia representativa es la necesidad que aquellos que resultan electos canalicen los intereses generales de la sociedad, legislando y regulando la vida en común.


Este fundamento de legitimidad está sometido a examen día a día y, en la medida que las sociedades cambian y la ciudadanía es más activa, los estándares y exigencias con los cuales se mide a los gobernantes y representantes, aumenta.


Los ciudadanos y ciudadanas hoy exigen a sus representantes que las decisiones políticas y legislativas se sometan a estándares más altos de transparencia y que estén sujetas a mecanismos de control. En atención a esta demanda resulta necesario crear una institucionalidad que garantice la continuidad de elecciones periódicas realmente competitivas, informadas, y ajenas a los intereses particulares o corporativos.”


Aseveró que la ciudadanía se ha enterado que grandes empresas otorgaron importantes sumas de dinero a parlamentarios en ejercicio. Estimó necesario conocer cuáles han sido esos aportes respecto de cada uno de los parlamentarios.


Puntualizó que un senador sostuvo que él era partidario de dar a conocer los aportes reservados que se le hicieron, pero que la ley se lo impedía. Estimó que este puede ser la oportunidad para dar a conocer todos los aportes reservados. Ello puede ser de gran utilidad para recuperar la confianza de la ciudadanía.


El diputado señor Andrade si bien valoraba la finalidad que perseguía esta indicación, advirtió que cuando se desea introducir un cambio en las reglas del juego respecto de situaciones ocurridas en el pasado se debe proceder con prudencia.


Más allá de lo expuesto, sostuvo que el resultado práctico de esta indicación generará un efecto contrario al buscado por sus autores. El fundamento del aporte reservado decía relación con impedir que el donatario conozca quienes fueron sus donantes, de modo de evitar que estos últimos ejerzan algún tipo de influencia sobre los primeros. Si hoy una persona sostiene que efectuó un aporte reservado, el beneficiado puede cuestionar y poner en duda si ese aporte fue efectivo.


La diputada señora Turres, doña Marisol, indicó que si se hacen públicos todos los aportes reservados, puede abrirse una “caja de Pandora” de consecuencias insospechadas.


El dar a conocer tales aportes puede aumentar la confusión de la ciudadanía, la que no distinguirá entre los aportes reservados realizados de conformidad a la ley, con aquellos aportes a campaña realizados de manera irregular.


Manifestó que resulta preferible ocuparse de regular la situación hacia el futuro. Si el aportante realizó su contribución de manera reservada, fue precisamente porque no deseaba que se conociera públicamente de su donación. Ahora, si se cambian las reglas, se estará afectando a aquella persona que hizo su contribución con la convicción de que se mantendría en reserva.


El diputado señor Rincón consideró que esta indicación se aleja de las ideas matrices.


Añadió que el donante en su oportunidad pudo efectuar su aporte en forma pública, sin embargo, prefirió hacerlo de manera reservada. Con esta indicación se estará alterando la voluntad del aportante.


Compartió el argumento esgrimido por el diputado Andrade, en orden a que la reserva de la donación permite evitar que el donante procure influir en el beneficiado por el aporte, dado que le resultará imposible acreditarlo.


El diputado señor Saffirio sostuvo que resultaba sorprendente como se argumenta a favor de mantener los aportes reservados del pasado, y con la misma fuerza se defiende la publicidad de ellos hacia el futuro.


Recalcó que la indicación no se aparta de las ideas matrices. Solo se limita a regular los mismos aportes reservados que se eliminan para el futuro, estableciendo la publicidad de aquellos que se realizaron en el pasado.


Esta indicación constituye un esfuerzo serio por avanzar en una legislación que permita que los ciudadanos accedan a una información que hoy les resulta vedada. A la vez constituye una señal clara al país que el Congreso Nacional si está dispuesto a realizar un proceso profundo de transformaciones en lo que dice relación con la transparencia de ciertos actos. Aprobarla permitirá recomponer la quebrada relación que hoy tiene con la ciudadanía el mundo político.


El diputado señor Rincón recalcó que lo que molesta a la ciudadanía no son los aportes reservados, sino aquellos que se hicieron de manera irregular, llegando incluso a la comisión de delitos.


El diputado señor Gutiérrez puntualizó que uno de las principales razones de la presentación de esta iniciativa dice relación con la necesidad de terminar con los aportes reservados. 


Hizo presente que el ex senador Ávila ha señalado que se aportaron 500 millones de pesos a la Comisión de Pesca del Senado, por la vía de las donaciones reservadas, para pagar por favores concedidos. 


El señor Mery sostuvo que la expectativa razonable de protección de la privacidad del donante no debiera ser traicionada por el Congreso años después.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por tres votos a favor y cinco en contra. Votaron a favor los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo y Trisotti, don Renzo.

-o-

III. DOCUMENTOS SOLICITADOS, PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión escuchó a las organizaciones y personas que se individualizan en el los acápites correspondientes a la Discusión General del proyecto.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES.


Se rechazaron las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado señor Chahin, don Fuad, para reemplazar el inciso primero del artículo 6°bis, propuesto en el numeral 1) del artículo primero, por el siguiente:


“Artículo 6º bis. En la fecha que corresponda a la inscripción de las candidaturas, los candidatos deberán efectuar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señalan los artículos 57 y siguientes de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”


2.- Del diputado señor Soto, don Leonardo, formuló para sustituir los literales a) y b) del numeral 2) del artículo segundo, por el siguiente:


“a) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 30 por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en este artículo y en el artículo 32, como a un partido u otra denominación con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.


3.- De los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián y Saffirio, don René, para sustituir los literales a) y b) del numeral 1) del artículo segundo, por el siguiente:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 30 por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en este artículo y en el artículo 32, como a un partido político. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.


4.- Del diputado señor Chahin, don Fuad, para eliminar el literal a) del numeral 2), del artículo segundo.


5.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para reemplazar el literal e) del numeral 2) del artículo primero por el siguiente:


“e) Suprímase el inciso cuarto.”


6.- De la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, para reemplazar en el literal c) del numeral 2) del artículo primero, la frase “durante los 30 días anteriores a cualquier elección” por la siguiente: “desde el vencimiento del plazo para efectuar la declaración de las candidaturas”.


7.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para reemplazar el numeral 5) del artículo primero por el siguiente:


“5) Agrégase el siguiente artículo 31 ter:


“Artículo 31 ter.- Las radioemisoras de libre recepción, a excepción de las radios comunitarias, deberán destinar gratuitamente treinta minutos diarios de sus transmisiones a propaganda electoral, en los casos de elección de Presidente de la República, diputados, senadores, alcaldes o plebiscitos nacionales.


A su vez, los medios escritos de comunicación social, regidos por la Ley 19.733, deberán destinar gratuitamente el equivalente a un treintavo de su espacio impreso, redondeado al entero más alto en cantidad de páginas, a propaganda electoral, en los casos de elección de Presidente de la República, diputados, senadores, alcaldes o plebiscitos nacionales.


Las radioemisoras y los medios escritos de comunicación social, sólo podrán transmitir propaganda electoral en los términos previstos en este artículo.


La distribución del tiempo destinado en radioemisoras y del espacio destinado en prensa escrita, se regirá por un reglamento propuesto por el Servicio Electoral.”.


8.- Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, para intercalar en el artículo 31 ter, propuesto en el numeral 5) del artículo primero, un nuevo inciso cuarto, pasando el cuarto a ser inciso final, con un texto del siguiente tenor:


“Cada candidato podrá contratar un tiempo diario de publicidad que no exceda de un minuto por cada radioemisora. En todo caso, la publicidad electoral diaria por partido político no podrá exceder de cinco minutos por radioemisora.”.


Esta indicación se dio por rechazada, por ser incompatible con la indicación del Ejecutivo, aprobada anteriormente.


9.- Del diputado señor Monckeberg, don Cristián, para sustituir el numeral 6) del artículo primero, por el siguiente:


“6) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Solo podrá realizarse propaganda electoral mediante elementos móviles o avisos luminosos o proyectados, en los lugares de las comunas urbanas que de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones, expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe aprobado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio del Concejo Municipal respectivo. Dicho informe del Concejo Municipal deberá ser enviado al Servicio Electoral y a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la respectiva Región, a más tardar, un año antes de la correspondiente elección. A falta de acuerdo el Concejo Municipal deberá remitir actas del debate y sus antecedentes al Servicio Electoral para su resolución.


En las comunas rurales cuyo territorio no cuente, a juicio del Servicio Electoral, con un número suficiente de los espacios públicos ya señalados, dicho servicio podrá establecer otros, los que se someterán las mismas formalidades precedentes.


En espacios privados podrá efectuarse propaganda mediante carteles, afiches adheridos o pintura siempre que medie autorización escrita simple del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran. Copia de dicha autorización será enviada al Servicio Electoral. La propaganda que se localice en espacios privados será valorizada por el Servicio Electoral para efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.


Dicho Servicio deberá velar por la igualdad de las candidaturas, la promoción de la información de las candidaturas y por el uso equitativo de los espacios públicos, pudiendo al efecto dar las instrucciones directas a los comandos de campañas, candidatos o partidos políticos involucrados.


Noventa días antes de la inscripción de candidaturas o del plebiscito, según corresponda, en el sitio web del Servicio Electoral se publicará el listado de las plazas, parques y bandejones autorizados para efectuar propaganda y las condiciones en que esta podrá efectuarse. 


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.


La publicidad efectuada por activistas en la vía pública, como porte de banderas y lienzos, y la entrega de material impreso u otro tipo de objetos de propaganda, no estarán sometidos a las restricciones descritas precedentemente.


La propaganda electoral permitida en este artículo así como aquella realizada mediante volantes, únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del plebiscito, ambos días inclusive. 


La propaganda efectuada a través de gigantografías deberá estar previamente autorizada e inscrita ante la autoridad correspondiente.


Las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en este artículo, estando facultadas para repetir en contra de los partidos políticos y candidaturas independientes, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, y previa certificación del Director de Servicio Electoral, la municipalidades podrá hacer efectivo los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República.”.


10.- Del diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para reemplazar el inciso séptimo del artículo 32, contenido en el numeral 6) del artículo primero, por el siguiente:


“En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea, entendiendo dentro de ella a aquellos elementos que cuelguen sobre la calzada o que se adhieran de cualquier modo al tendido eléctrico, telefónico, de televisión u otros de similar naturaleza. Podrá, sin embargo, efectuarse propaganda mediante carteles o afiches que cuelguen en espacios privados, siempre que medie autorización escrita simple del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran.”


11.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para sustituir en el inciso tercero del artículo 32, contenido en el numeral 6) del artículo primero la frase “La propaganda que se localice en espacios privados será valorizada por el Servicio Electoral para efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.” por “Estará prohibido todo pago o retribución pecuniaria por concepto del uso de estos espacios.”


12.- Del diputado señor Soto, don Leonardo, para agregar al artículo 32, contenido en el numeral 6) del artículo primero, el siguiente inciso final:


“En ningún caso podrá efectuarse propaganda electoral a través de letreros y lienzos publicitarios que tengan dimensiones superiores a 2,5 metros de alto y/o 2,5 metros de ancho.”


13.- Del diputado señor Saffirio, don René, para agregar el siguiente numeral 9) al artículo primero, reordenando la numeración correlativa de los siguientes:


“9) Agrégase el siguiente artículo 32 quáter, nuevo:


“Artículo 32 quáter: Asimismo, se prohíbe realizar propaganda electoral en muros públicos o privados mediante rayados de cualquier naturaleza.”


14.- De S.E. la Presidenta de la República para agregar en el numeral 1) del artículo segundo el siguiente literal c):


“c) Intercálase en su inciso segundo el siguiente literal nuevo, pasando el actual literal i) a ser literal l):


“i) La propaganda electoral que se localice en espacios privados, que deberá ser valorizada por el candidato.”.


15.- De los diputados señores Chahin, don Fuad y Saffirio, don René, para agregar en el nuevo inciso primero del artículo 9°, propuesto en el numeral 3) del artículo segundo, después del punto seguido precedido de la expresión “misma” lo siguiente:


“En las elecciones de alcalde o concejal en caso alguno el aporte de una persona podrá superar el 20% del gasto electoral permitido.”


16.- Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, para sustituir, en el nuevo inciso primero del artículo 9°, propuesto en el numeral 3) del artículo segundo, la palabra “quinientas” por el término “cien”, la palabra “mil” por el término “doscientos” y la palabra “setecientos” por “doscientos”.


17.- Del diputado señor Saffirio, don René, para agregar en el numeral 3) del artículo segundo, un segundo inciso al artículo 9 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales, del siguiente tenor:


“Asimismo, no podrán efectuar aportes a candidato alguno los jueces y los auxiliares de la Administración de Justicia señalados en el Título XI del Código Orgánico de Tribunales.”.


18.- De los diputados señores Chahin, don Fuad y Soto, don Leonardo, para reemplazar el numeral 9) del artículo segundo, por el siguiente:


“9) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Los aportes de campaña electoral se efectuarán a través del sitio web que proveerá el Servicio Electoral y serán públicos, de conformidad con lo que se señala en los artículos siguientes.


Cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única, e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de ésta. Al momento de constitución de esta cuenta bancaria, el candidato o partido deberá instruir a la entidad bancaria autorizando al Servicio Electoral a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que dicha cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, sistematizado y concordado de la ley general de bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Los bancos que administren estas cuentas deberán exigir la identificación de las personas aportantes a que se refiere el artículo 9° de esta ley. Asimismo, deberán establecer los medios necesarios para poder resguardar los máximos señalados que para cada aporte establece el artículo 9° de la ley.


De los montos de esta cuenta, los candidatos y partidos deberán llevar contabilidad separada respecto de los aportes privados y públicos.


Una vez terminada la campaña, el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria hasta que la contabilidad haya sido aprobada por el Servicio Electoral, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta.”.


19.- Del diputado señor Soto, don Leonardo, para reemplazar el numeral 20) del artículo segundo, por el siguiente:


“20) Agrégase el siguiente artículo 27 ter nuevo:


“Artículo 27 ter.- Será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales el que efectúe aportes en campañas electorales a candidatos o partidos, con infracción a lo dispuesto en esta ley”.”.


20.- Del diputado señor Soto, don Leonardo, formuló para agregar al artículo segundo el siguiente numeral, nuevo:


“21) Agrégase el siguiente artículo 27 quater, nuevo:


“Artículo 27 quater.- Los partidos políticos que reciban directa o indirectamente aportes de manera ilegal serán sancionados con una o alguna de las siguientes penas, dependiendo de la cuantía de lo defraudado y de la reiteración:


1.- Multa correspondiente al 100% del monto de lo defraudado a beneficio fiscal.


2.- Suspensión del financiamiento público por un período de un mes a tres años.


3.- Disolución del partido político cuando la conducta ha sido reiterada en dos o más procesos eleccionarios por montos superiores a 3.000 UF cada uno.”.”.


21.- De S.E. la Presidenta de la República para efectuar las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 33 bis que propone el numeral 1) del artículo tercero:


a) Sustitúyese la expresión “Ministerio Secretaría General de Presidencia, previo informe del Servicio Electoral, que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda”, por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública, previo informe del Servicio Electoral, que deberá ser suscrito además por Ministerio Secretaría General de la Presidencia y del Ministerio de Hacienda”.


d) Reemplázase la frase “Además, establecerá los porcentajes de los aportes que deberán ser destinados a cada uno de los destinos señalados en el inciso anterior” por la expresión: “Además, dicho reglamento detallará los requisitos que deberán cumplir las actividades señaladas en el inciso anterior.”.


e) Agrégase la siguiente frase final a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma: “mientras que al menos un 40% deberá destinarse a actividades indicadas en el inciso primero, distintas del funcionamiento ordinario del partido.”.


22.- Del diputado señor Chahin, don Fuad, al numeral 1) del artículo tercero, del siguiente tenor:


a) Agrégase una nueva letra a), pasando la actual letra a) a ser la b), la actual letra b) a ser la c), y la actual letra c) a ser la letra d), respectivamente; del siguiente tenor:


“a) Un 10% del referido fondo se distribuirá en partes iguales a todos los partidos políticos constituidos de acuerdo a la ley”


b) Sustitúyese la letra a) original por la siguiente:


“a) El 20% del referido fondo se distribuirá entre todos los partidos que cuenten con representación parlamentaria, en razón de 3:1, según si el partido se encuentra constituido legalmente en a lo menos ocho regiones o en un mínimo de tres de ellas, geográficamente contiguas, respectivamente”.


c) Elimínese en el primer inciso dentro de este numeral la frase “y que cuenten con representación parlamentaria en alguna de las cámaras del Congreso Nacional, “


d) Agréguese, en el segundo inciso de este numeral, luego de “participación política de las mujeres”, la siguiente frase: “, otro 10% a fomentar la participación política y electoral de los menores de 30 años, y no podrá destinarse menos del 5% de lo que cada partido reciba del fondo a actividades de formación en cada región donde esté constituido”.”.


e) Agrégase un nuevo inciso noveno al numeral 1) del artículo tercero, pasando el actual noveno a ser el décimo y el actual décimo a ser el undécimo, del siguiente tenor:


“Para ser acreedores del fondo mencionado en este artículo, los partidos políticos deberán elegir su directiva en voto universal y con una periodicidad no mayor a la de dos años. Asimismo, deberán celebrar al menos una asamblea general o consejo en cada año calendario y estarán sujetos a las obligaciones de transparencia activa que señala el Título III de la ley n° 20.285 sobre acceso a la información pública.”.


23.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para introducir en el artículo 33 bis incorporado por el numeral 1) del artículo tercero, un inciso séptimo, pasando el séptimo actual a ser octavo:


“Por último, para que un partido pueda recibir el financiamiento público descrito en el actual artículo, deberá cumplir con los siguientes requisitos:


Estructura y Democracia Interna:


a. Constitución de órganos y asignación de funciones mediante el estatuto, con al menos un órgano deliberativo con representación de todos los afiliados, elegidos mediante voto universal.


b. Selección de al menos el 50% de los candidatos a representantes externos mediante elecciones.


c. Decisión de alianzas y fusiones en manos de órgano con representación de todos los afiliados.


d. Prohibición de discriminación para la afiliación de los miembros.

Fomento de la representación territorial y regional.


e. Obligatoriedad de existencia de un órgano deliberativo donde estén representadas las distintas unidades territoriales del partido.


f. Obligatoriedad de constitución de unidades territoriales regionales que acrediten al menos una reunión anual.”


24.- Del diputado señor Soto, don Leonardo, para incorporar el siguiente inciso segundo al artículo 34 bis propuesto en el numeral 3) del artículo tercero:


“Los partidos políticos deberán mantener los estándares de transparencia manifestados en la Ley N° 20.285 sobre acceso a la información pública, y sujetos a los controles y sanciones que en esta misma ley se señalan.”


25.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para modificar el numeral 2) del artículo quinto, que incorpora un nuevo artículo 70 A, de la siguiente forma:


a) Para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “Ministerio Público” la frase:


“y al Servicio de Impuestos Internos”.


b) Para agregar en literal e), después de la palabra “libro” la frase “, declaración”.


26.- De los diputados señores Jackson, don Giorgio y Mirosevic, don Vlado, para agregar en el artículo primero transitorio, después de la palabra “Nacional” la frase “, alcaldes o concejales”


27.- De los diputados señores Aguiló, don Sergio; Gutiérrez, don Hugo y Saffirio, don René, para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo ..transitorio: Declárese la publicidad de la información sobre los aportes reservados a que se refieren los artículos 16, 18 y 19 de la ley N°19.884, derogados por la presente ley, realizados a los candidatos a diputados y senadores en las respectivas elecciones celebradas desde el 7 de julio de 2003. La publicidad de dicha información comprende la identidad de los aportantes, los montos y la identidad de las candidaturas receptoras de tales aportes. A contar de 90 días de la promulgación de la presente ley, cualquier persona podrá requerir la información al Servicio Electoral mediante el procedimiento establecido en el Título IV de la ley N°20.285.”


Se declararon inadmisibles las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado señor Chahin, don Fuad, agregar al artículo segundo el siguiente numeral, nuevo:


“21) Agrégase el siguiente artículo 27 quater, nuevo:


“Artículo 27 quater. Sin perjuicio de la responsabilidad penal que en su caso pueda configurarse, los candidatos que resulten electos y que a juicio del Tribunal Calificador de Elecciones hayan infringido gravemente las disposiciones de esta ley en sus respectivas campañas, no podrán asumir sus cargos o bien serán destituidos de ellos, si ya los hubiesen asumido.


La acción para denunciar el incumplimiento grave de esta ley deberá ser ejercida por el Servicio Electoral.


En caso que se anule la elección de un candidato de acuerdo a lo dispuesto en este artículo, el mismo fallo del Tribunal Calificador de Elecciones dispondrá que se llame a una nueva elección, a efectuarse dentro de 60 días, con el objeto de proveer el respectivo cargo.”.


2.- De La diputada señorita Vallejos, doña Camila y los diputados señores Aguiló, don Sergio; Carmona, don Lautaro; Gutiérrez, don Hugo Núñez, don Daniel y Tellier, don Guillermo, para incorporar el siguiente artículo séptimo, pasando el séptimo a ser octavo:


“Artículo séptimo: Agrégase un nuevo inciso 3° en el artículo 5 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pasando el actual inciso 3° a ser 4° y el actual 4° a ser 5° y así sucesivamente, con un texto del siguiente tenor:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 de la Constitución Política de la República, cesará en su cargo el diputado o senador que, por cualquier vía, exceda los límites de gasto electoral establecidos en el Párrafo 2° de la ley 19.884, o que reciba aportes de personas jurídicas en contravención al mismo cuerpo legal. La cesación será declarada por el Tribunal Constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 93 número 14 de la Constitución Política de la República.".

-o-

V. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:

1) Agrégase el siguiente artículo 6º bis, nuevo:


“Artículo 6º bis.- En la fecha que corresponda a la declaración de las candidaturas para elecciones primarias que regula la ley N° 20.640, todos los candidatos, sean participantes o no en dicho proceso eleccionario, deberán efectuar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señalan los artículos 57 y siguientes de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado dicha declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto, debiendo dicho Servicio establecer un plazo para subsanar eventuales errores.


Las sanciones que corresponden a las infracciones que regulan los artículos 61 y siguientes del citado cuerpo legal serán aplicadas administrativamente por el Servicio Electoral, conforme al procedimiento señalado en su artículo 65.


El Servicio Electoral entregará, dentro de los 10 días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda.”.


2) Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes incisos:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, ya sea escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en los artículos 31 y 32, como a un partido o movimiento político con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos o aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.


b) Elimínase el inciso tercero.


c) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, desde el sexagésimo día anterior a la elección deberán cursar invitación por escrito a tales eventos a todos los candidatos del respectivo territorio electoral.”.


d) Reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:


“La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar al momento del vencimiento del plazo antes señalado, informen al Servicio Electoral sus tarifas.”.


e) Suprímese su inciso final.


3) Modifícase el artículo 31, en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:


“La propaganda señalada en los incisos anteriores, deberá ser transmitida desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos y la que en cualquier lugar o forma se realice por altoparlantes fijos o móviles, con la única excepción de la transmisión de discursos pronunciados en concentraciones públicas.”.


4) Modifícase el artículo 31 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 31 bis.- Tratándose de las concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva abierta, la distribución del tiempo a que se refieren los incisos cuarto y quinto del artículo 31, la hará el Consejo Nacional de Televisión, previo informe del Servicio Electoral. Para tal efecto, dicho Consejo tendrá un plazo de diez días contado desde la fecha en que las candidaturas queden inscritas en el Registro Especial a que se refiere al artículo 19.”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “inciso sexto del artículo anterior”, por “inciso sexto del artículo 31”.


c) Elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece en su inciso segundo.


d) Elimínase la expresión “Radio y” la vez que aparece en su inciso tercero.


5) Agrégase el siguiente artículo 31 ter, nuevo:


“Artículo 31 ter.- En el plazo señalado en el inciso quinto del artículo 30, las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, 6 spots de no menos de 30 y no más de 40 segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, y que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.


Además, durante las campañas electorales presidenciales, las realizadas en el proceso de elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República y las que se efectúen con ocasión de plebiscitos nacionales, las radioemisoras deberán destinar un espacio al debate entre los candidatos y entre los representantes de las opciones plebiscitarias, según corresponda, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral para asegurar la igualdad entre ellos.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley 
N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.


6) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Solo podrá realizarse propaganda electoral en los lugares que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques o bandejones y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del Concejo Municipal respectivo. Este deberá ser aprobado por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio y enviado al citado Servicio, a más tardar un año antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicho informe, el Servicio Electoral determinará las plazas, parques o bandejones permitidos para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello, la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. 


En las zonas rurales, definidas de conformidad a la citada Ordenanza, y cuyo territorio no cuente con un número suficiente de plazas, parques o bandejones, el Servicio Electoral podrá, conforme al mismo procedimiento descrito en el inciso anterior, autorizar otros lugares públicos distintos a estos para realizar propaganda electoral.


Dicho Servicio regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos. En las referidas instrucciones, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección.


Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio web del Servicio Electoral la nómina de las plazas, parques y bandejones, u otros lugares públicos tratándose de zonas rurales, autorizados para efectuar propaganda electoral. 


En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los 25 metros cuadrados.


Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos que identifiquen la candidatura o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.


En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.


Las municipalidades deberán, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción a lo dispuesto en este artículo, estando obligadas a repetir en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, y previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, las municipalidades harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República.


La propaganda electoral permitida en este artículo y en el siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del plebiscito, ambos días inclusive.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 32 bis, nuevo:


“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran y que las dimensiones de dicha propaganda no superen los 25 metros cuadrados. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada la propaganda.


Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.


8) Agrégase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:


“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el cuarto día anterior al de la elección inclusive.”.


9) Sustitúyese en el artículo 35 la expresión “al Juez de Policía Local competente”, por “al Servicio Electoral y las demás autoridades competentes”.


10) Modifícase el artículo 124, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal”, por las expresiones: “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web las sanciones aplicadas.”.


11) Modifícase el artículo 126 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“El que hiciere propaganda electoral con infracción a lo dispuesto en los artículos 32 o 32 bis, será sancionado con multa a beneficio municipal de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.


b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda a que se refiere el inciso anterior. La denuncia dará lugar al procedimiento sancionatorio que regula la ley N° 18.556. El Servicio Electoral habilitará un espacio en su sitio web para recibir estas denuncias, las que deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N° 19.880.”.


12) Modifícase el artículo 144 de la siguiente manera:


a) Elimínanse en su inciso primero los guarismos “124, 125, 126, 127,”.


b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el conocimiento de las infracciones sancionadas en los artículos 124, 125, 126 y 127, y en general la fiscalización de lo dispuesto en el párrafo 6º del Título I, corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de los Gastos Electorales:


1) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en dinero o avaluable en dinero, realizado por el candidato o un tercero en su favor.”.


b) Sustitúyese el literal h) por el siguiente:


“h) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares, cuyo valor individual no exceda de diez unidades de fomento. Estos deberán ser rendidos detalladamente, pero sin justificación documentada, siempre que no excedan el 10% del límite total autorizado al candidato o partido político. No obstante, será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo si la hubiere o justificarla debidamente, en conformidad al artículo 31 b) de esta ley.”.


2) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso segundo las expresiones “no podrá exceder de la suma de tres mil unidades de fomento”, por: “no podrá exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento”; “más aquélla que resulte de multiplicar por cuatro centésimos de unidad de fomento”, por: “más aquélla que resulte de multiplicar por dos centésimos de unidad de fomento”; “por tres centésimos de unidad de fomento”, por: “por quince milésimos de unidad de fomento”; “por dos centésimos de unidad de fomento los restantes”, por: “por un centésimo de unidad de fomento los restantes.”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “no podrán exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento”, por “no podrán exceder de la suma de setecientas unidades de fomento” y la expresión: “más aquélla que resulte de multiplicar por tres centésimos de unidad de fomento”, por: “más aquélla que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento.”.


c) Reemplázase en su inciso quinto la expresión “setecientas” por “trescientos cincuenta”; la expresión “por dos centésimos de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores” por: “por un centésimo de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores”; la expresión: “por un centésimo y medio de unidad de fomento los siguientes doscientos mil” por: “por setenta y cinco diezmilésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil”, y la expresión “ por un centésimo de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial” por: “por cinco milésimos de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial.”.


d) Reemplázase en su inciso sexto la expresión “tres centésimos” por “quince milésimos”.


3) Introdúcense al artículo 9°, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9º.- Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato a alcalde o concejal, una suma que exceda del veinticinco por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Sin embargo, en aquellos casos en que el citado porcentaje exceda las 250 unidades de fomento el aporte no podrá superar dicha suma. Asimismo, ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato y en una misma elección, una suma que exceda de 250 unidades de fomento tratándose de candidatos a consejero regional, de 315 unidades de fomento en el caso de candidatos a diputado o senador y de 500 unidades de fomento en el caso de candidatos presidenciales. No obstante, respecto de la situación prevista en el artículo 26, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, esta será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta 175 unidades de fomento. El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Asimismo, no podrán efectuar aportes a candidato alguno:


1) Los Ministros de Estado y Subsecretarios.


2) Los Intendentes y Gobernadores.


3) Los consejeros del Banco Central.


4)
Los jueces, notarios, conservadores de bienes raíces y archiveros.


5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales.


6) El Contralor General de la República y los Contralores Regionales.


7) El Fiscal Nacional del Ministerio Público, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos.


8) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director General de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


9) Los funcionarios o autoridades nombrados con acuerdo del Senado o la Cámara de Diputados, con arreglo a la Constitución y las leyes.

1
0) Los funcionarios directivos, profesionales y empleados públicos remunerados con fondos del Estado, sean de planta, a contrata o a honorarios.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a quinientas unidades de fomento o superior a mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.


4) Elimínase el artículo 10.


5) Modifícase el artículo 14 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión: “multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.” por “multiplicado por el equivalente en pesos a veinte milésimos de unidad de fomento.”.


b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los dos años anteriores a la elección o bien, tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en el plazo recién señalado.


Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas por infracción al decreto ley N° 211.”.


6) Modificase el inciso segundo del artículo 15 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.”.


b) Elimínase la oración “, mediante el reembolso de los gastos que no hayan sido financiados por otro tipo de aportes,”.


c) Sustitúyese la frase “facturas o boletas pendientes de pago” por la siguiente: “facturas, boletas u otros documentos que respalden los gastos”.


7) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, constarán por escrito, consignándose el nombre completo del aportante y deberán efectuarse a través del sitio web del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario que indicará el nombre del candidato o partido a quien se destina dicho aporte.


Para recibir los aportes, cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de esta. Al momento de constituir esta cuenta el candidato o el partido deberán instruir a la entidad bancaria autorizando al Servicio Electoral a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que dicha cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Tratándose de depósito bancarios los bancos que administren estas cuentas, para la realización de los aportes, deberán exigir la identificación de las personas aportantes, por medio de la indicación de su cédula de identidad. Asimismo, deberán establecer los medios necesarios para poder resguardar los máximos señalados que para cada aporte establece el artículo 9°.


Los candidatos y partidos deberán llevar contabilidad separada de los montos de esta cuenta, respecto de los aportes privados y públicos.


Una vez terminada la campaña, el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria hasta que la contabilidad haya sido aprobada por el Servicio Electoral, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de ella.”.


8) Elimínase el artículo 17.


9) Elimínase el artículo 18.


10) Elimínase el artículo 19.


11) Elimínase el artículo 20.


12) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 21, por el siguiente inciso:


“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.”.


13) Reemplázase el artículo 21 bis, por el siguiente:


“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral, serán siempre públicos. Estos podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N° 18.603. En el segundo caso, el instituto de formación política receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y sobre su monto. El partido político a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de 10 días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto con Título V de la citada ley.”.


14) Elimínase el artículo 22.


15) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente: 


“Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el título V de la ley N° 18.603, orgánica constitucional sobre partidos políticos, así como en el Párrafo 2° de este Título, los candidatos y partidos políticos no podrán recibir, directa o indirectamente, aportes de campaña electoral de los Órganos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado, ni de aquellas en que este, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.”.


16) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:


“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes de campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos.”.


17) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:


“Artículo 27 bis.- El candidato o Administrador General de los Fondos de un partido político que obtenga los aportes que regulan las leyes Nº 19.884 y 18.603 mediante falsedad o engaño serán castigados con presidio menor en su grado mínimo a medio. 


Con la misma pena serán castigados el candidato o Administrador General de los Fondos de un partido político que obtenga los aportes a que se refieren las leyes señaladas en el inciso anterior mediante omisión maliciosa respecto de las condiciones requeridas para su obtención.


El que aplicare los recursos obtenidos del Estado con una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley, así como el tercero que a sabiendas se haya beneficiado de tales actos, será castigado con la misma pena que establecen los incisos anteriores.


Si el monto de lo defraudado o desviado excede de 2050 unidades de fomento, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. Además deberá pagar una multa correspondiente al 100% del monto defraudado.


Las investigaciones de los delitos descritos en este artículo solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral. Con todo, la querella podrá también ser presentada por el Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio. En el caso señalado en el inciso anterior, la intervención será obligatoria.”.


18) Agrégase el siguiente artículo 27 ter, nuevo:


“Artículo 27 ter.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que en su caso pueda configurarse, las personas naturales que efectúen aportes en campañas electorales a candidatos o partidos, con infracción a lo dispuesto en esta ley, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal. Tratándose de personas jurídicas esta sanción se aplicará a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo. El director que quiera salvar su responsabilidad por el acto o acuerdo del directorio en que se decide hacer el aporte, deberá hacer constar en acta su oposición.”.


19) Agrégase la siguiente letra e), nueva, en el artículo 33:


“e) Velar porque todo gasto efectuado en la campaña electoral sea publicado en el sitio web que deberá llevar al efecto cada partido político.”.


20) Intercálase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la frase “no podrán ejercer ninguno de estos cargos quienes”, la expresión: “hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública, o”.


21) Agrégase al artículo 40 la siguiente oración final:


“Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio web que para el efecto deberá llevar cada partido.”.


22) Agréguese en el inciso tercero del artículo 44, a continuación de la expresión “esta multa”, la expresión “al candidato que corresponda o al”. 


23) Intercálase en el inciso primero del artículo 48, a continuación de la expresión “serán públicas y”, la expresión: “se encontrarán disponibles en el sitio web del Servicio, además,”.


24) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- Los procedimientos administrativos sancionatorios a que dé lugar la aplicación de la presente ley se regirán por las reglas del procedimiento sancionatorio previsto en la ley N° 18.556.”.


Artículo 3°.- Modifícase la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, de la siguiente manera:


1) Agrégase en el inciso primero del artículo 33 la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:


“El aporte máximo anual en dinero que cada persona natural o jurídica podrá efectuar a partidos políticos, estén o no afiliados a ellos, no podrá exceder de 500 unidades de fomento al año.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:


Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales. Para acceder a tales aportes los partidos deberán estar constituidos de conformidad a la ley; contar con representación parlamentaria en alguna de las cámaras del Congreso Nacional, siempre que la hayan obtenido durante su existencia legal; dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna y cumplir la condición establecida en el artículo primero transitorio de la ley para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia. Los aportes solo se podrán destinar a atender a los gastos de su funcionamiento, a la adquisición de bienes inmuebles, al pago de deudas del partido, al desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, a la preparación de candidatos a cargos de elección popular, a la formación de militantes, a la elaboración de estudios que apoyen la labor política y al diseño de políticas públicas, investigación, fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política. Las publicaciones, estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos.


Un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de Presidencia, previo informe del Servicio Electoral, determinará los gastos a que se refiere el inciso anterior. En todo caso, al menos un 10% del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres.


Anualmente deberán constituir una provisión para la contratación de auditorías externas, para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 34.


Este aporte se calculará de un monto total anual constituido por el equivalente a 0.04 unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3 bis de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. El monto del aporte que corresponda a cada partido se determinará de la siguiente manera:


a) El 20% del referido monto total se distribuirá entre todos los partidos que cumplan con los requisitos para optar al aporte de manera que cada uno de los partidos que se encuentren constituidos legalmente en a lo menos ocho regiones perciban tres veces lo que corresponda a cada uno de aquellos partidos constituidos en un menor número de ellas.”.


b) El 80% restante del referido monto total se distribuirá en favor de cada partido que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos.


Los aportes trimestrales se efectuarán en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre. 


No se efectuarán transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas de cualquier tipo al Fisco, o bien, estén en mora con el Servicio Electoral, o sus cuentas no hayan sido aprobadas por este o no tengan aprobados sus balances anuales por el mismo servicio. Tampoco se efectuarán aportes a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley al menos una vez al año, conforme al procedimiento que determine el reglamento, o no cumplan con las obligaciones establecidas en el reglamento señalado en el inciso segundo de este artículo.


Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte o existiere un remanente sin utilizar, los dineros percibidos sin justificar o sin utilizar deberán ser devueltos a la Tesorería General de la República dentro de los 30 días siguientes a la resolución del Servicio Electoral que así lo determine.


En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimos establecido en el inciso segundo de este artículo, le será retenido de sus respectivos aportes del año siguiente, un monto equivalente a lo que faltase para cumplir el referido mínimo.”.


3) Modifícase el artículo 34 de la siguiente manera:


a) Intercálase a continuación del primer inciso, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban y deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, el informe mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente, desglosado, al menos, en las siguientes categorías:


a. Cuantía global de las cuotas y aportaciones de sus afiliados.


b. Rendimientos procedentes de su propio patrimonio.


c. Ingresos procedentes de las aportaciones de personas naturales.


d. Aportes estatales regulados en esta ley.


e. Rendimientos procedentes de las actividades del Partido.


f. Gastos de personal.


g. Gastos de adquisición de bienes y servicios (corrientes).


h. Gastos financieros por préstamos, distinguiendo entre préstamos de corto y largo plazo.


i. Otros gastos de administración.


j. Gastos de actividades de investigación.


k. Gastos de actividades de educación cívica.


l. Gastos de las actividades de fomento a la participación femenina.


m. Gastos de las actividades de fomento a la participación de los jóvenes.


n. Créditos, distinguiendo entre créditos de corto y largo plazo, inversiones y valores de operaciones de capital.


ñ. Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.


o. Gastos de las actividades de formación de militantes.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Además, el Servicio Electoral dispondrá de la contratación de auditorías externas para inspeccionar las cuentas de los partidos políticos, con cargo a los recursos públicos de que tratan los artículos 33 y 33 bis. Dichas contrataciones solo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.


4) Agrégase el siguiente artículo 34 bis, nuevo:


“Artículo 34 bis.- Para efectos de recibir el aporte fiscal, todo partido político beneficiario de este, deberá presentar al Servicio Electoral la individualización de la cuenta corriente bancaria única y oficial del partido político en la cual se traspasarán los fondos y se supervisarán sus otros movimientos de conformidad a la ley.”.


5) Agrégase el siguiente artículo 34 ter, nuevo:


“Artículo 34 ter.- Todo partido político, para optar al aporte público que establece esta ley deberá nombrar un profesional en calidad de Administrador General de los Fondos, con domicilio en Chile, quien será responsable civil y penalmente del uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido. 


Son obligaciones del Administrador General de los Fondos del Partido:


a) Llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fondos, con indicación del origen y destino de estos y de la fecha de la operación y del nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación de respaldo deberá conservarse durante cinco años.


b) Presentar a los organismos de control la información requerida por la presente ley.


c) Reintegrar los aportes que reciba del Estado, en conformidad a esta ley.


d) Efectuar todos los gastos con cargo a la cuenta única correspondiente del partido.


Además, en periodo de campaña, el Administrador General de los Fondos de un partido deberá ser designado Administrador General Electoral y cumplir con las funciones descritas en el artículo 33 de la ley N° 19.884.”.


6) Reemplázase, el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- Los partidos políticos practicarán un balance anual y remitirán un ejemplar de este al Servicio Electoral. Si el Servicio estimare necesario formular aclaraciones, requerirá al partido las informaciones y los antecedentes del caso, el que deberá proporcionarlos en el plazo que fijare el servicio, sin perjuicio de las facultades inspectivas que le reconoce la ley a dicho organismo.


El Servicio Electoral podrá rechazar el balance si no se ajustare a las anotaciones de los libros o si contuviere errores u omisiones manifiestos. En caso de no existir objeciones o si estas fueren solucionadas, el Servicio Electoral ordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido.


La resolución del Servicio Electoral que rechace el balance será impugnable ante el órgano que corresponda, según las reglas generales.”.


7) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 56:


“Sin perjuicio de lo anterior, las sanciones de multa a que se refieren los artículos 50 y 51 y, en general, las que correspondan a la inobservancia del título V de esta ley, serán impuestas por el Servicio Electoral, según su ley orgánica. No obstante, cuando la sanción aplicable corresponda a la suspensión o disolución del partido o inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político, se estará a lo dispuesto en este artículo.”.


Artículo 4°.- Derógase el Título II de la ley N° 19.885 que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Intercálase en el artículo 68, la siguiente letra n), nueva, pasando la actual a ser letra o):


“o) Impartir instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su supervisión, las que deberán ser publicadas y sistematizadas en su sitio web.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 70 A, nuevo:


“Artículo 70 A.- Para velar por el cumplimiento de las normas sobre transparencia, control y límites de los gastos electorales establecidas en la ley N° 19.884 y las normas sobre aporte público a los partidos políticos establecidas en la ley N°18.603, corresponderán al Director, sin perjuicio de las facultades de investigación que competan al Ministerio Público, las siguientes atribuciones:


a) Supervisar que los candidatos y los Administradores Generales de los Fondos de los partidos políticos cumplan con la normativa electoral y de financiamiento.


b) Supervisar la rendición de cuenta pública del uso de todos los recursos, públicos y privados, a través de procedimientos contables simples generalmente aceptados. Dichas rendiciones consistirán en un estado anual de resultados que contemple, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos de cada candidatura o partido político. 


Dichos antecedentes deberán publicarse en el sitio web del Servicio.


c) Realizar y ordenar auditorías al estado anual de resultados mencionado en la letra anterior.


d) Ingresar a las sedes de candidaturas o partidos políticos y dependencias de candidatos o Administradores Generales de los Fondos de los partidos políticos que tengan relación con la administración de las candidaturas o de los partidos. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios del Servicio no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades propias de las candidaturas o de los partidos.


e) Requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de supervisar y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la los fines señalados, sin impedir el normal desarrollo de las actividades electorales o políticas.


El Director, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en los establecimientos en que funcionen partidos políticos o candidaturas.


f) Citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia de la que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones.


g) Efectuar salidas a terreno para comprobar el cumplimiento de las normas sobre propaganda electoral en lugares públicos.


h) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o infracciones a la normativa establecida en la presente ley, así como de los que conozca por la vía de denuncias.


i) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa establecida en la presente ley.


j) Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes.”.


3) Intercálase el siguiente Párrafo 4°, nuevo, a continuación del artículo 71 A, nuevo:

“Párrafo 4°

Del procedimiento administrativo sancionador

Artículo 71 B.- Las infracciones al párrafo 6º del título I de la ley Nº 18.700 y al título V de la ley Nº 18.603, que no tengan una sanción especial, se sancionarán con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.


La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral, considerando los siguientes criterios: la gravedad del daño causado al patrimonio público, la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, la calidad de reincidente del infractor y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Servicio Electoral determinará mediante instrucciones cómo deberán aplicarse estos criterios.


Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos, y se aplicará como sanción la suma los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.


Artículo 71 C.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de la presente ley se sujetarán a las siguientes reglas, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la ley N° 19.880:


1. Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección del Servicio Electoral o por denuncia presentada ante ella. La Subdirección, en ambos casos, impulsará de oficio el procedimiento, haciendo expeditos los trámites que deba cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo que pueda afectar a su pronta y debida precisión.


2. La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificará al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante el respectivo Servicio Electoral.


La formulación de cargos señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.


3. Las denuncias que se interpongan se formularán por escrito ante el Subdirector, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, de ser posible, identificando al presunto infractor.


Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio solo si a juicio del Subdirector está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará el archivo de esta por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Declarada admisible la denuncia se formularán cargos en contra del presunto infractor.


4. Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.


5. El acusado tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar los cargos. 


6. Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley 
N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.


El Servicio dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


7. Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


8. El Subdirector elaborará un dictamen que ponga fin al procedimiento sancionatorio, el que será fundado y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, y contendrá la propuesta de la sanción que se imponga al infractor o su absolución.


La resolución final deberá dictarse por el Director del Servicio dentro de los diez días siguientes a aquel en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


9. De la resolución que ponga fin al procedimiento e imponga una sanción al afectado podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de tercero día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca de conformidad a las facultades que establece el artículo 12 de la ley Nº 18.460.


10. Contra las resoluciones del Tribunal no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.


11. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.


Artículo 71 D.- Las infracciones al párrafo 6º del título I de la ley Nº 18.700, prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha de la elección.


Las infracciones al título V de la ley Nº 18.603 prescribirán en un año contado desde la fecha de su comisión.”.


Artículo 6°.- Agrégase el siguiente artículo 6°bis, nuevo, a la ley N° 20.640, Sobre Elecciones Primarias:


“Artículo 6° bis.- Tratándose de las elecciones primarias reguladas en esta ley, solo podrá efectuarse propaganda electoral durante los treinta días anteriores a los de la respectiva elección.”.


Artículo 7°.- Los gastos que irrogue la presente ley en su primer año de aplicación, se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrá suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva Ley de Presupuestos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Solo podrán acceder al financiamiento público establecido en el numeral 2) del artículo tercero de esta ley, los partidos políticos que dentro de los sesenta días de publicado el reglamento a que alude el artículo tercero transitorio, acrediten el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 20 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos.


Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nros. 19.884, 18.700, 18.603, 18.556, 18.583 y 20.640 bajo el título “Código Electoral”.”.


Artículo 3°.- El reglamento a que alude el artículo 33 bis, de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, deberá dictarse dentro de treinta días contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Los partidos políticos poseedores materiales de bienes raíces rurales o urbanos, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, que carezcan de título inscrito, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción. Para el cómputo del plazo de prescripción podrán utilizar el tiempo anterior en que hubieren ejercido la posesión ininterrumpida del bien.”.

-o-


Tratado y acordado en sesiones de 13, 20 y 27 de enero; 3, 10, 17 y 31 de marzo; 7, 14, 20 y 21 de abril; 4, 11, 12 y 20 de mayo y 2, 3 y 9 de junio de 2015, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y de los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Letelier, don Felipe; Melo, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Ojeda, don Sergio; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Silber, don Gabriel; Soto, don Leonardo (Presidente); Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y el ex diputado Insunza, don Jorge.


Asistieron, además, las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Sabat, doña Marcela y los diputados señores Arriagada, don Claudio; Boric, don Gabriel; Jackson, don Giorgio; 


León, don Roberto; Lorenzini, don Pablo; Mirosevic, don Vlado; Pilowsky, don Jaime; Sabag, don Jorge; Santana, don Alejandro; Schilling, don Marcelo; Urrutia, don Osvaldo y Walker, don Matías.


Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2015


(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
6. Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto, iniciado en Mensaje, con urgencia “suma”, que “Modifica la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que Crea la ENAP.”.
(boletín N°9628-08)

“Honorable camara:


Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, que modifica la ley N° 20.365, que establece una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que creó la Enap. Su urgencia ha sido calificada de “suma”, en todos sus trámites constitucionales.


A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal, en este segundo trámite reglamentario, la Comisión contó con la colaboración del Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco Matte y el asesor del ministro, señor Felipe Venegas Pozo.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

De conformidad con lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general en la sesión 7ª, celebrada el 1 de abril de 2015, con las indicaciones presentadas por el Ejecutivo y por señores diputados en la Sala.

Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 303 del Reglamento de la Corporación, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

De los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones durante la discusión del primer informe en la Sala, para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 131.

En esta condición se encuentran los artículos 1° y 2° permanentes y 1°, 2° y 3° transitorios.

2. De los artículos calificados como normas de rango orgánico constitucional o que deban aprobarse con quórum calificado.

El artículo 3° del proyecto de ley tiene rango de norma de quórum calificado, en razón de que se autoriza al Estado, a través de la ENAP, a desarrollar actividades empresariales o a participar en ellas, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del número 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

3. De los artículos suprimidos.

No hubo.

4. De los artículos modificados.
No hubo.
5. De los artículos nuevos introducidos.
No hubo.
6. De los artículos que, en conformidad al artículo 228, deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.
Esta Comisión no modificó las normas que tengan incidencia en materias presupuestarias y financieras del Estado, de sus organismos o empresa, razón por la cual, en consideración a lo preceptuado en el artículo 228, inciso primero, del Reglamento de la Corporación, no corresponde que sea conocido por la Comisión de Hacienda.
7. De las indicaciones rechazadas por la Comisión.

A.- Del Ejecutivo, para reemplazar el artículo tercero por el siguiente:
“Artículo 3°.- Modífícase el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:

a)
Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto final.

b)
Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto.

“De igual manera, la Empresa y/o sus filiales podrá tener una participación social que no le permita aprobar con su sólo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas :

a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y, en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía; 

b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido, estarán sometidas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas en la ley N° 18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que determina normas complementarias relativas a la reducción del gasto público y al mejor ordenamiento y control de personal; a lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N° 18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas a desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y/o sus filiales sea igual o superior al 50 por ciento. Asimismo, la Empresa y/ o sus filiales podrá obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y/o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro de los incisos segundo y tercero del presente artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y/o Hacienda.
Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.”.”.
B.- Indicación del diputado señor Issa Kort al artículo 3°, para sustituir el encabezado del inciso tercero del artículo 2°, por el siguiente:
“Adicionalmente, la Empresa y/o sus filiales o coligadas podrá participar a través de sociedades en que tenga una participación inferior al 50 por ciento del capital social, en actividades relacionadas con:”.
C.- Indicación de los diputados señores Pablo Lorenzini y José Miguel Ortiz, al artículo 3°, para sustituir la palabra “superior” por “inferior” en el encabezado del inciso tercero del artículo 2° que se propone reemplazar en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 9618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.

8.- De las disposiciones legales que el proyecto modifica o deroga.
1) Ley N° 20.365, de 2009, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos.

2) Decreto con fuerza de ley Nº 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos.

3) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo
ANTECEDENTES GENERALES
Este proyecto de ley, que se informa en segundo trámite reglamentario, tiene por objeto modificar la ley Nº 20.365, que establece franquicias tributarias respecto de los sistemas solares térmicos, para ampliar la vigencia de la franquicia; se extiende lo preceptuado en el artículo 34 de la ley General de Servicios Eléctricos, y también modifica la ley que creó la Empresa Nacional del Petróleo, para que ésta pueda participar, a través de sociedades, en nuevas obras en el sector de la generación de Energías Renovables No Convencionales.
En efecto, la Ley N° 20.365, estableció una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos para abastecer de agua potable sanitaria calentada a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento. Sin embargo, dicho beneficio ha finalizado, pues regiría respecto de las viviendas que hubiesen obtenido su recepción municipal final antes del 31 de diciembre de 2013, o solicitado dicha recepción antes del 30 de noviembre de 2013.
Con esta iniciativa se pretende extender la vigencia de la referida franquicia, obtener una mayor focalización a favor de viviendas entre 3.000 y 4.500 UF, y permitir el establecimiento de un programa que incorpore subsidios directos para la instalación de estos sistemas en viviendas sociales, de manera complementaria a los programas de subsidio habitacional que lleva adelante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. También se proyecta un nuevo programa para establecer un subsidio para sistemas solares térmicos para las viviendas que se reconstruyan por causa de las catástrofes, como las ocurridas este año en el Norte del país y en la ciudad Valparaíso.
El proyecto plantea, asimismo, con el objeto de limitar el retraso en obras asociadas a concesiones de Bienes Nacionales para el desarrollo de proyectos de ERNC, acotar el ámbito de las medidas precautorias, dictadas en el marco de un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, extendiendo lo preceptuado en el artículo 34 de la Ley General de Servicios Eléctricos, haciéndose cargo, de esta manera, de la creciente conflictividad y oposición a las concesiones eléctricas, con el consecuente retraso en las obras en materia energética. 
Una última materia abordada por esta iniciativa legal, dice relación con la ampliación del objeto social de la Empresa Nacional del Petróleo a actividades relacionadas con la generación eléctrica, habilitándola para que por sí o por medio de sus empresas filiales o coligadas pueda participar a través de sociedades en que tenga una participación inferior al 50 por ciento del capital social.
Respecto de esta última materia la Comisión de Energía aprobó una indicación para substituir la palabra “inferior” por “superior”, porque a juicio de la mayoría de los comisionados es prioritario que el Estado, a través de la Enap, mantenga permanentemente el control de la eventual empresa o del joint venture que se forme al efecto, dado el carácter estratégico de la energía para el país. 
Durante la discusión general del proyecto, se presentaron dos indicaciones para revertir lo aprobado por la Comisión de Minería y Energía y, posteriormente, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva al artículo tercero permanente del proyecto.
DEBATE SOBRE LAS INDICACIONES
El Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, explicó que este es un proyecto de ley que tiene por objeto ampliar el giro de ENAP y como también se dijo, busca continuar con el subsidio de los paneles solares, descontinuado durante el gobierno anterior y de gran beneficio especialmente para los hogares más pobres. Junto con lo que se refiere a ENAP y a los colectores solares, el proyecto tiene una indicación para resolver la caución de garantía que existe en el proyecto de energías renovables, cuando se presentan solicitudes de concesiones mineras, lo que genera impacto en energías renovables en varias zonas del país.
En los últimos meses, durante la discusión de la ampliación de giro de ENAP, se ha planteado por varios diputados la preocupación de que por ley se establezca un límite máximo que determina que ENAP sólo pueda ser socio minoritario en los proyectos de generación eléctrica. A partir de la propuesta del proyecto se considere como una obligación de ENAP ser socio mayoritario y que ello también sea definido por ley.
Considerando la dimensión estratégica del tema, y para darle la necesaria celeridad, hizo presente un aspecto práctico, puesto que la próxima licitación eléctrica, entre distribuidoras y generadoras, ocurrirá el próximo mes de abril de 2016, que incluye más de 13 mil megawatts al año, licitación a la que se quiere que ENAP presente su propuesta, asociada con alguna empresa que, o no está, o tiene un negocio muy reducido en nuestro país. Por ello, está en curso un proceso de búsqueda de socios, se ha contratado un banco para ello, y existe una lista de 15 posibles socios.
Explicó que el Ejecutivo ha recogido los planteamientos de los parlamentarios y ha presentado una indicación que elimina el guarismo existente en la propuesta inicial, relativa a la participación societaria de ENAP, y establece como fórmula de participación en las sociedades hasta el porcentaje de propiedad que no le permita decidir por sí solo las decisiones más relevantes de la junta extraordinaria de socios, con lo que se equipara a la ley de sociedades anónimas, con lo que no puede exceder de un 66 por ciento del capital, Con ello, se busca establecer implícitamente que ENAP se transforma en un socio que puede llegar hasta ese porcentaje, dejando a su vez, un porcentaje para el socio minoritario tenga los derechos que les da la ley de sociedades anónimas.
En el caso que ENAP, a través de su directorio, quiera tener una participación igual o superior al 50 por ciento, para efectos de control fiscal, considerando la deuda de la empresa que se debe consolidar con la deuda pública, esta indicación considera que se debe presentar a la aprobación previa del Ministerio de Hacienda para que ENAP pueda ser socio en más del 50 por ciento, para lo cual esa secretaría de Estado solicitará los informes económicos y financieros del proyecto de generación eléctrica que deberá elaborar el Ministerio de Energía.
Finalmente, señaló que lo reseñado constituye lo esencial de la indicación y que con ello se aunarán los pareceres para su aprobación y así ENAP se pudiera presentar en la licitación de abril de 2016. Agregó que la indicación crea un marco legal que va más allá de esta licitación, aunque no significa que ENAP se vaya a presentar como socio mayoritario en la próxima licitación, porque sus condiciones financieras no lo permiten y que quienes buscan ser socios, lo sean como socios mayoritarios de ENAP, operadores y controladores.
Tras la lectura de las indicaciones, el diputado Issa Kort manifestó la urgente necesidad de legislar sobre materias energéticas y de mejorar la existente, para lo cual se requiere buscar soluciones, a lo que siempre han estado dispuestos como Alianza para aprobar estos proyectos de ley. Sin embargo, pese al sentido de urgencia que el país tiene por resolver los temas energéticos, observó que no se debe legislar apresuradamente, razón por la que valora que el proyecto vuelva a una nueva discusión en la Comisión.
Señaló su convencimiento en que la iniciativa privada está a la vanguardia del desarrollo de los países, pero reconoce que es necesaria la presencia del Estado cuando se involucran asuntos estratégicos.
Recordó que valoraron desde un primer momento la propuesta del Gobierno para buscar la asociatividad público privada para llegar a ejercicios que no superaran la presencia del Estado en un 50 por ciento. Ello fue resistido; de hecho el Presidente de la Comisión, junto con otros integrantes de la Comisión, fue autor de una indicación que culminó en lo contrario. La oposición votó a favor del proyecto del Ejecutivo, mientras que el oficialismo votó en contra del proyecto del Ejecutivo, por sumarse a un proyecto que legítimamente pueden querer.
Señaló que insistirá en la Sala respecto de la presencia de ENAP en no más del 50 por ciento de la propiedad, porque cree que esa asociatividad puede ser en, en gran parte, liderada por los privados, sobre todo porque en este sector hay gran deseo de los privados por invertir en energía y muchas de ellas interesadas en la participación mixta de público y privado.
Expresó que al analizar la indicación del Ejecutivo, ella resulta interesante porque debe verse cuál es el alcance que tiene. Sin embargo, planteó al Ejecutivo la necesidad que presente una indicación sustitutiva, en donde se deje aparte lo relativo a los paneles solares de las viviendas, que era el eje central del proyecto, pero que aun con urgencia, ya no se ha cumplido. Agregó que, a su parecer, falta complementar los gobiernos corporativos, que está pendiente en la agenda legislativa.
Aseguró que si este proyecto de ley se aprueba de la manera en que se encuentra, va a tener efectos que aún no están regulados en el gobierno corporativo de ENAP, o que podrían perfeccionarse o mejorarse en este proyecto de ley que viene en camino.
Agregó que con la indicación sustitutiva que propone se busca dividir los primeros dos tercios del proyecto de ley original, despacharlos y que sigan su tramitación en el Senado, mientras que esta parte que dice relación con ENAP, se pueda ver conjuntamente con el proyecto de gobierno corporativo, si así lo decide el Ministro, o se pueda tener reuniones técnicas con sus equipos asesores y los del ministerio para poder desarrollar una legislación que contribuya a mejorar este proyecto y poder sacarlo adelante.
Recordó que los diputados de su sector han sido los primeros en valorar el esfuerzo que ha encabezado el ministro para presentar una agenda eléctrica bastante ambiciosa, porque es necesaria para el país. Por ello, pidió buscar un acuerdo político que permita avanzar legislativamente en un aspecto tan necesario y de tanta responsabilidad para el país.
El diputado Luis Lemus, Presidente de la Comisión, consultó al diputado Kort si su propuesta es dividir el proyecto, de manera de continuar con aquello que dice relación con la energía solar, hasta que se despeje el asunto del gobierno corporativo.
El Ministro de Energía, Máximo Pacheco, señaló que entiende perfectamente el alcance de la propuesta que se ha realizado el diputado Kort, que implica tener los subsidios de paneles solares operando lo antes posible, mientras la discusión de ENAP se demora todo lo que se deba demorar. Para poder pronunciarse al respecto, solicitó escuchar a los demás miembros de la Comisión con el fin de conocer cuál es la posición respecto al tema de ENAP.
El diputado Lautaro Carmona opinó que la posibilidad de separar o dividir el proyecto no elude el debate de fondo, que es la participación de ENAP en las futuras sociedades que puedan hacer con privados. Señaló tener una mirada distinta a la que ha marcado el diputado Kort, respecto del rol de vanguardia que tiene el sector privado en el desarrollo de la economía de un país y en la tasa de crecimiento en determinados sectores de la economía. Lamentablemente, recalcó que la tasa de crecimiento no es igual al desarrollo, si se entiende este como un paso delante de la actividad económica en beneficio del conjunto de quienes constituyen la sociedad. Cuando el crecimiento es la producción de riqueza en beneficio de un sector minoritario, lo que se produce es subdesarrollo, porque el que quiera sostener que el desarrollo de la sociedad incluye tasas tan altas de pobreza, tasas del mundo laboral, de personas con ocupación que ganan salarios de pobreza, debe postularlo como la sociedad que les parece mejor.
Sostuvo que la riqueza debe estar al beneficio de todos y que la sociedad no puede tener las tasas de pobreza y los niveles de desigualdad que muestra el país. Desde este punto de vista, estimó que el aporte de los privados puede ser un aporte al crecimiento, pero no un aporte al desarrollo del país. Señaló que el aporte de los privados no es un dogma, tampoco la negativa a su participación. Sin embargo, se habla de energía que, junto con el tema hídrico, constituyen dos factores que en la crisis que cruza al planeta no puede ser resuelto por el sector privado, que tiene otros legítimos intereses tras sus inversiones; pero es el rol del Estado el que ha sido capaz de garantizar que recursos escasos y críticos, como la energía y el agua, puedan estar al servicio del desarrollo pleno. Advirtió que ello no significa que no haya participación de privados.
A su juicio, la política de Estado debe tener mecanismos de control sobre estos factores, sin hacer referencia a un modelo económico en particular, y puso como ejemplo Israel y otros países que han tenido que enfrentar el problema energético o hídrico para garantizar su propio desarrollo.

Estimó que la relación es precisa con el tema de la energía y la indicación del Ejecutivo no le satisface, porque hace referencia al decreto ley del año 1975, el año menos feliz de lo que fue la institucionalidad legal de la economía chilena, porque se sientan las bases del modelo neo liberal y se desmonta la capacidad que el Estado de Chile tenía en la economía del país, aunque esa referencia sea porque no hay otra legislación a la cual acurdir: Pero ello debe tenerse presente en la discusión.
Recordó que en el primer debate de la Comisión presentó una formula que lamentó que no haya prosperado, que recogía el planteamiento de los trabajadores de ENAP, en el sentido de que no era bueno pronunciarse en la ley sobre estos porcentajes que están planteados hoy en blanco o negro, que era una iniciativa del Ejecutivo y que la ha retomado como propia el diputado Issa Kort, en cuanto a dejar pre establecido que bajo ninguna condición ENAP tendría una participación superior al 50 por ciento. Se podrá estar de acuerdo en establecer determinadas condiciones, pero no debe disponer por ley que la participación será menor al 50 por ciento.
Agregó que en su concepto, no se puede hipotecar la potenciación de una empresa del Estado por no entender que este sea un mecanismo que busque privatizarla y entenderlo como una estrategia que permita generar socios entregándoles facilidades para su integración. En esta instancia, estimó que el proyecto aprobado por la Comisión, es el que mejor aconseja un debate sobre la política energética del Estado, con empresas de su propiedad, que no se cierra a tener socios hasta un 49,9 por ciento.
Estimó que están las condiciones para proceder a la votación y por ello anuncia que votará en contra la indicación del Ejecutivo.

La diputada Yasna Provoste recordó que al iniciar la tramitación de este proyecto de ley, el mensaje señala que constituye una nueva oportunidad para que ENAP explore la la asociación con otras empresas para la generación eléctrica. Señaló que es deseable poder avanzar en el orden de estas ideas con el objetivo de lograr nuevas obras en la generación eléctrica, considerando que inicialmente el Ejecutivo señaló que la participación de ENAP debía ser menor del 50 por ciento.
Manifestó su acuerdo con lo expresado anteriormente en cuanto al rol que debe jugar el Estado, que debe ser distinto, porque hay quienes creen que solo el sector privado es el enargado de impulsar iniciativas, mientras otros sostenemos que el Estado debe ser garante en el impulso de proyectos como el que hoy se propone para la ENAP.
Recordó que en su oportunidad rechazaron la propuesta del Ejecutivo de que ENAP tuviera siempre una participación inferior al 50 por ciento y que se argumentó de distintas formas para convencer a la comisión que ENAP no podía tener una participación mayor, pero finalmente una mayoría logró revertir esa proposición.
Indicó que al ver hoy la propuesta contenida en la indicación defendida por el Ministro señor Pacheco podría pensarse que el Ejecutivo ha cambiado su idea inicial. Sin embargo, le sorprende que, junto con presentar esta propuesta donde se le entrega a ENAP la posibilidad de alcanzar hasta un 66 por ciento, llama la atención que se diga por el ministro que en la próxima licitación ENAP participará con un socio mayoritario, con carácter controlador, por lo cual que pidió que se clarificara esta situación.
Agregó, finalmente, que respecto de lo planteado por el diputado Kort, está en total desacuerdo en que se separen los proyectos.
El diputado Marcos Espinosa valoró la buena voluntad del Ministro y sus asesores respecto a la búsqueda de una solución al problema que existe hoy: desarrollar, desde una empresa del Estado, un desafío energético que con el aporte de los privados sería más rápido y fácil de lograr.
Precisó que la experiencia en este tipo de joint venture entre empresas del Estado y privados ha generado escándalos y situaciones bochornosas. Recordó las Comisiones Investigadoras, a propósito de las ventas a futuro, en que se han hecho pésimos negocios para el Estado de Chile, a partir de una empresa como CODELCO y una empresa china para desarrollar un proyecto estructural como fue el caso de Gabriela Mistral, donde el Estado chileno se comprometió a través de su empresa a pagar la inversión que hacen los empresarios chinos, con ventas a futuro, lo que constituye un albur. Lamentablemente para los intereses de Chile esa operación coincidió justo con el mayor precio del cobre, que bordeó los cinco dólares por libra de cobre, mientras que el acuerdo firmado se consideraba el precio de un dólar con cincuenta centavos.
Señaló que cuando se realizan estos joint venture, sin que se asegure debidamente los intereses del Estado chileno, a través de una empresa como ENAP, se generan dudas razonables. Por ello estimó que es el momento de ver la proyección del negocio en el mediano plazo, porque no se trata de exponer nuevamente a nuestro país a una situación bochornosa como la recién descrita.
La diputada Paulina Núñez recordó que cuando se inició el estudio del proyecto, se usó una expresión ilustrativa, señalando que era un “tres por uno”, porque se tratan tres temas distintos, aunque todos relacionados entre sí en virtud de la agenda de energía, a lo que suma la prisa por poder modificar el giro de la empresa. Recordó también que en esta materia se argumentaba la preocupación del Gobierno por la escasa competencia existente en esta área.
Precisó que es partidaria de ir destrabando estos impedimentos para poder agregar competencia en el mercado de la energía y es bueno que el Estado ingrese en la competencia de este sector, pero que debe hacerlo como corresponde, de lo contrario será terminar como todos los casos vistos en comisiones investigadoras, sea por falta de gobierno corporativo o por las bajas de excedentes del cobre. Precisó que esta es la razón por la que deben tomarse el tiempo necesario para legislar bien, poder destrabar el sistema de franquicias tributarias para paneles solares, porque finalmente la urgencia la pone el propio Ejecutivo. 
Por último, manifestó que era necesario discutir la ampliación del giro de ENAP, aun considerando los compromisos asumidos en esta materia y que la propia Presidenta de la República anunció sobre la capitalización de la empresa para el 2016, a lo que se suma la espera de un proyecto de gobierno corporativo para la empresa en el próximo año.
El diputado Gabriel Silber hizo presente el disenso que sobre este proyecto tiene con sus colegas, incluso dentro de la coalición de gobierno. Señaló que se debe tener presente el estado y situación financiera de ENAP, expresada en el último ejercicio tributario, sino la situación estructural que tiene la empresa, que permite darse cuenta del estado financiero, y que hacer una comparación con CODELCO dista mucho de la realidad. Agregó que la capacidad crediticia de la empresa, que le significa tomar deuda para ejecutar directamente un determinado emprendimiento, como se pretende regular hoy, están lejos del costo del dinero que puede obtener una empresa como CODELCO; es decir, obtener que se faciliten recursos financieros a ENAP resulta ser muy caro.

Explicó que este proyecto debe entenderse como una medida para allegar recursos, para “apalancar” dineros a la empresa, esto es buscar socios con la suficiente solvencia económica para emprender actividades que, finalmente, le van a redituar importantes utilidades a ENAP y al país.
Desestimó un carácter ideológico respecto a permitir la asociación con privados, pues ello es claramente aplicable al control de esas sociedades, y que la empresa en este caso no tiene la experiencia necesaria para la explotación eléctrica como tampoco tiene una situación económica que le permita afrontar este desafío.
Planteó que debe tenerse a la vista, no la entidad o patrimonio de la empresa, sino que todo lo que puede crecer esta empresa en la medida que los socios sean estratégicos y que aporten capital y experiencia en los proyectos sobre los cuales quiere actuar la empresa.

Hizo notar su parecer favorable a la indicación presentada por el Ejecutivo, en el sentido que ella toma resguardos desde el punto de vista de control y tuición por el Ministerio de Hacienda, sea en la consolidación de su deuda o en la condición de mérito del proyecto, lo que se hace antes de constituirse la sociedad, por lo que no queda entregada al actual directorio que pueda tomar este tipo de decisiones.
Por último, indicó que se encontraba disponible para apoyar la propuesta del Gobierno, y respecto de la división del proyecto, se refirió al Informe de Política Monetaria del Banco Central, recientemente entregado, que demuestra la necesidad de legislar con miras a las expectativas y necesidades del país. Señaló que pese a la reforma tributaria existe menor recaudación fiscal producto de la baja productividad.
El diputado Juan Luis Castro comentó que este proyecto de ley abre el ejercicio de una serie de reflexiones sobre lo que se concibe como rol del Estado y aparece la diversidad de ideas presentes en esta Comisión, las voluntades políticas y los horizontes que se están construyendo. Según su parecer, este proyecto de ley se asemeja a los de los actos de beneficencia, donde se quiere rescatar a ENAP para que continúe en su rol secundario o marginal dentro del mercado. Lo importante, a su juicio, es pensar cómo se le da el carácter que debe tener esta empresa, reconociendo su complicada situación económica.
Señaló que se debe comprender lo difícil que es para un socialista, que apoya y apoyará al ministro, tomar una decisión en este proyecto, porque se trata de un tema de fondo, que no se puede obviar, ya que implica expresar una visión de futuro.
Manifestó que no es comprensible que abriéndose un límite máximo de hasta un 66 por ciento, sin embargo el proyecto no contenga la garantía de considerar una ENAP mayoritaria, como una certeza de que es posible iniciar una factibilidad de negocios con hegemonía de esta empresa. Expresó que en este punto no le es posible acompañar al Ejecutivo, porque es una razón ideológica, restando toda connotación peyorativa. Así, se han presentado variadas articulaciones de ideas, pero esta es una discusión que se debe dar como país, sobre cuál es el rol de las empresas del Estado y cómo se posicionan en el escenario energético futuro.
El diputado Luis Lemus, Presidente de la Comisión, expresó que este no era el momento para haber presentado la indicación, pero que, entrando al fondo del asunto, el incluir el gas en la matriz energética es adecuado en virtud de una tecnología menos contaminante. Sin perjuicio de ello, advirtió que este proyecto afecta intereses de los consorcios energéticos, sin perjuicio de lo cual enfatizó que Chile necesita diversificar su matriz energética e incorporar mayor competencia, lo que demuestra la validez de la iniciativa.
Estimó positivamente que ENAP, como empresa energética, desarrolle otros emprendimientos, como la generación de energía eléctrica y de explotación geotérmica. Esos puntos no se encuentran en discusión sino que la cuestión es cómo se hace.
Señaló su parecer en cuanto que, al incluir tres temas en un mismo proyecto, produce una cierta complicación. En el gas ENAP tiene un patrimonio, un activo formado principalmente por los terminales de gas ubicados en la región de Valparaíso y en Mejillones, y que al ser considerados activos, ellos entrarán en cualquier negociación. Observó que la principal complicación se presentará cuando el Ministerio de Hacienda sea consultado por su par de Energía para constituir una posible sociedad, y niega esa posibilidad, sea por complicaciones económicas o por la magnitud de la deuda de la empresa. Dado que la empresa deberá colocar sus activos para negociar, debemos entender que ellas están constituidas por las concesiones geotérmicas, por concesiones o por contratos especiales.
Dijo que es de la opinión de que ENAP pueda irrumpir en esta actividad y hacer que los demás inversores privados se puedan incorporar con iniciativas similares, que permitan aumentar la gasificación de la matriz y beneficiar nuestro medio ambiente, pero mantiene su opinión a favor de colocar a ENAP como socio mayoritario.
En cuanto a la indicación presentada por el Ejecutivo, que permitiría que ENAP pudiera aspirar a tener el 66 por ciento de la propiedad de la empresa, en la forma en que se expresa esa participación puede ir del 1 al 66 por ciento, y se le garantiza al socio que en todo caso se respetarán sus derechos. Pero cuando se trata que ENAP sea el socio minoritario, queda la sensación que no se operará con el mismo respeto.
Por otra parte agregó que se debe garantizar al país el acceso a la información que se solicite, especialmente por el Congreso. Igualmente si los socios manifestaren el deseo de liquidar sus acciones o derechos, la facultad de autorizar esta operaciónla tenga el Congreso, materia esta que no se recoge en el texto y le deja muchas dudas.
En razón de lo expuesto, mostró su voluntad de mantener la fórmula de participación de ENAP aprobada en esta Comisión, en la cual se garantiza a esta empresa ser socio mayoritario.
El Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, agradeció las opiniones y señaló que la indicación presentada buscaba recoger algunas inquietudes que se han planteado aquí por los miembros de la Comisión. Prueba de ello es la flexibilidad al legislar, que no hay falta de consistencias en su posición, y que ha actuado con transparencia en este trámite.
Informó que la próxima licitación será en abril de 2016, y que no está dicho que si ENAP se consigue presentar la vaya a ganar, porque ENAP es una empresa más que participa, un sobre más en la licitación. Dado que se requiere que haya más participes, anunció que viajará pronto a Francia y a Noruega con el fin de buscar inversores en esta área. Recalcó que si ENAP presenta una propuesta que no sea la mejor, no se llevará ningún mega watt y, tal como lo ha dicho, debe entrar a competir, porque el proyecto de ley no es sinónimo de que la empresa ganará la licitación eléctrica de abril y que eso debe quedar suficientemente claro.
Le recordó a la Comisión la situación de deuda de tiene hoy la ENAP, que alcanza los tres mil millones de dólares, lo que no le permite estar en condiciones financieras de entrar en un proyecto de mil quinientos millones de dólares, porque debe reunir por lo menos la mitad de esa cifra para presentarse a la licitación y la otra mitad puede ser para endeudar a la empresa. Si ENAP sale al mercado a buscar esos dineros, lo más seguro es que la repuesta que recibirá es una rotunda negativa, porque no tiene los indicadores financieros necesarios para conseguir ese dinero y esa es la explicación de que ENAP, en la próxima licitación, no será un socio mayoritario.
Expresó que entendía que dado que en esta ocasión ENAP sería socio minoritario, por qué razón quedaría así para siempre en la ley. Argumentó que ese razonamiento fue escuchado y recogido en la indicación que presentó el Gobierno, de manera que llegado el momento, con mejores condiciones de la empresa, se podrá aspirar a ser socio mayoritario.
Aclaró que no ha habido ningún cambio de criterio y se ha actuado con transparencia respecto de lo que es el proyecto para la empresa. Además, como la empresa ya está recogiendo dinero, está aumentando la deuda atendida la cartera de proyectos que tiene ENAP, entre los cuales está el aumento significativo en el proyecto de exploración en Magallanes, que pasa de 150 a 350 millones de dólares, porque Magallanes no puede quedar sin gas. Precisó que ENAP tiene también inversiones afuera, en Egipto, Ecuador y Argentina. Se acaba de aprobar una inyección de capital para un proyecto asociado en Argentina, de varios cientos de millones de dólares, de modo que no se trata que ENAP no tenga proyectos para ejecución.
Finalmente, señaló que los incumbentes veían con gran satisfacción esta discusión, que se encuentra entrampado, porque al poder traer nuevos inversionistas a través de ENAP, se generaría más competencia y haría posible devolverle al país precios de cuenta de luz razonable.
El diputado Lautaro Carmona señaló que el Ministro ha explicado la flexibilización que ha hecho mediante la presentación de la indicación, pero habría preferido que esa flexibilización hubiera sido explicitada. Además, esta indicación fue conocida recién. Pero como lo importante es la política energética del país y llevarla adelante, ésta debe ser implementada a través de una empresa del Estado de Chile. En razón de lo expuesto, solicitó que se pospusiera la votación con el fin de llegar a una solución del problema que se plantea en esta discusión.
El diputado Luis Lemus, Presidente de la Comisión requirió al Ejecutivo la voluntad para poder estudiar un posible acuerdo.
Al no haber acuerdo, se procede a la votación de las indicaciones presentadas.
INDICACIONES
1.- Del Ejecutivo, para reemplazar el artículo tercero por el siguiente:
“Artículo 3°.- Modífícase el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:

c) Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto final.

d) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto.

 “De igual manera, la Empresa y/o sus filiales podrá tener una participación social que no le permita aprobar con su sólo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas:
a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y, en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía;
b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido, estarán sometidas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas en la ley N° 18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que determina normas complementarias relativas a la reducción del gasto público y al mejor ordenamiento y control de personal; a lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N° 18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas a desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y/o sus filiales sea igual o superior al 50%. Asimismo, la Empresa y/ o sus filiales podrá obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y/o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro de los incisos segundo y tercero del presente artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y/o Hacienda.
Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.
- Puesta en votación la indicación fue rechazada por diez votos en contra y un voto a favor. No hubo abstenciones.

En contra votaron los diputados Carmona, Castro, Cicardini, Espinoza, Gahona, Kort, Lemus, Paulina Núñez, Provoste y Ward. A favor votó el diputado Silber.
2.- Indicación del diputado señor Issa Kort al artículo 3°, para sustituir el encabezado del inciso tercero del artículo 2°, por el siguiente:
“Adicionalmente, la Empresa y/o sus filiales o coligadas podrá participar a través de sociedades en que tenga una participación inferior al 50% del capital social, en actividades relacionadas con:””.
Puesta en votación la indicación fue rechazada por cuatro votos a favor, seis votos en contra y una abstención.

A favor votaron los diputados Gahona, Kort, Paulina Núñez y Ward. En contra votaron los diputados Carmona, Castro, Cicardini, Espinoza, Lemus y Provoste. Se abstuvo el diputado Silber.
3.- Indicación de los diputados señores Pablo Lorenzini y José Miguel Ortiz, al artículo 3°, para sustituir la palabra “superior” por “inferior” en el encabezado del inciso tercero del artículo 2° que se propone reemplazar en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 9618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.

Puesta en votación la indicación fue rechazada por cuatro votos a favor, seis votos en contra y una abstención.

A favor votaron los diputados Gahona, Kort, Paulina Núñez y Ward. En contra votaron los diputados Carmona, Castro, Cicardini, Espinoza, Lemus y Provoste. Se abstuvo el diputado Silber.
Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda la aprobación del siguiente:
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.365, de 2009, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en el artículo 1°, la frase “y de su instalación” por la siguiente: “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

2) Modifícase, el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “vivienda” y la conjunción copulativa “y”, la siguiente frase: “, a cuyo respecto se haya suscrito un contrato para realizar, durante, a lo menos, cinco años contados desde la recepción definitiva del inmueble, las mantenciones periódicas en conformidad a lo señalado por el proveedor del sistema, que no hayan servido para percibir el subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13° de esta ley,”.

b) Agrégase, en su inciso final, un literal c) nuevo, del siguiente tenor:

“c) Copia del contrato de mantención del sistema.”.

3) Modifícase, el artículo 4°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

b) Modifícase, el literal a), de la siguiente manera:

i) Sustitúyese, la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”; y

“ii) Sustitúyese la frase “o instalación”, en las dos primeras ocasiones que aparece, por “, instalación o mantención”.

c) Modifícase, el literal b), en el siguiente sentido:

i) Reemplázase, el numeral ii), por el siguiente:

“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 2.000 unidades de fomento y no exceda de 3.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.

ii) Reemplázase, el numeral iii), por el siguiente:

“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a 3.000 unidades de fomento, no darán derecho al beneficio.”.

d) Agrégase, en la tabla contenida en el literal c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

	“2015
	33

	2016
	33

	2017
	20

	2018
	15

	2019
	10”.


e) Modifícanse, las tablas contenidas en el literal d), en el siguiente sentido:

i) Agrégase, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

	“2015
	26,5

	2016
	26,5

	2017
	16

	2018
	12

	2019
	8”.


ii) Agrégase, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

	“2015
	23,5

	2016
	23,5

	2017
	14

	2018
	10,5

	2019
	7”.


4) Agrégase, en el artículo 7°, un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:

“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013, que hayan obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2019. No obstante lo anterior, también accederán al beneficio señalado las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre del año 2019, cuando ésta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre del año 2019.”.

5) Elimínase el inciso 3°, del artículo 8°.

6) Modifícase, el artículo 9°, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el numeral 1., entre la expresión “artículo 1°” y la preposición “de” que le sigue, la siguiente frase: “y a los subsidios establecidos en el artículo 13”;

b) Elimínase, en el numeral 3., la frase “, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente”;

c) Reemplázase, el numeral 4., por el siguiente:

“4. Sancionar, conforme a lo establecido en el Título IV de la ley Nº 18.410, a las empresas constructoras que habiendo accedido al beneficio tributario establecido en el artículo 1° o al subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13° de esta ley, se compruebe que los respectivos Sistemas Solares Térmicos no cumplen con las disposiciones establecidas en la ley o en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.”;

d) Elimínase, en su inciso final, la frase “La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.”.

7) Modifícase, el artículo 11°, en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en su inciso 1°, luego del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Asimismo, durante el primer semestre del año 2019 se deberá reiterar la obligación de información antes descrita y su cumplimiento será de cargo del Ministerio de Energía.”.

b) Modifícase, el inciso segundo, en los siguientes términos:

i) Sustitúyese, la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía”, por “El año 2018, el Ministerio de Energía”;

ii) Elimínase, la frase “cuatro primeros”; y

iii) Sustitúyese, la frase “la referida Comisión” por “el referido Ministerio”.

8) Reemplázase, el artículo 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer un programa de subsidio complementario a programas habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido entre los años 2015 al 2019, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores del subsidio serán determinados por un decreto anual del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, suscrito además por los Ministros de Hacienda y Energía.

Para los sistemas solares térmicos objetos de los subsidios entregados conforme al inciso precedente, les serán aplicable lo estipulado en el artículo 3° y en el inciso primero del artículo 8° de la presente Ley, así como las demás disposiciones que establezca el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. Con cargo a este subsidio se podrá financiar todo o parte del costo del sistema solar térmico y su instalación, un refuerzo en la techumbre y un programa de mantención por 5 años.

Para la implementación de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y los organismos públicos responsables de la ejecución del o los programas de subsidios, deberán coordinar las acciones que permitan la entrega y fiscalización de los mismos.

Asimismo, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de Sistemas Solares Térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.

Prohíbase la comercialización de Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para percibir el subsidio de que trata el presente artículo. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso final del artículo 39 del Decreto N°1, de 2011, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo que aprueba el reglamento del sistema integrado de subsidio habitacional.”.

“9) Agréguese el siguiente Artículo 16:

Artículo 16.- El Ministerio de Energía, respecto del beneficio del artículo 1 y del subsidio del artículo 13, podrá establecer medidas o mecanismos especiales para fomentar de que estos sean utilizados de manera armónica y territorialmente equitativa, con el objeto de propender a la desconcentración geográfica del uso de los sistemas solares térmicos.”.

“Artículo 2°.- Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, al artículo 34° bis del decreto con fuerza de ley Nº 4/20.018, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:

“Asimismo, los titulares o propietarios de las obras que se lleven a cabo para establecer medios de generación renovables no convencionales, sus líneas de transmisión, subestaciones y caminos de acceso, en bienes propios o de terceros, en virtud de contratos, servidumbres, concesiones otorgadas conforme al Párrafo I del Título III del decreto ley N° 1.939 del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, o algún otro título, podrán consignar en los términos señalados en los incisos precedentes, generando los mismos efectos en los juicios posesorios sumarios a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, cuando la acción que da origen a tales juicios se fundamente en concesiones de carácter administrativo o judicial, para la exploración o explotación de recursos minerales o geotérmicos.

El uso de la caución señalada en el presente artículo, no afectará el cumplimiento de la normativa medioambiental vigente y los convenios internacionales suscritos por el país referido a los pueblos originarios.

Los efectos de la orden de paralización y/o suspensión de las obras no podrán suspenderse cuando la concesión contemple la utilización de tierras indígenas con uso ancestral, definidas en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, o tierras de comunidades agrícolas definidas en el artículo 1 del DFL 5 del Ministerio de Bienes Nacionales.”
“Artículo 3°.- Reemplázase, el inciso tercero del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, desde la palabra “Finalmente” hasta el punto aparte, por el siguiente texto:

“Adicionalmente, la Empresa y/o sus filiales o coligadas podrá participar, a través de sociedades en que tenga una participación superior al 50% del capital social, en actividades relacionadas con: 

a) la energía geotérmica, pudiendo, para esos efectos, formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación de energía geotérmica, y, en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esa energía; y, 

b) la generación de energía eléctrica pudiendo para estos efectos producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para el objeto referido, estarán sometidas a las normas que rigen a las anónimas y abiertas, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.046, Ley sobre sociedades Anónimas y sus posteriores modificaciones. Para estos efectos, la Empresa deberá dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que determina normas complementarias relativas a la reducción del gasto público y al mejor ordenamiento y control de personal, a lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N° 18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del Decreto Ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación financiera de las iniciativas a desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda podrá efectuar evaluaciones adicionales o encargarlas a entidades nacionales o extranjeras. Asimismo, la Empresa podrá obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa podrá realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, así como también gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación con sus respectivas instalaciones de transmisión eléctrica, actividades para lo que no se considerará las obligaciones y limitaciones de la participación social y cumplimiento de normas indicadas precedentemente.

A las empresas que se creen en virtud de los literales anteriores no les serán aplicables los requisitos de participación accionaria ni de cantidad de directores establecidos en el artículo 9A de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, quedando en todo lo demás sujetas a él.”.
Disposiciones transitorias
Artículo primero transitorio.- Para todos aquellos Sistemas Solares Térmicos instalados en inmuebles que hayan solicitado la recepción municipal antes del 30 de noviembre de 2013, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio tributario de la Ley 
N° 20.365, mantendrá la obligación de solventar la realización de una inspección respecto del Sistema Solar Térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el número 3 del artículo 9º de la ley N° 20.365. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de Sistemas Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda.
Artículo segundo transitorio.- Respecto de las viviendas que hayan obtenido su recepción municipal final desde el 1° de enero de 2015 y hasta antes de la entrada en vigencia de la presente ley, el derecho al crédito por cada vivienda equivalente a todo o parte del valor de los Sistemas Solares Térmicos, se imputará en el mes calendario siguiente al de la publicación de esta ley.
Artículo tercero transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
-o-
Se designó como Diputado Informante al señor Issa Kort Garriga.
Sala de la Comision, a 5 de junio de 2015.
Acordado en sesión celebrada el 3 de junio de 2015, con asistencia de las diputadas Daniela Cicardini Milla, Paulina Núñez Urrutia y Yasna Provoste Campillay, y los diputados Lautaro Carmona Soto, Juan Luis Castro González, Marcos Espinosa Monardes, Sergio Gahona Salazar, Issa Kort Garriga, Tucapel Jiménez Fuentes, Luis Lemus Aracena (Presidente de la Comisión), Gabriel Silber Romo y Felipe Ward Edwards. 
(Fdo.): HERNÁN ALMENDRAS CARRASCO, Abogado, Secretario de la Comisión”.
7. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en la solicitud para requerir ante la Excelentísima Corte Suprema la remoción de la Consejera del Instituto Nacional de Derechos Humanos,
señora Lorena Fríes Monleón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 7°
de la ley N° 20.405. 

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, viene en informar acerca de la materia referida en el epígrafe.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN, AL TENOR DEL ACUERDO DE LOS JEFES DE LOS COMITÉS PARLAMENTARIOS QUE APROBÓ EL PROCEDIMIENTO PARA EJERCER LA FACULTAD LEGAL DEL ARTÍCULO 7° DE LA LEY 
N° 20.405.


Los Jefes de los Comités Parlamentarios, en reunión celebrada el 22 de abril, recién pasado, aprobaron el procedimiento para ejercer la facultad legal contemplada en el artículo 7° de la ley N°20.405, relativa a la solicitud para requerir ante la Excma. Corte Suprema, la remoción de los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos.


En virtud de dicho acuerdo, la Sala de la Corporación, mediante oficio N°11.903, de 19 de mayo de 2015, remitió a esta Comisión, para su pronunciamiento, una solicitud presentada en la Oficina de Partes, con fecha 7 de mayo del año en curso, de la diputada señora Sabat, doña Marcela, y los diputados señores Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Fuenzalida, don Gonzalo; Gahona, don Sergio; García, don René Manuel; Monckeberg, don Nicolás; Morales, don Celso; Paulsen, don Diego; Pérez, don Leopoldo; Santana, don Alejandro, y Urrutia, don Ignacio, en orden a remover a la consejera del mencionado Instituto, doña Lorena Fries Monleón.


Para emitir dicho pronunciamiento, se fijó a esta Comisión un plazo de hasta 15 días. Con posterioridad a ello, la Sala de la Corporación concedió una prórroga de este plazo hasta el día 9 de junio del presente año.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


A.- Procedimiento.


Los criterios aprobados por los Comités Parlamentarios en la regulación de un procedimiento para los efectos de lo dispuesto en el artículo 7° de la ley 20.405, son los siguientes:


“1.- No obstante que cualquier proposición sometida a resolución de la Cámara de Diputados, debe cumplir con la mínima exigencia de contar por escrito y llevar la firma de un diputado, de conformidad con el artículo 5° del Reglamento de la Corporación, se ha estimado que, en el caso de la solicitud de remoción a que hace alusión el artículo 7° de la ley 
N° 20.405, debiera estar patrocinada por, a lo menos, diez diputados, como una forma de dar garantía que la petición cuenta con respaldo suficiente al interior de la Cámara.


Ello, teniendo en consideración que existen otros casos en que, a petición de diez diputados, se puede solicitar la remoción de autoridades de órganos autónomos, como ocurre con el Fiscal Nacional o los Fiscales Regionales del Ministerio Público o los consejeros del Consejo para la Transparencia.


2.- Se estima que, considerando el rol que cumple y la autonomía e independencia que detenta el Instituto Nacional de Derechos Humanos, es dado exigir que la petición de remoción de unos de sus consejeros, cumpla un estándar mayor en cuanto a la expresión de motivos para su presentación, en el sentido de que los hechos en que se funde deban ser serios y relevantes.


Por ello, sería conveniente que la solicitud contenga las siguientes menciones:


a) Una relación razonada de los hechos en que se funda.


b) Calificación jurídica de los mismos.


c) Análisis lógico de la forma en que la conducta u omisión denunciada configura la causal que se invoca, y


d) Medios de prueba en que se funda.


3.- Una vez presentada la solicitud, la Mesa de la Corporación debiera pronunciarse, dentro de un plazo determinado, contado desde su presentación, acerca de si el requerimiento cumple con los requisitos formales y de fondo, enunciados anteriormente. En caso afirmativo, se sugiere que lo remita a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de que ésta, dentro de un plazo, que podría ser de quince días, informe fundadamente recomendando la aprobación o rechazo del mismo.


4.- En este análisis, la Comisión de Constitución, debiera aplicar como procedimiento el recibir en audiencia al requerido y a los requirentes, quienes podrían, para estos efectos, designar un mandatario común.


5.- El informe que evacuara la Comisión de Constitución debiera contener una síntesis de la solicitud de remoción, de la exposición efectuada por los diputados requirentes y una relación de la defensa de la persona cuya remoción se solicita.


6.- Una vez que se diera cuenta, la Sala de la Cámara conocería del informe evacuado por la Comisión en la sesión inmediatamente siguiente.


7.- En la sesión que se destinara para la discusión de este asunto, debiera otorgarse la palabra a un máximo de dos diputados que sostengan la solicitud de remoción y a dos que se opongan, con un límite de hasta diez minutos cada uno.


Finalmente, la solicitud se votaría al término de su discusión, requiriendo para su aprobación el voto conforme de la mayoría absoluta de los diputados participantes en la votación.”.


B.- Examen de admisibilidad de la solicitud.


De conformidad con los criterios antes mencionados, la Mesa de la Corporación realizó un examen de admisibilidad de la solicitud, cuyo informe fue el siguiente:


“En cumplimiento del procedimiento aprobado por los Comités Parlamentarios para tramitar la solicitud de remoción contemplada en el artículo 7° de la ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, contenido en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de fecha 21 de abril del 2015, del que se dio cuenta en la sesión 17ª., ordinaria, de 22 de abril, procedemos a declarar admisible la petición presentada en la Oficina de Partes con fecha 7 de mayo del año en curso, por la diputada señora Sabat, doña Marcela, y los diputados señores Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Fuenzalida, don Gonzalo; Gahona, don Sergio; García, don René Manuel; Monckeberg, don Nicolás; Morales, don Celso; Paulsen, don Diego; Pérez, don Leopoldo; Santana, don Alejandro, y Urrutia, don Ignacio, en orden a remover a la consejera del mencionado Instituto, doña Lorena Fries Monleón.

En efecto, en la especie, la presentación cumple con los criterios de admisibilidad fijados en el referido procedimiento, del modo que se explica a continuación: 

a) Patrocinio de un número mínimo de diputados. 

Se exige que la solicitud sea patrocinada por, a lo menos, diez diputados, como una forma de dar garantía de que cuenta con respaldo suficiente al interior de la Cámara. La petición en análisis ha sido presentada por once diputados. 

b) Hechos en que se funda.

Se exige una relación razonada de los hechos en que se funda, lo que se concreta en el desarrollo del acápite denominado “Causales de remoción”, en el que se menciona lo siguiente: 

1) Las actuaciones que habría llevado a cabo la consejera cuya remoción se solicita, al margen del Consejo con incidencia institucional, al no recabar el acuerdo necesario de este último o al no proporcionar a los consejeros información sensible para el trabajo y prestigio del Instituto.

2) La imposición de políticas de unanimidad, consistentes en que los acuerdos del Consejo revistan la forma de unánimes, sin perjuicio del debate que tenga lugar al interior del mismo, lo que sería contrario al pluralismo que exigen los Principios de París. 

3) La afectación de la honra y la autoridad de Carabineros de Chile, con motivo del contenido de un texto escolar elaborado por el Instituto, distribuido entre alumnos de séptimo básico a cuarto medio.

4) La falta de retroalimentación del Instituto con otros organismos gubernamentales vinculados a la protección de los derechos humanos, particularmente con Carabineros de Chile.

5) La falta de transparencia y ausencia de criterios de accountability en la gestión del Instituto.

c) Calificación jurídica de los hechos 

La exigencia relativa a la calificación jurídica de los hechos se entiende cumplida, al decir de los patrocinantes de la solicitud, en tanto aquellos configuran actos de negligencia manifiesta e inexcusable en los que habría incurrido la señora Fries en el ejercicio de sus funciones, lo que, en virtud del artículo 7° de la ley N° 20.405, constituye una de las causales de remoción de los consejeros del Instituto. 

d) Análisis lógico de la forma en que la conducta u omisión denunciada configura la causal que se invoca.

En el acápite denominado “Causales de remoción”, se vinculan los hechos relatados con la negligencia manifiesta e inexcusable en que habría incurrido la consejera cuya remoción se solicita.

e) Medios de prueba.

En el primer otrosí, se adelanta que se hará uso de testimonios y otros medios de prueba, en tanto que en el segundo otrosí, se acompañan documentos. 

Por lo antes expuesto, se informa favorablemente sobre la procedencia de esta solicitud de remoción, correspondiendo a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la elaboración de un informe que recomiende la aprobación o el rechazo de la misma.

C.- Síntesis de la solicitud de remoción.

Los diputados que suscribieron la presentación inician la misma señalando el marco normativo para solicitar a la Excelentísima Corte Suprema, la remoción de la consejera del Instituto Nacional de Derechos Humanos doña Lorena Fries Monleón.

Mencionan que en nuestro país, el Instituto Nacional de Derechos Humanos está regulado por la ley N° 20.405, que se dictó el año 2009 luego de un largo proceso legislativo que comenzó el 2005, a raíz de una iniciativa del entonces Presidente de la República, Ricardo Lagos Escobar. En cuanto a su objeto, la ley 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el inciso 1° de su artículo 2° señala:

"El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos."

Por su parte, y en lo pertinente para su presentación, citan el artículo 7°, a propósito de los requisitos para la remoción de los consejeros. Dicho artículo dispone:

"Artículo 7°.- Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de la Cámara de Diputados, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.".

Asimismo, destacan el artículo 9° de la referida ley, disposición que contempla, entre otras funciones del Director, la de dirigir administrativamente el Instituto Artículo 9°, N°1).

En seguida, realizan un análisis del concepto de "negligencia manifiesta e inexcusable”.

En primer lugar, recurren a la acepción del Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, el cual entiende por "negligencia" el descuido, omisión o falta de aplicación; por "manifiesta" que es patente o clara; y por "inexcusable" que no admite causa, vale decir que no admite pretexto alguno para eludir una obligación o disculpar una omisión.

Recalcan que, resulta evidente que en nuestro país el concepto de negligencia es una calificación de las acciones u omisiones, latamente desarrollado en la doctrina civilista y penal. Agregan que, si bien no se señala específicamente que se entiende por "negligencia manifiesta e inexcusable", de acuerdo a las normas de hermenéutica es posible establecer un concepto análogo a la culpa, y particularmente al notable abandono de deberes que da lugar a la remoción de una serie de autoridades.

Agregan como antecedente el hecho de que nuestro Código Civil, en su artículo 44 distingue tres especies de culpa o descuido, a saber: la culpa grave o lata, la culpa leve y la culpa o descuido levísimo.

Mencionan que en materia penal, los delitos culposos o cuasidelitos, también demandan un elemento subjetivo que supone un actuar temerario o negligente. "Negligencia culpable" o "imprudencia temeraria" son expresiones que el Código Penal utiliza para referirse a la culpa.

A mayor abundamiento, no obstante no existir muchos antecedentes sobre el tema, en la historia de la ley 20.405, citan lo señalado por la asesora del Ejecutivo, señorita Valeria Lübert, quien expresó que: “en lo que se refiere a la negligencia, el incorporar el calificativo de "inexcusable" tiene por objeto explicitar un estándar que ya es aplicado por la Corte Suprema, en los juicios de remoción.".

En seguida, afirman que resulta evidente la analogía entre el concepto de "negligencia manifiesta e inexcusable" con la causal de "notable abandono de deberes", que da origen a la remoción de otras autoridades, entre ellas Ministros de Estado y de la Excelentísima Corte Suprema.

Citan al profesor Alejandro Silva Bascuñán, quien señala que se incurre en notable abandono de deberes cuando producen circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que la autoridad abandona sus deberes, olvidando o infringiendo los inherentes a la función pública.

A mayor antecedente, mencionan la sentencia definitiva de fecha 30 de enero de 2001, del Primer Tribunal de Electoral de la Región Metropolitana, a propósito del procedimiento de remoción iniciado en contra del Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Cerrillos de la época, el que señaló que "existe notable abandono de deberes cuando, por negligencia inexcusable o proceder doloso, un alcalde no cumple con las obligaciones que le imponen la Constitución Política y las leyes, y de ello se sigue un inevitable perjuicio para los intereses de la comunidad o de la municipalidad respectiva. Los simples errores subsanables o el no cumplimiento oportuno de obligaciones, por razones ajenas o no imputables directamente a la autoridad alcaldicia no constituyen causas idóneas para fundar reproche o acusación por notable abandono de deberes."

Mencionan que el fallo reproducido permite establecer que se entiende por notable abandono de deberes, concepto que incluye en su definición la negligencia inexcusable, dando claras luces del estándar requerido por el artículo 7° de la ley 20.405.

A continuación asimilan la "negligencia manifiesta e inexcusable" a la culpa grave, pudiendo perfectamente a efectos de determinar su sentido o alcance hacer la remisión al estándar requerido a propósito del notable abandono de deberes.

En seguida, realizan un análisis en extenso del rol de Carabineros de Chile y la seguridad pública desde la perspectiva de los Derechos Humanos y del derecho a la no discriminación e igualdad ante la ley.

A continuación, los recurrentes mencionan las causales que darían lugar a la remoción de la Consejera del Instituto, señora Lorena Fríes y los antecedentes en que ello se funda:

1. Actuaciones al margen del Consejo con incidencia institucional.

Frecuentemente la Directora se ampara en el carácter colegiado de ciertas decisiones, para eludir responsabilidades. Tal ha sido el caso del Informe para Estudiantes. Sin embargo, según consta en las actas del Consejo, muchas han sido las ocasiones en las que se omitió el acuerdo necesario o no se proporcionó a los consejeros información sensible para el trabajo y el prestigio del Instituto.

- Presentación de Amicus Curiae. En la sesión 139 de Consejo, según consta en acta, el consejero Manuel Núñez señala que "se han presentado nueve amicus de los cuales sólo tres han sido aprobado por el Consejo. Considera grave que se esté pidiendo la inaplicabilidad de una norma a través de un instrumento que no ha sido consultado. Si el llamado de la directora es que se respete al Consejo, acciones como estas no contribuyen a ello."

Luego continúa el propio Núñez: "El INDH no sólo se limitó a presentar escrito, sino que además pidió autorización para alegar, poniéndonos de parte de los requirentes. Indica que el contenido material es coherente con lo que planteamos en las minutas, pero no fue aprobado por el Consejo, siendo un documento ilegal porque no representa la voluntad del Consejo e incompleto porque no incorpora lo hecho por el parlamento en segundo trámite constitucional".

Finalmente, Núñez señala que "no sabe si la presentación del amicus curiae sin aprobación de Consejo es un estilo de la directora, por todo lo acontecido los casi tres años anteriores o es un error de envío, pero que más allá de aclarar las intenciones, lo cierto es que hay un documento que está en un tribunal y que es nulo porque no emano Consejo".

En la misma sesión, se discute la necesidad de recurrir a la Contraloría General de la República en futuras ocasiones, de manera tal que esta resuelva conflictos, que como el planteado, a juicio de algunos consejeros revestía especial gravedad.
- Actos terroristas en la Araucanía. La directora también impuso su punto de vista propósito de la violencia la Araucanía, particularmente con ocasión de la sentencia del caso Luchsinger.

Como consta de las actas de la sesión 194 del Consejo, el consejero Carlos Frontaura señaló que "la afirmación jurídica de que en Chile no hay terrorismo -formulada por la Directora- implica un juicio de naturaleza totalmente diferente puesto que implica una opinión meramente política que, siendo legítima como visión personal, excede el ámbito propio del INDIA". Por su parte el consejero Manuel Núñez señaló que "la afirmación categórica de que en Chile no hay terrorismo no corresponde hacerla porque bien podría llegar el momento en que desgraciadamente lo haya o al menos que existan actos terroristas. De hecho, así lo han señalado en algunos casos los tribunales de justicia".

En la misma oportunidad, el consejero Sebastián Donoso manifestó cuan complejo es que la directora señale que no hay terrorismo en la Araucania, pues la opinión pública lo entiende como la posición oficial del Instituto; y al menos por lo que manifiestan los tres consejeros que hemos citado sobre el particular, tal parece que no es la opinión unánime del Consejo.

En dicha oportunidad, la directora se amparó en que esta afirmación era congruente con los informes anuales del Instituto, explicación que a todas luces no es satisfactoria y da cuenta de su incapacidad de reconocer lo que evidentemente fue un exceso de sus facultades directivas.

- Condenas recaídas en causas laborales. El instituto ha sido condenado en un par de ocasiones por atropellos a los derechos laborales. Particular importancia adquirió el despido de Pilar Rodriguez quien se desempeñó como secretaria de la Dirección.

Y si bien, el hecho relevante no es la demanda propiamente tal, si es la forma como se manejó la situación y el absoluto desconocimiento por parte de los consejeros que se enteraron a través de la prensa o en el mismo Consejo.

Según consta en las actas de la sesión 212 del Consejo, el consejero Manuel Núñez señaló que los despidos son "un tema de gestión respecto del cual el Consejo tiene competencia en virtud de lo que establece la propia reglamentación que este órgano se ha dado y que su consejo es que el instituto debe agotar todos los medios para evitar ir a juicio, incluyendo la posibilidad de llegar a acuerdos en la Inspección del Trabajo, previo reconocimiento de la facultad de dicho órgano para conocer de casos de despidos al interior de la institución o la conciliación cuando se ha sido demandado. Indica que el tema debe ser conocido por el Consejo, independiente de que haya salido en los diarios y porque considera que la tesis de la exclusiva confianza de las secretarias es una tesis abominable."

Por su parte, el consejero Miguel Luis Amunátegui en la misma sesión señala que la intervención del Consejo en un caso como éste no tiene un afán de control, sino más bien la necesidad de cuidar la imagen del Instituto que en esta oportunidad ha salido notoriamente afectada. Señala que las relaciones laborales en una institución como el Instituto Nacional de Derechos Humanos deben ser particularmente cuidadas, evitando así abrir flancos ante la opinión pública.

En esta ocasión el proceder de la directora, a su entender desconociendo la facultad del Consejo en cuestiones de esta trascendencia, significó el repudio público, así como un prejuicio fiscal considerable, toda vez que en atención a lo débil de la defensa, el Instituto fue condenado en costas por un valor de 500 mil pesos.

Precisamente el órgano judicial, reprochó la ineptitud de la conducción jurídica del caso, y denuncia un único afán de dilatar la causa; señalando que nunca se tuvo claridad de la causal de despido.

2. Implantar políticas contrarias al pluralismo que imponen los Principios de Paris.

Desde la creación del Instituto, su directora Lorena Fries, se ha encargado de imponer una política "de la unanimidad", esto es que los acuerdos del Consejo revistan la forma de unánimes, sin perjuicio del debate que tenga lugar al interior del mismo. De esta manera, y ante la mayoría que su tendencia política tiene al interior del Consejo, se ha encargado de perpetuar la imagen de un Consejo cerrado, siempre detrás de las posturas que ella gran parte de las veces patrocina.

Esta política queda en evidencia de la lectura del acta de la sesión 112 del Consejo, en la cual la directora afirma que en los últimos años "ha impulsado una lógica de acuerdos por consenso puesto que le parece fundamental para instalar una institución y para propender a la generación de una opinión común y consistente". Luego continua señalando que "consignar de otra manera los votos de mayoría y minoría, puede ser complejo porque por una parte se puede debilitar la voz institucional y por otra el derecho de la mayoría constituirse en la opinión".

Acto seguido, el consejero Manuel Núñez señala la necesidad de que se deje constancia formal en las actas de la aprobación de un documento y de los votos de minoría con su fundamentación. Por otra parte se manifestó contrario al hecho que la falta de pronunciamiento de un consejero en relación a la aprobación de la declaración sea considerada como consentimiento de la misma, insistiendo en la necesidad de tomar en cuenta y validar a las minorías.

En relación a las declaraciones del Consejo, la directora señala que es fundamental para ella revestirlas de consenso, por la fuerza que tiene la misma en esta calidad.

En relación a este punto, el Instituto Nacional de Derechos Humanos nace como una manifestación de los Principios de París, un conjunto de normas y principios que regulan las instituciones nacionales de derechos humanos, reafirmados por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1993. Esto es relevante, pues los Principios de París imponen como uno de los valores que deben primar en las instituciones de derechos humanos nacionales el pluralismo, lo que a su entender se ve gravemente vulnerado con la política impuesta por la directora Fries. Más aún, la situación es doblemente grave por la evidente mayoría de una sensibilidad política determinada en el Consejo -y por cierto compartida por la directora-, lo que provoca una hegemonía y una sensación de consenso falsa, que violenta el pluralismo que debe imperar en una institución como esta.

3. Socavar la honra y la autoridad de Carabineros de Chile, organismo encargado Constitucionalmente del resguardo del orden y la seguridad pública; condiciones esenciales para el ejercicio de los derechos fundamentales.

A principios del mes de abril, se conoció el texto escolar confeccionado y editado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), que se distribuiría entre alumnos de 7° básico a 4° medio de nuestro país. El documento aludido, fue objeto de una misiva de protesta por parte del General Director de Carabineros de Chile a la Directora del Instituto, pues a juicio de la máxima autoridad policial contenía frases alejadas de la verdad e imputaciones de conductas constitutivas de delito por parte de funcionarios de la institución uniformada.

El texto que da origen al conflicto se denomina "Informe de Derechos Humanos para Estudiantes", y en su capítulo destinado al Derecho de Manifestación, contiene un acápite llamado "La actuación de Carabineros frente a los hechos de violencia en las calles", que señala:

"En esta época de manifestaciones en Chile, personas de diferentes edades han denunciado violencia y abuso de poder por parte de Carabineros. También un uso desmedido de gases lacrimógenos que pueden ser perjudiciales para la salud, o la ocurrencia de hechos como la muerte del joven Manuel Gutiérrez, responsabilidad de un funcionario de Carabineros.

Las detenciones en las marchas han sido un elemento de represión que ha utilizado Carabineros para evitar la reunión libre de las personas que luchan por sus derechos. El Código Penal chileno expresa que "ninguna persona podrá ser detenida a menos que fuere sorprendida en delito flagrante", o como se decía antiguamente "con las manos en la masa".

Si un/a estudiante es sorprendido/a rompiendo un semáforo, tirando piedras o agrediendo a otra persona, la autoridad puede detenerle; no obstante, Carabineros ha detenido a muchas personas sin que se hayan demostrado que participaban de esas acciones, lo que ha hecho que se declaren ilegales muchos de los controles de detención realizados en protestas.

Se han realizado tantas detenciones que se estima que, durante 2011, se detuvo más por desórdenes públicos que por robo.


Un tema que hay que considerar y llama mucho la atención es que cuando Carabineros detiene a una persona, debe tener medios de prueba para comprobar que es responsable de lo que se le acusa. Esto se ha debatido públicamente, ya que puede incentivar el montaje de casos (es decir, que se usen pruebas falsas) o que se acuse a personas inocentes.

Este es el caso del dirigente de la Federación de estudiantes de la Universidad de Concepción, Recaredo Gálvez, quien fue acusado de portar bombas molotov y agredir a un carabinero, y luego dejado en libertad porque no había ninguna prueba que lo involucrara."

Luego, en un acápite dedicado a la muerte de Manuel Gutiérrez, se imputa a Carabineros el encubrimiento del hecho, incurriendo una vez más en la generalización, y demostrando que la ausencia de una referencia a conductas individuales o aisladas, representan el sentir del Instituto y de la señora Fries, que detrás de los hechos hay un actuar institucional fuera del marco legal.

Estas afirmaciones vertidas en el texto han sido reafirmadas en reiteradas ocasiones por la Directora Fries, no dudando en enfrascarse en un áspero debate público con el General Director de Carabineros; quien manifestó su preocupación por el mensaje nocivo que la publicación puede transmitir en adolescentes en etapa de formación. Más aun, en medios de comunicación la señora Fries ha señalado que este es un "conflicto artificial" y que no pedirá disculpas, desestimando las aprensiones de Carabineros y de diversos personeros políticos, entre ellos El Ministro y el Subsecretario del Interior.

Más aun, habiendo comparecido a la Comisión de Derechos Humanos de esta Corporación con el objeto de referirse a la polémica sobre el texto escolar, afirmo que el General Director estaba en conocimiento del mismo, lo que no resulta constatable.

El problema es que este, si bien es un hecho que alcanzó alta connotación pública por su gravedad, no es un hecho aislado; sino más bien el corolario de una serie de descalificaciones e imputaciones injuriosas.

Por citar otro ejemplo, con fecha 27 de febrero del ario 2014, a propósito de la muerte de un detenido en un furgón policial en la ciudad de Rancagua, la Directora Fries afirma que ''lo ocurrido con el furgón policial no es un hecho aislado, es un conjunto de prácticas de Carabineros". De esta manera, nuevamente, en esta oportunidad, de la propia boca de Lorena Fries, se realiza una imputación criminal a nivel institucional, dejando entrever la existencia de prácticas -en este caso homicidas- en Carabineros de Chile.

El obrar del Instituto Nacional de Derechos Humanos y de su Directora en relación a Carabineros de Chile, atropella los derechos humanos, y socava a la institución que debe velar por el ejercicio de las libertades. La generalización discriminatoria resulta inaceptable, y solo adoctrina a adolescentes en formación, transmitiendo una odiosidad profundamente marcada por un sesgo político que, más que abogar por los derechos humanos, ayuda a perpetuar el odio y las desconfianzas entre los chilenos. Lo anterior, es por cierto un alejamiento sustancial de los deberes de un consejero del Instituto de acuerdo a lo prescrito en la propia ley 20.405, dando origen a un actuar manifiesta e inexcusablemente negligente. En cualquier caso, las imputaciones realizadas a través del texto escolar y de las declaraciones de la Directora los últimos días son solo el corolario de una cadena de afirmaciones desafortunadas e imprudentes, donde se hacen imputaciones a Carabineros de Chile, sin distinguir entre el obrar individual y el institucional.

El actuar de Lorena Fries en el Instituto Nacional de Derechos Humanos muestra también una categorización de los miembros de Carabineros que en nada se diferencia de la situación del pueblo mapuche. En el futuro, los miembros de Carabineros, sin haber cometido delito alguno, serán víctimas de un prejuicio basado en que su actuar será ilegal y fundado en el afán de reprimir la manifestación social. Dicho prejuicio se funda principalmente en el actuar del Estado, representado por el Instituto, que, encarnado en la persona de Lorena Fries, pretende formar jóvenes que discriminen a quienes se desempeñen en Carabineros por ese solo hecho. Al igual que con el pueblo mapuche, bastaría con el hecho de pertenecer a la institución para que puedan presumirse a su respecto la utilización de la represión como mecanismo de control social.

Lo anterior es además particularmente grave pues supone alentar a jóvenes a desobediencia civil, poniendo en riesgo la vida misma de los efectivos de Carabineros. En este orden de cosas, resulta paradójico que la consejera de una Institución llamada a proteger los derechos humanos, incurra en discriminaciones irracionales e injustificadas en contra de Carabineros -o más particularmente de quienes componen la institución-, mediante la elaboración de textos que, destinados a sujetos en formación, les inculca un perjuicio y una desconfianza que no solo es injusta, sino además perjudicial, pues se dirige en contra de quienes precisamente tienen como mandato constitucional asegurar el ejercicio de los derechos por parte de la ciudadanía. El derecho a la no discriminación se encuentra en al menos 7 instrumentos internacionales aprobados por nuestro país, y a nuestro entender resulta flagrantemente atropellado en este caso, donde se generaliza y se imputa institucionalmente a Carabineros de Chile un actuar sistemático y concertado de atropello a los Derechos Humanos.

Querer transmitirle los fantasmas y los prejuicios del pasado a jóvenes que han nacido en democracia, es a nuestro entender una irresponsabilidad, más aún cuando se hace a consta del prestigio de una Institución tan querida para los chilenos, y con cargo a recursos fiscales. Por otra parte, el actuar discriminatorio del Instituto queda aún más en evidencia si revisamos sus reacciones a propósito de atropellos a los Derechos Humanos de los propios uniformados, más aún que han tenido lugar con ocasión de servicio, y que han significado incluso la muerte de muchos de ellos en el cometido institucional de asegurar a chilenos y chilenas la posibilidad de vivir en un marco de seguridad y paz social. En efecto, las únicas informaciones o noticias que ha tenido Carabineros de Chile respecto del obrar del instituto, se refieren a querellas o denuncias, las que se han deducido sin siquiera escuchar o informarse respecto de lo ocurrido previamente por parte de la institución policial.

El Plan de Seguridad Publica del actual gobierno es enfático en señalar que "En un Estado de Derecho, la acción policial debe enmarcarse en el respeto de los derechos fundamentales. En nuestro país las policías -Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones (PDI)- han avanzado significativamente en su modernización, fortaleciendo sus capacidades preventivas y de control. El amplio respaldo ciudadano que tienen se traduce en altos niveles de confianza que es necesario seguir consolidando".

Y lo anterior es consecuencia de los evidentes esfuerzos realizados por Carabineros de Chile y otras ramas castrenses para incorporar en sus enseñanzas principios internacionales en materia de derechos humanos, por lo que los dichos calumniosos y mal intencionados -reforzados por las declaraciones de los últimos días de la directora del Instituto- del texto escolar aludido, resultan inaceptables y no hacen sino minar la fianza social con que cuenta la institución policial para asegurar el ejercicio de las libertades. Es del caso señalar que Carabineros de Chile -a propósito del delito de desórdenes públicos- ha formalizado sus protocolos de actuación en procedimientos de control de orden público. Negar los esfuerzos realizados por las Fuerzas de Orden y Seguridad por retomar las confianzas luego del papel que les correspondió desempeñar durante el quiebre institucional que sufrió nuestro país, es de una miseria sideral y lo único que haría sería confirmar los prejuicios.

Suele invocarse por parte de la Directora del Instituto de Derechos Humanos las manifestaciones del año 2011 como ejemplo del actuar represivo de Carabineros de Chile. Sin embargo, es del caso señalar que a pesar que efectivamente las detenciones aumentaron considerablemente dicho año, ello debe entenderse bajo la perspectiva del aumento sustancial de las manifestaciones, que en ocasión observaron gran nivel de violencia y destrucción tanto de propiedad pública como privada.

En efecto, como consecuencia de las manifestaciones del año 2011 -y tal como lo constata también un informe del Instituto Libertad y Desarrollo-, el Instituto Nacional de Derechos Humanos incorporó un apartado especial para analizar el contenido del derecho de manifestación. El informe se muestra fuertemente favorable a fortalecer este derecho y, pese a que lamenta los saqueos y violencia producidos durante las manifestaciones, no hace ninguna recomendación específica en relación con ello. Así, el Instituto refuerza su preferencia en orden a no promover el fortalecimiento del derecho de propiedad ni de los derechos humanos de los integrantes de las fuerzas policiales. Efectivamente, en este ejercicio, el Instituto Nacional de Derechos Humanos no considera el derecho a transitar libremente por la vía pública, el derecho a la educación de quienes no pueden ingresar a los establecimientos educacionales en toma, ni el derecho de propiedad de los afectados por los saqueos y desórdenes. Una construcción completa y objetiva del derecho a manifestarse debe considerar todas las aristas del problema, y no solo aquellas que fortalecen los derechos de quienes desean manifestarse. Es precisamente este patrón de defensa selectiva de los Derechos Humanos el que a nuestro entender se desvía del mandato legal del Instituto.

Es evidente el riesgo que corre Carabineros de Chile si como Nación, desde jóvenes adoctrinamos a nuestros compatriotas a temerles y a consolidarlos en una posición de victimarios, que con tanto esfuerzo han podido dejar atrás, gozando hoy en día de una adhesión popular que es digna de estudio por otros procesos de reconstrucción democrática. En efecto, las generalizaciones que tienen como fundamento una discriminación producen un daño general a la sociedad en su conjunto, al fomentar divisiones que la fragmentan.

Y no se trata de cualquier institución, sino de una que el Instituto debería considerar como coadyuvante en la tarea de promoción y difusión de los derechos humanos, pues cumple con algo aún más trascendental: asegurar de manera real el libre ejercicio de los derechos y libertades consagradas en la Constitución. Por cierto esta no es una tarea fácil, sino de una que deberíamos elevar a la máxima importancia en un Estado Democrático, pues asegura las condiciones para que cada individuo pueda vivir su plan de vida según lo estime pertinente.

La publicación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México denominada "La Discriminación y el derecho a la no discriminación", señala:

"En muchas ocasiones la discriminación obedece a patrones socioculturales tradicionalmente aprendidos y repetidos, en cuya transmisión y perpetuación el medio familiar y el entorno social desempeñan un papel muy importante, ya que a partir de dichas interacciones las personas comienzan a establecer criterios de selección en distintos ámbitos. Es común que un niño aprenda y repita las prácticas igualitarias o discriminatorias que observa en su entorno familiar.

A partir de los estereotipos y los prejuicios, resultado de la incomprensión, el temor, el rechazo y la falta de respeto a las diferencias, se genera la intolerancia. Se suele rechazar, juzgar, evitar, excluir, negar, desconocer o, incluso, eliminar y suprimir con base en estos motivos. La intolerancia imposibilita la convivencia en armonía entre los distintos grupos y personas, y lo que debemos buscar en función de la igualdad y la paz social es precisamente la convivencia armónica de todas las diferencias; es decir, la tolerancia."

Complementando lo anterior, la Doctora en Ciencias, María de la Luz Casas Martínez, señala que:

"El prejuicio no es solamente una declaración de opinión o de creencia, sino una actitud que incluye sentimientos tales como desprecio, disgusto o total repudio. Donde esté latente el prejuicio, los estereotipos muy rara vez quedan atrás. El término "estereotipo" hace referencia a reproducciones mentales de la realidad sobre las cuales se generaliza acerca de miembros u objetos de algún grupo. Tanto el prejuicio como las generalizaciones pueden poseer contenido positivo o negativo; en esta reflexión analizaremos solamente su contenido negativo.

El prejuicio, el estereotipo y la discriminación con frecuencia se presentan juntos. Después de la Segunda Guerra Mundial, Theodor Adorno concluyó que la clave del prejuicio se atribuía a lo que él llamó -tal como se llama su obra- una "personalidad autoritaria". Describe este tipo de personalidad en sujetos de pensamiento rígido que obedecen a la autoridad, miran al mundo como blanco y negro e imponen un apego estricto a las reglas sociales y jerarquías."

Los dichos y actos de la Consejera Fries -tanto aquellos referidos a al texto y su ratificación como aquellos emitidos con anterioridad al incidente- constituyen a nuestro entender un actuar torcido e imprudente que se aleja de las funciones y del objeto que, en este caso, la propia ley le ha confiado al Instituto Nacional de Derechos Humanos, principalmente "la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional".

El actuar de la Directora del Instituto en relación a Carabineros de Chile atropella los derechos humanos, y socava a la institución que debe velar por el ejercicio de las libertades. La generalización discriminatoria resulta inaceptable, y solo adoctrina a adolescentes en formación, transmitiendo una odiosidad profundamente marcada por un sesgo político que, más que abogar por los derechos humanos, ayuda a perpetuar el odio y las desconfianzas entre los chilenos. Lo anterior, es por cierto un alejamiento sustancial de los deberes de un consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos de acuerdo a lo prescrito en la propia ley 20.405, y podría ser asimilado a una situación tan criticada por la Directora a través de los años, como es la generalización del pueblo mapuche tratándose de actos terroristas en la Región de la Araucanía. En efecto, señalar que "todos los mapuches" son terroristas porque algunos de ellos han sido imputados por esta clase de delitos, es una generalización y una discriminación inaceptable, y en eso no hay dobles lecturas. La misma doctrina debería utilizarse con Carabineros de Chile, que como toda agrupación compuesta por personas, tiene entre sus filas sujetos que en ocasiones se alejan del marco institucional.

En definitiva, lo que la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos ha realizado, es una defensa selectiva de estos, sin que con anterioridad a los hechos objeto de esta presentación haya hecho alguna declaración contundente de defensa de los derechos humanos de efectivos policiales heridos o incluso fallecidos en actos de servicio. Más aun tratándose, no de cualquier servicio, sino de aquel que se refiere al mantenimiento del orden y la seguridad pública, que tal como ha quedado en evidencia en esta presentación, es condición fundamental para el ejercicio de las libertades y de los derechos humanos que el Instituto por mandato legal debe ayudar a fortalecer y proteger respecto de todos los chilenos, sin ningún tipo de discriminación.

Sin ir más lejos, y a propósito de los incidentes del año 2011 que tanto se aluden en los informes del Instituto –un tanto extemporáneamente a nuestro entender-, es del caso señalar que en dicho año Carabineros sufrió 1.005 lesionados en el marco de las manifestaciones públicas, un 1277% más en comparación al año anterior.

La Directora Fries no solo preside el Consejo del Instituto, sino que en virtud de las normas legales -particularmente del artículo 9° de la ley 20.405- le corresponden especialmente tareas tales como la representación y la confección de los informes que la institución debe emitir en virtud del artículo 3° del mismo cuerpo legal. Y si bien es cierto que el informe luego, es objeto de un acuerdo, la confección y los matices propios del mismo son de responsabilidad de la Directora. Ello es consistente con el hecho que, salvo la Directora, el resto de los consejeros solo tiene una dedicación parcial a las labores del Instituto, percibiendo una remuneración cuyo monto depende de las sesiones en que participan. En particular, el informe para escolares aludido en esta presentación -individualizado al principio de esta- busca instruir a menores de edad que Carabineros en su totalidad y de manera institucional, hace uso como herramientas de la represión, para dar cumplimiento al mandato legal y constitucional de resguardo del orden público en el contexto de manifestaciones. Hacemos hincapié que se trata de una imputación institucional, pues el texto hace referencia a "Carabineros" tanto a propósito del control de las manifestaciones como en el contexto del acápite dedicado a Manuel Gutiérrez. Esto no deja espacio a la distinción entre funcionarios determinados, sino que extrapola las responsabilidades individuales -muchas veces por actos de connotación criminal- a la Institución, mancillando y menoscabando el honor de la misma. Hay acá en efecto una discriminación a un grupo de la sociedad, vinculada entre si por el mandato legal y constitucional de velar por el orden y la seguridad de la población.

Visto desde una perspectiva penal, acá lo que existe es la imputación de delitos, conductas ilícitas que serían realizadas con la venia institucional. Sin embargo, lo único que hace Carabineros es respetar y hacer cumplir el mandato legal y constitucional que se le confiere para la mantención del orden público, sin perjuicio que en ocasiones efectivamente algunos funcionarios han incurrido en ilícitos o en excesos, lo que en muchos casos ha significado por parte de la institución sanciones administrativas o incluso la baja.
4. Desatender su relación con otros organismos gubernamentales vinculados a la protección de los derechos humanos, particularmente con Carabineros de Chile.

De la sola lectura de los oficios enviados por Carabineros de Chile al Instituto Nacional de Derechos Humanos queda en evidencia la permanente preocupación de la institución policial por dar respuesta a los requerimientos del instituto en orden a ajustar sus protocolos a las normas que informan los derechos humanos.

Los informes anuales del instituto sobre la situación de los derechos humanos en Chile o aquellos que se referían particularmente a la función policial, fueron objeto de observaciones y de requerimientos de retroalimentación por parte de Carabineros de Chile, sin que la fecha se haya verificado más de una respuesta.

En efecto, el único oficio de Carabineros respondido por el Instituto Nacional Derechos Humanos es aquel de fecha 30 diciembre del 2013, que rola bajo el número 129. Curiosamente, en su respuesta, el instituto señala que "valora el intercambio que pueda darse con la institución a su cargo (Carabineros de Chile) y en ese marco revisó con atención la observación y comentarios formulados."

Esta situación reviste especial gravedad, por la importancia de comprender como ambas instituciones son fundamentales para la protección de los derechos humanos. De ahí que una retroalimentación entre ambas sea fundamental para el objeto legal para el cual fue concebido en instituto, y por cierto vaya en el mejor beneficio de todos los chilenos.

Sin ir más lejos, en oficio número 5 del 26 de enero 2015, Carabineros de Chile manifestó al Instituto Nacional de Derechos Humanos que "resultaría importante contar con la retroalimentación de sus expertos en derechos humanos, que puedan efectuar un análisis técnico de este trabajo, comentando por ejemplo, las normas invocadas, la adecuación de los pasos policiales con los instrumentos internacionales y la congruencia del estándar internacional adoptado por la institución. Normalmente el debate sobre derechos humanos y policías se centra en destacar la existencia de inconductas y la necesidad de reforzar la enseñanza de los derechos humanos, pero no se traduce en una discusión especializada sobre cuáles son los estándares de derechos humanos involucrados y cómo se debiesen aplicar”.

Quizás por lo anterior, y ante la falta de retroalimentación por parte del Instituto hacia Carabineros de Chile, este último se vio en la necesidad de buscar ayuda en organismos internacionales para elaborar lo que finalmente son sus protocolos sobre control del orden público. En concreto, Carabineros de Chile suscribió un protocolo de colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, con el objetivo de formar instructores y elaborar normas, doctrina, y buenas prácticas de carabineros.

5. Falta de transparencia y ausencia de criterios de accountability en la gestión del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El 18 de julio del año 2011, la consejera Pamela Pereira presentó su renuncia al Instituto Nacional de Derechos Humanos, motivada en las discordancias de opinión con la directora Lorena Fries, particularmente con su modelo de dirección.

Dentro de sus argumentos, destacan su molestia ante la prescindencia del Consejo en hechos importancia y la falta de transparencia el interior del mismo.

En cuanto a la falta de transparencia, Pereira señala -según acta de la sesión 53 del Consejo- que "aún no se sabe cuánto gana cada profesional y quiénes son, o que planta tiene el instituto y qué le parece muy grave para este tipo de institución."

En la sesión del Consejo donde se debatió sobre la renuncia, el consejero Manuel Núñez señala que si bien no está de acuerdo con muchos de los argumentos planteados en la renuncia, coincide en el hecho que el instituto se ha manejado más como un órgano unipersonal que colegiado, y que efectivamente existen muchas dudas en relación a las personas contratadas y a la situación laboral de estas. Respecto a esto último, afirma que ha planteado la misma critica en más de una oportunidad, y que estima arbitrarias las diferencias en favor de quienes se desempeñan en el instituto desde un comienzo, quienes son siempre electos en los concursos de provisión de cargos por sobre otras personas. Esto a su entender violaría el principio de igualdad ante la ley.

Esta discusión, particularmente referida a los métodos de selección de personal, se relaciona con una crítica más amplia, que dice relación con los débiles criterios de accountability, lo que es doblemente cuestionable a partir del presupuesto público que el instituto recibe.

En la misma línea, se ha hecho presente a la directora la necesidad de mejorar los mecanismos de auditoría, prescindiendo en ellos de cualquier persona que trabaje al interior del instituto, por la incidencia que esto podría tener en ello.

Cabe señalar que la crítica no solamente viene del interior del Consejo, sino que así también se ha manifestado en artículos académicos, en los cuales se hace hincapié en la falta de transparencia y de índices de gestión del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Sobre este punto, citaremos un pequeño extracto del trabajo realizado por el Instituto Libertad y Desarrollo, denominado "Radiografía al Instituto Nacional de Derechos Humanos":

"Junto al minimalismo propuesto, el INDH debiera definir sus líneas de investigación mediante un proceso transparente e inclusivo de los especialistas en DD.HH. asociados al mundo académico. No sólo debe incluirse a ciertos grupos de interés, sino que también a universidades diversas, incluyendo a universidades de regiones y de Santiago, Facultades de Derecho con investigadores en agendas conservadoras, libertarias e igualitarias, entre otras. Debe tratarse de un proceso abierto, público y transparente.

Además, en la externalización de servicios y políticas de contratación del INDH, debe diversificarse el tipo de proveedores que participan, utilizando más el Mercado de Compras Públicas u otro que entregue garantías de competitividad e idoneidad.

Por otra parte, el INDH debiera establecer planes estratégicos con metas claras, precisas, conocidas, y con responsabilidades asociadas a su cumplimiento. Asimismo, debieran diseñarse indicadores objetivos para medir el desarrollo progresivo de las políticas que se implementen para el cumplimiento de dichas metas, asignando criterios consensuados en el Consejo que fortalezcan su función controladora respecto de la Directora y de todas las unidades del INDH.


También, todos los consejeros debieran ser informados de la actividad del INDH de manera oportuna, anterior a su realización, y completa. Si un consejero está en desacuerdo con alguna política adoptada por el INDH, debe tener derecho a que su opinión sea publicada y conocida por los medios de comunicación a través de un lugar fácilmente accesible de la página web del INDH."

No obstante las advertencias y las recomendaciones, quien por ley es la encargada de la administración del Instituto ha decidido desatenderlas; lo que por ejemplo ya significó la renuncia de una prestigiada consejera, y que no se condice con los criterios de transparencia que han sido una preocupación permanente de la gestión pública en los últimos años.

Finalmente, concluyen los requirentes, cabe señalar que en virtud del artículo 9° número 1 de la ley 20.405, corresponde con exclusividad la gestión administrativa del Instituto a su directora.
III. DEBATE PREVIO.

1.- Exposición efectuada por los diputados requirentes.

El diputado señor Santana, don Alejandro, en representación de los diputados requirentes expuso lo siguiente:

El Instituto Nacional de Derechos Humanos está regulado por la Ley N° 20.405 del año 2009, que en su artículo 7° señala: “Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de la Cámara de Diputados, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”

Manifestó que la presente acusación se dirige en contra de la consejera y directora del Instituto, doña Lorena Fries Monleón, por las siguientes causales:

1. Actuaciones al margen del Consejo con incidencia institucional.

Al respecto mencionó tres ocasiones donde Lorena Fries omitió el acuerdo necesario o no se proporcionó a los consejeros información sensible para el trabajo y el prestigio del Instituto:

a) Presentación de Amicus Curiae sin autorización del Consejo. El amicus curiae es una suerte de informe en derecho que se presenta por un tercero experto a los tribunales de justicia con el objeto de cooperar con la actividad jurisdiccional. En la sesión 139 de Consejo, según consta en acta, el consejero Manuel Núñez señala que "se han presentado nueve amicus de los cuales sólo tres han sido aprobado por el Consejo. Considera grave que se esté pidiendo la inaplicabilidad de una norma a través de un instrumento que no ha sido consultado. Si el llamado de la directora es que se respete al Consejo, acciones como estas no contribuyen a ello."

Luego continúa el propio Núñez: "El Instituto Nacional de Derechos Humanos no sólo se limitó a presentar escrito, sino que además pidió autorización para alegar, poniéndonos de parte de los requirentes. Indica que el contenido material es coherente con lo que planteamos en las minutas, pero no fue aprobado por el Consejo, siendo un documento ilegal porque no representa la voluntad del Consejo e incompleto porque no incorpora lo hecho por el parlamento en segundo trámite constitucional".

Finalmente, Núñez sostiene que "no sabe si la presentación del amicus curiae sin aprobación de Consejo es un estilo de la directora, por todo lo acontecido los casi tres años anteriores o es un error de envío, pero que más allá de aclarar las intenciones, lo cierto es que hay un documento que está en un tribunal y que es nulo porque no emanó del Consejo".

b) Actos terroristas en la Araucanía. Indicó que la directora también impuso su punto de vista propósito de la violencia la Araucanía, particularmente con ocasión de la sentencia del llamado caso Luchsinger.

Como consta de las actas de la sesión N°194 del Consejo, el consejero Carlos Frontaura señaló que “la afirmación jurídica de que en Chile no hay terrorismo –formulada por la Directora- implica un juicio de naturaleza totalmente diferente puesto que implica una opinión meramente política que, siendo legítima como visión personal, excede el ámbito propio del Instituto Nacional de Derechos Humanos”.

Por su parte el consejero Manuel Núñez afirmó que “la afirmación categórica de que en Chile no hay terrorismo no corresponde hacerla porque bien podría llegar el momento en que desgraciadamente lo haya o al menos que existan actos terroristas. De hecho, así lo han señalado en algunos casos los tribunales de justicia”.

En la misma oportunidad, el consejero Sebastián Donoso manifestó cuan complejo es que la directora señale que no hay terrorismo en la Araucanía, pues la opinión pública lo entiende como la posición oficial del Instituto; y al menos por lo que manifiestan los tres consejeros que han citado sobre el particular, tal parece que no es la opinión unánime del Consejo.

c) Condenas recaídas en causas laborales. Destacó que según consta en las actas de la sesión 212 del Consejo, el consejero Manuel Núñez puntualizó que los despidos son "un tema de gestión respecto del cual el Consejo tiene competencia en virtud de lo que establece la propia reglamentación que este órgano se ha dado y que su consejo es que el instituto debe agotar todos los medios para evitar ir a juicio”.

Por su parte, el consejero Miguel Luis Amunátegui en la misma sesión sostuvo que la intervención del Consejo en un caso como este no tiene un afán de control, sino más bien la necesidad de cuidar la imagen del Instituto que en esta oportunidad ha sido notoriamente afectada. Dicho consejero expresó que las relaciones laborales en una institución como el Instituto Nacional de Derechos Humanos deben ser particularmente cuidadas, evitando así abrir flancos ante la opinión pública.

Manifestó que en esta ocasión el proceder de la directora, a su entender desconociendo la facultad del Consejo en cuestiones de esta trascendencia, significó el repudio público, así como un perjuicio fiscal considerable, toda vez que en atención a lo débil de la defensa, el Instituto fue condenado en costas por un valor de 500 mil pesos. Precisamente el órgano judicial, reprochó la ineptitud de la conducción jurídica del caso, y denuncia un único afán de dilatar la causa; señalando que nunca se tuvo claridad de la causal de despido.

Destacó que una serie de denuncias sobre acoso laboral, privilegios de remuneraciones y pago de horas extraordinarias, fueron realizadas por Daniel Jiménez a la Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara, sin embargo no tuvieron mayor acogida.

2. Implantar políticas contrarias al pluralismo que imponen los Principios de Paris.

Afirmó que desde la creación del Instituto, su directora Lorena Fries se ha encargado de imponer una política “de la unanimidad”, esto es, que los acuerdos del Consejo revistan el carácter de unánimes, sin perjuicio del debate que tenga lugar al interior de este. De esta manera, y ante la mayoría que su tendencia política tiene al interior del Consejo, se ha encargado de perpetuar la imagen de un Consejo cerrado, siempre detrás de las posturas que ella gran parte de las veces patrocina.

Enfatizó que esta política queda en evidencia de la lectura del acta de la sesión N°112 del Consejo, en la cual la directora afirma que en los últimos años "ha impulsado una lógica de acuerdos por consenso puesto que le parece fundamental para instalar una institución y para propender a la generación de una opinión común y consistente". Luego continua señalando que "consignar de otra manera los votos de mayoría y minoría, puede ser complejo porque por una parte se puede debilitar la voz institucional y por otra el derecho de la mayoría constituirse en la opinión".

Añadió que en relación a las declaraciones del Consejo, la Directora señala que es fundamental para ella revestirlas de consenso, por la fuerza que tiene el hacerlas en esa calidad.

En relación a este punto, expresó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos nace como una manifestación de los Principios de París, un conjunto de normas y principios que regulan las instituciones nacionales de derechos humanos, reafirmados por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1993. Ello es relevante, pues los Principios de París imponen como uno de los valores que deben primar en las instituciones de derechos humanos nacionales el pluralismo, lo que a su entender se ve gravemente vulnerado con la política impuesta por la consejera Fries. Más aún, la situación es doblemente grave por la evidente mayoría de una sensibilidad política determinada en el Consejo -y por cierto compartida por la directora-, lo que provoca una hegemonía y una sensación de consenso falsa, que violenta el pluralismo que debe imperar en una institución como esta.

3. Socavar la honra y la autoridad de Carabineros de Chile

Sostuvo que el texto que da origen al conflicto que enfrentó públicamente a la Directora con el General Director de Carabineros en abril del año en curso, se denomina “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, y en su capítulo destinado al Derecho de Manifestación, contiene un acápite llamado “La actuación de Carabineros frente a los hechos de violencia en las calles”, que en lo pertinente señala: 

“Las detenciones en las marchas han sido un elemento de represión que ha utilizado Carabineros para evitar la reunión libre de las personas que luchan por sus derechos. El Código Penal chileno expresa que “ninguna persona podrá ser detenida a menos que fuere sorprendida en delito flagrante”, o como se decía antiguamente “con las manos en la masa””.

Luego, en un acápite del mismo informe dedicado a la muerte de Manuel Gutiérrez, se imputa a Carabineros el encubrimiento del hecho, incurriendo una vez más en la generalización, y demostrando que la ausencia de una referencia a conductas individuales o aisladas, representan el sentir del Instituto y de la señora Fries, que detrás de los hechos hay un actuar institucional fuera del marco legal.

Recalcó que estas afirmaciones vertidas en el texto han sido reafirmadas en reiteradas ocasiones por la Directora Fries, no dudando en enfrascarse en un áspero debate público con el General Director de Carabineros. Más aun, en medios de comunicación la señora Fries ha señalado que este es un “conflicto artificial” y que no pedirá disculpas, desestimando las aprensiones de Carabineros y de diversos personeros políticos, entre ellos El Ministro y el Subsecretario del Interior.

Puntualizó que el problema es que este, si bien es un hecho que alcanzó alta connotación pública por su gravedad, no es un hecho aislado; sino más bien el punto culmine de una serie de descalificaciones e imputaciones injuriosas. Al respecto citó otro ejemplo: con fecha 27 de febrero del año 2014, a propósito de la muerte de un detenido en un furgón policial en la ciudad de Rancagua, la Directora Fries afirma que "lo ocurrido con el furgón policial no es un hecho aislado, es un conjunto de prácticas de Carabineros". De esta manera, nuevamente, en esta oportunidad, de la propia boca de Lorena Fries, se realiza una imputación criminal a nivel institucional, dejando entrever la existencia de prácticas –en este caso homicidas- en Carabineros de Chile.

Manifestó que el actuar de Lorena Fries en el Instituto Nacional de Derechos Humanos muestra también una categorización de los miembros de Carabineros que en nada se diferencia de la situación del pueblo mapuche. En el futuro, los miembros de Carabineros, sin haber cometido delito alguno, serán víctimas de un prejuicio basado en que su actuar será ilegal y fundado en el afán de reprimir la manifestación social. Dicho prejuicio se funda principalmente en el actuar del Estado, representado por el Instituto, que, encarnado en la persona de Lorena Fries, pretende formar jóvenes que discriminen a quienes se desempeñen en Carabineros por ese solo hecho. Al igual que con el pueblo mapuche, bastaría con el hecho de pertenecer a la institución para que puedan presumirse a su respecto la utilización de la represión como mecanismo de control social.

Destacó que el derecho a la no discriminación se encuentra en al menos siete instrumentos internacionales aprobados por nuestro país, y a su entender resulta flagrantemente atropellado en este caso, donde se generaliza y se imputa institucionalmente a Carabineros de Chile un actuar sistemático y concertado de atropello a los Derechos Humanos. 

Al respecto indicó que el Plan de Seguridad Publica del actual gobierno es enfático en señalar que “En un Estado de Derecho, la acción policial debe enmarcarse en el respeto de los derechos fundamentales. En nuestro país las policías -Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones (PDI)- han avanzado significativamente en su modernización, fortaleciendo sus capacidades preventivas y de control. El amplio respaldo ciudadano que tienen se traduce en altos niveles de confianza que es necesario seguir consolidando”.

Sostuvo que los dichos y actos de la Consejera Fries –tanto aquellos referidos a al texto y su ratificación como aquellos emitidos con anterioridad al incidente- constituyen un actuar torcido e imprudente que se aleja de las funciones y del objeto que, en este caso, la propia ley le ha confiado al Instituto Nacional de Derechos Humanos, principalmente “la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional”.

Expresó que la Directora Fries no solo preside el Consejo del Instituto, sino que en virtud de las normas legales –particularmente del artículo 9° de la ley 20.405- le corresponden especialmente tareas tales como la representación y la confección de los informes que la institución debe emitir en virtud del artículo 3° del mismo cuerpo legal. Si bien es cierto que el informe luego, es objeto de un acuerdo, la confección y los matices propios de este son de responsabilidad de la Directora. Ello es consistente con el hecho que, salvo la Directora, el resto de los consejeros solo tiene una dedicación parcial a las labores del Instituto, percibiendo una remuneración cuyo monto depende de las sesiones en que participan.

4. Desatender su relación con otros organismos gubernamentales vinculados a la protección de los derechos humanos, particularmente con Carabineros de Chile.

Señaló que de la sola lectura de los oficios enviados por Carabineros de Chile al Instituto Nacional de Derechos Humanos, y que se acompañaron en la presentación; queda en evidencia la permanente preocupación de la institución policial por dar respuesta a los requerimientos del Instituto en orden a ajustar sus protocolos a las normas que informan los derechos humanos.

Afirmó que los informes anuales del Instituto sobre la situación de los derechos humanos en Chile o aquellos que se referían particularmente a la función policial, fueron objeto de observaciones y de requerimientos de retroalimentación por parte de Carabineros de Chile, sin que a la fecha se haya verificado más de una respuesta.

En efecto, el único oficio de Carabineros respondido por el Instituto Nacional Derechos Humanos es aquel de fecha 30 diciembre del 2013, que rola bajo el número 129. Indicó que curiosamente, en su respuesta, el Instituto señala que "valora el intercambio que pueda darse con la institución a su cargo (Carabineros de Chile) y en ese marco revisó con atención la observación y comentarios formulados". 

Hizo presente que dicho oficio fue respondido por quien en ese entonces subrogaba a Lorena Fries, don Roberto Garretón; de manera que nunca la Directora en su calidad de tal, y con las responsabilidades administrativas que ello conlleva, ha dado respuesta a un requerimiento o ha considerado opiniones de Carabineros de Chile.

Esta situación reviste especial gravedad, por la importancia de comprender como ambas instituciones son fundamentales para la protección de los derechos humanos. De ahí que una retroalimentación entre ellas sea fundamental para el objeto legal para el cual fue concebido el Instituto.

Sin ir más lejos, señaló que en oficio número 5 del 26 de enero 2015, Carabineros de Chile manifestó al Instituto Nacional de Derechos Humanos que “resultaría importante contar con la retroalimentación de sus expertos en derechos humanos, que puedan efectuar un análisis técnico de este trabajo, comentando por ejemplo, las normas invocadas, la adecuación de los pasos policiales con los instrumentos internacionales y la congruencia del estándar internacional adoptado por la institución. Normalmente el debate sobre derechos humanos y policías se centra en destacar la existencia de inconductas y la necesidad de reforzar la enseñanza de los derechos humanos, pero no se traduce en una discusión especializada sobre cuáles son los estándares de derechos humanos involucrados y cómo se debiesen aplicar".

Por lo anterior, y ante la falta de retroalimentación por parte del Instituto hacia Carabineros de Chile, este último se vio en la necesidad de buscar ayuda en organismos internacionales para elaborar lo que finalmente son sus protocolos sobre control del orden público. En concreto, Carabineros de Chile suscribió un protocolo de colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, con el objetivo de formar instructores y elaborar normas, doctrina, y buenas prácticas de Carabineros.
5. Falta de transparencia y ausencia de criterios de accountability en la gestión del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El 18 de julio del año 2011, la consejera Pamela Pereira presentó su renuncia al Instituto Nacional de Derechos Humanos, motivada en las discordancias de opinión con la directora Lorena Fries, particularmente con su modelo de dirección. Dentro de sus argumentos, destacan su molestia ante la prescindencia del Consejo en hechos importancia y la falta de transparencia el interior de este.

Informó que, en cuanto a la falta de transparencia, Pereira señala -según acta de la sesión 53 del Consejo- que "aún no se sabe cuánto gana cada profesional y quiénes son, o que planta tiene el instituto y qué le parece muy grave para este tipo de institución."

En la sesión del Consejo donde se debatió sobre la renuncia, el consejero Manuel Núñez señala que si bien no está de acuerdo con muchos de los argumentos planteados en la renuncia, coincide en el hecho que el Instituto se ha manejado más como un órgano unipersonal que colegiado, y que efectivamente existen muchas dudas en relación a las personas contratadas y a la situación laboral de estas. Respecto a esto último, afirma que ha planteado la misma crítica en más de una oportunidad, y que estima arbitrarias las diferencias en favor de quienes se desempeñan en el Instituto desde un comienzo, quienes son siempre electos en los concursos de provisión de cargos por sobre otras personas. Esto a su entender violaría el principio de igualdad ante la ley.

Añadió que esta discusión, particularmente referida a los métodos de selección de personal, se relaciona con una crítica más amplia, que dice relación con los débiles criterios de accountability, lo que es doblemente cuestionable a partir del presupuesto público que el Instituto recibe.

En la misma línea, indicó que se ha hecho presente a la directora la necesidad de mejorar los mecanismos de auditoría, prescindiendo en ellos de cualquier persona que trabaje al interior del instituto, por la incidencia que esto podría tener en ello.

Agregó que la crítica no solamente viene del interior del Consejo, sino que así también se ha manifestado en artículos académicos, en los cuales se hace hincapié en la falta de transparencia y de índices de gestión del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Sobre este punto, citó un pequeño extracto del trabajo realizado por el Instituto Libertad y Desarrollo, denominado “Radiografía al Instituto Nacional de Derechos Humanos”:

“Junto al minimalismo propuesto, el INDH debiera definir sus líneas de investigación mediante un proceso transparente e inclusivo de los especialistas en DD.HH. asociados al mundo académico. No sólo debe incluirse a ciertos grupos de interés, sino que también a universidades diversas, incluyendo a universidades de regiones y de Santiago, Facultades de Derecho con investigadores en agendas conservadoras, libertarias e igualitarias, entre otras. Debe tratarse de un proceso abierto, público y transparente.

Además, en la externalización de servicios y políticas de contratación del INDH, debe diversificarse el tipo de proveedores que participan, utilizando más el Mercado de Compras Públicas u otro que entregue garantías de competitividad e idoneidad.

Por otra parte, el INDH debiera establecer planes estratégicos con metas claras, precisas, conocidas, y con responsabilidades asociadas a su cumplimiento. Asimismo, debieran diseñarse indicadores objetivos para medir el desarrollo progresivo de las políticas que se implementen para el cumplimiento de dichas metas, asignando criterios consensuados en el Consejo que fortalezcan su función controladora respecto de la Directora y de todas las unidades del INDH.

También, todos los consejeros debieran ser informados de la actividad del INDH de manera oportuna, anterior a su realización, y completa. Si un consejero está en desacuerdo con alguna política adoptada por el INDH, debe tener derecho a que su opinión sea publicada y conocida por los medios de comunicación a través de un lugar fácilmente accesible de la página web del INDH.”

Concluyó que no obstante las advertencias y las recomendaciones, quien por ley es la encargada de la administración del Instituto ha decidido desatenderlas; lo que por ejemplo ya significó la renuncia de una prestigiada consejera, y que no se condice con los criterios de transparencia que han sido una preocupación permanente de la gestión pública en los últimos años. Al respecto puntualizó que en virtud del artículo 9° número 1 de la ley 20.405, corresponde con exclusividad la gestión administrativa del Instituto a su directora.

2.- Relación de la defensa de la persona cuya remoción se solicita.

La Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, expresó que para poder evaluar los argumentos entregados que justifican la petición de requerimiento de remoción formulado en su contra, resulta imprescindible tener presente algunos aspectos institucionales y normativos que son pertinentes a esta discusión.

En primer lugar, respecto de la autonomía institucional aclaró que el artículo 1º de la ley 20.405 establece que el Instituto Nacional de Derechos Humanos, es una “corporación autónoma de Derecho Público, con personalidad jurídica y patrimonio propio”.

Al respecto citó la historia de la ley N°20.405. En el mensaje que dio origen a esta normativa se expresa que ella “se ciñe estrictamente a los Principios de París”, esto es, a aquellos parámetros a los que deben adecuarse los mecanismos nacionales de derechos humanos para ser reconocidos por el sistema de Naciones Unidas, y que fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993.

De acuerdo a dichos “principios” los Institutos deben tener independencia, ser pluralistas, tener autonomía y estabilidad. También deben poseer un mandato amplio y una modalidad tal que le permita realizar sus tareas. 


Pluralismo: debe ser entendido en el sentido de que su composición dé cuenta de distintos estamentos de la sociedad, incluida la sociedad civil, cuestión que se cumple en la especie ya que en el nombramiento/elección de los consejeros/as que lo integran participa el Ejecutivo, el Legislativo (ambas cámaras), Universidades y la sociedad civil.

Autonomía: De acuerdo a los principios, esta autonomía debe ser principalmente jurídica, financiera y presupuestaria, lo que se recoge en el Mensaje al señalar que “el principio de autonomía postula que el organismo debe contar con una infraestructura adecuada, tener financiamiento suficiente y no estar sujeto a controles que limiten su independencia”.

Independencia: “El principio de independencia postula que el organismo debe ser independiente de toda otra autoridad del Estado, para que pueda cumplir con eficacia su rol de promoción y protección de los derechos humanos”.

Estimó evidente que la autonomía e independencia que se le otorgó al Instituto Nacional de Derechos Humanos, se explica en la necesidad de dotar a esta entidad de un marco que le permita realizar de forma eficaz las funciones que le han sido asignadas. En este sentido, el destacado profesor de Derecho Administrativo Enrique Silva Cimma informó en el contexto de la discusión legislativa, que con las normas relativas a la autonomía del Instituto que se incluyen en el texto, que finalmente se aprobó como su ley orgánica, “se ha querido crear una Institución que, siendo del más elevado nivel en el campo de autonomía y de independencia de que debe dotarse a una entidad de tal naturaleza, ella no puede aparecer como dependiente o subordinada de manera alguna, a ningún otro órgano o Poder del Estado” . Lo anterior fue confirmado después de que se rechazara una indicación formulada al texto por la que el Instituto quedaría sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Justicia. Más aún, en el discurso de promulgación de la ley 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pronunciado por la Presidenta de la Republica Michelle Bachelet Jeria el día 24 de noviembre de 2009, se señaló en forma coincidente con su normativa, que esta institución “será un organismo independiente de cualquier otra autoridad del Estado, para que pueda cumplir con eficacia y libertad su rol tutelar y vigilante, y a la vez, con la autonomía suficiente en materia de organización, financiamiento y control, que le permita actuar sin condicionamientos externos”. 

Destacó que el Artículo 2 de la Ley N°20.405, impone la obligación incluso que sus reglamentos, estén acordes con los Principios de París, dándole reconocimiento jurídico a ellos. 

Informó que estos requisitos fueron considerados por el Comité Internacional de Coordinación (CIC) para otorgar, en mayo de 2013, la acreditación al Instituto en Chile. Esta, otorgada en mayo de 2013 y válida hasta el 2017, corresponde a la máxima certificación disponible por Naciones Unidas para estos efectos, esto es, la Clasificación tipo A, la que justamente expresa la sujeción de las instituciones nacionales de derechos humanos en su normativa y en la práctica a los Principios de París.

Por otra parte, puntualizó que el mandato legal del Instituto Nacional de Derechos Humanos, de acuerdo al artículo 2° de la ley N°20.405 es la “promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional”. 

Indicó que el objetivo general del Instituto se concreta en determinados deberes que se le imponen en su artículo 3°, entre los que se destacan, para los efectos de la solicitud de remoción formulada en mi contra, los siguientes: 


“1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre a situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad”. 

“2.- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país”.

“3.- Proponer a los órganos del Estado las medidas que estime deban adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos”.

Agregó que dentro de las facultades concretas que conforme el artículo 8º la ley 20.405 se le asignan al Consejo del Instituto, y que son pertinentes al debate producido a partir de la solicitud de requerimiento de destitución, se destacan las siguientes:

“2) Presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema el Informe Anual establecido en el artículo 3°, N° 1”.

“4) Emitir su pronunciamiento en relación con las materias indicadas en la presente ley”.


“5) Aprobar, a proposición del Director, los planes y programas de acción del Instituto para el cumplimiento de su cometido”.

Explicó que a la cabeza de este órgano colegiado se encuentra la Directora, a quien corresponde representar judicial, extrajudicial e internacionalmente al INDH, gestionar administrativamente a la institución, presidir el Consejo, “elaborar una propuesta del Informe Anual establecido en el artículo 3°, N° 1 y de los demás informes a que se refiere esta ley y presentarlos a la aprobación del Consejo, realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende –que se plasman en actas- y las demás que le señale la ley”. (Art. 9º Nº4 Ley 20.405).

Informó que este Consejo adopta sus decisiones de acuerdo a la ley por mayoría simple de los consejeros presentes, regla general, o por mayoría absoluta y por los 2/3 de los consejeros en los casos de los Nº1 y 2 del artículo 3º de la ley N°20.405. Sin perjuicio de aquello, las opiniones y votos disidentes quedan plasmados en cada una de las actas de sesiones de Consejo para consulta pública vía transparencia activa. 

Recalcó que desde la puesta en funcionamiento del Instituto y hasta el día de hoy, se han adoptado 304 acuerdos en el Consejo de los cuales sólo 19 han contenido voto de minoría. En otras palabras, el 94% de los acuerdos adoptados en el Consejo, desde su puesta en funcionamiento, han sido adoptados por unanimidad. 

En relación a la causal de remoción invocada de negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, sostuvo que el artículo 7º de la ley N°20.405 prescribe que “Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la Republica o de la Cámara de Diputados, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá́ reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio”. 

Hizo presente que el proyecto votado por el Congreso Nacional fue objeto de observaciones por parte de la Presidenta de la República conforme a lo establecido por el artículo 73 de la Constitución Política de la República, centrándose, entre otros puntos, en reforzar la independencia de los consejeros del Instituto a fin de “objetivizar las causales de remoción y restringir los mecanismos por los cuales se gatilla esta” Es así como, en lo pertinente a esta discusión, se agregó a la expresión “negligencia manifiesta”, el calificativo de “inexcusable”. Según se señaló por la representante del Ministerio Secretaría General de la Presidencia en la discusión producida al interior de la Comisión de Derechos Humanos del Senado sobre la norma en comento, “en lo que se refiere a la negligencia, el incorporar el calificativo de “inexcusable” tiene por objeto explicitar un estándar que ya es aplicado por la Corte Suprema, en los juicios de remoción”. 

Destacó que la solicitud formulada en su contra ensaya un concepto de “negligencia manifiesta e inexcusable” a partir de remitirse a la noción de “notable abandono de deberes” establecido en nuestro ordenamiento jurídico como causal de remoción de diversas autoridades a través del mecanismo establecido en la Constitución. Asimismo hace referencia a un fallo del Primer Tribunal Electoral de la Región Metropolitana de fecha 31 de enero de 2001, el cual establece que los simples errores subsanables o el no cumplimiento de obligaciones, por razones ajenas o no imputables directamente a la autoridad no constituyen causas idóneas para fundar reproche o acusación por notable abandono de deberes, dentro de cuyo concepto se incluye la negligencia inexcusable. 

En el mismo sentido, indicó que una noción más pertinente en la especie es aquel concepto de “negligencia inexcusable” a la cual hace referencia el Código Penal con ocasión de tipificar diversos supuestos del delito de prevaricación (artículo 223 numero 1, artículo 225, artículo 228 y articulo 229 del Código Penal). Lo anterior, toda vez que se trata de normas aplicables a la actuación de funcionarios públicos en el desempeño de sus cargos y que se establecen en un estatuto normativo que es una expresión del poder punitivo estatal, integrado también por el derecho administrativo sancionador, del cual claramente forma parte el artículo 7º de la ley 20.405 que sirve de sustento jurídico para la solicitud de requerimiento de destitución formulado en su contra. 


Dentro de dicho contexto, la noción de “negligencia” importa la falta a un deber específico de cuidado en relación a la función que le es propia, de manera tal que no sólo es necesario que se tenga a la vista la prudencia con la cual ha obrado el funcionario sino también se deben considerar las normas legales precisas y concretas que establecen determinados deberes en relación a su cargo. En cuanto al calificativo de “inexcusable”, importa que no se haya aplicado por parte del funcionario en su conducta negligente, un mínimo cuidado requerido para el cumplimento de un deber legal de su cargo.

De esta forma, y en concordancia con lo sostenido en la petición de requerimiento formulada en su contra, la “negligencia manifiesta e inexcusable” a la que alude el artículo 7º de la ley 20.405 está referida a una patente falta de cuidado asociada a un deber especifico asignado por la ley al funcionario, cuya gravedad es tal que resulta equiparable al dolo. En definitiva, y conforme a lo ya sostenido, resulta necesario jurídicamente para fundar la petición de requerimiento para su remoción, lo siguiente: 

a) Que se identifiquen conductas determinadas que haya desarrollado en su calidad de funcionaria pública;

b) Se individualice cual o cuales son los deberes específicos establecidos por la ley para su cargo o función que habrían sido vulnerados de forma concreta con la conducta determinada que se le imputa;

c) Se señale la forma concreta como tal infracción lesiona de manera grave deberes específicos de su cargo

d) Se indique la manera en que tal vulneración se habría concretado producto de no haber atendido al mínimo cuidado exigible en el ejercicio de las funciones que la ley le asigna a su cargo.

Añadió que al tratarse de una causal de carácter objetivo que es revisable por el pleno de la Excma. Corte Suprema, el cual es un tribunal de derecho, la carga de identificar de manera suficiente todos y cada uno de estos elementos es de quienes están solicitando a la Cámara que se requiera su remoción conforme a lo establecido en el artículo 7º de la ley 20.405; en términos tales que de no identificarse aquellos supuestos, al hacerlo vagamente o de manera incompleta, corresponde el rechazo de tal solicitud. Destacó que es precisamente la determinación de los elementos ya indicados lo que los solicitantes no hacen en la especie. 


En relación a las conductas imputadas sostuvo que sin perjuicio que las supuestas actuaciones que se le imputan se encuentran indicadas de manera dispersa en distintas partes del escrito, las agrupó de manera de hacer más ordenada su argumentación, la cual busca en definitiva dar cuenta de que no existe incumplimiento de las obligaciones legales por parte de ella, que es lo que permitiría configurar la causal de negligencia injustificada e inexcusable.

En relación a las supuestas actuaciones al margen del Consejo con incidencia institucional, en primer lugar se refirió a la presentación de Amicus Curiae.

Sostuvo que los peticionarios fundan un capítulo de su solicitud de requerimiento de remoción en la presentación de Amicus Curiae, que consistente en la opinión que aporta el Instituto ante los tribunales de justicia en causas donde, aun cuando el Instituto no es parte, se considera la existencia de cuestiones relevantes relativas a derechos humanos que son parte del debate.

Informó que un total de 17 Amicus Curiae han sido presentados ante el Tribunal Constitucional y Cortes de Apelaciones. 6 de ellos presentados entre fines de 2010 y junio de 2012 y 11 a partir de esa fecha y hasta la actualidad. 

Respecto de los primeros seis, ella explicó en el Consejo las razones para la presentación de estos amicus, basándose en que la argumentación contenida en ellos respondía exactamente a la opinión sostenida en los informes anuales ya aprobados por la unanimidad del Consejo. Recogidas las explicaciones y no habiendo recibido cuestionamientos posteriores, los amicus siguientes fueron aprobados por el Consejo, lo que se demuestra con la secuencia de informes presentados y aprobados con posterioridad. 

Destacó que frente a las observaciones realizadas por el consejero Manuel Núñez en la sesión 139 del Consejo, en relación a la presentación de animus curiae, fue materia de un debate donde finalmente no se cuestionó el fondo de las actuaciones realizadas en esta materia, no adoptándose ningún tipo de acuerdo para dejar sin efecto lo ya realizado o para censurarla o para remitir los antecedentes a la Contraloría. Es más, en la sesión de 187 del Consejo del Instituto, de fecha 16 de diciembre de 2013 se hace referencia explícita al acuerdo adoptado por la Excma. Corte Suprema sobre la institución Amicus Curiae en que se valida la intervención del Instituto en juicios relativos a materias de Derechos Humanos a través de este tipo de presentaciones, sin perjuicio de las facultades de cada tribunal para decidir en el caso concreto sobre la pertinencia de tal intervención. 


Más allá de lo expuesto, sostuvo que la discusión de los miembros de un órgano colegiado y las opiniones vertidas por algunos de sus miembros en tal contexto es algo natural y deseable en este tipo de institución, pero en caso alguno pueden dar pie para sostener fundadamente una infracción de deberes por parte de algún consejero, especialmente cuando tal debate no se expresa en una resolución del órgano de dirección superior del Instituto, como lo es su Consejo.

En relación a sus declaraciones en relación a la violencia en la Araucanía, hizo presente que los requirentes se basan en el acta N°194 de 3 de marzo de 2014, en la que a tres consejeros les parece complejo que ella haya señalado que en “Chile no existiría terrorismo” y habría “abusado de sus facultades directivas” por haber basado sus dichos exclusivamente en el Informe Anual. Al respecto señaló que los juicios de oportunidad, mérito o conveniencia de sus actuaciones no pueden constituir negligencia manifiesta e inexcusable y el Consejo no ha planteado que sean ilegales, a lo más han sido objeto de opinión.

Expresó que ese debate se fundó finalmente en la diferencia entre las opiniones de tres consejeros acerca de la afirmación sobre la no existencia de terrorismo en Chile, que se encuentra contenida en informes anuales del Instituto previos a esa fecha y que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros del Consejo. Agregó que en este caso, más allá del natural y útil debate de los integrantes de un órgano colegiado a cargo de la dirección superior de un organismo autónomo e independiente como lo es el Instituto, no existió voto o acuerdo alguno de censura a ella, o para efectuar algún comunicado por parte del Consejo para desdecir lo sostenido, o para darle alguna instrucción a fin de que actuara de una manera diversa. 


Reiteró que ella realiza sus declaraciones a la prensa en su calidad de vocera del Instituto, de acuerdo a lo que señala la ley en su artículo 9 N°3 de la ley N°20.405, centrando sus dichos en las definiciones institucionales contenidas en los informes anuales del Instituto, en declaraciones y definiciones realizadas por el Consejo. 

Sin perjuicio de lo expuesto, afirmó que la preocupación respecto a la situación de derechos humanos existente en la Araucanía, expresada en términos similares a los señalados por el Instituto y que corresponden a las declaraciones que dentro de ese marco ha efectuado, han sido manifestadas también de manera coincidente, por los diversos órganos del sistema de protección de derechos humanos de Naciones Unidas. Es así como el Comité contra la discriminación Racial, en Observaciones finales sobre los informes periódicos 19º a 21º de Chile (2013) señala: “14. Sigue preocupado por información que indica la continua aplicación desproporcionada de la Ley a miembros del pueblo mapuche por actos ocurridos en el contexto de reclamos por sus derechos, incluyendo sobre sus tierras ancestrales (CERD/C/CHL/CO/15-18, párr. 15). Le preocupa la falta de criterios legales objetivos para la aplicación de dicha ley en los casos de mapuches cuando se les haya imputado un acto terrorista y la calificación de los delitos por la policía y los fiscales, lo que podría violar el principio de legalidad, igualdad y no discriminación. El Comité reitera también su preocupación sobre el uso indebido y excesivo de la fuerza contra miembros de comunidades Mapuches, incluyendo niños, mujeres y ancianos, por los Carabineros y la Policía de Investigaciones en el cumplimiento de órdenes de registro y otras operaciones policiales (ibíd., párr. 19) y se preocupa de la impunidad ante dichos abusos. El Comité señala que la aplicación de la Ley Antiterrorista y el uso indebido y excesivo de fuerza sobre miembros del pueblo mapuche podría tener impactos negativos que afectarían y discriminarían a los pueblos indígenas más allá de los individuos sospechosos de haber cometido un delito (arts. 2 y 5)”. 

Además, en el marco de estas declaraciones también ha condenado los hechos de violencia, y ha llamado a los poderes del Estado a investigar y sancionar a los responsables por estos graves hechos. 


Manifestó que en este contexto, afirmar que habría incumplido mis obligaciones del cargo en términos de realizar una conducta constitutiva de manifiesta e inexcusable negligencia en el ejercicio de sus funciones, sólo a partir de las observaciones realizadas por algunos consejeros en esta materia, sin que hubiese ningún tipo de acuerdo en términos de censurar su actuación por el Consejo, no tiene un fundamento material ni legal para ser acogido.

Respecto de las condenas por demandas laborales, señaló que se trata de dos situaciones que el requerimiento pretende vincular a una situación de negligencia manifiesta e inexcusable, utilizando como fuente el Acta correspondiente a la sesión del Consejo N° 212 del 28 de julio de 2014. 

Por una parte, la ley N °20.405 establece el marco legal de sus atribuciones y le confiere la facultad de dirigir administrativamente el Instituto (Art. 9 N°1) y representarlo judicialmente (Art. 9 N°3). Para ello no sólo debe estarse a las resoluciones del Consejo sino que al cumplimiento de las normas administrativas que le son aplicables, entre ellas los estándares emanados de la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República que impiden al Instituto transigir en sede judicial y/o administrativa, toda vez que su ley 
N° 20.405 no lo faculta expresamente, ello en concordancia con lo dispuesto en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República. Añadió que el Dictamen Nº34.400 de 2011 de la Contraloría lo refrenda expresamente al señalar que “los servicios públicos no pueden renunciar a las acciones y derechos que les corresponden, y por ende transigir, a menos que exista una autorización contenida en texto legal expreso”, situación que evidentemente no se da en la especie.

Ambas causas una vez notificadas (mayo y junio de 2014, respectivamente), fueron informadas al Consejo en el mes de Julio del mismo año como se indica en Acta Nº212 de julio 2015. En dicha sesión se establece que en adelante deberá informarse al Consejo en la sesión inmediatamente posterior a la notificación. Recalcó que el cumplimiento de las obligaciones que le impone la ley y las resoluciones del Consejo, así como el cumplimiento de las normas administrativas, incluida la jurisprudencia, no pueden calificarse de ilegales y por tanto de negligencia manifiesta e inexcusable.

En todo caso y para mayor transparencia, desde su creación en 2010 y hasta la fecha, informó que 88 personas han prestado servicios bajo la modalidad de contrato indefinido en el Instituto (de acuerdo a la ley “las personas que presten servicios en el Instituto se regirán por el Código del Trabajo”). De estas, sólo 6 han sido desvinculadas, lo que equivale, a un 6,8% del total de trabajadores. De las 6 personas desvinculadas, sólo 2 han presentado acciones legales. Ello en virtud del escenario de imposibilidad del Instituto de poder transigir en sede judicial y/o administrativa. 


Explicó que al haber defendido la posición del Instituto en el ámbito de controversias laborales aisladas y específicas, las que tienen un carácter excepcional y marginal en el funcionamiento habitual del Instituto, lejos de constituir una infracción a sus deberes o una actuación fuera de mi competencia, es una expresión del cumplimiento estricto de su deber de administración impuesto en el número 1 del artículo 9 de la ley 20.405, resguardando el patrimonio de la institución y su posición jurídica frente a una controversia jurídica legítima. 

En cualquier caso, este tema fue tratado en la sesión 212 del 28 de julio de 2014 por el Consejo en un ánimo constructivo, donde se discutieron diversas posturas en relación al tema relativo al despido materia de controversia, sin que en definitiva se hubiese generando ningún tipo de votación o acuerdo que tuviera por finalidad censurar su actuación en esta materia, ni en dejar sin efecto lo obrado en este ámbito.

En relación a la supuesta “implantación” de políticas contrarias al pluralismo que imponen los principios de París, afirmó que basada en el Acta correspondiente a la sesión 112 del 3 de septiembre de 2012, el requerimiento releva que bajo un manto de unanimidad se invisibilizarían las opiniones minoritarias y ella impondría posiciones de mayoría revestidas de unanimidad. Ello constituiría un acto ilegal en tanto estaría incumpliendo una obligación legal.

Al respecto sostuvo que ello supone tener una escasa consideración a la independencia y consistencia de los miembros del Consejo, los que serían susceptibles de algún grave acto de intimidación o presión que ella ejercería, en términos tales de doblegar su voluntad para llegar en todo evento a acuerdos unánimes. Lo anterior contrasta con el tenor de las intervenciones que quedan fielmente expresadas en las actas de las sesiones del Consejo, donde cada uno de sus miembros señala y defiende con claridad sus puntos de vista en el contexto de un debate constructivo y respetuoso.

Manifestó que tanto las funciones como la forma en que el Consejo toma sus acuerdos están establecidas en la Ley que crea el Instituto y en la reglamentación interna de acuerdo a la cual debe dejarse constancia de las disidencias en las actas respectivas. Desde la puesta en funcionamiento del Instituto y hasta el día de hoy, se han adoptado 304 acuerdos en el Consejo de los cuales sólo 19 han contenido voto de minoría. En otras palabras, el 94% de los acuerdos adoptados en el Consejo, desde su puesta en funcionamiento, han sido adoptados por unanimidad. En consecuencia, resulta difícil sostener las acusaciones de supuestas “imposiciones de sesgo” que efectuaría la Directora en el seno de dicho Consejo.

En cuanto a la supuesta voluntad de socavar la honra y la autoridad de Carabineros de chile, señaló que para fundamentar esta parte de la solicitud de petición de remoción, los peticionarios hacen referencia a actuaciones relacionadas con el texto del Instituto denominado “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, para después atribuirle una serie de declaraciones y supuestas intenciones ilícitas.

En relación al Informe de Derechos Humanos para estudiantes manifestó que ese texto corresponde a una publicación realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y es un resumen del texto del Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile del año 2011 elaborado por el Instituto, el cual fue sometido al análisis y la votación favorable de la unanimidad de su Consejo. Indicó que los solicitantes le atribuyen una serie de conductas, entre las que se cuentan que ella habría incurrido en una conducta consistente en efectuar una “generalización” en relación a conductas de Carabineros, toda vez que en el referido texto del Instituto denominado “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, en su capítulo relativo al “Derecho de Manifestación”, se sostiene dentro del acápite dedicado a “La actuación de Carabineros frente a los hechos de violencia en las calles” que “Las detenciones en las marchas han sido un elemento de represión que ha utilizado Carabineros para evitar la reunión libre de las personas que luchan por sus derechos”. Se señala además en un acápite dedicado a la muerte de Manuel Gutiérrez, que le imputaría a Carabineros el encubrimiento del hecho “incurriendo una vez más en la generalización, y demostrando que la ausencia de una referencia a conductas individuales o aisladas, representan el sentir del Instituto y de la señora Fries, que detrás de los hechos hay un actuar institucional fuera del marco de la ley”.

Sobre el particular formuló las siguientes consideraciones:

En cuanto al procedimiento de aprobación del Informe: El informe para estudiantes es una síntesis, en lenguaje accesible a niños/niñas y adolescentes, del Informe Anual sobre la situación de Derechos Humanos de 2011 cuya elaboración y entrega a las principales autoridades del Estado está establecida en el artículo 3 N° 1 de la ley 20.405, cuya propuesta debe ser presentada por la Directora al Consejo de acuerdo al Artículo 9 N°5) del mismo cuerpo legal y cuya aprobación, de acuerdo al artículo 6° inciso final de la ley citada, debe contar con el voto favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio, como ocurrió en la especie tanto respecto del capítulo sobre “el derecho a manifestación” como el informe en general, tal y como consta en las respectiva actas de la sesión ordinaria número 69 de fecha 7 de noviembre de 2011, y de la sesión extraordinaria número 74 de fecha 23 de noviembre de 2011.

El Informe de Derechos Humanos para Estudiantes 2011-2012 por su parte, fue objeto de un proceso acucioso de elaboración a través de una metodología basada en Focus Group y validación en colegios municipales y particulares subvencionados, además de la asesoría y colaboración de contenidos por parte de UNICEF, como se indica en la misma publicación. La elaboración de este informe responde al mandato legal establecido en el Art. 3 N°1 en cuanto a que el “…Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe en la comunidad” y a la instrucción del Consejo, como lo demuestra el acta de la sesión N° 80 de fecha de 7 de noviembre de 2011, en la que se discutió sobre la difusión del Informe Anual 2011, señalándose incluso por el consejero señor Hermosilla sobre la necesidad de “elaborarse diferentes versiones del informe, entre ellas una para niños y niñas, y otras segmentadas, dirigidas a diferentes grupos o colectivos que se ven reflejados en el informe”. 

En cuanto al contenido general del Informe: Señaló que el Instituto cumpliendo con su mandato legal, procedió a elaborar un extracto del Informe Anual 2011 destinado a jóvenes que cursan entre séptimo básico y hasta cuarto medio, el cual incluye un acápite acerca de la actuación de Carabineros frente a los hechos de violencia en las calles, como parte del capítulo referido al derecho a la manifestación. Lo que señala allí es del siguiente tenor:

“En esta época de manifestaciones en Chile, personas de diferentes edades han denunciado violencia y abuso de poder por parte de Carabineros. También un uso desmedido de gases lacrimógenos que pueden ser perjudiciales para la salud, o la ocurrencia de hechos como la muerte del joven Manuel Gutiérrez, responsabilidad de un funcionario de Carabineros.

Las detenciones en las marchas han sido un elemento de represión que ha utilizado Carabineros para evitar la reunión libre de las personas que luchan por sus derechos. El Código Penal chileno expresa que “ninguna persona podrá ser detenida a menos que fuere sorprendida en delito flagrante”, o como se decía antiguamente “con la manos en la masa”.

Si un/a estudiante es sorprendido/a rompiendo un semáforo, tirando piedras o agrediendo a otra persona, la autoridad puede detenerle. No obstante, Carabineros ha detenido a muchas personas sin que se haya demostrado que participaron de esas acciones, lo que ha hecho que se declaren ilegales muchos de los controles de detención realizados en protestas. Se han realizado tantas detenciones que se estima que, durante 2011, se detuvo más por desórdenes públicos que por robo. 

Un tema que hay que considerar y llama mucho la atención es que cuando Carabineros detiene a una persona, debe tener medios de prueba para comprobar que es responsable de lo que se le acusa. Esto se ha debatido públicamente, ya que puede incentivar e montaje de casos (es decir, que se usen pruebas falsas) o que se acusen a personas inocentes.


Este es el caso del dirigente de la Federación de estudiantes de la Universidad de Concepción, Ricardo Gálvez, quien fue acusado de portar bombas molotov y agredir a un carabinero, y luego dejado en libertad porque no había ninguna prueba que lo involucrara”. 

Añadió que en el Informe Anual 2011 que dio origen al de estudiantes por su parte, incluye en su capítulo segundo, un apartado sobre el “derecho a la manifestación”, cuyo acápite segundo trata acerca de la situación de violencia policial en el marco de las manifestaciones, en el que se manifiesta como consideración general lo siguiente: 

“En esta materia, preocupa al INDH el uso represivo de las detenciones así́ como los abusos que durante las mismas han denunciado mujeres y niñas, el uso excesivo de gases lacrimógenas, y hechos de violencia como el homicidio del adolescente Manuel Gutiérrez por parte de un funcionario de Carabineros que provocó inicialmente una defensa corporativa de la institución. Sobre esto mismo la Relatoría ha señalado que “el accionar de las fuerzas de seguridad no debe desincentivar el derecho de reunión sino protegerlo, por ello también la desconcentración de una manifestación debe justificarse en el deber de protección de las personas. El operativo de seguridad en estos contextos debe contemplar las medidas de desconcentración más seguras y rápidas y menos lesivas para los manifestantes”. 


En el mismo capítulo se hace una referencia a las “Detenciones durante las Manifestaciones”. El tenor íntegro y exacto de este es sustantivo para que se pueda apreciar adecuadamente si la solicitud formulada en su contra tiene sustento material y jurídico. Es así como el Informe Anual del INDH 2011 señala sobre esta materia lo siguiente: 

“Un primer aspecto crítico en el actuar de Carabineros es el uso de las detenciones como elemento de represión durante las marchas. El artículo 125 del Código Procesal Penal señala que “ninguna persona podrá́ ser detenida sino por orden del funcionario público expresamente facultado por ley y después que dicha orden le fuera intimada en forma legal, a menos que fuere sorprendida en delito flagrante. En este sentido, para que una persona pueda ser detenida en una manifestación debe encontrarse en alguna de las situaciones de flagrancia, de otro modo –y a menos que exista orden judicial o que no se detenga para controlar la identidad– esta es ilegal. El mismo Manual de Procedimientos Policiales de Carabineros establece para los desórdenes públicos la detención solo en caso de flagrancia. No obstante lo señalado, en la marcha no autorizada del 4 de agosto, de 308 personas detenidas sólo fueron formalizadas seis de ellas en Santiago, luego que se declararan ilegales 25 de los 31 controles de detención en la misma ciudad.

Las fuerzas de seguridad pública recurren con facilidad a la detención argumentando una perturbación grave de la tranquilidad pública, con el objeto de dispersar a los manifestantes e ir disminuyendo la intensidad y fuerza de las movilizaciones. Las cifras del Gobierno en su Plan de Seguridad Pública 2010-2014 indican que “en los últimos 5 años Carabineros ha efectuado más de 80.000 detenciones por desórdenes públicos. [E]esta cifra equivale a un promedio de más de 16.600 detenciones anuales por esta causa, superando en más de 10% el total de detenciones por robos con intimidación, robos con violencia y robos por sorpresa”.

Indicó que las afirmaciones contenidas en los referidos informes del Instiuto, y que corresponden a contenidos aprobados de forma unánime por su Consejo, se realizan ante la evidencia que otorgan las cifras oficiales y aquellas solicitadas a las entidades respectivas para un período determinado, además de la observación y registro que realizan funcionarios del Instituto Nacional de Derechos Humanos, componente de un Programa de Seguimiento a la Función Policial aprobado por el Consejo en el acta de la sesión N° 54 de 1 de agosto de 2011, y los informes anuales 2011, 2012 y 2013 también aprobados por unanimidad por parte del Consejo.

Que el texto del Informe Anual del año 2011 como el Informe de Derechos Humanos para Estudiantes que se controvierte haga referencia a “Carabineros” como institución y no a personas determinadas, es consistente con el hecho que conforme a lo establecido en el artículo 3º de la ley 20.405, la relación del Instituto con los demás órganos del Estado son institucionales. No se puede olvidar que lejos de ser un órgano jurisdiccional o de fiscalización administrativa, el Instituto es un órgano de autoritas, es decir que basa su fuerza en su opinión la que se construye en el marco de lo que establece la ley.

Lo sostenido por el Instituto respecto a la situación del derecho a la manifestación en el Informe Anual de 2011, por otra parte, en caso alguno vulnera ni pretende vulnerar el derecho a la no discriminación e igualdad ante la ley. Lo anterior en la medida que de su lectura integra e imparcial se puede constatar fácilmente que no se hace referencia a todos los carabineros del país que actúan en cualquier situación, momento o lugar, sino que se critica el obrar de Carabineros en manifestaciones sociales determinadas donde se han observado abusos, dentro de un ámbito espacio temporal acotado. El sostener otra cosa constituye una tergiversación al sentido natural del texto en su conjunto, aislando y descontextualizando un determinado párrafo para darle un alcance distinto de aquél que emana de su lectura completa y desinteresada. 

Sin perjuicio de todo lo señalado, en este punto hizo presente que la supuesta arbitrariedad y falta de fundamentos que se pretende indicar por los peticionarios en relación a lo sostenido en el Informe Anual de 2011 del Instituto contrasta con lo informado por organismos internaciones de derechos humanos en esta materia, los cuales han hecho reiteradas observaciones al Estado de Chile sobre el particular. A manera de ejemplo citó al Comité de Derechos Humanos, al Comité contra la Discriminación Racial, la Convención para la Eliminación de toda forma de discriminación contra la Mujer y el Examen Periódico Universal en el seno del Consejo de Derecho Humanos: 

-Comité de Derechos Humanos, Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de Chile (2014): “19. El Comité observa con preocupación que sigue habiendo denuncias de torturas y malos tratos por parte de funcionarios del Estado. En particular, al Comité le preocupa el excesivo uso de la fuerza en el marco de protestas ciudadanas, así como casos de tortura durante el traslado y detención de personas, incluidas denuncias de violencia sexual policial en contra de niñas y mujeres, en el contexto de protestas estudiantiles (art. 7)”.

-Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto de Chile, adoptadas por el Comité en su 53º período de sesiones (2012): “20. Preocupa al Comité que el Estado parte no haya adoptado medidas para hacer frente a otras formas de violencia, como el feminicidio fuera del entorno familiar y la violencia sexual. También le preocupa la eficacia de las medidas adoptadas para impedir el feminicidio. Asimismo, el Comité está particularmente preocupado por los informes de que la policía ha recurrido desproporcionadamente a la violencia, incluidos abusos sexuales, contra estudiantes durante las protestas sociales y contra mujeres durante las protestas de los mapuches. Lamenta que no se procese a los autores de esos actos y que el Estado parte no facilite el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de esa violencia”.

En el Informe Anual 2011 sobre la Situación de Derechos Humanos en Chile se incluyen recomendaciones relativas al “derecho a la manifestación”, entre las que se incorpora la siguiente: “Carabineros de Chile debe adecuar sus Protocolos y prácticas durante las manifestaciones, a estándares de derechos humanos, especialmente en relación con la detención de personas”, agregando que “En el contexto de las detenciones, Carabineros debe agilizar los procedimientos de registro y la puesta en libertad de las personas detenidas cuando corresponda”. 

Asimismo en el “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes” ya citado, se incluye una mención expresa sobre las recomendaciones que el Instituto realiza respecto al denominado “derecho a manifestación”, señalando expresamente que “Carabineros debe actuar respetando a las personas que se manifiestan y exigen sus derechos. Especialmente tiene que mejorar su procedimiento de detención, ya que hay muchas denuncias en torno a abusos que preocupan a la comunidad internacional vigilante de los derechos humanos. También debe evitar las detenciones ilegales, es decir, sin pruebas”. 

En cuanto a la referencia hecha en el informe sobre la muerte del joven Manuel Gutiérrez expresó que en el capítulo sobre “derecho a la manifestación” del Informe Anual 2011 del Instituto se incluye un acápite acerca del “Homicidio de Manuel Gutiérrez”, donde se hace una descripción respecto de ese delito cometido en el contexto de las manifestaciones sociales del año 2011. El tenor íntegro y exacto del mismo es sustantivo para que se pueda apreciar adecuadamente si la solicitud formulada en su contra tiene sustento material y jurídico. Es así como el Informe Anual del Instituto 2011 señala sobre esta materia lo siguiente: 

“La violencia policial tuvo una de sus consecuencias más extrema y lamentable en el homicidio del adolescente Manuel Gutiérrez, de 16 años, en la madrugada del 25 de agosto del presente año en la comuna de las manifestaciones. Su hermano relató que sólo había cacerolazos y fogatas cuando apareció́ un radiopatrulla de Carabineros que comenzó́ a disparar, alcanzando una de las balas al adolescente, quien tras ser conducido a la Posta Carabineros negara su participación, incluso señalando que no investigaría el hecho, cuando posteriormente se constató́ que la bala sí fue disparada por un carabinero, específicamente, por el sargento segundo Miguel Millacura, quien fue dado de baja, quedando el caso actualmente ante la justicia militar. La Directora del INDH criticó esta negativa inicial de Carabineros a investigar el hecho y recalcó las obligaciones internacionales para hacerlo. 

Sin perjuicio de investigar y sancionar a quienes aprovechan los contextos de manifestaciones para cometer delitos, es deber del Estado prevenir, investigar y sancionar todo hecho que pueda afectar el ejercicio de derechos. Así́ lo ha establecido la Corte IDH al señalar que “los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.

En este contexto, la respuesta original de Carabineros fue contraria a las obligaciones del Estado en la materia, siendo su obligación investigar y sancionar a los responsables por el homicidio del joven, lo que no sólo constituye una forma de reparación para la familia, sino que emite una señal relevante para la sociedad de que estos hechos no serán tolerados ni permitidos”. 


Agregó que dentro del extracto del Informe Anual 2011 del Instituto realizado para jóvenes, denominado “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, también se hace alusión a la muerte del joven Manuel Gutiérrez, en los siguientes términos: 

“La muerte de Manuel Gutiérrez.

¿Recuerdas el nombre de Manuel Gutiérrez? Fue un joven de 16 años que falleció el año 2011. La madrugada del 25 de agosto salió junto a su hermano, quien en ese momento estaba en silla de ruedas, a mirar las manifestaciones que se realizaban en la Villa Jaime Eyzaguirre de Macul, donde vivían.

El hermano de Manuel dijo que en la manifestación sólo habían fogatas y cacerolazos, que es una forma de manifestarse golpeando las ollas. Contó que estaban allí mirando cuando apareció un radio patrulla de Carabineros y comenzaron los disparos. Una de esas balas alcanzó a Manuel, quien murió en el hospital. Al principio Carabineros negó que hubiesen disparado, incluso dijeron que no investigarían. Pero después se supo que la bala era de un arma policial. La familia de Manuel manifestó con fuerza que el crimen no podían quedar impune y pidieron al Presidente Sebastián Piñera poner urgencia a dos proyectos de ley que modifican la competencia de la Justicia Militar, para que los responsables sean juzgados por un tribunal como todos los civiles y se cumpla con el derecho de acceso a la justicia.

En mayo de 2014, la justicia militar condenó al sargento que disparó la bala que mató a Manuel Gutiérrez, a 3 años y 1 día de libertad vigilada, por el delito de violencia innecesaria con resultado de muerte”.

Manifestó que en contra de lo sostenido por los solicitantes, en ninguna parte de los textos citados se hace una imputación de “encubrimiento” a persona o entidad alguna en relación a las responsabilidad de alguna persona en relación a la muerte del joven de 16 años, Manuel Gutiérrez. Destacó que el “encubrimiento” es una forma de participación criminal que está sancionada por el Código Penal, y que tiene un contenido preciso. Lo que el texto controvertido hace es sostener que en un principio Carabineros afirmó que la bala que mató a Manuel Gutiérrez no provenía de un funcionario de la institución, lo que en definitiva fue descartado, condenándose por parte de los tribunales de justicia al sargento que disparó el arma de la cual provino el proyectil que puso término a la vida de ese joven; todo lo cual son hechos públicos y notorios.

Recalcó que a partir de los antecedentes relatados, se pueden llegar a las siguientes conclusiones: 

a) El contenido del texto denominado “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes” que se cuestiona por los solicitantes corresponde al contenido del documento que extracta, esto es “Informe Anual 2011. Situación de los Derechos Humanos en Chile”.

b) El contenido del Informe Anual 2011, extractado en el Informe de Derechos Humanos para Estudiantes ya referido, fue definido por el Consejo del Instituto a partir de un proceso que incluyo la revisión y aprobación unánime del capítulo específico sobre derecho a la manifestación por parte de sus integrantes, además de ser considerado y aprobado unánimemente en una segunda oportunidad al votarse el texto del informe final. 


c) El párrafo del texto que es citado en forma aislada por los solicitantes corresponde a una parte de un texto más amplio, de cuya lectura íntegra se constata fácilmente que se trata de la opinión del Instituto sobre la actuación de Carabineros en un contexto espacio – temporal específico, relativo a su obrar en manifestaciones sociales, y no se refiere a todas las actuaciones realizadas por todos los carabineros en cualquier circunstancia, momento o lugar.

d) En contra de lo sostenido por los solicitantes, en ninguna parte de los textos citados se hace una imputación de “encubrimiento” a persona o entidad alguna en relación a las responsabilidad de alguna persona en relación a la muerte del joven de 16 años, Manuel Gutiérrez. Destacó que el “encubrimiento” es una forma de participación criminal que está sancionada por el Código Penal, y que tiene un contenido preciso. Lo que el texto controvertido hace es sostener que en un principio Carabineros afirmó que la bala que mató a Manuel Gutiérrez no provenía de un funcionario dela institución, lo que en definitiva fue descartado, condenándose por parte de los tribunales de justicia al sargento que disparó el arma de la cual provino el proyectil que puso término a la vida de ese joven; todo lo cual son hechos públicos y notorios. 


e) Tanto el Informe de Derechos Humanos para Estudiantes, como aquel que extracta, esto es el Informe Anual 2011, contiene recomendaciones sobre el derecho a la manifestación que tiene por finalidad mejorar las prácticas de Carabineros en relación a esta materia, a partir de las observaciones realizadas por el Instituto. Expresó que lo anterior pone en evidencia que la finalidad de las opiniones expresadas en tales textos es servir de fundamento para efectuar propuestas que mejoren la situación de los derechos humanos, y en caso alguno se trata de una forma de concretar una voluntad de atacar y denostar a Carabineros.

Respecto de las supuestas declaraciones e intenciones ilícitas manifestó que además de atribuirle la responsabilidad por el texto correspondiente al denominado “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, el cual como ya se ha indicado corresponde a un extracto del Informe Anual del año 2011 del Instituto, se hace una serie de otras afirmaciones graves en su contra, atribuyéndole conductas e intenciones. 

Es así como se sostiene que ella ha reiterado en diversas ocasiones las afirmaciones vertidas en el texto controvertido, esto es, el “Informe de Derechos Humanos para Estudiantes”, enfrascándose en “un áspero debate público con el General Director de Carabineros; quien manifestó su preocupación por el mensaje nocivo que la publicación puede transmitir en adolescentes en etapa de formación”, atribuyéndole en tal contexto “dichos calumniosos y mal intencionados” contra Carabineros. Al respecto sostuvo que resulta natural que ella reafirme las opiniones y conclusiones contenidas en un acto oficial del Instituto, como lo es el Informe Anual de 2011, lo que mal podría constituir una infracción a los deberes de su cargo o una actuación que se pueda calificar como “negligencia manifiesta e inexcusable”.

Indicó que no es ajeno al funcionamiento propio de un Estado Democrático de Derecho que se puedan expresar discrepancias sobre la actuación y las opiniones que se realicen en el contexto de lo público. En este sentido las críticas que personeros de Gobierno o de Carabineros hagan a la actuación del Instituto y al contenido de sus informes institucionales no constituyen una causal de remoción para ninguna de las personas que forman parte de ese debate, lo que incluye sin duda a los consejeros del Instituto; respecto de quienes dicha situación se hace especialmente patente, si se considera el especial cuidado que se tuvo por el legislador al momento de establecer la independencia y autonomía de la Institución con la finalidad de permitir que pudiese cumplir con su misión de manera eficaz, sin interferencias ni presiones indebidas.

Agregó que los calificativos de “calumniosos y mal intencionados” de las afirmaciones contenidas en los informes ya aludidos no se condicen con la realidad, si se considera que no se ha atribuido la autoría de un determinado delito de acción pública a ninguna persona, y que la intención real que se puede constatar fácilmente de la lectura íntegra y desinteresada de los textos cuestionados, no es otra que cumplir con las labores que le corresponde al Instituto en conformidad a la ley. 


En definitiva, sostuvo que el hecho que a determinadas personas les pueda generar molestia el contenido o el tono de las conclusiones a las cuales llega un órgano autónomo e independiente como lo es el Instituto no constituye una infracción a un deber del cargo por parte de quien lo administra y es parte de un Consejo plural integrado por representantes designados por los diversos poderes del Estado, además de universidades e instituciones vinculadas con la protección y promoción de los derechos humanos en el país. 

Añadió que se le cuestiona por haber sostenido que la controversia en relación a la publicación que es materia de reproche por parte de los diputados solicitantes es un “conflicto artificial”, además de criticarla por no pedir disculpas ante las aprensiones que formularon Carabineros y diversos personeros políticos

Estimó que se trata de un conflicto artificial, en la medida que el supuesto sesgo y animadversión por parte del Instituto y de su persona hacia Carabineros no existe. Esta opinión legítima y fundada en caso alguno puede constituir una infracción a un deber legal de su cargo que pueda ser calificado como “negligencia manifiesta e inexcusable”.

Por otra parte, afirmó que el hecho de discrepar con el titular de una institución como Carabineros , y no pedir disculpas frente a las críticas formuladas en su contra, no constituye una infracción legal a deber alguno concreto de su cargo, sino que es parte del debate propio de una democracia en forma, la cual se ha dotado de una entidad autónoma e independiente como el Instituto con la finalidad precisa de poder representarle a todos los órganos del Estado su opinión fundada, en relación a las amenazas y vulneraciones que observe en materia de los derechos humanos en nuestro país.

Añadió que se sostiene que ella habría incurrido en una conducta que buscaría “adoctrinar a adolescentes en formación, transmitiendo una odiosidad profundamente marcada por un sesgo político que, más que abogar por los derechos humanos, ayuda a perpetuar el odio y las desconfianzas entre los chilenos”, agregando que buscaría “transmitirle los fantasmas y los prejuicios del pasado a jóvenes que han nacido en democracia”.

Al respeto expresó que resulta difícil sostener seriamente que las conclusiones a las que llega por unanimidad un Consejo de carácter transversal designado por los diversos poderes del Estado, universidades y entidades de derechos humanos, deriven de un sentimiento de “odio” que busca “adoctrinar adolecentes”, especialmente cuando se refieren a la actuación de Carabineros en un periodo concreto (2011), en un contexto determinado (movilizaciones sociales), y que se funda en antecedentes y metodologías definidos que se expresan en los mismos documentos. Además, se le atribuye una intencionalidad que es absolutamente ajena a la realidad y a lo que marca su conducta como consejera y Directora del Instituto.

Asimismo, señaló que se afirma que en su actuar personal ella efectuaría una “categorización de los miembros de Carabineros que en nada se diferencia de la situación del pueblo mapuche”. 


Lamentablemente la solicitud presentada en su contra no incluye ni describe detalladamente declaración o actuación personal alguna que sirva para fundar un juicio tan falso y grave como el sostenido. Lo que realmente se critica aquí es el tenor del Informe para Estudiantes, que es un extracto del Informe Anual 2011 aprobado unánimemente por el Consejo; por lo que indicó que se limitaría a reiterar los mismos argumentos ya señalados sobre el particular. 

También se afirma que le imputaría a Carabineros de Chile “un actuar sistemático y concertado de atropello a los Derechos Humanos”, buscando “minar la confianza social con que cuenta la institución policial para asegurar el ejercicio de las libertades”. 

Al respecto destacó que no existe declaración alguna que ella haya realizado, ni que se encuentre contenida en algún informe o acto del Instituto, en que haga una afirmación de esa naturaleza; lo cual explica que la petición formulada en su contra no haga referencia a ninguna entrevista concreta realizada a su persona que avale su injustificada atribución de actos e intenciones. 

Añadió que una intención como la que falsamente se le atribuye a ella como al Instituto no es consistente con los trabajos conjuntos que han realizado con Carabineros de Chile durante los últimos años, entre los que destacan a manera de ejemplo los siguientes: 

- Entrega de diferentes materiales didácticos, en el marco del apoyo permanente a la formación de Carabineros de Chile en materia de derechos humanos. Entre estos se cuentan los siguientes:

-Julio de 2011: "Handbook on human rights and fundamental freedoms of armes forces personnel".

- Marzo 2013: Actas del IV Coloquio de Educación en Derechos Humanos; Manual Ideas para Introducir los derechos humanos en el aula; Carpetas didácticas Serie Recordar para un Nunca Más.

- Noviembre 2023: 50 ejemplares del Informe de Derechos Humanos para Estudiantes. 

- Abril 2013 –Julio 2013: Mesa de trabajo con magistrados del Centro de Medidas Cautelares de los Tribunales de Familia de Santiago, Corporación Opción, Carabineros e Instituto Nacional de Derechos Humanos. El objeto de la mesa fue elaborar en forma conjunta un protocolo de actuación en los procedimientos policiales que involucren niños, niñas y adolescentes en el contexto de marchas estudiantiles.

- Agosto 2012 a la fecha: Mesa Interinstitucional sobre Acceso de Migrantes a la Justicia Penal, que tiene por objeto la adecuación de procedimientos institucionales con el fin de dar cumplimiento a obligaciones contraídas por el Estado de Chile y que se encuentran expresamente señaladas en diversos tratados internacionales.

-Julio 2012 a la fecha: Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas cuyo objeto es la elaboración e implementación de un Plan Nacional contra la Trata de Personas.

Por otra parte, expresó que se sostiene que ella efectuaría una “defensa selectiva de los Derechos Humanos”, no habiendo realizado una declaración en defensa de los derechos de los efectivos policiales heridos y fallecidos en actos de servicios y que tengan la calidad de “contundente” que pretenden los solicitantes. 

Destacó que tal afirmación no es real, ya que el Instituto se ha pronunciado en reiteradas ocasiones condenando la violencia en contexto de manifestaciones sociales. Incluso, en la última declaración del Consejo del Instituto, de 6 de abril de 2015, se puede leer que “El INDH ha sido enfático en condenar la violencia y, en este marco, ha hecho llegar sus condolencias cada vez que un carabinero, en el ejercicio de sus funciones, ha sido objeto de la misma”, lo que se ha reiterado en múltiples comunicados de prensa emitidos por el Instituto. Además, en el propio texto del Informe Anual de 2011 que ha sido citado, se condena la violencia en las manifestaciones, lo que no constituye algo excepcional. 

En cuanto a su supuesta despreocupación por la situación de los carabineros víctimas de la violencia, expresó que se trata de un juicio injustificado y completamente falso. De hecho, ha tenido la triste misión de remitir en representación del Instituto múltiples cartas en donde expresan sus sinceras condolencias a Carabineros por quienes han sido víctimas fatales de la violencia en el ejercicio de sus funciones policiales. Además han impulsado al interior del Instituto un texto denominado “Los derechos humanos de los funcionarios policiales”, el cual sometió el año 2014 a la consideración del Consejo del Instituto para su revisión.

En este punto destacó que las críticas que se formulan respecto del hecho de que el Instituto no ha presentado querellas criminales por atentados en contra de personal policial, no se hacen cargo del hecho de que la ley 20.405 en su artículo 3º numero 5 establece una limitación para tal facultad, limitándola a hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas.

Finalmente sobre este capítulo, el ejercicio de las atribuciones necesarias para el escrutinio del actuar policial, como también el carcelario y de cualquier otra entidad pública que represente el uso monopólico de la fuerza por parte del Estado hace parte del mandato legal de promoción y protección de los derechos humanos, de las resoluciones del Consejo que aprobaron la creación del Programa de Seguimiento a la Función Policial, los informes sobre Función Policial que se entregan anualmente a las autoridades políticas y policiales y los informes anuales donde se aborda la situación, todos aprobados por unanimidad en el Consejo, por lo que en ningún caso puede ser calificado de negligencia manifiesta.

Concluyó que el Instituto y ella no pueden sino valorar el aprecio público a las instituciones del Estado, pero no puede compartir la tesis que sostiene que el escrutinio que un órgano de derechos humanos hace a otro órgano de la Administración afecta la honra de las instituciones. Las instituciones públicas no tienen derecho humano a la honra que oponer sino un prestigio que defender.
CUARTO. SUPUESTA DESATENCIÓN CON OTROS ORGANISMOS
GUBERNAMENTALES VINCULADOS CON LA PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS HUMANOS, COMO CON CARABINEROS DE CHILE

Respecto a la supuesta desatención con otros organismos gubernamentales vinculados con la protección de los Derechos Humanos, como Carabineros de Chile, sostuvo que la relación con esa institución y con los diferentes órganos y agentes del Estado ha sido permanente, por lo que se trata de una apreciación injusta y errónea. 

En concreto, el Instituto ha realizado múltiples actividades con Carabineros de Chile a fin de generar espacios de colaboración útiles, como lo demuestran la entrega de diferentes materiales didácticos en el marco del apoyo permanente a la formación de Carabineros de Chile en materia de derechos humanos, la participación en cursos de capacitación, y el trabajo conjunto en la Mesa de trabajo con magistrados del Centro de Medidas Cautelares de los Tribunales de Familia de Santiago, Corporación Opción, Carabineros e INDH, la Mesa Interinstitucional sobre Acceso de Migrantes a la Justicia Penal y la Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas. 

A mayor abundamiento, el Instituto haciendo uso de sus atribuciones legales, ha prestado asesoría, a través de convenios de cooperación, con las siguientes instituciones:

-Subsecretaría de Salud Pública


-Instituto Nacional de Estadística (INE)


-Policía de Investigaciones (PDI)


-Consejo para la Transparencia


-Defensoría Penal Pública (DPP)


-Gendarmería de Chile

-Registro Civil e Identificación

-Ministerio Público 

-Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA)

-Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM)

-Museo de la Memoria y los Derechos Humanos

-Instituto Políticas Públicas DDHH Mercosur

-Municipalidad de Concepción


-INDH Uruguay y ACNUDDHH

-Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)

-Universidad Alberto Hurtado


-Universidad de Chile


-Universidad Central


-Universidad de Santiago

-Universidad Diego Portales


-Universidad de Talca

-Universidad Cardenal Raúl Silva Henríquez

-Universidad de Valparaíso

-Universidad ARCIS

-Universidad de Atacama

-Universidad de Antofagasta

-Universidad de Magallanes

-Universidad de Playa Ancha

-Universidad de Tarapacá



-Universidad de Quilmes

- Fundación de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas (FASIC)

-Corporación Opción

-Villa Grimaldi


-Asociación de Corresponsales Prensa Internacional

-Centro Cultural Estación Mapocho

-Fundación Iguales

-Fundación Chile


-Radio Uno


-Universidad del Bio Bio


-ONG Movilh


-Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación


-Agrupación de Detenidos Desaparecidos Corporación Paine

-Colegio Médico A.G


-Fundación Henry Dunant


-Asociación mapuche Makewe Pelale

-Fundación Instituto Indígena


-Corporación Humanas


De igual manera, señaló que dando cumplimiento al mandato de colaboración, el Instituto participa en las siguientes Mesas Interinstitucionales, Redes, Procesos y observaciones:
- Mesa intersectorial de Trata de Personas (Ministerio del Interior, Subsecretaría de prevención del delito).

- Mesa intersectorial de migrantes (Departamento de Extranjería y Migración, Ministerio del Interior).

- Mesa intersectorial de derechos humanos (Intendencia Metropolitana). 

-Comisión Legal de la Mesa de Trabajo entre Ministerio de Salud, Ministerio de Justicia y Gendarmería de Chile en el contexto de una mesa sobre Salud en el Sistema Penitenciario.

- Mesa de trabajo con magistrados/as del Centro de Medidas Cautelares de los Tribunales de Familia de Santiago, Corporación Opción, Carabineros e INDH. El objeto de la mesa fue elaborar en forma conjunta un protocolo de actuación en los procedimientos policiales que involucren niños, niñas y adolescentes en el contexto de marchas estudiantiles (Abril 2013 –Julio 2013).

- Mesa Interinstitucional sobre Acceso de Migrantes a la Justicia Penal (coordina DPP y Ministerio Público). Tiene por objeto la adecuación de procedimientos institucionales con el fin de dar cumplimiento a obligaciones contraídas por el Estado de Chile y que se encuentran expresamente señaladas en diversos tratados internacionales.

- Mesa de Migración e Interculturalidad (coordina Vicaría para la Educación; participan municipalidades, Departamento de Extranjería y Migración, ONGs, y universidades).

- Mesa Técnica Nacional sobre Sitios de Memoria, bajo la coordinación del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

- Mesa de Trabajo sobre Movilización Social bajo la coordinación de la Intendencia Metropolitana, con presencia de Carabineros de Chile, Municipios de Providencia y Santiago y organizaciones de la sociedad.

- Red de Equipos de Educación en DDHH (coordina Universidad Silva Henríquez, participan organismos del Estado, ONG´s, organismos internacionales y Universidades).

- RESMYC Red de Sitios de Memoria y Conciencia (Museo de la Memoria y DDHH + sitios de memoria).

- Ministerio de Energía: proceso para la elaboración de estándares de participación ciudadana en el marco de Energía 2050.

- Comisión revisora del Reglamento SEIA. 

- Consejo Nacional de la Infancia.

Asimismo, en el ámbito de la cooperación para la promoción de los derechos humanos, informó que el Instituto ha apoyado los siguientes procesos educativos:
QUINTO. SUPUESTA FALTA DE TRANSPARENCIA Y ACCOUNTABILITY

En cuanto a la supuesta falta de transparencia y accountability señaló que de acuerdo al artículo 3 N°1 el Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile debe incluir un informe de gestión correspondiente al período y que ha ido dando cuenta de las distintas etapas de instalación funcionamiento y consolidación del Instituto. Cada uno de esos informes anuales, con su respectivo informe de gestión incorporado, está accesible en el sitio web del Instituto, junto a todas las publicaciones realizadas por él.

Respecto a la información sobre la gestión interna informó que todos los días viernes se envía a todos los consejeros un boletín por correo electrónico, en el que se consignan todas las actividades de la Directora en el ejercicio de su cargo y todas las apariciones en prensa del Instituto, de la Directora y de consejeros en el ejercicio de sus cargos. Gran parte de esa información es subida al sitio web del Instituto y/o a las redes sociales institucionales, de modo de entregar información oportuna y transparente a todos y todas quienes habitan en Chile. 

Desde su creación en 2010, el Instituto comenzó a realizar los diseños e implementaciones necesarias para activar el ingreso de información de acuerdo a lo dispuesto por la Ley de Transparencia. Así, desde principios del años 2011 se sube mensualmente la información a la página web del Instituto, link Transparencia Activa, “Personal y Remuneraciones”, por lo que desde el citado año esa información en detalle, puede conocerse, siendo de acceso público como lo exige la ley. A la fecha de la Sesión Nº53 (Julio 2011), a que hace mención el requerimiento, la información ya era de dominio público.

En la sesión de que da cuenta el Acta N°27 del 10 de enero de 2011, y como resultado de un proceso iniciado en diciembre de 2010, se aprueba en el Consejo, por unanimidad las atribuciones del Directora en materia de contratación del personal de altos cargos directivos, no directivos y personal administrativo. Asimismo, se aprueba que dichas atribuciones serán incorporadas en el Reglamento de Personal.

En coherencia con lo acordado, el Reglamento de Personal del INDH, aprobado por el Consejo, y autorizado en virtud de la RE Nº313, del 02 de diciembre de 2011, en su artículo 3º, define la dotación del Instituto. Así en el caso de los cargos de segunda jerarquía (selección de las jefaturas de la Unidades funcionales del INDH Estudios, Educación y Promoción, Jurídica y Judicial, Administración y Finanzas y Colaboración y Atención a la Ciudadanía) Art. 4º del Reglamento de Personal del Instituto, señala que dicha selección será mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, mediante sistema de Alta Dirección Pública, a través de una terna conformada por el Consejo de Alta Dirección Pública. De dicha terna la Directora selecciona un candidato el cual debe ser aprobado por el Consejo del Instituto.

Los profesionales que pertenezcan a las unidades del organigrama del Instituto lo harán mediante un sistema de selección pública, señalando en el inciso siguiente que los profesionales de apoyo a la Dirección o asesores (jurídicos, comunicaciones, control de gestión y gestión de información), serán contratados por la Directora mediante un sistema de selección directa, los cuales serán considerados, para todos los efectos legales, como de exclusiva confianza. Termina señalando que el personal administrativo del Instituto será contratado por un sistema de selección directa.

Los cargos se han venido concursando de acuerdo a la ley 20.405 y el Reglamento de Personal. Todos los cargos se han concursado y han sido seleccionadas aquellas personas que cumplen con el perfil establecido, como consta en los registros de los concursos que ha sostenido la institución. La opinión vertida por un consejero, si bien legítima no significa que haya habido un reproche legal a esta Directora. 


Añadió que desde el año 2011 se realizan auditorías anuales externas con la finalidad de obtener una opinión profesional e independiente, con respecto a la situación financiera y contable del Instituto, en base a la verificación del cumplimiento de las normas legales y reglamentarias aplicadas a la gestión institucional de acuerdo al estricto apego a la normativa vigente en lo relativo al uso de recursos públicos asignados en la Ley de Presupuesto. Los resultados de las Auditorías Anuales externas, aprobadas por el Consejo, se publican en su sitio web (www.indh.cl) de modo que puedan ser consultadas por quien lo desee. 

En conclusión, manifestó que su actuar se ha inscrito dentro del marco legal y reglamentario de la Institución, así como dando cumplimiento a otras normas que se le imponen al ser parte de los órganos de Administración del Estado y resultarle aplicable la Ley de Bases de Administración del Estado en todo aquello que no esté expresamente establecido en su propia ley. Estimó natural, e incluso deseable, que se generen debates y discrepancias en relación a las opiniones que formula un organismo como el Instituto, pero el trasformar estas en un fundamento para atacar a sus consejeros por el contenido de las opiniones que expresan, incluso por la vía de tergiversarlas y atribuirles gratuitamente toda clase de intenciones, constituye un atentado grave a la autonomía que consagra la ley al Instituto, la cual tiene por finalidad que pueda realizar su labor de manera independiente frente a los diversos órganos del Estado, los cuales pueden y deben estar sometidos a sus observaciones y cuestionamientos. 


Agregó que no se indica por los solicitantes de manera concreta cuál habría sido la conducta atribuible de manera particular a su persona y que sería constitutiva de infracción a un deber determinado de su cargo; no se señala de manera concreta cómo esa supuesta conducta exigible y atribuible a su persona habría lesionado gravemente un determinado deber impuesto de manera expresa y nominativa a su cargo de consejera o Directora del Instituto y no se indica de qué forma esa difusa y supuesta infracción a un deber de su cargo sería inexcusable. Los peticionarios finalmente, más que constatar la existencia de una conducta que ella haya realizado con infracción a los deberes legales de su cargo y que sea constitutiva de una negligencia grave y manifiesta, expresan su discrepancia y malestar por el contenido de los informes ya referidos, pretendiendo castigar la opinión del Instituto en esta materia. Por ello, en varias partes del texto de petición para requerir su remoción, se confunde la actuación de su persona con el obrar institucional del Instituto, al sostener que en las consideraciones del informe controvertido se expresaría un prejuicio que se “funda principalmente en el actuar del Estado, representado en el Instituto, que, encarnado en la persona de Lorena Fries, pretende formar jóvenes que discriminen a quienes se desempeñen en carabineros por ese solo hecho”. Más allá de ser una atribución de intenciones y un juicio completamente temerario y falso, lo anterior da cuenta de una profunda confusión o desconocimiento acerca del funcionamiento del Instituto, de los órganos que lo integran en conformidad a la ley, y de la competencia de cada uno de ellos definido de manera expresa por la normativa vigente. 

Sostuvo que lo que se pretende hacer por parte de los solicitantes es castigar la opinión de un organismo autónomo e independiente como lo es el Instituto, a través de solicitar la destitución de una consejera que ejerce el cargo de Directora, como sanción por un acto institucional acordado por su Consejo en forma unánime. 


Concluyó que la petición de remoción de una consejera no se puede fundar legalmente en una discrepancia de opiniones con la Institución, la cual se pretenda hacer pasar en forma artificiosa como una causal legal vinculada con la infracción de deberes del cargo a partir de una conducta constitutiva de una negligencia manifiesta e inexcusable, que es precisamente lo que se trata de hacer en este caso. 

IV. ACUERDOS ADOPTADOS.

La Comisión acordó, por 7 votos a favor y 5 en contra, recomendar el rechazo de la solicitud objeto del presente informe. Votaron por la afirmativa los señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Votaron por la negativa la diputada señor Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
-o-


Tratado y acordado en sesiones de fecha 2 y 9 de junio de 2015, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo (Presidente); Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2015.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
8. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Morano, Chahin,
Flores, Fuentes, Lorenzini, Ojeda, Pilowsky, Rincón y Torres, y de la diputada señora Provoste, de “Reforma constitucional que establece la dedicación
exclusiva en el ejercicio del cargo de diputado y senador”.
(boletín N° 10098-07)

CONSIDERACIONES PRELIMINARES


El artículo 58 de la Constitución Política de la República establece las incompatibilidades con el cargo de parlamentario. La historia de este precepto legal se inicia en la Comisión Ortúzar, en octubre de 1973, para sufrir su última modificación en la Ley de Reforma Constitucional N° 20.050, publicada el 26 de agosto del año 2005.


La génesis de esta incompatibilidad la encontramos en la sesión N° 346 de la Comisión Ortúzar, que se celebró el 5 de abril del año 1978, el ella Jaime Guzmán señalo que las incompatibilidades parlamentarias debían ser extendidas de forma significativa a las que se encontraban en la Constitución de 1925, adoptando la proposición que hiciera el Gobierno de don Jorge Alessandri, en orden a sustituir el inciso primero de dicha Carta Fundamental por el siguiente:


“Los cargos de Diputados y Senadores son incompatibles entre sí y con los de Representantes y Municipales. Son incompatibles, también, con todo empleo o comisión que se retribuya con fondos del Fisco, de las Municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza”.


“Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, secundaria y especial con asiento en la ciudad en que tenga sus sesiones el Congreso”.


De la lectura de la historia de dicho precepto, podemos señalar que la incompatibilidad nunca fue discutida para realizar labores en el ámbito privado, y solo se refirió a empleos o comisiones que fueran retribuidos con fondos fiscales.


Luego de la Reforma Constitucional de 2005, solo se agregó un inciso al artículo 58, que se refiere a que el diputado o senador electo cesará en el cargo o empleo, incompatible con el de parlamentario, una vez que sea ratificado por el Tribunal Calificador de Elecciones, quedando la norma tal como la conocemos hasta el día de hoy.


Por lo anterior, podemos deducir que en la Constitución se establecen incompatibilidades de un parlamentario, solo referidas a su relación con el Estado o remuneraciones de carácter fiscal, sin considerar que diputados o senadores puedan realizar otras actividades en el sector privado, como ejercer la abogacía o el ejercicio privado de profesiones tales como la de médico o arquitecto.


Esta “laguna” constitucional nos parece contraproducente, ya que consideramos que la labor de parlamentario debe ser de dedicación exclusiva, evitando de esta manera que el ejercicio privado de una profesión pueda resultar lesivo para su debida labor. En tiempos en que la ciudadanía exige estándares éticos cada vez más elevados para los servidores públicos, es menester que los parlamentarios dediquen todo tu tiempo a representar a los ciudadanos, no teniendo espacio la justificación de la necesidad de obtener una mayor remuneración a la que se entrega por el concepto de dieta parlamentaria.


En la actualidad, y a raíz de los últimos sucesos conocidos y que tienen relación a la compleja relación entre negocios privados y política, se ha ido generando un consenso en orden a que los parlamentarios deben ejercer su labor de manera exclusiva. Así lo podemos recoger de las propias palabras de Eduardo Engel, ex presidente del Consejo Asesor contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción:


“Una de las medidas más importantes es que la función parlamentaria sea de dedicación exclusiva. Es decir, de aprobarse, y espero que se apruebe a la brevedad, los parlamentarios no podrán seguir participando en bufetes de abogados, empresas consultoras o fundaciones, entre otras.


Con parlamentarios de dedicación exclusiva se evitan conflictos de interés que resultan de otras actividades profesionales que realicen, porque se terminan dichas actividades.”


Es por lo anterior, que quienes suscribimos, venimos a presentar la siguiente:

REFORMA CONSTITUCIONAL


Artículo primero: Sustitúyanse los incisos primero y segundo del artículo 58 de la Constitución Política de la República por el siguiente. Pasando a ser el inciso tercero un nuevo inciso segundo.


“Los cargos de diputados y senadores son incompatibles entre sí y deben ser ejercidos con dedicación exclusiva por sus titulares. Se exceptúan de esta prohibición los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en la enseñanza superior, media y especial, con un máximo de doce horas académicas al mes”.


Artículo segundo: Sustitúyase el inciso primero del artículo 59 de la Constitución Política de la República por el siguiente:


“Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones puede ser nombrado para un empleo, función o comisión alguna, sea esta de cualquier carácter, público o privado”.
9. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Fernández, Cicardini y Pascal, y de los diputados señores Melo, Monsalve, Poblete, Rocafull,
Saldívar, Soto y Urízar, de “Reforma constitucional para impedir que un
diputado o senador en ejercicio pueda ser nombrado Ministro de Estado”.
(boletín N° 10100-07)


“Considerandos:


1) El nombramiento de diputados o senadores, implica en la práctica una afectación a la Soberanía Popular, por cuanto, el candidato electo para ocupar un cargo de elección popular, pasa a ocupar uno de confianza exclusiva del Ejecutivo.


2) La división e independencia de los poderes del Estado en que se funda nuestro ordenamiento político republicano y democrático.  


En razón de lo anterior, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente,

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO: Modifíquese el art. 59° de la Constitución Política de la República, en los siguientes términos:


a) Elimínese del inciso segundo del art. 59°, la frase: “Ministro de Estado”.


b) Agréguese un nuevo inciso final, en los siguientes términos: 


“Con todo, se prohíbe expresamente que un diputado o senador, pueda ocupar el cargo de Ministro de Estado, Subsecretario o cualquier otro cargo o función en la administración pública, sino hasta después de 6 meses contados desde la expiración de su mandato”.”

10. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Tarud, Auth, Ceroni, González, Jaramillo, Jiménez y Tuma, y de la diputada señora Carvajal, de 
“Reforma constitucional para establecer la dedicación exclusiva al cargo
de diputados y senadores”. (boletín N° 10099-07)

“Normativa referida: La Constitución Política de la República; La Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; El Código de conductas Parlamentarias; El dictamen N° 44.902, de 22 de septiembre de 2006 de la Contraloría General de la República.

Fundamentos e ideas matrices

1.- El artículo 8 de nuestra Constitución Política establece el principio de probidad en todas las actuaciones de las autoridades y funcionarios públicos al señalar “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.”.

Este mismo principio lo establece el artículo 5A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional para las actuaciones de los Diputados y Senadores al reconocer que ellas deben ser dirigidas por los principios de probidad y transparencia y disponer que “Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional y los reglamentos de ambas Cámaras. 

El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular. 

El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.”.

Por su parte el Código de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, reiterando lo ya establecido en la Constitución Política y la LOC del Congreso Nacional señala en su artículo 2 que “La actividad parlamentaria es una función pública del Estado, ejercida con miras a la satisfacción del interés general, por medio de la ley y la representación popular.

Se ejercerá siempre con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia que sean aplicables a la Administración del Estado.

Todo parlamentario, por ser representante de los ciudadanos, quienes lo ven como modelo de conducta, de esforzarse por actuar, en todos los aspectos de su vida, conforme a las virtudes de un ciudadano ejemplar.”.

2.- Como una forma de resguardar estos principios nuestra Constitución Política establece entre los artículos 57 y 60 una serie de inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo para los parlamentarios, ante la eventual presencia de un conflicto de intereses que puedan afectar el recto ejercicio de los principios de probidad y transparencia en el cumplimiento de las funciones que les son propias. Sin embargo, estas inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación está más bien relacionadas a las posibilidades de que un parlamentario que se encuentra en ejercicio pueda desempeñar más de una función pública; al hecho de que pueda celebrar contratos con el Estado, por si o por interpósita persona;  al que puedan actuar como procuradores o agentes de intereses particulares ante organismos públicos o en la provisión de empleos públicos., etc.

No obstante lo señalado, en nuestro ordenamiento jurídico no existe ninguna norma que impida que un parlamentario en ejercicio pueda prestar servicios profesionales o desempeñar funciones remuneradas para particulares, dejando así a la propia conciencia del parlamentario determinar si se encuentra en presencia de un conflicto de intereses entre la función pública que desempeña y el trabajo que realiza para el particular.

3.- El artículo 62 de nuestra Constitución Política respecto de las remuneraciones de los parlamentarios prescribe que “Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.”.

Por lo tanto, en razón de esta disposición constitucional todos los parlamentarios reciben como renta una dieta equivalente a la de un Ministro de Estado con sus asignaciones. De esta manera el constituyente estableció una equivalencia entre lo que perciben los altos cargos del Ejecutivo con los de los representantes ante el legislativo. Sin embargo, al respecto cabe recordar que mediante la ley N°19.863 del año 2003, se creó para los ministros de Estado y para todos los altos cargo de la Administración Pública una asignación que se denominó “Asignación de desempeño de funciones criticas”, entendiéndose por tales “aquellas que sean relevantes o estratégicas para la gestión del respectivo ministerio o institución por la responsabilidad que implica su desempeño y por la incidencia en los productos o servicios que éstos deben proporcionar”. En razón de esta asignación, quienes la perciben tienen la obligación de “dedicación exclusiva” al cargo que desempeñan y por ello no pueden percibir rentas u honorarios provenientes de otros trabajos que puedan desarrollar ya sea en el sector público o en el privado, excepto aquellas que estén expresamente autorizadas por la ley.

Los Diputados y Senadores, no obstante que perciben una renta equivalente a los de los ministro de Estado, al no tener incorporada dentro de sus asignaciones la de “función crítica”, tampoco tienen la obligación de la dedicación exclusiva y por ello podrían desarrollar labores remuneradas paralelas en aquellas materias en que no existen las inhabilidades, incompatibilidades o causales de cesación establecidas en la Constitución y las leyes.

4.- La Contraloría General de la República, no obstante a que no existe una definición normativa respecto de que debe entenderse como “dedicación exclusiva”, ha desarrollado una abundante jurisprudencia sobre el tema y en el dictamen N°44.902 de septiembre de 2006 ha señalado que “En lo que concierne a la dedicación exclusiva, es dable manifestar, tal como ya se hiciera en el dictamen N° 33.452, de 2003, de esta Entidad de Control, que la expresión “dedicación exclusiva” no ha sido definida por el ordenamiento jurídico, de manera que se hace necesario precisar su sentido y alcance en el contexto del citado artículo sexagésimo sexto.

En ese orden de ideas, cabe hacer presente, en primer término, que el sentido natural y obvio de la expresión en análisis lleva a colegir que esta especial modalidad de desempeño de un empleo público exige que quienes sirvan esa clase de cargos dediquen todos sus esfuerzos laborales sólo al ejercicio de dicha plaza, de suerte tal que les resulta vedada la realización de otra actividad laboral remunerada, cualquiera que ésta sea.”.

Agrega además que “En consecuencia, cabe manifestar que la dedicación exclusiva que afecta a los altos directivos públicos implica la prohibición de desempeñar cualquier otra función o cargo remunerado, sea público o privado.”.

De esta manera y conforme a la interpretación que ha realizado la Contraloría general de la República la “dedicación exclusiva” implica la prohibición de desempeñar cualquier otra función o cargo en el sector público o privado y colocar todos los esfuerzos laborales en el ejercicio del cargo que se desempeña.

5.- Por las razones que hemos señalado creemos adecuado modificar nuestra Constitución Política estableciendo expresamente que los cargos de Diputado o Senador, al igual que los cargos de Ministro de Estado,  tienen la obligación de dedicación exclusiva al cargo que desempeñan y por lo mismos no pueden realizar otra función o cargo en el sector público o privado.

Por lo anterior, los abajo patrocinantes venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Modifíquese la Constitución Política de la República de la  siguiente manera siguiente manera

A.- Agréguese al artículo 62 el siguiente inciso segundo:

“Los diputados y senadores tendrán dedicación exclusiva al cargo que desempeñan, con la sola excepción de las actividades docentes por las cuales no podrá recibir ningún tipo de contraprestación.”. 

B.- Agréguese al artículo 60 el siguiente inciso quinto nuevo pasando el actual a ser inciso sexto y siguientes:

“Cesará en su cargo el Diputado o Senador que no cumpla con la obligación de dedicación exclusiva al cargo establecida en el artículo 62.”.
11. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Núñez, don Daniel,
y Gutiérrez, don Hugo, de “Reforma constitucional que declara la dieta
parlamentaria como única en razón de la dedicación exclusiva al cargo de
diputado o senador, y crea causal de cesación en el cargo, en caso de
percibir otra renta”. (boletín N° 10101-07)

Fundamentos

1. La dieta parlamentaria está establecida en la Constitución Política de la Republica en al art. 62º que dispone “Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado  incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.”

2.
El empleo de la palabra “dieta” puede significar varias cosas y llama la atención que no se emplea el término “remuneración”. Dieta se refiere a aquello que puede percibirse fuera de una remuneración y eventualmente asume o presume la existencia de otra fuente de ingresos. También se podría considerar que el empleador de quienes reciben dietas, como parlamentarios y concejales, es el pueblo, quien no tiene personalidad jurídica y por ende, no podría ser el que paga la remuneración. Por tal motivo también es posible encontrar en literatura comparada e histórica nacional, que se hable de gastos de representación porque efectivamente, la función parlamentaria es una función representativa.

3. Los parlamentarios no siempre han recibido contraprestación monetaria para ejercer sus cargos. En Chile, la incorporación de una noción de contraprestación monetaria tuvo lugar en 1924, en un contexto  de conflictos sociales y políticos previo a la aprobación de la Constitución de 1925. Antes, como se decía, no existía remuneración a la función parlamentaria. ¿Cómo podía un obrero ser diputado si a los diputados no les pagaba?

4. El no pago de remuneración es claramente funcional a un sistema censitario y antidemocrático. La contraprestación monetaria es necesaria y en virtud de lo señalado en el punto anterior, esta optatividad eventual de un parlamentario entre ejercer la función por la cual fue electo y el desempeño de otros trabajos remunerados, es muy negativa. 

5.
En el actual ordenamiento constitucional y en la historia de la formación de la Constitución de 1980, se decidió cambiar la calificación de lo que percibe un Ministro de Estado de su “sueldo base” a su “remuneración” para que este monto fuera mayor. (Sesión 417 del 05 de octubre de 1978 de la Comisión Ortúzar y Sesión 83 de 07 de agosto de 1979 del Consejo de Estado). Es decir, el monto no es casual.

6. Los montos que reciben los parlamentarios dicen relación con dos factores: por una parte, la alta investidura de sus cargos lo cual lo hace merecedor de una alta contraprestación. Esto parece ser muy razonable por cuanto no es sino el pueblo el que ha determinado que una persona cumple esa función y es un reconocimiento a ello. En segundo lugar, es para asegurar que los parlamentarios no sean susceptibles de prebendas que puedan afectar su voto y credibilidad.

7. Es así como las dietas actuales, si bien son altas en términos de su valor, expresan una relación lógica entre lo percibido por las más altas autoridades de cada poder del Estado. Este mismo razonamiento existe en la gran mayoría de los países. Una de las funciones claves que desempeña el monto es sumar las dos consideraciones del punto anterior, llevando la dieta a constituirse en la expresión de la importancia del cargo que no requiere este representante de un proveerse de más recursos. Si consideramos que el parlamentario recibe una dieta que es equivalente a la de un Ministro de Estado, el mismo razonamiento es aplicable al Ministro, es decir, su remuneración es tal que no requiere recibir otros ingresos. La entidad de estos montos permite hacerse de bienes de consumo y pagar costos de la vida sin ningún tipo de problema. Esto es considerando además, que los gastos propios de la actividad, están cubiertos, a diferencia de otros trabajadores.

8. Este punto es esencial por cuanto, según hemos visto en el país en los últimos meses, hay parlamentarios que de todas formas han recibido de forma irregular pagos de empresas para afectar o incidir en su voto sobre proyectos de ley. Esto menoscaba la función y debieran ser duramente castigados. Lamentablemente, el régimen sancionatorio es deficiente.

9. Por otra parte, ¿qué sucede con los ingresos provenientes de trabajos verdaderos? Es el caso de parlamentarios que sean médicos  y mantengan una consulta privada, parlamentarios que son abogados que toman causas judiciales o aquellos que son profesores que imparten horas de clases. La tramitación del proyecto de Reforma Constitucional, Ley 20.414, sobre transparencia, modernización del Estado y calidad de la política abordó estas cuestiones, pero de forma insuficiente. El punto inicial de su razonamiento es la redacción del actual art. 60 de la Constitución que establece el régimen de causales de cesación relacionadas con las incompatibilidades. El asunto se determinaba por la eventual existencia de conflictos de interés y así, la pretensión del legislador consistía en limitar focos de dichos conflictos y fundamentalmente tratándose de abogados y en particular, en casos contra el Fisco. Tan así fue el debate que el entonces diputado Eluchans afirmó que las limitaciones iban a impedir a un abogado interesarse por ser parlamentario. 

10. En la discusión de este proyecto, surgió el tema de la dedicación exclusiva. Hubo una indicación propuesta de los diputados Araya y Walker en orden a establecer la dedicación exclusiva del cargo que fue rechazada. Efectivamente algunos eran de la idea de que tal regla fuera solo para los abogados. Fue así que el diputado Cristián Monckeberg planteó que del tenor general de la Constitución y el trabajo parlamentario, la dedicación era de 12 horas diarias aun cuando era claramente una jornada que no siempre tenía los rasgos de jornada de trabajo.

11. Resultaría sano y conveniente establecer una norma de rango constitucional que tuviera en cuenta lo anterior y considerará que el parlamentario es un trabajador.

12. EL trabajo parlamentario, que excede con creces el propiamente legislativo,  implica un compromiso con la ciudadanía que no es solo de carácter laboral sino un compromiso de tipo político de representar los intereses de quienes los eligieron. No tiene sentido que el parlamentario pueda prestar otro servicio cuyo carácter sea remunerado si sus tiempos debieran significar la imposibilidad de dedicar horas a otra actividad. De hecho, si tuviera otra actividad, le debiera quitar horas al trabajo como parlamentario.

13. Como toda regla general, debiera tener excepciones que consideren al menos dos cosas.  En primer lugar, la posibilidad de trabajar sin recibir una contraprestación monetaria, entregando sus conocimientos de forma gratuita en organizaciones destinadas a ese efecto. Por ejemplo, un parlamentario que ha sido bombero o que sean parte de fundaciones o corporaciones pro bono, etc. En segundo lugar, la posibilidad de poder trabajar como abogado o mandatario cuando su familia consanguínea requiere una defensa judicial. 

Por lo tanto, en base a los  antecedentes expuestos venimos en proponer a esta H. Cámara el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


Artículo único. Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República. 


1) Al artículo 62,  para añadir tras el punto y final que pasa a ser punto y seguido, la frase siguiente: “Esta renta única se otorga en virtud de la dedicación exclusiva al cargo, pudiendo el parlamentario actuar como abogado o mandatario solo en la defensa judicial de su familia consanguínea o bien trabajar de forma gratuita en organizaciones sin fines de lucro.”


2) Para añadir un nuevo inciso al artículo 60 del siguiente tenor: “Cesará en el cargo el parlamentario que reciba una remuneración de cualquier tipo que sea distinta a su dieta establecida en el artículo 62.”.

12. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Gutiérrez, don Hugo, y Núñez, don Daniel, de “Reforma constitucional que posibilita la renuncia
voluntaria al cargo de diputado o senador, y establece la elección
complementaria como mecanismo para cubrir las vacantes en dichos cargos”.
(boletín N° 10102-07)

Fundamentos.


1.- Actualmente la Constitución Política de la República regula, en el artículo 60, las causales de cesación en el cargo de los Diputados y Senadores. Las hipótesis contenidas en la norma  se refieren a determinadas conductas de los  congresistas, tales como la salida del país por determinado plazo sin autorización de la Cámara respectiva o bien la celebración de contratos con el Estado. 


Con respecto a la posibilidad de renuncia al cargo, la Constitución de 1980 no la incluyó entre las causales de cesación. A partir de la reforma constitucional de 2005 – ley 20.050- se agregó un nuevo inciso final al artículo 60 de la Carta Fundamental, incorporando la renuncia de diputados y senadores por enfermedad grave que les impidiere desempeñar su cargo, lo que deberá ser calificado por el Tribunal Constitucional.


2.- Un elemento a considerar es  la nominación de diputados o senadores como Ministros de Estado en algunas de las últimas administraciones. La Constitución prevé causales  de inhabilidad e incompatibilidad para estos efectos. Así, el artículo 57  establece que no pueden ser candidatos a senadores y diputados  las personas que ocupen determinadas funciones públicas, principiando esta lista  los Ministros de Estado. Luego, el inciso  séptimo del artículo 60 dispone que:


“Cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que, durante su ejercicio, pierda algún requisito general de elegibilidad o incurra en alguna de las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 57, sin  perjuicio de la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 59 respecto de los Ministros de Estado.”


Es entonces, una causal de inhabilidad e incompatibilidad y en varias ocasiones esta causal ha sido aplicada a partir del nombramiento como ministros de Estado de senadores y diputados. Desde luego, tales designaciones requieren de la aceptación del congresista, por lo que opera en la práctica una especie de renuncia voluntaria al cargo pero no está conceptualizada como renuncia.


3.- Algunas constituciones, como la peruana y la chilena, establecen la irrenunciabilidad del cargo. Ello se explica en la existencia de un mandato popular entregado a través del voto. Sin embargo, no es una regla absoluta ni está regulada por igual en el derecho comparado, pues la realidad muestra que durante el ejercicio de la función parlamentaria, pueden surgir circunstancias personales o políticas que motiven la renuncia al cargo. 


Otras constituciones, como la de Uruguay, Argentina y Paraguay, permiten la renuncia de los parlamentarios  bajo condición que esta sea aprobada por la mayoría de los miembros  de la respectiva cámara. 


4.- El presente proyecto de ley de reforma constitucional pretende modificar las normas existentes en materia de renuncia de parlamentarios, incorporando dicha causal de cesación como una forma de reconocer la exposición a los cambios de las circunstancias políticas y personales de los congresistas, pero resguardando debidamente el ejercicio responsable de la renuncia mediante un mecanismo democrático de control. Proponemos entonces que sea la Cámara de Diputados o el Senado, en su caso, quien deba calificar y aprobar por mayoría de sus miembros la renuncia del congresista. 


A partir de esta modificación pierde sentido la facultad entregada al Tribunal Constitucional para calificar la renuncia por enfermedad grave, por lo que el proyecto deroga tal norma. Como se ha dicho, estimamos que el examen de la renuncia que deberá hacer la Cámara respectiva, constituye un mecanismo de mayor legitimidad en tanto será hecho por representantes de la voluntad popular.


5.- Por otro lado, las vacantes de Diputados y Senadores serán proveídas mediante elecciones complementarias.


6.- Finalmente, no debemos olvidar que la Presidenta de la República, en cumplimiento del compromiso contraído con los ciudadanos, expresado en el Programa de Gobierno, ha dispuesto que en el mes de septiembre de 2015 se inicie un proceso constituyente que de paso a la superación definitiva de la Constitución creada por el régimen de facto en  1980, con la consiguiente elaboración y aprobación de una Nueva Constitución nacida en democracia. La corta vida que le queda a la Constitución vigente hacen que sea pertinente que la modificación propuesta sobre ampliación de las causales de renuncia quede establecida en las normas transitorias y no en el articulado permanente.


Por lo tanto, en base a los  antecedentes expuestos, los diputados firmantes venimos en proponer a esta H. Cámara el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


Artículo Primero: Deróguese el inciso tercero del artículo 51.


Artículo Segundo: Deróguese el inciso final del artículo 51.


Artículo Tercero:  Deróguese el inciso final del artículo 60.


Artículo Cuarto: Incorpórese la siguiente disposición transitoria vigesimoseptima:


"VIGESIMOSEPTIMA: Los Diputados y Senadores podrán  renunciar a sus cargos de forma voluntaria, la que deberá ser aceptada por la mayoría simple de los miembros  de la Cámara o el Senado, en su caso.


 Las vacantes de diputados y senadores se proveerán mediante elecciones complementarias en el respectivo distrito o circunscripción, cuya forma será establecida en la ley orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios".
13. Proyecto iniciado en moción del diputado señor Rivas sobre “Reforma
constitucional que establece la dedicación exclusiva al cargo de diputado y senador, la renta única asociada al cargo, su incompatibilidad con cualquier otro cargo o función, y establece como causal de cesación en el cargo la
contravención a tales disposiciones”. (boletín N° 10103-07)

“Como es normal, a medida que conocemos actos y prácticas que nos parecen dudosas o reñidas con la ética, por legales que éstas sean, nuestro mandato parlamentario nos demanda proponer y discutir mejoras al ordenamiento jurídico que, por una parte cierren las puertas y ventanas por las cuales las personas abusan de estos vacíos y, por la otra, eleven los estándares que demanda el país para el correcto funcionamiento de las instituciones y las personas que en ellas trabajan.

En este sentido, el caso del ex diputado y ex ministro, señor Jorge Insunza Gregorio de Las Heras, nos propuso responder las siguientes dudas de carácter ético: ¿Es correcto que el Presidente de la República nombre Ministro de Estado a un parlamentario, violentando con ello la decisión soberana de la ciudadanía, que votó y eligió a ese parlamentario para que lo representase en el Congreso Nacional y no para que fuese ministro? ¿Es correcto que, gozando de una dieta parlamentaria de 9 millones de pesos, un diputado o senador dedique tiempo y esfuerzos a generar rentas alternativas y no a cumplir a cabalidad la función parlamentaria para la que fue electo? 

A nuestro juicio, la respuesta a esas interrogantes es no. No es correcto que un parlamentario sea retirado de su cargo para ser Ministro de Estado. Y no es correcto que un parlamentario dedique sus esfuerzos y su tiempo a generar, de la forma que sea, rentas alternativas a su dieta. Y esto último nos parece incorrecto no sólo desde el punto de vista económico, porque podemos decir con seguridad que la dieta parlamentaria es un salario más que suficiente para cualquier persona, sino también porque es moralmente injustificable que la libertad de la que hoy disfrutamos los diputados y senadores nos permita ser accionistas de sociedades o realizar asesorías a personas jurídicas o naturales que pongan en duda nuestra independencia para buscar lo mejor para Chile y no para unos pocos. Si nuestra desprestigiada clase política realmente desea recuperar la confianza de la ciudadanía, debe necesariamente pasar de los meros gestos a actos concretos y visibles.

Hoy presentamos este Proyecto de Reforma Constitucional, invitando al Honorable Congreso Nacional y el Ejecutivo a, por un lado, eliminar la opción que hoy día tiene el Jefe de Estado de desvestir al Parlamento para procurarse flamantes Ministro de Estado y, por el otro, a sincerar la situación patrimonial de diputados y senadores, disponiendo que éstos no puedan (con la sola excepción de derechos sucesorios) gozar de ninguna otra clase de ingresos económicos como no sea su propia dieta parlamentaria, consagrando así de forma expresa y explícita el Principio de la Dedicación Exclusiva para el cargo parlamentario.

Es así que el presente proyecto de ley prohíbe que el Presidente de la República nombre Ministro de Estado a un parlamentario, terminando, así mismo también, con la posibilidad de que un diputado o senador, personalmente o mediante una tercera persona, posea intereses en sociedades de cualquier naturaleza o realice asesorías de cualquier clase mientras ejerce el cargo. Se incluye en este proyecto, además, la prohibición de que el parlamentario pueda ejercer durante el ejercicio de su cargo su profesión u oficio, si lo tuviese. Agrega asimismo la sanción de cesación en el cargo para el diputado o senador que incumpliere lo antes indicado.

Por tanto, en virtud de expuesto, venimos en someter a este Congreso Nacional el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY


Artículo único:   Modifíquese la Constitución Política de la República, en el siguiente sentido:


a) Agréguese en el artículo 34, entre las expresiones “tener cumplidos veintiún años de edad” y “y reunir los requisitos generales para el ingreso a la Administración Pública”, la oración “, no encontrarse actualmente en ejercicio del cargo de diputado o senador”.


b) Agréguese el siguiente inciso, a continuación del inciso séptimo del artículo 60: 


“Cesará en su cargo el diputado o senador que, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62, percibiere cualquier otro ingreso, permanente, esporádico o único, distinto a su dieta parlamentaria, a excepción de derechos sucesorios. La misma sanción se aplicará al diputado o senador que durante el ejercicio de su cargo tuviese intereses de cualquier tipo en sociedades de cualquier naturaleza, realizare asesorías de cualquier clase o naturaleza, remuneradas o no, a personas naturales o jurídicas o ejerciere su profesión u oficio, si la tuviese. Lo dispuesto en este inciso se entiende sin perjuicio de que la conducta la ejecute el diputado o senador por sí mismo, como persona natural o empresa individual de responsabilidad limitada, o bien mediante interpósita persona, esto último en aquellos casos en que ello fuere posible”.


c) Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 62:


“El cargo parlamentario será de dedicación exclusiva, siendo la dieta dispuesta en el inciso precedente la única renta que podrán percibir senadores y diputados durante el ejercicio de su cargo. Queda prohibido a senadores y diputados tener cualquier otro tipo de ingreso económico, permanente, esporádico o único, con excepción de derechos sucesorios. Los senadores y diputados no podrán, mientras dure el ejercicio de su cargo, tener intereses de cualquier tipo en sociedades de cualquier naturaleza. Así mismo, mientras estén en ejercicio de su cargo, no podrán realizar asesorías, remuneradas o no, de ninguna clase o naturaleza a ninguna persona natural o jurídica. Tampoco podrán ejercer durante el ejercicio de su cargo su profesión u oficio, si la tuviesen. Lo dispuesto en este inciso procede ya sea que el diputado o senador realice la conducta por sí mismo, como persona natural o empresa individual de responsabilidad limitada, o bien mediante interpósita persona, esto último en aquellos casos en que ello fuere posible”.

14. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Fernández y Cicardini, y de los diputados señores Lemus, Melo, Monsalve, Poblete, Rocafull, Saldívar, Soto y Urízar, de “Reforma constitucional para establecer la dedicación
exclusiva al cargo de diputado o senador, y su incompatibilidad con todo cargo o función privada”. (boletín N° 10104-07)


“Considerandos:


1) La necesidad de establecer una separación real, total y absoluta de la labor parlamentaria, con cualquier otra función, ya sea en el ámbito público o privado, para de ese modo establecer la obligación que los integrantes del Congreso Nacional, se avoquen exclusivamente a las labores para las cuales fueron elegidos.


2) Se debe establecer la exclusividad en la labor parlamentaria, como una forma que ayuda a evitar influencias indebidas a la independencia con que cada parlamentario deba abordar sus decisiones legislativas.  


3) Considerando el monto de la dieta que reciben los parlamentarios para su mantención, comparada con los ingresos promedio de los ingresos familiares en nuestro país, los sitúa en los niveles altos de los ingresos económicos de las familias chilenas.    


4) La labor parlamentaria implica funciones de representación y legislativas, las cuales, por su importancia para la sociedad, no deben ser desatendidas por llevar a cabo otras ocupaciones o funciones.  


Por consiguiente, en razón de lo anterior, vengo en proponer y en presentar a ustedes, el siguiente,

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO: Agréguese un nuevo inciso tercero en el art. 58° de la Constitución Política de la República, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto y final del referido artículo constitucional, en los siguientes términos:


“Sin perjuicio de lo anterior, también será incompatible el cargo de diputado o senador, con la realización de cualquier otro empleo o cargo o función en el sector privado, estableciéndose desde ya la exclusividad en la función parlamentaria mientras se esté en posesión del cargo”

15. Proyecto iniciado en moción del diputado señor Mirosevic y de la diputada señora Sepúlveda, sobre “Reforma constitucional que impone la dedicación exclusiva al cargo de diputado o senador, y establece la infracción de dicha exigencia como causal de cesación en el cargo”. (boletín N° 10105-07)

Antecedentes:

1.- Nuestro régimen constitucional de incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de Diputados o Senadores ha resultado ser insuficiente para garantizar la prevalencia del interés público y para eliminar cualquier indicio de captura del regulador.
En efecto, el artículo 58 solamente establece una lista taxativa de cargos, empleos y comisiones incompatibles, las cuales al momento de concurrir al momento de proclamación del cargo de Diputado o Senador por parte del Tribunal Calificador de Elecciones, solamente causan el efecto de hacer cesar el cargo, empleo o comisión incompatible.  
Por su parte, el artículo 60 establece las causales de cesación en el cargo de Diputados y Senadores. Sin embargo, salvo en el caso de la causal consistente en la cesación del Diputado o Senador que “actúe como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio”
, en ninguna de ellas se sanciona el ejercicio de alguna actividad remunerada distinta a la parlamentaria con aptitud de quebrar la confianza pública.    
2.- El Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción, consideró pertinente perfeccionar el sistema de incompatibilidades parlamentarias como un mecanismo preventivo de posibles conflictos de interés, además de asegurar el adecuado desempeño de la función pública y proteger el interés general. En este sentido, dicho Consejo concluyó expresamente que Senadores y Diputados deben tener dedicación exclusiva a su labor legislativa

3.- Nuestro régimen vigente contempla dietas parlamentarias son lo suficientemente altas como para justificar una dedicación exclusiva por parte de Senadores y Diputados a la función parlamentaria.
IDEA MATRIZ: La idea matriz de este proyecto es establecer las condiciones necesarias para velar adecuadamente por la fé pública, garantizar la prevalencia del interés público y para eliminar cualquier indicio de captura del regulador, por la vía de instituir la dedicación exclusiva de Senadores y Diputados a la función parlamentaria
Es en mérito de lo anterior, que los Diputados firmantes venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
1.- Agréguese el siguiente nuevo inciso quinto al artículo 60: “Cesará en su cargo el Diputado o Senador que desempeñe cualquier actividad remunerada ya sea que este actúe por sí o por interposita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forma parte”.
2.- En el artículo 62 de la Constitución Política de la República, sustitúyase la frase: “Los diputados y senadores” por la siguiente: “Los cargos de diputados y senadores son incompatibles con el ejercicio de cualquier profesión, oficio o actividad remunerada. Estos”. 

16. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2677-14-INA.


“Santiago, 4 de junio de 2015


Oficio N° 397-2015


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 4 de junio en curso, en el proceso Rol N° 2677-14-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentada por don Cristóbal Valenzuela Aedo, por sí y en representación convencional de Sociedad Plasma Ltda. respecto del inciso segundo del 
artículo 768 del Código de Procedimiento civil.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CAMONA SANTANDER, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.
A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO”.

17. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2830-15-INA.

“Santiago, 2 de junio de 2015


Oficio N° 391-2015


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 2 de junio en curso en el proceso Rol N° 2830-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por la Corte de Apelaciones de Temuco respecto del artículo 4° de 


la Ley N° 19.531, modificado por la Ley N° 20.224, a los efectos que indica. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.

Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CAMONA SANTANDER, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


� Es pertinente señalar que esta causal tiene más bien por finalidad resguardar la independencia del Poder Judicial respecto de los parlamentarios.  


� Informe Final del Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción. Página 58.


� HYPERLINK "http://consejoanticorrupcion.cl/wp-content/uploads/2015/04/Resumen_Ejecutivo.pdf" �http://consejoanticorrupcion.cl/wp-content/uploads/2015/04/Resumen_Ejecutivo.pdf� 


� La redacción final con la enmienda propuesta resultaría en la siguiente disposición: “Los cargos de diputados y senadores son incompatibles con el ejercicio de cualquier profesión o actividad remunerada. Estos percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.”








